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TRIBUNAL DE CUENTAS

251/000008 (CD)
771/000075 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación
en el «BOCG. Sección Cortes Generales», del Informe
relativo a la legalidad de las operaciones de venta de
terrenos propiedad de Renfe, años 1992 a 1996, ambos
inclusive, elaborado por el Tribunal de Cuentas, aproba-
do sin modificaciones por la Comisión Mixta para las
Relaciones con el Tribunal de Cuentas al haberse recha-
zado las propuestas de resolución presentadas al mismo
(núm. expte. Congreso 251/000008 y núm. expte. Sena-
do 771/000075).

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de julio
de 2001.—La Presidenta del Congreso de los Dipu-
tados, Luisa Fernanda Rudi Úbeda.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA LEGALIDAD
DE LAS OPERACIONES DE VENTA DE TERRENOS
PROPIEDAD DE RENFE REALIZADAS DURAN-
TE LOS AÑOS 1992 A 1996, AMBOS INCLUSIVE

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
su función fiscalizadora establecida en los artícu-
los 2.a), 9 y 21.3a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de
mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14 de
la misma disposición y concordantes de la Ley 7/1998,
de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuen-
tas, ha aprobado, en su sesión de 27 de enero de 1999,
el Informe de fiscalización de «La legalidad de las ope-
raciones de venta de terrenos propiedad de Renfe reali-
zadas durante los años 1992 a 1996, ambos inclusive»,
y ha acordado su elevación a las Cortes Generales,
según lo prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de Fun-
cionamiento.
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1. INICIATIVA DEL PROCEDIMIENTO
DE FISCALIZACIÓN

Con fecha 21 de enero de 1997 tuvo entrada en este
Tribunal la Resolución aprobada por la Comisión
Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas respecto al Informe de fiscalización
selectiva de la Entidad Renfe, ejercicio de 1989, en la
que se incluía el siguiente acuerdo:

COMPETENCIAS EN RELACIÓN CON OTROS ÓRGANOS
E INSTITUCIONES
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«5. La práctica utilizada para poner a la venta
terrenos propiedad de Renfe mediante concursos res-
tringidos, sin publicidad de ningún tipo y, por lo tanto,
mediante la puesta en conocimiento, por invitación, a
ciertas Empresas contribuye a arrojar serias sospechas
sobre la transparencia y ecuanimidad de dichos proce-
dimientos, lo que hace necesario realizar una fiscaliza-
ción específica de las operaciones de compraventa de
terrenos por parte de Renfe a lo largo de los últimos
cinco años, así como de un seguimiento de las posibles
operaciones posteriores de venta por parte de los com-
pradores de estos terrenos».

Mediante escrito de fecha 30 de julio de 1997 el Tri-
bunal de Cuentas comunicó a la Comisión Mixta, en rela-
ción con el acuerdo transcrito, que este Tribunal incluiría
en su programa de fiscalizaciones el análisis de la legali-
dad de los contratos correspondientes a las operaciones a
las que dicho acuerdo se refiere, es decir, a las ventas de
terrenos realizadas en los cinco últimos años; si bien acla-
rando que este Organismo carece de competencia para
fiscalizar las llevadas a cabo entre particulares.

Como consecuencia de todo ello, el Pleno del Tri-
bunal de Cuentas en su sesión de 23 de octubre de 1997
acordó incluir dentro del programa anual de fiscaliza-
ciones para 1998 la relativa a la legalidad de las opera-
ciones de venta de terrenos propiedad de Renfe realiza-
das durante los años de 1992 a 1996, ambos inclusive.

2. ANTECEDENTES

La Red Nacional de los Ferrocarriles Españoles
(Renfe) fue creada por la Ley de Bases de 24 de enero
de 1941, con el objeto de hacerse cargo de la explota-
ción de los ferrocarriles que rescató el Estado, junto a
los de vía ancha propiedad del mismo, en régimen de
empresa industrial.

Desde su creación ha mantenido autonomía y perso-
nalidad jurídica independiente del Estado para la reali-
zación de las actividades acordes y/o necesarias para la
consecución de sus fines.

En la actualidad Renfe es una Entidad Pública
Empresarial (EPE) 1 de las contempladas en los capítu-
los III, IV y V del Título III (arts. 53 a 65) de la Ley de
Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado (LOFAGE).

En el período objeto de esta fiscalización la actividad
de Renfe se regulaba por la Ley Ordenación de los
Transportes Terrestres (LOTT) de 30 de julio de 1987 y
por el Decreto 2170/1964 (Estatuto de la Entidad), de 23
de julio, hasta que éste fue derogado por el Real Decre-

to 121/1994, de 28 de enero, que aprobó el nuevo Esta-
tuto de Renfe.

El artículo 175 de la LOTT establece que «La Red
Nacional de los Ferrocarriles Españoles es una Entidad
con personalidad de derecho público que actúa en régi-
men de empresa mercantil, con sometimiento al ordena-
miento jurídico privado, teniendo la consideración de
Sociedad Estatal de la clase prevista en el apartado b)
del artículo 6.1. de la Ley General Presupuestaria».
Con arreglo a su Estatuto, Renfe actúa con plena auto-
nomía de gestión.

El máximo órgano rector de Renfe al que corres-
ponde la dirección, administración y gestión de su acti-
vidad es el Consejo de Administración, cuyo Presiden-
te es nombrado por el Gobierno, correspondiéndole,
entre otras facultades, la ejecución de los acuerdos
adoptados por aquél.

El Consejo de Administración, tanto en el Estatuto
vigente como en el derogado, tiene facultad para enaje-
nar propiedades inmobiliarias, siempre que previamen-
te se haya procedido a su desafectación con arreglo a lo
establecido legalmente.

3. ÁMBITO MATERIAL DE FISCALIZACIÓN

La presente fiscalización se refiere a las operaciones
de venta mediante las cuales Renfe ha enajenado terre-
nos (parcelas rústicas o urbanas) de su propiedad.

De acuerdo con la información facilitada por Renfe,
en el período 1992-1996 se han llevado a cabo 99 contra-
tos de ventas de terrenos 2 por un total de 9.009.658.289
pesetas. De los mismos se han analizado de modo particu-
lar aquéllos que han tenido un precio superior a 20 millo-
nes de pesetas, realizados en los años 1993, 1994, 1995
y 1996, examinándose, igualmente, las tres operaciones
de mayor cuantía producidas en el año 1992 ya que ningu-
na de las realizadas en este ejercicio sobrepasaba los 20
millones de pesetas. La muestra así seleccionada (51 con-
tratos por importe, en conjunto, de 8.678.419.254 pese-
tas) supone el 96,32 por ciento del total de los ingresos
obtenidos por la venta de los terrenos. Asimismo la
muestra seleccionada en cada uno de los años compren-
didos en el período a fiscalizar supera el 90 por ciento
del importe contratado en cada ejercicio.

4. MARCO LEGAL DE LAS OPERACIONES
DE VENTA DE TERRENOS

La normativa que afecta a las enajenaciones de
terrenos propiedad de Renfe está recogida en diversas
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1 La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la
Administración General del Estado (LOFAGE) ha derogado el art. 6.1.b. del
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria. Su Disposición Transitoria
Tercera establece el procedimiento de adaptación al régimen de las Entidades
Públicas Empresariales de los Entes incluidos en el referido artículo 6.1.b, como
es el caso de Renfe. 

2 De la relación de operaciones comunicadas por Renfe al Tribunal de Cuen-
tas, la correspondiente al expediente C.28 (véase Anexo 2) se refiere a los dere-
chos de edificabilidad sobre una propiedad de naturaleza urbana que Renfe recibe
como resultado de un proyecto de compensación urbanística. Aunque no se trata
propiamente de la venta de un terreno urbano, su asimilación a éstas por parte de
Renfe ha aconsejado incluirlo en esta fiscalización.
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disposiciones de rango legal y reglamentario, así como
en los acuerdos de su Consejo de Administración. Estos
últimos, en unos casos son consecuencia de lo estable-
cido en el ordenamiento legal (declaración de innece-
sariedad de los inmuebles que se pretende vender, desa-
fectación de los mismos, etc.) y en otros contienen los
procedimientos internos establecidos para la realiza-
ción de las operaciones (Procedimiento General de
Enajenaciones Inmobiliarias, etc).

La normativa legal que afecta a las operaciones de
compraventa de terrenos llevadas a cabo por Renfe es
la siguiente:

— Ley 16/1987, de 30 de julio de Ordenación del
Transporte Terrestre.

— Real Decreto 2170/1964, de 23 de julio por el
que se aprueba el Estatuto de Renfe.

— Real Decreto 1480/1989, de 24 de noviembre
sobre realización del inventario de clasificación jurídi-
ca de bienes adscritos a los servicios gestionados por
Renfe.

— Real Decreto 121/1994, de 28 de enero, por el
que se aprueba el Estatuto de Renfe (deroga el anterior
Estatuto).

— Orden del Ministerio de Hacienda de 22 de marzo
de 1969 sobre procedimiento para la enajenación de bie-
nes inmuebles.

— Resolución de la Dirección General del Patri-
monio del Estado, de 5 de septiembre de 1995, por lo
que se delega en el Delegado Especial del Ministerio
de Economía y Hacienda en Renfe las competencias de
la Dirección General del Patrimonio del Estado para la
desafectación de bienes inmuebles de carácter dema-
nial y titularidad estatal adscritos a Renfe.

Además de las disposiciones reseñadas, otras nor-
mas administrativas (Patrimonio del Estado, Expropia-
ción Forzosa, Régimen del Suelo y Ordenación Urbana
e Incompatibilidades de Altos Cargos) fiscales (Impues-
to del Valor Añadido y Haciendas Locales) y mercanti-
les (Sociedades Anónimas) afectan total o parcialmente
a las operaciones objeto de esta fiscalización.

Las disposiciones de carácter interno dictadas por
Renfe que afectan a las enajenaciones de terrenos son
las siguientes:

— Normas de Procedimiento de Enajenaciones
Patrimoniales (aprobadas por el Consejo de Adminis-
tración el día 27 de octubre de 1987).

— Procedimiento General de Enajenaciones Inmo-
biliarias (aprobadas por el Consejo de Administración
el día 31 de marzo de 1992).

— Niveles de autorización para la venta y cesión
de bienes y servicios (aprobados por el Consejo de
Administración 1 de marzo de 1994).

5. NATURALEZA DE LOS INMUEBLES
QUE INTEGRAN EL INVENTARIO DE RENFE

El Real Decreto 1480/1989, de 24 de noviembre,
sobre realización del inventario de clasificación jurídica
de los bienes adscritos a los servicios gestionados por
Renfe establece tres categorías: de dominio público,
patrimoniales de Renfe y patrimoniales del Estado 3.

Los bienes de dominio público están integrados por:

a) Los terrenos ocupados por la línea férrea y la
franja de ambos laterales de la misma.

b) Los inmuebles necesarios para la prestación del
servicio y respecto a los cuales se realice expresamente
su afectación demanial.

c) Los inmuebles cuya adquisición se haya reali-
zado por el procedimiento de expropiación forzosa.

Los bienes inmuebles de carácter patrimonial de
Renfe son:

a) Los no incluidos en las letras a, b, y c, anteriores
que se incorporaron a la Entidad conforme a la Ley de
Bases de 24 de enero de 1941.

b) Los adquiridos por Renfe posteriormente.
c) Los bienes de dominio público una vez desafec-

tados.

Los bienes patrimoniales del Estado incluidos en el
inventario son aquellos que están adscritos a Renfe
conforme al artículo 80 y siguientes de la Ley de Patri-
monio del Estado, haciéndose expresa reserva de la
propiedad estatal.

6. ANÁLISIS DE LA LEGALIDAD DE LOS PRO-
CEDIMIENTOS PARA LA ENAJENACIÓN DE LOS

INMUEBLES PATRIMONIO DE RENFE

De acuerdo con lo establecido en el artículo 184.2
de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación del
Transporte Terrestre, Renfe puede disponer de todos
los bienes que integran su patrimonio. Los procedi-
mientos a utilizar para ello están recogidos en la nor-
mativa anteriormente relacionada.

A efectos de análisis esta normativa se puede agru-
par en tres bloques:

— Actuaciones previas a la enajenación.
— Preparación y formalización de la operación de

compraventa.
— Ejecución de la enajenación.

3 El vigente Estatuto de Renfe, Real Decreto 121/1994, de 28 de enero, en
su título IV «Régimen Patrimonial», reproduce esta clasificación patrimonial.
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6.1 Actuaciones previas

Los estatutos de Renfe, tanto el derogado como el
vigente, establecen que para proceder a la enajenación
de inmuebles, Renfe debe proceder, con carácter previo,
a declarar su «innecesariedad para el servicio ferrovia-
rio». Esta circunstancia, por otro lado, es precisa para
que se pueda llevar a cabo la «desafectación» y para el
ejercicio del «derecho de reversión», cuando proceda.

La desafectación de los inmuebles calificados de
dominio público, tiene como finalidad la pérdida de tal
condición y su incorporación al patrimonio de Renfe. Ha
de ser realizada conforme a lo previsto en el artículo 121
de la Ley de Patrimonio del Estado que atribuye a la
Dirección General de Patrimonio del Estado la tramita-
ción del expediente y la formalización del acta de
entrega del inmueble desafectado, que también tiene
que suscribir el representante de Renfe 4.

Cuando la desafectación se refiere a bienes de domi-
nio público adquiridos en virtud de expropiación forzosa,
la desafectación,a tenor de lo dispuesto en el artículo 2,
apartado c) del Real Decreto 1480/1989 de 24 de diciem-
bre y 37 del Real Decreto 121/1994 de 28 de enero, se
realiza mediante el acuerdo del Consejo de Administra-
ción de la Entidad estableciendo la innecesariedad del
inmueble para el servicio ferroviario y el ofrecimiento
del ejercicio del derecho de reversión a sus antiguos
propietarios o causahabientes en cumplimiento del
mandato legal. En caso de no ejercitarse este derecho
los bienes pasan al patrimonio de Renfe.

6.1.1 Declaración de innecesariedad

En todos los expedientes analizados consta la certi-
ficación del acuerdo de Consejo de Administración de
Renfe en el que se establece la innecesariedad de los
terrenos a enajenar para el servicio ferroviario. Esta
innecesariedad está incluso reiterada en muchas oca-
siones durante la tramitación del expediente.

6.1.2 Desafectación

De los 51 terrenos enajenados en las operaciones
particularmente analizadas, veinticuatro pertenecían al
patrimonio de Renfe según acreditan las escrituras
públicas de propiedad, proviniendo en la mayoría de los
casos esta titularidad de determinadas operaciones urba-
nísticas (reparcelación, proyectos de compensación,
convenios, etc.), sin que, por tanto, existiese condicio-
namiento legal alguno para su enajenación. El resto de
los terrenos estaban calificados como de dominio públi-
co y era por tanto procedente tramitar su desafectación.
El cumplimiento de este trámite aparece acreditado en

dos operaciones mediante las correspondientes actas y
certificados; y respecto a las otras veinticinco operacio-
nes, referidas a bienes adquiridos en su momento por el
procedimiento de expropiación forzosa, se ha verificado
que se desafectaron con arreglo a los procedimientos
legalmente establecidos para estos supuestos, efectuán-
dose la declaración de innecesariedad de los terrenos
para el servicio ferroviario y el ofrecimiento del ejerci-
cio del derecho de reversión a los que legítimamente
podían ejercitarlo a tenor de lo previsto en los artículos
54 y 55 de la Ley de Expropiación Forzosa.

La resolución anunciando la posibilidad del ejerci-
cio del derecho de reversión fue publicada por Renfe
mediante la inserción de edictos en los tablones de
anuncios de los Ayuntamientos correspondientes y su
publicación en el BOE, Boletines de las Comunidades
Autónomas y en diarios de tirada regional y/o nacional.

Según comunicación del Ministerio de Obras Públi-
cas, Transporte y Medio Ambiente (hoy Fomento) no
se ejercitó el derecho de reversión por las personas que
tenían tal derecho o renunciaron al mismo.

Los acuerdos del Consejo de Administración de
Renfe referidos al ejercicio del derecho de reversión fue-
ron hechos públicos con anterioridad a la publicación de
la oferta pública de venta, de acuerdo con la legalidad
vigente, excepto en la concurrencia pública de 21 de
julio de 1994, tramitada por la Delegación de Patrimonio
de Cataluña y Aragón que no dió publicidad al ejercicio
de dicho derecho. Dicha concurrencia que incluía la
venta de los terrenos que integran el expediente C.40 fue
objeto del derecho de reversión sin que se llegase a un
acuerdo respecto a su precio que finalmente fue fijado
por el Jurado Provincial de Expropiación de Barcelona
con posterioridad, incluso, al acuerdo de venta y al otor-
gamiento de la escritura pública de compraventa.

6.1.3 Comunicación al Delegado Especial del Minis-
terio de Economía y Hacienda en Renfe

De acuerdo con lo establecido en las Normas de
Procedimiento de Enajenaciones Patrimoniales, apro-
badas por el Consejo de Administración de 27 de octu-
bre de 1989 y ratificadas por otro acuerdo de 31 de
marzo de 1992, había de comunicarse al Delegado
Especial del Ministerio de Hacienda en Renfe (incluso
antes de que éste tuviese delegadas las competencias
de la Dirección General de Patrimonio del Estado) la
calificación jurídica de los inmuebles a vender.

Se remitieron 31 certificaciones acreditativas de la
calificación jurídica de los inmuebles que se pretendían
enajenar, correspondientes al mismo número de opera-
ciones de venta, a la Delegación Especial del Ministerio
de Economía y Hacienda en Renfe. Esta dio respuesta,
sin reparos en 11 ocasiones y no dio contestación res-
pecto a las 20 certificaciones restantes en el plazo pre-
visto, por lo que continuó el procedimiento a tenor de
lo establecido. No hay constancia de que Renfe remi-

4 La Resolución de la Dirección General del Patrimonio del Estado de 5 de
septiembre de 1995 delega en el Delegado especial del Ministerio de Economía y
Hacienda en Renfe las competencias para proceder a la desafectación de los
inmuebles adscritos a la misma.
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tiese a la mencionada Delegación las certificaciones
relativas a las operaciones de venta restantes.

6.2 Preparación y formalización de la compraventa

En relación con las operaciones de enajenación de
inmuebles Renfe tiene establecidas las normas internas
a las que se ha hecho referencia anteriormente, que
recogen el procedimiento a seguir, en el que cabe des-
tacar los siguientes aspectos:

6.2.1 Tasación

Todos los inmuebles a enajenar tienen que ser valo-
rados con criterios de mercado por los servicios técni-
cos de Renfe (informe interno) y también por una
Empresa especializada, ajena a Renfe (informe exter-
no), tasaciones que servirán para fijar un valor referen-
cial. Los inmuebles cuyo valor, a priori, se estime infe-
rior a 15.000.000 de pesetas no precisarán la valoración
externa.

La norma interna de Renfe que establece la tasación
externa para las ventas de terrenos no fija criterios ni
procedimientos para contratar los servicios de las
Empresas tasadoras, que son diferentes en cada una de
las Delegaciones Territoriales de Renfe. El criterio de
selección utilizado se fundamenta en principios genéri-
cos como la fiabilidad, economía, agilidad, experien-
cia, idoneidad, conocimiento de la zona, «empresa que
nos los ha venido suministrando históricamente...», etc. 

En la resolución «Niveles de Autorización para
Venta y Cesión de Bienes» aprobada por el Consejo de
Administración con fecha 1 de marzo de 1994, se supri-
mió el requisito de la valoración externa cuando la ena-
jenación se llevara cabo a través de concurrencia públi-
ca de ofertas, exigiéndose aquel requisito únicamente
cuando se enajenase por otro procedimiento y por un
valor superior a 20.000.000 de ptas. El Consejo de
Administración de Renfe con fecha 16/09/96 resolvió
restablecer el sistema anterior.

La comprobación de los expedientes en cuanto a la
observancia de las normas referidas a la tasación de los
inmuebles, ha puesto de manifiesto la existencia de las
siguientes irregularidades:

— Respecto a los terrenos a los que se refieren los
expedientes C.2, C.12 y C.20 no consta que se realiza-
se ningún tipo de valoración; y en relación con los de
los expedientes C.10, C.13, C.19, C.22 y C.26, aunque
fueron objeto de una valoración realizada por los servi-
cios de Renfe, carecían de la tasación externa prevista
en la normativa establecida por la propia Entidad. Estas
omisiones han de considerarse de mayor trascendencia
en aquellos supuestos en que la enajenación se produjo
por el procedimiento de venta directa, sin concurrencia
de ofertas de ningún tipo, circunstancia que concurre
en los expedientes C.2, C.10, C.12 y C.20. De éstos, el
de mayor importe, expediente C.10 por 175.577.300
pesetas, corresponde a una venta realizada a la Empre-
sa publica «Bilbao Ría 2.000, S.A.», participada mayo-
ritariamente por el Ayuntamiento de Bilbao; ascendien-
do el importe de los restantes a 14.849.520 pesetas
(C.2), 99.468.320 pesetas (C.12) y 67.600.000 pesetas
(C.20), todos ellos adquiridos por Empresas privadas.

— Tampoco existe constancia de que se realizase
tasación externa o interna de los terrenos a los que se
refieren los expedientes C.5 y C.14. En ambos casos se
tuvo en cuenta la valoración efectuada por el propio
comprador que era una institución pública, en concreto
el Gobierno vasco.

— En los expedientes C.4, C.6, C.9, C.11 y C.30
no se realizó la tasación; se tuvo en cuenta el valor de
referencia fijado en un convenio de actuación urbanís-
tica establecido con el Ayuntamiento y la Comunidad
Autónoma a la que correspondía la ubicación de los
terrenos.

— Finalmente, los documentos en que constan las
valoraciones internas realizadas por los profesionales
al servicio de Renfe en los expedientes C.13 y C.19
carecen de firma y sello de la Entidad.

6.2.2 Procedimientos de enajenación

El Procedimiento General de Enajenaciones Inmo-
biliarias de Renfe establece dos modos para la venta de
terrenos: concurrencia de ofertas y enajenación directa.

Del análisis de las 51 operaciones de compraventa,
se deduce en relación al procedimiento utilizado, la
siguiente información:

PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN



En el momento de su venta los terrenos tenían la cali-
ficación y uso urbanístico que a continuación se detalla.
Los terrenos que no tenían uso residencial o lo tenían
residencial y terciario siguieron manteniendo la califica-

ción urbanística que ostentaban cuando se enajenaron o
las modificaciones producidas no han alterado sustan-
cialmente su uso urbanístico, según certifican los Ayun-
tamientos donde están radicados los referidos terrenos.
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CALIFICACIÓN Y USO URBANÍSTICO

6.2.2.1 Concurrencia pública de ofertas

Es el procedimiento establecido por Renfe con
carácter general para la enajenación de bienes inmue-
bles. El expediente se hace público mediante su difu-
sión en prensa diaria. Los requisitos y documentación
precisa para concurrir constan en los pliegos de condi-
ciones que están a disposición de los licitadores en las
oficinas de Renfe.

En algunos casos (expedientes C.37, C.42 y C.47)
no se han observado las normas aprobadas por Renfe
para la elaboración de los pliegos de condiciones en
cuanto establecen que inicialmente no debe fijarse pre-
cio mínimo de licitación; aunque ha de entenderse que
esta circunstancia no altera el proceso de adjudicación.

En cuanto a las incompatibilidades, los pliegos han
recogido que no podían formular ofertas las personas
incursas en procedimientos de apremio, los declarados
en suspensión de pagos, en quiebra y concursa dos no
rehabilitados; pero se ha omitido para las ofertas de
venta de terrenos producidas con anterioridad al 13 de
mayo de 1995 (fecha en la que se deroga la anterior
legislación sobre Incompatibilidades de Altos Cargos)
la exigencia de la certificación de que no forman parte
de los órganos de gobierno o administración de las
sociedades licitadoras ninguna persona de las que
desempeñan cargos directivos en Renfe o sus empresas
participadas, requerida en la Disposición Adicional
Tercera en relación a los artículos 1.3, 3 y 7 de la Ley
25/1983, de 26 de diciembre de Incompatibilidades de
Altos Cargos.

En la comprobación de la ejecución del procedi-
miento se ha verificado que los licitadores tenían capa-
cidad para formular ofertas habiendo cumplido el resto
de los requisitos generales recogidos en el pliego y, en
especial, la formalización de los avales en la cuantía y
modo establecidos.

El Procedimiento General de Enajenaciones Inmo-
biliarias de Renfe establece que la concurrencia públi-
ca de ofertas constará de dos fases, solicitándose en la

llamada segunda fase nuevas ofertas a los licitadores
que hayan ofertado los precios más ventajosos en la
primera fase. En esta segunda fase se establece como
cantidad mínima para ofertar el mayor valor ofertado
en la primera fase y concluye con la apertura pública
de las ofertas, que deben elevarse a la Unidad de Patri-
monio y Urbanismo de Renfe para que formule la pro-
puesta de adjudicación al Consejo de Administración.
Sin embargo, los pliegos de condiciones de las concu-
rrencias relativas a los contratos C.17, C.22, C.27,
C.28, C.33, C.35, C.37, C.42, C.46 y C.47 no contem-
plaban la segunda fase, y, en consecuencia, no tuvo
lugar.

Del resultado del análisis individualizado de las
operaciones de venta realizadas por el procedimiento
de concurrencia pública cabe destacar que se ha reali-
zado la publicidad en periódicos de ámbito nacional
y/o regional excepto en los expedientes C.19 y C.26,
que se llevaron a cabo mediante invitación, por carta, a
un considerable número de posibles licitadores de la
zona omitiéndose el anuncio en la prensa.

La concurrencia pública de ofertas para la adjudica-
ción de los derechos de Renfe en relación con el desa-
rrollo urbanístico de la estación de Huesca (C.27)
incluía la elaboración y presentación ante la Adminis-
tración actuante de un Plan Especial de Reforma Inte-
rior (PERI) así como de los proyectos de compensa-
ción y urbanización, «en los plazos que se prevean en
el Plan de Etapas del PERI, definitivamente aprobado».

La mencionada concurrencia fue adjudicada a una
UTE en un procedimiento ajustado a sus bases. En el
desarrollo del PERI se excluyó de su ámbito de actua-
ción una parcela de 3.000 m2 afectada por aquella con-
currencia pública, que posteriormente, le fue adjudicada
a la misma UTE por el procedimiento de enajenación
directa *.

La documentación correspondiente a la concurren-
cia pública difundida en prensa el 21/07/94 para la ena-

* Párrafo modificado como consecuencia de las alegaciones de la Entidad.



jenación de terrenos y solares en Barcelona y provin-
cia, que se materializó en 5 operaciones de venta, es
incompleta ya que no consta ni el pliego de condicio-
nes, ni el acta de la apertura de ofertas, ni el documento
que indique que la concurrencia no se resolvió y cuáles
fueron las causas de ello. En una de estas operaciones,
la de venta de la parcela de la calle Aragón, hay una
nota aclaratoria, sin firma ni fecha, que explica que la
edificabilidad del solar ya no era de 2.500 m2 como
expresaba la publicidad aparecida en la prensa sino
1.184 m2 como consecuencia de las servidumbres de
luces y vistas que exigía la normativa urbanística.

En esta operación, la solicitud de ofertas se realizó
sin que se hubiese dado trámite a la publicidad del posi-
ble ejercicio del derecho reversional, que era exigible
legalmente puesto que los inmuebles a enajenar eran de
dominio público y fueron adquiridos mediante el pro-
cedimiento de expropiación forzosa. Como consecuen-
cia de ello y debido a que un afectado ejerció su dere-
cho no se resolvió el concurso público, procediéndose
dos años después a la venta directa sin publicidad aun-
que teniendo en cuenta las ofertas que se hicieron en el
trámite de resolución de la concurrencia pública.

La convocatoria pública de venta de terrenos, publi-
cada en la prensa de Andalucía con fecha 23/10/93, que
contenía 6 ofertas de diferentes solares en la ciudad de
Sevilla se resolvió en la segunda fase del procedimien-
to de adjudicación por un valor sensiblemente menor al
establecido en el convenio suscrito con la Junta de
Andalucía y Ayuntamiento de Sevilla sobre el destino
de los suelos liberados como consecuencia de la remo-
delación de la red arterial ferroviaria de la mencionada
ciudad. Sólo se adjudicaron 2 de las 6 ofertas de venta,
quedando desiertas 4 de ellas. Los solares a los que se
referían estas últimas se transmitieron un año después
por el procedimiento de enajenación directa. Sobre
estas operaciones cabe señalar lo siguiente:

a) Los terrenos integrados en el Plan Especial de
Reforma Interior (PERI) n.º 2 en el barrio de la Maca-
rena (expediente C.15), a los que acudió un solo licita-
dor en la concurrencia pública con 548.637.000 ptas.,
libre de cargas (existían varias servidumbres que se
liberaron un año después por 23.500.000 ptas.) queda-
ron sin adjudicarse por considerar la oferta insuficiente
pese a que todos los inmuebles afectados por esta con-
vocatoria se liquidaron a precios inferiores a su valor
de tasación. Un año después los mencionados terrenos
fueron enajenados directamente por 550 millones.

La documentación que consta en este expediente
pone de manifiesto que una vez que la venta de los
terrenos quedó desierta en la concurrencia pública, dos
empresas constructoras, invitadas por Renfe, realizaron
3 ofertas cada una de ellas, sucesivas en el tiempo. La
sociedad que resultó adjudicataria ofreció en su última
oferta (septiembre) el mismo precio (550.000.000) que

su competidora y prácticamente las mismas condicio-
nes de pago.

b) Los terrenos objeto del contrato C.30 se enaje-
nan después de que se declarase desierta la concurren-
cia pública y Renfe invitase a ofertar a varias empresas,
de las que 3 presentaron propuestas. La propuesta de
adjudicación que se elevó por la Delegación de Patri-
monio de Andalucía de Renfe, con fecha 9 de noviem-
bre de 1994, fue que se adjudicasen los terrenos a la
oferta más beneficiosa, que resultó ser la de 329 millo-
nes, realizada el 8 de noviembre de 1994. La empresa
adjudicataria con fecha 10 de noviembre de 1994 (dos
días después de formalizar su oferta y un día después
de la elevación de la propuesta de venta) rebajó su ini-
cial ofrecimiento a 279 millones de pesetas, que es el
precio de venta que consta en la escritura.

6.2.2.2 Venta directa

La normativa reguladora de enajenaciones patrimo-
niales de Renfe establece que se exceptúen del procedi-
miento general (convocatoria pública de oferta) las
operaciones en las que concurran las siguientes cir-
cunstancias:

1) Cuando se trate de inmuebles con existencia de
un derecho preferente de adquisición: tanteo, colindan-
te, etc.

2) Cuando se trate de inmuebles cuya valoración
sea inferior a 15.000.000 de ptas.

3) Cuando el adquirente sea persona jurídica de
derecho público y el inmueble que compre no se desti-
ne al tráfico jurídico privado.

4) Cuando el adquirente sea persona relacionada
con el ferrocarril y el inmueble destinado a enajenar
vaya a mejorar servicios en el transporte.

5) Cuando la contraprestación no sea dineraria
(permuta, pago en obra ferroviaria, etc.).

Entre las 34 operaciones analizadas en que se utili-
zó el procedi-miento de enajenación directa se ha veri-
ficado que en 16 de ellas se aplicó correctamente este
procedimiento por concurrir las circunstancias señala-
das anteriormente: pago en obra ferroviaria (1), arren-
damiento (3), venta a Organismos Públicos (6), colin-
dante (2), permuta (1), terreno proindiviso de Renfe y
el comprador (2) y subrogación (1). En la venta corres-
pondiente a la parcela de 984 m2 (expediente C.44),
para uso terciario, sita en Valencia, el inmueble se había
arrendado una vez que la oferta pública difundida en la
prensa regional quedó desierta, a la sociedad que poste-
riormente lo adquirió. 

Se han vendido también directamente otros 16 terre-
nos después de ser declaradas desiertas las concurren-
cias públicas en las que se ofrecían su enajenación.
Entre éstos, los solares y parcelas que constituían el
objeto de la concurrencia pública difundida en prensa
con fecha 21 de julio de 1994 (expedientes C.20, C.31,
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C.32, C.38 y C.40) y que quedó desierta por haber sido
ejercido inicialmente el derecho de reversión por un
afectado, se vendieron dos años después por el procedi-
miento de venta directa cuando lo procedente habría
sido convocar nueva concurrencia pública. Las restan-
tes operaciones se realizaron por este procedimiento
después de haberse difundido la oferta correctamente y
de haber quedado desiertos los concursos.

El motivo por el que en este último supuesto se ha
acudido a la adjudicación directa (quedar desierto el
concurso) no aparece expresamente recogido entre los
que enumera la normativa interna de Renfe como
supuestos en los que expresamente está autorizado uti-
lizar dicho procedimiento de adjudicación.

Parece razonable que, si existen motivos que hagan
inconveniente el demorar la enajenación, se acuda a
gestionar la venta directa ante el hecho de haber queda-
do desierto el concurso. Pero, aunque el órgano habili-
tado para dictar y modificar las normas internas de ena-
jenación de inmuebles, el Consejo de Administración,
es el mismo que el que adopta la decisión de acudir a la
venta directa en estos supuestos, sería conveniente para
mayor seguridad juridica que, si se estima oportuna
esta actuación, se incorpore dicha circunstancia a la
normativa interna, señalándose en todo caso un breve
plazo a partir del cual habrá de establecerse nuevamen-
te la concurrencia de ofertas mediante la convocatoria
de un nuevo concurso.

Finalmente, la enajenación correspondiente a los
terrenos de 574 m2 en el barrio del Porvenir de Sevilla
(expediente C.12) se ha llevado a cabo sin que concu-
rriese ninguna de las circunstancias que autorizan que
la venta se realice por el procedimiento de enajenación
directa; y en cuanto al expediente C-45 (venta de 3.000
m2 en Huesca), la Entidad ha puesto de manifiesto la
existencia de particulares circunstancias que pudieran
justificar el empleo de este procedimiento *.

6.2.3 Formalización de los contratos

Con carácter previo al otorgamiento de las escritu-
ras de compraventa, el Consejo de Administración de
Renfe, a propuesta de la Dirección de Patrimonio y
Urbanismo de la Empresa, resuelve y formaliza los
acuerdos y demás trámites precisos para proceder a la
formalización de los contratos.

La comprobación realizada respecto a estos actos
pone de manifiesto, con carácter general, que se ha pro-
cedido conforme a la normativa interna. Las propuestas
de resolución están suscritas por las personas con capa-
cidad para ello -Director de Patrimonio y Gerente de la
Unidad de Patrimonio y Urbanismo- y su contenido
recoge la declaración y reiteración de innecesariedad,
el acuerdo para enajenar, el nombre del comprador, el
precio y las autorizaciones precisas para formalizar los

acuerdos del Consejo de Administración, en relación
con las operaciones de venta.

Se ha verificado, igualmente, que la ficha técnica
que se adjunta a la propuesta de resolución incluye la
información pertinente: identificación física (descrip-
ción del inmueble, superficie y linderos); identificación
jurídica (título de adquisición y situación registral);
identificación urbanística (afectación por Plan General
y/o Parcial de Ordenación Urbana, clasificación, uso
urbanístico y edificabilidad); y valoración (catastral, de
adquisición).

También se ha verificado que las resoluciones adop-
tadas son coherentes con sus respectivas propuestas y
están firmadas por el Presidente/a y Secretario del Con-
sejo de Administración de Renfe.

Todas las operaciones de compraventa se han eleva-
do a escritura pública, excepto el contrato correspon-
diente a los terrenos sitos en la localidad de Las Rozas
(Madrid) (expediente C.33) que está pendiente del
otorgamiento de la misma por la existencia de unos
arrendamientos sobre la parcela transmitida que Renfe
debe liberar en un plazo que todavía no ha transcurrido.

Se ha comprobado que las personas que han actua-
do en nombre y representación de Renfe estaban sufi-
cientemente facultadas según consta en las correspon-
dientes escrituras de poder y en los acuerdos del
Consejo de Administración de Renfe y que el ejercicio
de estas facultades se ajusta a la norma de «Niveles de
autorización para la venta y cesión de bienes y servi-
cios».

Finalmente, se han verificado los gastos de formali-
zación de las escrituras, comprobándose que han corri-
do a cargo de los compradores conforme se preveía en
la oferta.

6.3 Ejecución de los contratos.

6.3.1 Obligaciones contractuales

Todos los contratos se han ejecutado de conformi-
dad con lo pactado, habiéndose pagado el precio acor-
dado en la forma y plazos previamente convenidos e
ingresado las cantidades correspondientes en la Tesore-
ría de Renfe. En las operaciones en las que se aplazaba
el pago, éste se garantizaba con los correspondientes
avales bancarios. Los intereses consecuencia de los
pagos aplazados fueron calculados y liquidados correc-
tamente, coincidiendo con lo estipulado en los respec-
tivos contratos.

En las operaciones relativas a los expedientes C.1,
C.7, C.10, C.20 y C.27 el precio se fijó, en todo o en
parte, en especie y, en concreto, en infraestructura
ferroviaria, locales y/o cargas urbanísticas. Su entrega
se produjo conforme a lo pactado, aunque quedan pen-
dientes las obras de uso ferroviario de Huesca (C.27)
que está previsto terminar y transferir en el año 1999.
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Respecto a los terrenos del expediente C.7, clasifi-
cados como Sistema Local de Equipamiento en la revi-
sión del Plan General de Ordenación Urbana de Sevi-
lla, fueron objeto de un convenio urbanístico por parte
de la Junta de Andalucía, Ayuntamiento de Sevilla y
Renfe, y valorados en 72.824.015 pesetas. De acuerdo
con lo pactado en este convenio los terrenos fueron
transmitidos al Ayuntamiento de Sevilla, valorados en
72.824.015, como entrega a cuenta de las posibles car-
gas reparcelatorias que, como consecuencia de las
cesiones obligatorias y gratuitas de suelo urbano, Renfe
debía satisfacer en las actuaciones urbanísticas inclui-
das en el convenio.

En los contratos C.5 y C.14 de San Sebastián y
Tolosa se condicionaba la venta de los terrenos a que
sobre los mismos se construyeran viviendas protegidas.
Respecto al solar de Tolosa, se concedió en el mes de
octubre de 1996 la licencia municipal para la construc-
ción de un edificio de viviendas de protección oficial.
En cuanto al solar sito en Paseo del Urumea de San
Sebastián, vendido al Gobierno Vasco por 500 millones
de pesetas para la construcción de viviendas protegidas
(y cuyo contrato incluía como condición suspensiva la
citada utilización de dichos terrenos para viviendas de
protección oficial), en el mes de junio de 1998 no se
había realizado ninguna actuación sobre el mismo,
estando pendiente de publicarse un concurso público
por el Gobierno Vasco, bien para la construcción de las
viviendas de protección pública, bien para la concu-
rrencia pública de ofertas para su enajenación a promo-
tora privada también para construir viviendas de pro-
tección pública. No obstante, dado que la legislación
urbanística que afecta a los terrenos del «Paseo del
Urumea» permite una eventual permuta de los aprove-
chamientos ordenados en la actualidad, servicios com-
petentes de Renfe, basándose en la cláusula suspensiva
acordada en el contrato, comunicó con fecha 24 de
junio de 1996 al Gobierno Vasco que en el caso de que
no se respetase la tipología edificatoria (viviendas pro-
tegidas) sobre el solar enajenado, el precio del mismo
ascendería a 1.138.647.735 pesetas.

6.3.2 Obligaciones fiscales

6.3.2.1 Impuesto sobre el Valor Añadido

Para que la operación esté sujeta a IVA es preciso que
el terreno vendido tenga la calificación de solar o tenga
licencia de obra en el momento de producirse su venta.

Las operaciones de los contratos C.1, C.2 y C.3
están exentas por ser terrenos de naturaleza rústica (art.
20.20º de la Ley del IVA). También están exentas las
referidas a los terrenos objeto de los contratos C.7 y
C.21. En el primero, porque, aunque se trata de terre-
nos urbanos, están destinados a viales públicos; y en el
segundo porque se trata de suelo urbano que no está
calificado como solar 5.

Las liquidaciones por IVA correspondientes al resto
de las operaciones realizadas, se practicaron y repercu-
tieron en el modo legalmente establecido, con las
siguientes salvedades:

a) En las operaciones referidas a los expedientes
C.4 y C.11 se cobraron 136.200.000 (30/12/93) y
30.000.000 ptas. (11/03/94), respectivamente, con ante-
rioridad al acto de entrega del terreno. El impuesto se
repercutió, en su totalidad con fecha 25 de abril de
1995 (C.4) y 17 de julio de 1995 (C.11) respectivamen-
te, fechas en las que se formalizaron las escrituras
públicas de venta, incumpliéndose el art. 75.2 de la Ley
del IVA, que establece la obligatoriedad de repercutir
el IVA en los pagos anticipados.

b) Respecto a la operación de compraventa de la
parcela sita en el Paseo del Urumea de San Sebastián
(C.5), en la escritura pública de compraventa se fija un
precio de 600 millones de ptas., de los que 500 corres-
ponden al valor el suelo y 100 a una compensación para
cubrir los gastos derivados del traslado de las instala-
ciones ferroviarias existentes en el solar enajenado.
Sobre esta última partida no se repercutió IVA porque
fue considerada como indemnización; y en cuanto al
resto del precio, se emitieron dos facturas (una de ellas
sin repercutir el IVA) en las fechas y por cantidades que
se expresan seguidamente:
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6.3.2.2 Impuesto sobre Incremento de Valor de los
Terrenos de  Naturaleza Urbana

Todas las operaciones de compraventa de terrenos
urbanos estaban sujetos a este impuesto de acuerdo con
lo establecido en el artículo 105 de la Ley 39/1988, de
28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales.
Aunque el sujeto pasivo de este impuesto es el vende-
dor, en las escrituras de compraventa se pactó, excepto
en la del expediente C.12, que su pago correspondía a
la parte compradora. No obstante en los expedientes
C.21, C.32, C.36, C.39, C.40, C.42 y C.48 el compra-
dor entregó a Renfe la cantidad que estaba obligado a
satisfacer por este impuesto para que esta Entidad liqui-
dase en el Ayuntamiento acreedor su importe.

Se ha verificado la correcta liquidación y pago del
impuesto excepto el de las operaciones de venta de los
expedientes C.32, y C.40. de las que no consta que se
procediese al cumplimiento de la obligación tributaria
por parte de Renfe. De las alegaciones de la Entidad
fiscalizada se deduce que recientemente se han inicia-
do actuaciones para el pago de estos gravámenes, sin
que se acredite que hayan sido ya definitivamente liqui-
dados.

6.3.2.3 Otras obligaciones fiscales

No se cumplimentaron de forma correcta los mode-
los correspondientes a los años 1993 a 1996 mediante
los cuales Renfe debía comunicar a la Administración
Tributaria las operaciones de cuantía superior a
500.000 ptas, ya que la mayor parte de las operaciones
de venta de terrenos de tal cuantía no estaban incluidas
en las relaciones (modelo 347) remitidas a Hacienda.

Con fecha 23 de mayo de 1998, Renfe realizó decla-
raciones complementarias correspondientes a los ejer-
cicios de 1993, 1994, 1995 y 1996 incluyendo los datos
omitidos en las declaraciones presentadas inicialmente.

7. CONTABILIZACIÓN DE LOS RESULTADOS
DE LAS OPERACIONES DE COMPRAVENTA

Los terrenos objeto de venta se dan de alta en los
registros contables en el momento de producirse su
enajenación. Esto se debe, principalmente, a que histó-
ricamente los terrenos utilizados por Renfe son propie-
dad del Estado y no se incluían en el inmovilizado
material. En estos momentos está en fase de elabora-
ción un inventario de los bienes adscritos en las líneas
ferroviarias de titularidad estatal, según lo estipulado
en la Ley 16/1987 de 30 de julio (LOTT). 

La afloración de los terrenos en contabilidad se rea-
liza por su valor catastral en base a lo dispuesto en el
art.4 del RD 1.480/1989, de 24 de noviembre, de Reali-
zación del Inventario de Clasificación Jurídica de los
Bienes Adscritos a los Servicios Gestionados por
Renfe, (actualmente en fase de elaboración); pero este

criterio no se ajusta a la Norma 2ª del Plan General
Contable, que desarrolla los contenidos de los art. 38
del Código de Comercio y 195.1 de la Ley de Socieda-
des Anónimas, que establece que el valor contable de
los terrenos debe ser el de adquisición.

Esta opinión es, además, coherente con lo dispuesto
en la Resolución de 30/12/92 de la Intervención Gene-
ral del Estado por la que se regulan los Principios Con-
tables y Normas de Valoración aplicables a la Red
Nacional de Ferrocarriles Españoles que establece en
su punto 6.1.4.1. que «aquellos terrenos aflorados
como consecuencia de la realización del inventario,
respectos de los cuales se desconozca su valor de ads-
cripción o adquisición, podrán valorarse por su valor
catastral».

En relación a la valoración los inmuebles de los
expedientes C.41, C.42, C.43 y C.44, al desconocerse
su valor catastral Renfe procedió a estimarlo en el 10
por ciento de su precio de venta; y en la operación
correspondiente al C.28, como lo que se enajenaba son
derechos de edificablidad, éstos fueron registrados con-
tablemente como bienes de inmovilizado inmaterial.

El alta de los terrenos en contabilidad se refleja en
la cuenta «Plusvalías y Minusvalías en Incorporación
del Inventario del Inmovilizado», dándose de baja en el
momento de producirse la enajenación, por su valor
catastral.

Los importes producto de la venta contabilizados y
facturados por Renfe, coinciden con los que figuran en
las respectivas escrituras públicas de compraventa,
imputándose el beneficio obtenido por la venta al ejer-
cicio en que se produce la misma.

Finalmente se ha verificado la correcta contabiliza-
ción y el importe de los intereses pactados en las escri-
turas públicas de venta de todas las operaciones cuyos
aplazamientos de pago generaban intereses.

8. CONCLUSIONES

Primera. La legislación específica aplicable a la
venta de terrenos propiedad de Renfe ha sido respetada
con carácter general, cumplimentándose conforme a la
legalidad vigente los requisitos relativos a la declara-
ción de innecesariedad de los terrenos para el uso ferro-
viario, a la desafectación de los mismos cuando eran de
dominio público y a la información pública sobre el
derecho de reversión de los terrenos enajenables califi-
cados de dominio público por proceder de procesos
expropiatorios. La legislación no específica también ha
sido respetada, aunque, en los términos antes expues-
tos, se ha omitido la petición a los concursantes de la
declaración de incompatibilidad conforme a la Ley
25/1983, de 26 de diciembre (Incompatibilidades de
Altos Cargos).

Por lo que se refiere al cumplimiento de las normas
internas de la Entidad aplicables a la venta de terrenos,
se han observado las deficiencias que se citan en el
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cuerpo de este Informe, entre las que cabe destacar las
irregularidades apreciadas respecto a la tasación de los
inmuebles (tres expedientes sin tasación, cinco en que
sólo consta la tasación de la Compañía y dos en los que
la valoración se ha producido por procedimientos no
contemplados en la normativa interna) y la utilización
del procedimiento de venta directa en supuestos distin-
tos de aquellos que expresamente se recogen en la
regulación interna de la Sociedad.

Segunda. En las operaciones se adoptaron los
acuerdos estatutarios preceptivos y se otorgaron las
pertinentes escrituras de compraventa, cuya formaliza-
ción se ajustó a los términos de las resoluciones del
Consejo de Administración.

Tercera. El procedimiento de adjudicación de las
enajenaciones se ha ajustado, generalmente, a lo fijado
en las normas aprobadas por el Consejo de Administra-
ción de Renfe, sin perjuicio de la omisión de trámites,
la falta de documentación y la carencia de requisitos
formales en los casos que se indican en el informe.

En la formación de algunos expedientes aparecen
operaciones que carecen de tasación junto a otras cuyas
valoraciones no se ajustan a lo previsto en las normas
dictadas por Renfe.

Cuarta. Renfe ha liquidado, correctamente, las
obligaciones fiscales relativas al impuesto del Valor
Añadido (IVA), salvo en el caso de la venta de los
terrenos del Paseo del Urumea en San Sebastián a que
se hace referencia en el Informe.

La liquidación del Impuesto sobre el Incremento del
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana se efectuó
de conformidad con el ordenamiento vigente, sin per-
juicio de las incidencias que se apuntan en el apartado
correspondiente de este informe.

Quinta. Las anotaciones contables relativas a las
operaciones de compraventa se realizaron con arreglo a
la normativa contable y recogen las operaciones produ-

cidas, aunque la afloración de los terrenos está realiza-
da por su valor catastral.

9. RECOMENDACIONES

A los efectos de lograr una mejora en la gestión de
las enajenaciones inmobiliarias se sugieren las siguien-
tes medidas:

Primera Que todos los trámites, requisitos e inci-
dencias que se produzcan en los procesos de enajena-
ción queden suficientemente reflejados en sus respecti-
vos expedientes; en especial los que se refieran a las
enajenaciones directas, que deberán expresar las razo-
nes en las que se fundamenta la propuesta de enajena-
ción.

Segunda. Que si se entiende razonable y conve-
niente que los inmuebles ofertados en concurrencia
pública declarada desierta puedan ser enajenados por el
procedimiento de venta directa, se incluya esta posibi-
lidad en la normativa interna de Renfe, señalando los
supuestos en que pueda ser de aplicación y fijando un
breve plazo para llevarla a efecto a partir del cual hayan
de ser sometidos a nueva licitación.

Tercera. Que la selección de las empresas tasado-
ras se realice con criterios uniformes en todas las dele-
gaciones. Asimismo y teniendo en cuenta el volumen
inicial de operaciones de valoración que realiza Renfe,
debería proceder a adjudicar dichos servicios mediante
concurrencia pública, con publicidad.

Cuarta. Que se establezca la coordinación necesa-
ria entre las Unidades de Renfe implicadas en las ope-
raciones de compraventa, a los efectos de mejorar el
seguimiento y control de las mismas.

Madrid, 27 de enero de 1999—El Presidente, Ubal-
do Nieto de Alba.
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251/000018 (CD)
771/000083 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
«BOCG. Sección Cortes Generales», del Informe relati-
vo a la fiscalización sobre las principales actuaciones del
Ente Público de la Red Técnica Española de Televisión
(Retevisión) en 1996, relativas al proceso de privatiza-
ción de Retevisión, S. A., elaborado por el Tribunal de
Cuentas, aprobado sin modificaciones por la Comisión
Mixta para las relaciones con el Tribunal de Cuentas al
haberse rechazado las propuestas de resolución presen-
tadas al mismo. (núm. expte. Congreso 251/000018 y
núm. expte. Senado 771/000083).

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de julio
de 2001.—La Presidenta del Congreso de los Dipu-
tados, Luisa Fernanda Rudi Úbeda.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LAS PRINCI-
PALES ACTUACIONES DEL ENTE PÚBLICO DE
LA RED TÉCNICA ESPAÑOLA DE TELEVISIÓN
(RETEVISIÓN) EN 1996 RELATIVAS AL PROCESO

DE PRIVATIZACIÓN DE RETEVISIÓN, S. A.

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
su función fiscalizadora establecida en los artícu-
los 2.a), 9 y 21.3a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de
mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14.1
de la misma disposición y concordantes de la Ley
7/1998, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal
de Cuentas, ha aprobado, en su sesión de 29 de septiem-
bre de 1999, el Informe de fiscalización de las principa-
les actuacione del Ente Público de la Red Técnica Espa-
ñola de Televisión (Retevisión) en 1996 relativas al
proceso de privatización de Retevisión, Sociedad Anóni-
ma. Asimismo, de acuerdo con lo prevenido en el
artículo 28 de la Ley de Funcionamiento, ha acordado
su elevación a las Cortes Generales, para su tramitación
parlamentaria. El Pleno del Tribunal ha acordado tam-
bién trasladar este Informe al Gobierno correspondien-
te, a tenor de lo dispuesto en el citado artículo.
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INTRODUCCIÓN

I.1 Iniciativa del procedimiento

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en su sesión del
23 de octubre de 1997, aprobó el Programa de Fiscali-
zaciones para el año 1998, incluyendo entre las previs-
tas a realizar por iniciativa del Tribunal la fiscalización
de la actividad del Ente Público de la Red Técnica
Española de Televisión (Retevisión) en 1996 y de las
principales operaciones en el ámbito del proceso de pri-
vatización de Retevisión, S. A. Posteriormente, el
Pleno, en sesión del 29 de abril de 1998, modificó el
citado Programa, aprobando las Directrices Técnicas
del procedimiento de fiscalización de las principales
actuaciones del Ente Público en 1996 relativas al pro-
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ceso de privatización de «Retevisión, S. A.», con los
siguientes objetivos:

— Cumplimiento de las previsiones legales, conte-
nidas en el Real Decreto-Ley 6/1996, de 7 de junio, de
liberalización de las telecomunicaciones. Aspectos
legales de la creación de la sociedad estatal Retevi-
sión, S. A.

— Comprobación de la valoración de activos y
pasivos aportados por el Ente Público a la sociedad
anónima constituida, así como de la adecuación de los
estados financieros del Ente a los principios y criterios
contables aplicables a dichas actuaciones.

— Análisis de las relaciones contractuales entre el
Ente Público y la sociedad anónima, a partir del 1 de
enero de 1997.

— Fiscalización del concurso y adjudicación par-
cial del capital social de Retevisión, S. A.

I.2. Alcance y limitaciones de la fiscalización

Las comprobaciones se han referido al cumplimien-
to de las previsiones legales y a los procedimientos
contables y de valoración utilizados. Se trata, por tanto,
de una fiscalización de regularidad. Las verificaciones
se han realizado en la sede del Ente Público Retevisión,
siendo necesaria en algunos aspectos, especialmente
para comprobaciones contables, la colaboración del
personal directivo y técnico de Retevisión, S. A., que
había sido traspasado a esta sociedad en su totalidad
durante el proceso fiscalizado, sin que se hayan produ-
cido dificultades a pesar de que, en el momento de
efectuarse las comprobaciones, Retevisión, S. A., ya no
era sociedad estatal, al haberse finalizado la operación
de privatización parcial.

No ha existido limitación alguna para el desarrollo
de la fiscalización.

I.3 Rendición de cuentas

El Ente Público rindió a este Tribunal, a través de la
Intervención General de la Administración del Estado
(IGAE), las cuentas anuales del ejercicio 1996 en el
plazo establecido, incluyendo la documentación relati-
va al Programa de Actuaciones, Inversiones y Financia-
ción (PAIF) y Presupuestos de Explotación y Capital,
aunque éstos no preveían aún el proceso de creación y
privatización de Retevisión, S. A.

I.4 Antecedentes

El Ente Público Retevisión fue creado por el art. 124
de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado para 1989, encontrándose en
1996 adscrito al Ministerio de Fomento a través de la
Secretaría General de Comunicaciones.

Legalmente se configuró como una entidad de dere-
cho público, sociedad estatal de las previstas en el art.
6.1.b) del Texto Refundido de la Ley General Presu-
puestaria (TRLGP), con personalidad jurídica propia
que ajusta sus actividades al ordenamiento jurídico pri-
vado. Conforme a lo establecido en el Real Decreto
545/1989, de 19 de mayo, por el que se aprobó el esta-
tuto del Ente Público, sus funciones consisten en la
gestión y explotación de la Red Pública de Telecomu-
nicaciones, constituida por los sistemas de transporte y
difusión de señales que se precisen para prestar los ser-
vicios portadores soporte de los de difusión de radio y
televisión y de los de transmisión de imágenes, inician-
do sus actividades el 1 de octubre del mismo año. Para
el cumplimiento de sus funciones, se adscribieron al
patrimonio del Ente los bienes procedentes del Ente
Público Radiotelevisión Española (RTVE) que consti-
tuían la infraestructura de la red de telecomunicacio-
nes, conservando la naturaleza de bienes de dominio
público. Además, el Ente se subrogó en los derechos y
obligaciones derivados de las funciones que hasta
entonces ostentaba el Ente Público RTVE.

Retevisión comenzó la prestación de los distintos
servicios de comunicaciones a medida que la Adminis-
tración le otorgaba los títulos habilitantes requeridos
por la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación
de las Telecomunicaciones y sus posteriores modifica-
ciones. Así, el 2 de octubre de 1989, firmó sendos con-
tratos de prestación de servicios con Televisión Espa-
ñola, S. A., y con las tres compañías titulares de la
concesión de los canales privados de televisión, ini-
ciando sus emisiones el 15 de diciembre. A finales de
1993, tras cuatro años de actividad, la cobertura de las
emisiones alcanzaba al 81% de la población. En 1991
recibió el título habilitante para la prestación del servi-
cio portador soporte del servicio de valor añadido de
acceso condicionado de distribución de datos (DATA-
CAST), y en 1992 el de prestación del servicio porta-
dor del de valor añadido de radiobúsqueda. En junio de
1993, el Estado autorizó al Ente la prestación del servi-
cio portador de telecomunicaciones basado en termina-
les de pequeño diámetro (VSAT). En 1994 comenzó la
prestación de los servicios portadores a los cinco cana-
les de televisión vía satélite, que iniciaron sus emisio-
nes en el mes de abril. Además, las cadenas privadas de
televisión suscribieron con Retevisión el Plan de
Cobertura Integral para lograr un mínimo del 93% de
cobertura en el plazo de dos años. También en este ejer-
cicio comenzó la prestación del servicio portador del
de telefonía móvil automática (GSM) que permitió el
funcionamiento de un segundo operador. El 19 de
diciembre de 1995 el Ente suscribió un contrato con la
Dirección General de Telecomunicaciones para el desa-
rrollo en España de la televisión digital y la puesta en
funcionamiento de una red de transmisión de televisión
digital terrestre.
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En 1996, la cifra de negocios del Ente Público se
situó en 36.616 millones de ptas., de los que los servi-
cios de difusión de señales audiovisuales supusieron
un 65 por 100. El resultado de explotación ascendió
a 7.308 millones y el beneficio neto fue de 4.450 millo-
nes de ptas., con un incremento del 50 por 100 respecto
al del ejercicio precedente.

A partir de la entrada en vigor del Real Decreto-Ley
6/1996, de 7 de junio, de liberalización de las teleco-
municaciones, posteriormente derogado por la Ley
12/1997, de 24 de abril, se sientan las bases para la
introducción de la competencia en el sector con la crea-
ción de un segundo operador global de telecomunica-
ciones derivado del Ente Público Retevisión, de forma
que los servicios ya liberalizados que venía prestando
el Ente se realizarán a partir de ese momento por una
sociedad mercantil, quedando únicamente en el Ente
Público la prestación exclusiva, en régimen de mono-
polio, del servicio portador de televisión.

I.5 Trámite de alegaciones

Los resultados de las actuaciones practicadas en el
presente procedimiento fiscalizador se han puesto de
manifiesto al actual responsable del Ente Público y al
que lo fue durante el periodo fiscalizado, a los efectos
de que formulasen las alegaciones y presentasen los
documentos y justificaciones que estimaran pertinente,
conforme prevé el art. 44.1 de la Ley de Funcionamien-
to del Tribunal de Cuentas.

Se ha recibido en plazo la contestación del que fue
responsable de Retevisión durante el periodo fiscaliza-
do, en la que señala que no formula alegación alguna.
No ha contestado el actual responsable del Ente Pú-
blico.

II. CONSTITUCIÓN DE RETEVISIÓN, S. A

II.1 Previsiones legales

La decisión y la constitución de un segundo opera-
dor de telecomunicaciones se encuentran en el Real
Decreto-Ley 6/1996 citado y en el Real Decreto
2276/1996, de 25 de octubre, que desarrolla el anterior.
En el primero, art. 4. uno, se otorga título habilitante al
Ente Público para la prestación del servicio final de tele-
fonía básica, incluyendo el servicio telefónico urbano,
interurbano e internacional, y para el servicio portador
soporte del mismo. En el punto dos del mismo art., se
prevé que el Ente Público constituya una sociedad anó-
nima a la que aportará la totalidad de los bienes y dere-
chos que integraban la red Pública de telecomunicacio-
nes, en los términos que figuran en los puntos tres al
ocho, para, finalmente, establecer en el punto nueve, la
venta subsiguiente del 51 por 100 como mínimo del
capital de esta sociedad mediante concurso, previa su
valoración por Acuerdo del Consejo de Ministros.

La Disposición Transitoria Segunda establece que
hasta la finalización del plazo de 10 años, al que se
refiere el art. 11 de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de
Televisión Privada, continuará en vigor el régimen jurí-
dico de prestación del servicio portador soporte de los
servicios de difusión regulados por las Leyes 4/1980,
de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión;
46/1986, de 26 de diciembre, reguladora del Tercer
Canal de Televisión y la propia 10/1988, así como por
el resto de la normativa dictada en desarrollo de estas
disposiciones, en los términos y condiciones vigentes a
la entrada en vigor del Real Decreto-Ley. En conse-
cuencia, el Ente Público continuará prestando dichos
servicios portadores hasta la finalización del plazo indi-
cado, para lo que debía suscribir, en el ámbito del dere-
cho privado, los correspondientes contratos con la
nueva sociedad anónima, de acuerdo con las bases que
reglamentariamente se estableciesen por el Gobierno
para la utilización por el Ente de la red cedida a dicha
sociedad.

Por otra parte, se prevé la transformación de la habi-
litación otorgada al Ente Público en régimen de gestión
directa, en un título habilitante para la gestión indirecta
del servicio por la sociedad anónima, mediante un con-
trato de gestión de servicio público, de conformidad
con la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las
Administraciones Públicas (LCAP).

El Real Decreto 2276/1996, de 25 de octubre, tiene
por objeto la aprobación de las normas necesarias para
poner en funcionamiento el segundo operador de tele-
comunicaciones, determinando los bienes y derechos
que deben ser aportados a la nueva sociedad, incluyen-
do los títulos habilitantes atribuidos a Retevisión hasta
la fecha, y fijando las bases del contrato a celebrar entre
el Ente Público y la sociedad anónima para la continui-
dad de la prestación del servicio portador de los servi-
cios de difusión de televisión, que quedan excluidos
del traspaso a la sociedad. Asimismo, por este Real
Decreto se procedió a la modificación del Estatuto del
Ente Público, adaptándolo a las nuevas previsiones
legales.

II.2 Actuaciones del Ente Público

Para la constitución de la sociedad anónima a la que
transferir los bienes y derechos integrantes de la red
pública de telecomunicaciones, el Consejo de Admi-
nistración del Ente, en sesión del 27 de junio de 1996,
decidió acudir a tasadores independientes y auditores
para la definición y valoración de los bienes a transmi-
tir, mediante contratación directa, delegando en el Pre-
sidente y en el Consejero-Director General las faculta-
des que, de conformidad con las Normas internas de
contratación, correspondían al propio Consejo en mate-
ria de contratos de servicios profesionales y asistencias
técnicas, no siendo de aplicación al Ente la LCAP. En
dicha sesión el Consejo autorizó la contratación directa
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de la firma auditora de ejercicios anteriores, por su
conocimiento del Ente Público, y de otra firma de reco-
nocido prestigio para la valoración del inmovilizado.
Además, el proceso de privatización exigía contar con
un banco de negocios que asesorara en la venta de la
nueva sociedad, para lo que se decidió la apertura de un
proceso de petición de ofertas entre entidades interesa-
das para su contratación.

En la misma sesión del Consejo de Administración,
se decidió la liquidación de la sociedad Optel, S.A.,
constituida con la autorización del Acuerdo de Consejo
de Ministros, de 12 de mayo de 1995, para la presta-
ción de servicios liberalizados independientemente de
los que el Ente Público ejerciese en régimen de mono-
polio. La configuración establecida por el Real Decre-
to-Ley 6/1996 hacía innecesaria la existencia de dicha
sociedad y clarificaba el proceso de privatización ini-
ciado, ya que en su accionariado figuraban empresas
eléctricas, con un 40 por 100, que habían manifestado
su intención de participar en la privatización de Retevi-
sión, S. A.

Tras estas actuaciones, el Consejo de Administra-
ción, en sesión celebrada el 26 de noviembre de 1996,
aprobó los estados financieros intermedios del Ente a
30 de septiembre de 1996, el balance de aportación a la
nueva sociedad y la relación de bienes y derechos que
se transmitían. Asimismo, autorizó la constitución de
Retevisión, S. A., con unos fondos propios de 64.068
millones de ptas., de los que 40.000 millones constituí-
an la cifra de capital social. El conjunto de estas deci-
siones se elevó a la aprobación, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, del Ministro de Fomento y del
Consejo de Ministros.

Finalmente, por Orden comunicada del Ministro de
Fomento de 28 de noviembre, se aprobó la relación de
bienes y derechos que serían aportados a la sociedad
anónima, de acuerdo con la propuesta del Consejo de
Administración del Ente Público y conforme al alcance
que determinaba el Real Decreto 2276/1996, de 25 de
octubre. El Consejo de Ministros, en su reunión del 5
de diciembre, autorizó la constitución de Retevi-
sión, S. A., en los términos propuestos por el Consejo
de Administración. La sociedad anónima fue constitui-
da legalmente el 20 de diciembre, fijando la fecha de
inicio de sus operaciones para el 1 de enero de 1997.

II.3 Balance de aportación

La elaboración del balance de aportación a la nueva
sociedad debía contar con la previa valoración de los
elementos objeto de la transmisión, sin exceder del
valor de mercado, tal como preveía el art. 4. tres del
Real Decreto-Ley 6/1996. Esta valoración se efectuaba
únicamente con el objeto de definir el balance inicial
de la sociedad anónima, cuantificando así su capital
social, para proceder a continuación a su venta, de
forma que el Ente Público reflejaría, según estableció

el art. 4. cuatro del citado Real Decreto-Ley, el valor de
las acciones representativas de ese capital social por el
valor contable de los bienes y derechos aportados.

En cumplimiento de estas premisas, los criterios de
elaboración del balance de aportación definieron, en
primer lugar, un balance de referencia del Ente Público
cerrado al 30 de septiembre de 1996, del que se ha
comprobado su coincidencia con los estados contables
a esa fecha. A partir de éste, el Real Decreto-Ley pre-
veía aportar a la sociedad anónima la totalidad de los
bienes, derechos y obligaciones que integraban la red
pública de telecomunicaciones, por lo que se exceptua-
ron de la transmisión determinadas partidas del balance
que quedarían en el Ente, por no encontrarse afectas a
la explotación de la red, o por tratarse de saldos deven-
gados, provisionados o en litigio frente a terceros, ante-
riores a la fecha de aportación, dando lugar al balance
de la sociedad anónima a esa fecha, que se incluye en
el Anexo I junto con el balance de referencia señalado.

La fiscalización de las distintas partidas que compo-
nen el balance de aportación se ha referido, principal-
mente, al análisis y cuantificación de las revalorizacio-
nes efectuadas en el inmovilizado, que dieron lugar a la
cifra de capital social de la sociedad. Asimismo, se
indican aquellas partidas no aportadas que implican
compromisos futuros del Ente Público. Por otra parte,
el reflejo contable de la aportación no se produjo hasta
el 31 de diciembre de 1996, por lo que los asientos
efectuados a esa fecha no coinciden exactamente con
las cifras del balance de aportación preparado al 30 de
septiembre, al recoger las variaciones experimentadas
por los activos y pasivos que se traspasaban, como se
analiza en el apartado II.3.3.

II.3.1 Valoración del inmovilizado

La valoración efectuada por la sociedad externa a la
que el Consejo de Administración del Ente Público
encargó dicho trabajo, tenía por alcance la valoración
del inmovilizado inmaterial, material, financiero y de
existencias de repuestos, determinando el valor real de
mercado de estos bienes al 30 de septiembre de 1996.

Se utilizaron dos premisas de valoración según que
se considerasen bienes operativos, para los que se esti-
maba su valor real de mercado en condiciones de conti-
nuidad de las actividades y operaciones, y bienes no
operativos, calculando para éstos un valor de mercado
libre.

La inspección física de los activos materiales se efec-
tuó en las 10 zonas técnicas de Retevisión, en el 35
por 100 de los centros emisores y radioenlaces y en el 3
por 100 de los centros reemisores, realizándose cheque-
os de inventarios respecto a las bases de datos informáti-
cos del Ente y procediendo a las oportunas correcciones
valorativas en caso de disconformidad. Estos centros
representan aproximadamente un 70 por 100 del valor
obtenido de la totalidad de centros del Ente Público. La
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valoración del resto de inmovilizado que no se inspec-
cionó, se realizó por coeficientes a partir de la informa-
ción obtenida de las bases informáticas existentes.

Para los activos inmateriales se utilizaron criterios
de valoración distintos, según que la titularidad de las
cesiones de uso se encontrase documentada o no y si se
trataba de cesiones administrativas. El método genéri-
co de valoración de estos bienes consistió en la capita-
lización de la diferencia de rentas producidas, entre las
que teóricamente las condiciones del mercado exigirí-
an en el momento de la valoración y las que soportaban
a través del canon de ocupación por su uso. La tasa de
capitalización utilizada partía de una tasa sin riesgo
(Deuda del Estado a largo plazo) más una prima de
riesgo cuando así lo aconsejaban las condiciones jurí-
dicas de la cesión o concesión. Cuando éstas recaían
sobre un activo amortizable, se añadía además la com-
ponente de amortización correspondiente.

La valoración del inmovilizado financiero incluyó
las participaciones del Ente Público en las empresas
asociadas Hispasat, S. A., y Torre de Collserola, S. A.,
La actividad principal de la primera consiste en la cons-
trucción y explotación del sistema de satélites Hispasat,
en explotación desde enero de 1993. La participación
de Retevisión en esta sociedad al 30 de septiembre de
1996 era del 30,3 por 100. En Torre de Collserola, S. A.,
que tiene como objeto principal la explotación de la
torre de comunicaciones de Barcelona, la participación
de Retevisión era del 36 por 100. Para la determinación
del valor de mercado de estas sociedades se utilizó el
cálculo del valor actual neto de flujos de caja y capitali-
zación de resultados futuros, a partir de los estados
financieros y proyecciones facilitados por el Ente, bajo
los principios de empresa en funcionamiento y uso con-
tinuado de las actividades para las que fueron creadas.

Una vez alcanzadas las conclusiones del valor real
de mercado se realizó un análisis económico-financiero
con el fin de determinar si los beneficios esperados por
la sociedad a constituir podrían soportar, desde el punto
de vista de un inversor, el valor agregado obtenido de la
valoración, obteniéndose un resultado favorable.

En el proceso de fiscalización se han verificado los
procedimientos utilizados en la valoración de activos,
comprobándolos para el caso de los activos materiales
de un centro emisor, y se considera que fueron realiza-
dos de forma completa y razonable para el fin persegui-
do y se encuentran suficientemente documentados.

Como puede observarse en el Anexo I, los saldos del
inmovilizado del balance de referencia del Ente Público
se traspasaron en su mayor parte al balance de aporta-
ción. De las valoraciones efectuadas por el experto inde-
pendiente pueden destacarse las siguientes:

— Del inmovilizado inmaterial, que estaba recogi-
do en libros por importe de 2.176 millones, se traspasa-
ron a la sociedad 2.049, que fueron valorados en el
balance de aportación en 2.260, con una revaloración

de 211 millones de ptas. que corresponde prácticamen-
te en su totalidad a las cesiones de uso.

— El inmovilizado material traspasado se revalori-
zó en 25.592 millones de ptas., ya que de los 49.985
millones que figuraban en libros del Ente se aportaron
47.540 millones, valorados en el balance de aportación
en 73.132 millones de ptas.

— Del inmovilizado financiero sólo se aportó la
cuenta de participaciones en empresas asociadas, es
decir, Hispasat, S. A., y Torre de Collserola, S. A. Estas
inversiones, valoradas en libros en 7.237 millones de
ptas. y una provisión de 3.674 millones, fueron inclui-
das en el balance de aportación por 5.813 millones, con
una revalorización de 2.250 millones de ptas.

No se traspasaron al balance de aportación los ele-
mentos del inmovilizado del Ente que no estaban afec-
tos a la actividad de la Sociedad.

II.3.2 Otras partidas del balance de aportación

La aplicación de los criterios de elaboración del
balance de aportación determinó que la nueva sociedad
se constituyese con unos fondos propios de 64.068
millones de ptas.

Del activo del balance de referencia se traspasaron
al de aportación la totalidad de los gastos a distribuir en
varios ejercicios y la mayor parte de los deudores, de la
tesorería y de los gastos anticipados.

Las principales partidas del pasivo que se traspasa-
ron a la sociedad corresponden a las deudas a largo
plazo con las entidades financieras y a las subvencio-
nes de capital distintas de las del Estado. Asimismo, se
traspasó buena parte de los acreedores a corto plazo y
la totalidad de la provisión para pensiones y otras obli-
gaciones, que recogía los compromisos adquiridos por
el Ente con su personal, traspasado íntegramente a la
sociedad.

Entre las partidas no traspasadas destaca la de acre-
edores a largo plazo, que recoge el importe a pagar al
Tesoro Público, derivado del acuerdo adoptado por el
Consejo de Administración del Ente Público, de fecha
13 de mayo de 1992, sobre distribución de resultados
del ejercicio 1991, que asciende a 4.000 millones de
ptas. En 1993 esta partida fue calificada contablemente
como deuda a largo plazo, vinculándose su ingreso a
las previsiones del Contrato-Programa Estado-RTVE
de 1993. El Consejo de Administración del Ente, el 28
de febrero de 1996, acordó que la citada cantidad se
liquidase a finales de 1999, año en que, según el Con-
trato-Programa mencionado, RTVE habrá amortizado
en su totalidad la deuda contraída con el Ente público.

Por último, cabe señalar que, de conformidad con el
Informe de la Dirección General de Tributos, de fecha
13 de diciembre de 1996, sobre el régimen aplicable
para la constitución de Retevisión, S. A., la aportación
se ha acogido al régimen especial de rama de actividad,
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sin que la sociedad anónima suceda al Ente Público en
los costes y fechas de adquisición de los activos trans-
mitidos. La sociedad sucede al Ente en los impuestos
anticipados y diferidos relativos a los bienes, derechos
y obligaciones transmitidos, conforme al art. 104.2 de
la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades.

Además, de acuerdo con lo previsto en el citado art.,
la nueva sociedad asumirá el cumplimiento de los
requisitos derivados de los incentivos fiscales de la
entidad transmitente devengados y pendientes de apli-
car en ejercicios futuros, en cuanto que estuvieran
referidos a los bienes y derechos aportados, transmi-
tiéndose a la entidad adquirente los correspondientes
derechos y obligaciones tributarios.

Por todo lo anterior, y de acuerdo con la normativa
fiscal vigente, el Ente Público Retevisión no ha podido
acogerse en el ejercicio 1996, a los beneficios deriva-
dos de la deducción por inversión en activos fijos nue-
vos pendientes de aplicar al 31 de diciembre de 1996
(fecha de devengo del impuesto sobre sociedades), al
haber transferido la propiedad de los activos que origi-
naron el derecho a la deducción a Retevisión, S. A.,
antes del cierre del citado ejercicio. Esta sociedad, que
sucede al Ente en los derechos y obligaciones tributa-
rias en relación con los bienes y derechos aportados,
podrá disfrutar en ejercicios futuros de los incentivos
fiscales asociados a dichas deducciones, en los térmi-
nos y con los límites que permita la legislación en
vigor.

II.3.3 Reflejo contable del balance de aportación

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de
diciembre de 1996, por el que se autorizó la creación
de Retevisión, S. A., aprobó el balance de aportación a
la sociedad, determinando que los resultados genera-
dos por el patrimonio aportado por el Ente Público se
entenderán producidos por la sociedad desde el día de
comienzo de sus operaciones, el 1 de enero de 1997,
fecha de inicio de su primer ejercicio social. Hasta
dicha fecha, los resultados generados corresponderán
única y exclusivamente al Ente Público. Adicionalmen-
te, en el apartado séptimo de la escritura de constitu-
ción de Retevisión, S. A., se establece que, en relación
con el periodo transitorio, el Ente continuaría desarro-
llando, con los medios aportados a la sociedad anóni-
ma, la actividad que venía ejerciendo.

En consecuencia, el reflejo contable del balance de
aportación aprobado por el Consejo de Ministros se
produjo con fecha del 31 de diciembre de 1996 en los
libros del Ente, recogiendo las variaciones producidas
durante el periodo de octubre a diciembre en los bienes
y derechos traspasados, al tiempo que se fijaba el
balance de inicio de las operaciones de la sociedad anó-
nima a esa fecha. Así, desde el punto de vista contable,

el traspaso del patrimonio se realizó mediante dos
asientos:

a) Uno que recoge los activos y pasivos corres-
pondientes al balance de aportación del 30 de septiem-
bre, dando de baja su valor contable en el balance de
referencia del Ente.

b) Un segundo asiento denominado «variación
patrimonial», que recoge las variaciones experimenta-
das por los activos y pasivos como consecuencia de las
transacciones realizadas por el Ente Público en el
periodo comprendido entre la fecha de elaboración del
balance de aportación y el 31 de diciembre de 1996,
fecha de aportación efectiva, resultando congruente con
los procedimientos de corte de operaciones preparados
para la correcta segregación de actividades entre el
Ente Público y la sociedad anónima.

Como resultado del procedimiento contable segui-
do, la participación financiera del Ente Público en la
sociedad anónima a esa fecha quedó establecida en
36.328 millones de ptas., por la diferencia de activos y
pasivos efectivamente traspasados.

Finalmente, el efecto neto de los movimientos en
cuentas de circulante del periodo octubre-diciembre
fue de 220 millones de ptas., que se recogió en el epí-
grafe «Deudas con empresas del grupo» del balance de
constitución de Retevisión, S. A. (que se adjunta como
Anexo II), y en «Empresas del grupo deudoras» del
activo del Ente Público al 31 de diciembre.

II.4 Situación jurídica de los activos del Ente
Público

Desde la fecha de creación del Ente Público, los bie-
nes de dominio público integrantes de la red pública de
telecomunicaciones se encontraban en régimen de ads-
cripción a Retevisión, en virtud de lo previsto en el art.
124. Tres de la Ley 37/1988, y en el Real Decreto
545/1989, de 19 de mayo, por el que se aprobó su Esta-
tuto. Por el Real Decreto-Ley 6/1996, esos bienes deja-
ron de tener la consideración de bienes de dominio
público para integrarse efectivamente en el patrimonio
del Ente Público, con objeto de su transmisión a la
sociedad anónima a constituir. Una vez establecido el
cambio de régimen, Retevisión, S. A., podría subrogar-
se tanto en los contratos necesarios para la explotación
de la red, como en los derechos y obligaciones deriva-
dos de los contratos vigentes para la adquisición de bie-
nes y prestación de servicios o en cualquier otro rela-
cionado con la gestión de la misma, habiéndose
comprobado que las subrogaciones efectuadas no han
producido reclamaciones de terceros dignas de men-
ción.

En el caso de la subrogación de Retevisión, S. A.,
en contratos suscritos por el Ente Público que no tenían
por objeto activos de la propia red, tampoco se han pro-
ducido problemas jurídicos significativos, utilizándose
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procedimientos distintos según se tratase de inmuebles
de titularidad privada o pública. En el primer caso la
subrogación se produjo por subarrendamiento en los
arrendamientos sujetos al Código Civil; por traspaso o
subarrendamiento, alternativamente, en caso de que no
se permitiera uno de ellos en los contratos existentes y
por traspaso del derecho de superficie si lo autorizaba
el propietario. En los contratos relativos a inmuebles de
titularidad pública se dieron cuatro casos con trata-
miento diferente:

1. Contratos con entidades locales: se aplicaron
los mismos procedimientos que para inmuebles de titu-
laridad privada.

2. Contratos con la Seguridad Social: además de
los mismos procedimientos anteriores se precisó la
autorización de la Tesorería General de la Seguridad
Social.

3. Ocupación de montes: era necesaria la autori-
zación de la administración forestal y de la entidad
local propietaria.

4. Bienes propiedad de la Autoridad Portuaria de
Tarragona: no se efectuó su transmisión a «Retevisión,
Sociedad Anómina».

II.5 Dictamen del Consejo Consultivo de Privati-
zaciones

El Programa de Modernización del Sector Público
Empresarial del Estado, establecido por Acuerdo del
Consejo de Ministros de 28 de junio de 1996, creó el
Consejo Consultivo de Privatizaciones, con la finalidad
de informar preceptivamente en los procesos de privati-
zación de sociedades estatales y entes públicos que los
Agentes Gestores eleven a la aprobación del Gobierno,
dictaminando, entre otros, sobre el grado de cumpli-
miento de los principios de concurrencia, publicidad y
transparencia de dichos procesos. El propio Programa
define como Agentes Gestores a la Sociedad Estatal de
Participaciones Industriales, S. A. (SEPI), la Sociedad
Estatal de Participaciones Patrimoniales, S. A.
(SEPPA) y la Agencia Industrial del Estado (suprimida
por el Real Decreto 15/1997, de 5 de septiembre, y
transferidas sus sociedades a la SEPI). Un determinado
número de sociedades estatales y entes de derecho
público, que potencialmente podrían ser objeto de un
proceso privatizador y no se encontraban bajo la tutela
de estos Agentes Gestores, quedaron fuera del alcance
normativo del Programa, y, en consecuencia, del infor-
me del Consejo Consultivo, en clara contradicción con
la vocación de alcance global del Programa a todo el
sector público empresarial, que se recoge en sus apar-
tados quinto y sexto.

Dado que el Ente Público Retevisión se encontraba
en este último supuesto de exclusión, por encontrarse
fuera del ámbito de los Agentes Gestores definidos, el
proceso de privatización de Retevisión, S. A., no reque-

ría formalmente del informe preceptivo del Consejo, ni
del informe de auditoría de la IGAE que estipula el
apartado décimo del Programa en los siguientes tres
meses al cierre de la operación.

No obstante, el proceso se sometió con carácter
voluntario al dictamen del Consejo mediante documen-
to remitido por el Presidente del Ente Público con fecha
de 14 de noviembre de 1996.

El Consejo Consultivo de Privatizaciones emitió su
dictamen el 19 de mayo de 1997, con anterioridad a la
conclusión del plazo para la presentación de ofertas
definitivas al concurso de adjudicación de la sociedad
anónima, por lo que se refiere exclusivamente al proce-
so de creación de Retevisión, S. A., y su venta parcial
antes del pronunciamiento final de la Mesa de Contra-
tación.

El informe trata, en primer lugar, del proceso de
selección de los responsables de la valoración de la
sociedad anónima y del banco de negocios asesor de la
operación de venta, considerando que no se han dado
los principios de concurrencia y publicidad que, con
carácter general deben aplicarse, si bien admite justifi-
cadas estas actuaciones porque constituían la fase pre-
via del proceso, se realizaron con la conformidad de la
IGAE y sus resultados fueron sancionados legalmente
por el Consejo de Ministros, con la aprobación por éste
del balance de aportación como punto de partida del
objeto a privatizar. El Consejo Consultivo recomienda
incrementar, en futuros procesos, la información sobre
los criterios de valoración de las ofertas y su importan-
cia relativa a las entidades invitadas a participar en los
concursos de selección de asesores de los procesos de
privatización.

Respecto al proceso de privatización propiamente
dicho, el Consejo consideró que la normativa que regu-
laba el proceso administrativo era exhaustiva y que se
dieron los principios de concurrencia, publicidad y
transparencia que correspondían al concurso público
convocado.

Finalmente, se preveía un segundo dictamen, una
vez realizada la adjudicación final por la Mesa de Con-
tratación, que hasta la fecha de emisión de este Informe
no se ha producido.

III. RELACIONES CONTRACTUALES ENTRE
EL ENTE PÚBLICO Y LA SOCIEDAD ANÓNIMA

A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 1997

El Real Decreto 2276/1996, de 25 de octubre, apro-
bó las bases del contrato que debían suscribir el ente
Público y la sociedad anónima a que se refiere el art. 4.
Dos del Real Decreto Ley 6/1996, de 7 de junio, para la
utilización por el Ente Público de la red de telecomuni-
caciones cedida a dicha sociedad, hasta la finalización
del plazo de 10 años establecido en la Ley de Televi-
sión Privada, fijándose tanto el régimen jurídico de
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dicha relación, su objeto, las condiciones económicas y
los medios utilizados, entre otras cuestiones.

El contrato estipula que el Ente Público vendrá obli-
gado a satisfacer a Retevisión, S. A., por estos servi-
cios, la cantidad resultante de aplicar el porcentaje
del 95 por 100 al importe de su facturación a las entida-
des gestoras, en aplicación de las tarifas vigentes. Este
porcentaje es el mínimo que fijaba el Real Decre-
to 2276/1996, siendo revisable anualmente por el
Ministro de Fomento, a propuesta de la Comisión del
Mercado de las Telecomunicaciones, sin que haya
variado hasta la fecha de este Informe. De esta forma
quedó asegurada la financiación del Ente Público mien-
tras se mantenga el régimen de monopolio estatal de
estos servicios, en un 5 por 100 de su facturación, lo
que supone una cifra en torno a los 1.200 millones de
ptas. No obstante, resulta evidente el riesgo ecónómi-
co-financiero que supone para el Ente Público la obli-
gación contractual que asume con Retevisión, S. A., en
caso de que se produzcan retrasos en el pago de servi-
cios por las entidades gestoras, como ha sucedido en el
pasado y puesto de manifiesto en anteriores Informes
Anuales del Tribunal de Cuentas.

En el proceso de fiscalización se ha efectuado la
comprobación de los conceptos y plazos de facturación
que estipula el contrato para los distintos servicios, así
como las facturas de arrendamiento de difusión de red
correspondientes al periodo 1997 encontrándose
correctas. De la muestra se han cotejado las emitidas
por el Ente Público con las recibidas de la sociedad
anónima, coincidiendo en todos los casos, habiéndose
comprobado que se ajustan a las cláusulas del contrato
y que se aplican las tarifas aprobadas por Acuerdo de
Consejo de Ministros de 4 de agosto de 1995, fecha en
que se actualizaron por última vez.

Se ha realizado también el seguimiento de cobros
a clientes en 1997, observándose una regularización
de los ingresos por este concepto a partir del mes de
agosto, disminuyendo considerablemente la deuda de
RTVE y Canal Sur con el Ente Público de forma que,
al final del ejercicio, de la facturación total al conjun-
to de las televisiones públicas y privadas, por un
importe de 26.303 millones de ptas., se habían produ-
cido cobros por 22.623 millones, el 86 por 100 de la
facturación.

IV. CONCURSO Y ADJUDICACIÓN PARCIAL
DEL CAPITAL SOCIAL DE RETEVISIÓN, S. A.

IV.1 Antecedentes de la enajenación de Retevi-
sión, S. A.

El Real Decreto Ley 6/1996 (art. 4.nueve), estable-
ció la adjudicación, por procedimiento restringido
mediante concurso, del 51 por 100 como mínimo del
capital social de Retevisión, S. A., una vez que se cons-
tituyera esta última, siendo de aplicación en la convo-

catoria y resolución del concurso lo dispuesto en el art.
157.d) de la LCAP.

Mediante Real Decreto 2/1997, se determinaron los
requisitos exigibles para participar en el citado proce-
dimiento, así como los criterios para la selección de los
participantes y la resolución del concurso.

El art.4 número nueve de la Ley 12/1997, de 24 de
abril, de Liberalización de las Telecomunicaciones, que
derogó el Real Decreto-Ley 6/1996, reprodujo el ante-
rior precepto, y añadió una serie de criterios que debían
ser especialmente considerados para la resolución del
concurso. Asimismo, estableció que el orden de prela-
ción de los criterios indicados, su puntuación, su posi-
ble agrupación y el modo de acreditar los correspon-
dientes méritos se concretaría en el Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares, de conformidad con lo
previsto en la LCAP.

En desarrollo de los anteriores preceptos fueron
aprobados:

— La Orden del Ministerio de Fomento de 11 de
marzo de 1997, que aprobó las bases del procedimiento
restringido de adjudicación de acciones a que debía de
ajustarse el Ente Público Retevisión en la enajenación
de las acciones de Retevisión, S. A., y fijó en el 60% el
capital a enajenar de Retevisión, S. A.

— El Pliego de Cláusulas Administrativas Particu-
lares para la adjudicación y venta de acciones de Rete-
visión, S. A., aprobado el 1 de abril de 1997 por el Con-
sejo de Administración del Ente Público y publicado en
el BOE el 4 de abril de 1997, en virtud de Resolución
de la Secretaría General de Comunicaciones.

El Consejo de Ministros, por acuerdo de 21 de
Febrero de 1997, valoró la sociedad Retevisión, S. A., a
efectos de su privatización, en 76.000 millones, lo que
suponía un precio de venta por acción de 19.000 ptas.

El Pliego estableció en la cláusula 8.d) que el adju-
dicatario debía suscribir una ampliación de capital
social de Retevisión, S. A., de 1.333.333 acciones nue-
vas de la serie B, de 10.000 ptas. de valor nominal. El
precio de suscripción sería el mismo precio ofertado
por el adjudicatario para la adquisición del 60 por 100
de Retevisión, S. A. La suscripción y desembolso de
esta ampliación, supondría que el adjudicatario del
concurso situaría su participación en el 70 por 100.

La citada normativa diseñó un procedimiento de
enajenación que se inspiraba en la LCAP que ofrecía
mayores garantías de transparencia en la privatización
de Retevisión, S. A., que las que hubiera ofrecido la
aplicación del art 6.3 del TRLGP, precepto que sólo
exige el requisito de Acuerdo de Consejo de Ministros
cuando la enajenación de las acciones suponga la pér-
dida de la posición mayoritaria del Estado o de sus
Organismos Públicos en la sociedad mercantil de que
se trate.
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IV.2 Análisis del cumplimiento de la legalidad en
las distintas fases del proceso

IV.2.1 Calendario del procedimiento restringido

Se ha comprobado el cumplimiento de la cláusula 4ª
del Pliego, en lo que se refiere al calendario establecido
y sus fases.

IV.2.2 Publicación de la convocatoria

Se ha comprobado el cumplimiento de las normas
establecidas respecto a la publicidad de la convocatoria.

IV.2.3 Presentación de solicitudes

El plazo para solicitar la participación en el procedi-
miento restringido de adjudicación mediante concurso
del 60% del capital social de Retevisión concluyó el
día 21 de abril de 1997, a las 14 horas. Ese día se regis-
traron las solicitudes de participación de tres licitado-
res, uno de los cuales acudió individualmente y los
otros dos en forma de unión de empresarios. Asimis-
mo, se recibió a las 14:05 horas del día 21 de abril de
1997 un fax de un cuarto licitador en el se solicitaba
una prórroga del plazo para presentar su solicitud de
participación en el procedimiento restringido.

La Mesa de Contratación, en su reunión de 23 de
abril de 1997, adoptó los siguientes acuerdos en rela-
ción con las solicitudes presentadas:

— No conceder la prórroga del plazo solicitada,
por carecer de competencias para ello, por lo que el
cuarto licitador quedaba excluido del procedimiento.

— Conceder, de conformidad con la cláusula 14.1
del Pliego, un plazo que finalizaba a las 13 horas del
día 28 de abril de 1997 para la subsanación de los
defectos en la documentación presentada por los tres
licitadores.

La inadmisión por la Mesa de Contratación del
cuarto licitador tomó en consideración el Informe de
22 de abril de 1997 de los asesores del proceso de pri-
vatización según el cual el fax enviado por aquél no
podía ser considerado como una solicitud formal al no
revestir las garantías mínimas sobre la identidad de la
persona que lo firmaba y su capacidad para representar
al licitador, así como que el fax había sido recibido
fuera de plazo, por lo que no se estaba solicitando una
prórroga sino una concesión de un nuevo plazo, care-
ciendo la Mesa de competencia para concederlo.

Del análisis de la cláusula 4.3 del Pliego, la base III
de la Orden del Ministerio de Fomento de 11 de marzo
de 1997, y del art. 8 del Real Decreto 2/1997, que regu-
lan las competencias de la Mesa de Contratación, resul-
ta que ésta no era competente ni para prorrogar el plazo
de presentación de solicitudes ni para conceder un
nuevo plazo, por lo que la solicitud fue correctamente
rechazada.

La documentación presentada por las dos uniones
de empresas, que solicitaron participar en el concurso,
acreditaba el cumplimiento de los requisitos exigidos
en el Pliego.

La solicitud de participación en el procedimiento,
presentada por el licitador individual, planteaba dos
problemas:

— No aceptaba incondicionalmente el Pliego, pues
se reservaba efectuar cambios en las condiciones pre-
vistas en el mismo.

— La solicitud no era firme, ya que, como se indi-
caba en la misma, al ser una filial de un grupo, la con-
clusión de contratos y la asunción de obligaciones
necesitaban la autorización de los órganos competentes
del mismo.

Su solicitud no cumplía, por tanto, lo dispuesto en
el art. 80.1 LCAP, según el cual la presentación de la
proposición del interesado presume la aceptación
incondicionada por el empresario del contenido de la
totalidad del Pliego sin salvedad alguna. Si bien el art.
80.1 LCAP se refiere a «proposiciones» debe entender-
se que, en el caso del procedimiento restringido, se
incluyen dentro de dicho concepto tanto la proposición
económica presentada en caso de ser admitido como la
solicitud para participar en el procedimiento.

Los anteriores extremos fueron puestos de manifies-
to a la Mesa de Contratación por los Asesores Jurídicos
del banco asesor en informe de 23 de abril de 1997. No
obstante, la Mesa acordó por mayoría considerar que
este defecto era susceptible de subsanación en el plazo
previsto en la cláusula 14.1 del Pliego, siendo el licita-
dor admitido en el procedimiento restringido.

Este acuerdo, pese a ser contrario al art. 80.1 LCAP,
no ha tenido trascendencia en el procedimiento restrin-
gido, ya que el licitador aceptó incondicionalmente el
Pliego en el plazo de subsanación de defectos dado por
la Mesa y no presentó posteriormente proposición eco-
nómica por el 60 por 100 de Retevisión, S. A., desis-
tiendo del procedimiento.

IV.2.4 Admisión de licitadores

La Mesa de Contratación, en reunión de 29 de abril
de 1997 acordó proponer al Consejo de Administración
del Ente Público, admitir las solicitudes presentadas
por los tres licitadores.

El Consejo de Administración, en su calidad de
órgano de contratación, adoptó dicho acuerdo en su
reunión de 29 de abril de 1997, siendo las invitaciones
remitidas a los tres solicitantes con idéntica fecha.

IV.2.5 Acceso a la información

Se ha verificado que los licitadores, previa constitu-
ción del aval en garantía del compromiso de confiden-
cialidad, accedieron a la información de Retevi-
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sión, S. A., en condiciones de igualdad, de conformi-
dad con lo establecido en el Pliego.

IV.2.6 Presentación y apertura de ofertas

La presentación y apertura de ofertas, fue realizada
de conformidad con las previsiones establecidas en el
Pliego.

Las ofertas económicas presentadas fueron las
siguientes:

1.ª Unión 1: 35.000 ptas. por acción, lo que hace
un total de 84.000 millones de ptas. por las acciones
objeto del concurso.

2.ª Unión 2: 48.483 ptas. por acción, lo que hace
un total de 116.359 millones de ptas. por las acciones
objeto del concurso.

El licitador individual desistió de participar en el
procedimiento, poniéndolo en conocimiento de la Mesa
de Contratación con fecha 9 de junio de1997.

Se ha verificado la prestación de la fianza estableci-
da en el Pliego —el 2 por 100 del tipo mínimo de licita-
ción—, tomándose a tal efecto en consideración lo dis-
puesto en el Real Decreto 390/1996, de 1 de mayo.

IV.2.7 Evaluación de ofertas

Los criterios de valoración de las ofertas presenta-
das fueron establecidos en el Real Decreto 2/1997
(art.10), así como en el pliego de cláusulas administra-
tivas particulares, clasificándose en cinco grupos con la
puntuación que a continuación se señala:
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La Mesa de Contratación aprobó, con fecha 9 de
junio de 1997, último día para la presentación de ofer-
tas, las «Directrices para la valoración de las ofertas» y
el documento «Instrucciones para los Asesores», cuya
finalidad era detallar a los asesores cómo debían pre-
sentar el resultado del análisis que realizasen de cada
una de las ofertas.

En el documento «Directrices para la valoración de
las ofertas» se estableció para todos los grupos, la valo-
ración parcial de los criterios incluidos en cada uno de
ellos, desagregando la puntuación máxima global de

cada grupo entre los distintos criterios que lo integra-
ban.

Adicionalmente, se extendió a los grupos 2.º a 4.º el
mismo procedimiento de asignación de la puntuación
máxima que preveía el Pliego exclusivamente para el
grupo 1.º, de forma que la máxima puntuación global
del grupo se asignaría al licitador para el que la suma de
las valoraciones parciales de los criterios incluidos en el
grupo fuese mayor. El licitador, para el que la suma de
valoraciones parciales fuese menor, recibiría la puntua-
ción resultante de aplicar la siguiente fórmula:

Suma de valoraciones parciales del licitador × Puntuación máxima global
Puntuación = ––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––

Mayor suma de valoraciones parciales

El conocimiento por parte de los licitadores de estas
aplicaciones de los criterios podría haber mejorado la
transparencia del procedimiento.

El Informe realizado por el experto independiente
contratado, de conformidad con los dos documentos
anteriores, reflejó las siguientes puntuaciones totales
para las dos ofertas presentadas:



La Mesa de Contratación, en reunión de 7 de Julio
de 1997, procedió a analizar el Informe de Análisis de
Ofertas realizado por los asesores, mostrando su con-
formidad con la propuesta de valoración realizada. Por
ello acordó, por unanimidad, elevar al Consejo de
Administración del Ente Público la propuesta de reso-
lución del concurso, en la que se propuso adjudicar el
60 por 100 de Retevisión, S. A., a la Unión 2.

El Consejo de Administración del Ente Público
Retevisión, en sesión de 11 de Julio de 1997, siguiendo
la propuesta de resolución del concurso elevada por la
Mesa de Contratación, acordó adjudicar por 116.359
millones de ptas. el 60 por 100 del capital social de
Retevisión, S. A., a la Unión 2, así como:

— Aceptar las mejoras, compromisos y garantías
incluidas por el adjudicatario en su oferta.

— Aceptar el contrato, propuesto por el adjudicata-
rio, por el cual se pondrían a disposición de Retevi-
sión, S. A., las infraestructuras y derechos de paso a
que el adjudicatario se comprometía en su oferta.

IV.3 Actuaciones posteriores a la adjudicación

IV.3.1 Constitución de la garantía definitiva.

Se ha verificado que la unión adjudicataria constitu-
yó, con carácter previo a la firma de compraventa, una
fianza de 4.654 millones, equivalente al 4% del impor-
te de la adjudicación de las acciones, garantizando con
ello los compromisos asumidos en la aplicación de la
cláusula 8.ª del Pliego y de los contenidos en el contra-
to entre accionistas.

IV.3.2 Garantías de los compromisos asumidos por
el adjudicatario en su oferta

El Acuerdo de Adjudicación del concurso estableció
que las garantías de los compromisos asumidos por el
adjudicatario en su oferta debían ser constituidas con
carácter previo a la firma de la escritura.

Los compromisos y garantías asumidos por el adju-
dicatario en su oferta fueron los siguientes:
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Se ha verificado que todos los compromisos se
garantizaron mediante aval solidario, con renuncia
expresa al beneficio de excusión y con compromiso de
pago al primer requerimiento, con fecha 6 de agosto
de 1997.

IV.3.3 Otorgamiento de la escritura de compraventa
y cobro del precio

Una vez adjudicado el contrato el día 11 de julio
de 1997 se debía proceder al otorgamiento de la escri-
tura pública de compraventa en el plazo de los 30 días
siguientes a la notificación de la adjudicación. La escri-
tura de compraventa se otorgó con fecha 7 de agosto
de 1997. El pago del precio del 60 por 100 del capital
social se realizó en la misma fecha, con anterioridad al
otorgamiento de la escritura de compraventa.

IV.3.4 Suscripción y desembolso de la ampliación de
capital social

La escritura de ampliación de capital social fue otor-
gada con fecha 7 de agosto de 1997. Las acciones emi-
tidas fueron 1.333.333 de la serie B, de valor nominal
10.000 ptas., numeradas correlativamente, siendo sus-
critas y desembolsadas en el acto por los accionistas
adjudicatarios al precio de 48.483 ptas. por acción. Las
acciones fueron suscritas por cada miembro de la
Unión adjudicataria en la misma proporción en que
adquirieron el 60 por 100 de Retevisión, S. A.

Una vez ejecutada la ampliación se procedió a
modificar el párrafo 11 del art. 51 de los Estatutos
Sociales de Retevisión, S. A., fijando el Capital Social
en 53.333 millones de ptas.

IV.3.5 Contrato entre accionistas y contrato de ges-
tión de servicio público

En cumplimiento de lo dispuesto en el Real Decreto
2/1997, base XV de la Orden de 11 de marzo de 1997 y
cláusula 8.ª, c del Pliego, se suscribieron en el mismo
acto de otorgamiento de la escritura de compraventa de
las acciones, el correspondiente contrato entre accio-
nistas y el contrato de gestión de servicios públicos,
con el contenido y los compromisos previstos en los
anejos 2 y 3 respectivamente, de la Orden precitada.

IV.4 Seguimiento de los compromisos asumidos
por el adjudicatario

IV.4.1 Aportación de derechos de paso e infraestruc-
turas

La unión adjudicataria se comprometió a poner a
disposición de Retevisión, S. A., dentro de los 30 días
siguientes a la adjudicación del Concurso, las infraes-
tructuras y derechos de paso incluidas en su oferta.

A tal efecto el adjudicatario propuso en su oferta la
celebración de un contrato entre Retevisión, S. A., y una
sociedad, constituida por los adjudicatarios, por el que
la segunda cedería a la primera una serie de usos y dere-
chos de paso a cambio de una contraprestación mensual
de 190 millones de ptas. En dicho contrato se estableció
un período de carencia de los tres primeros años, duran-
te los cuales Retevisión, S. A., no abonaría importe
alguno en concepto de precio por la cesión de derechos.

Dicho contrato fue aceptado expresamente por el
Consejo de Administración del Ente Público en el
acuerdo de resolución del concurso. La aceptación del
contrato supuso considerar cumplido el compromiso de
aportación de derechos de paso e infraestructuras, libe-
rándose el aval de 3.800 millones con fecha 7 de agosto
de 1997.

IV.4.2 Despliegue y calendario de lanzamiento de
servicios

La Unión adjudicataria se comprometió a iniciar
determinados servicios de telecomunicaciones especi-
ficados en su oferta técnica en un plazo de 30 días tras
la adjudicación.

La comprobación del inicio de tales servicios tuvo
lugar el día 8 de agosto de 1997. Una vez comprobado
su cumplimiento se acordó, en la misma fecha, la devo-
lución del aval de 500 millones, que fue retirado del
Ente Público el mismo día.

IV.4.3 Creación de empleo durante 1997

La Unión adjudicataria asumió el compromiso de
que los empleos directos de Retevisión, S.A ascendie-
ran, como mínimo, a 1.579 antes del 31 de diciembre
de 1997, garantizando con 10 millones de ptas. cada
empleo directo comprometido y no creado.

Al finalizar el ejercicio 1997 los empleos directos
en Retevisión, S. A., eran 1.590, lo que suponía la crea-
ción de 351 nuevos empleos directos sobre los existen-
tes en el momento de apertura del concurso público. En
consecuencia, el Ente Público acordó el 26 de junio
de1998 reducir el aval por este concepto en 3.510
millones de ptas.

Asimismo, y como consecuencia de la subcontrata-
ción de determinados servicios que implicaban puestos
de trabajo directos, se acordó en la misma fecha redu-
cir el aval en 530 millones de ptas.

IV.4.4 Compromisos de implantación del programa
de desarrollo de la Televisión digital terrestre
y de la Radio digital terrestre

El compromiso quedaba supeditado a que el Estado
aprobara la legislación correspondiente a la Televisión
digital terrestre y Radio digital terrestre antes del 31 de
diciembre de 1997, circunstancia que no tuvo lugar,
como se acredita por escrito de la Secretaría General de
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Comunicaciones. En consecuencia, el Ente Público
acordó la devolución del aval de 300 millones con
fecha 26 de junio de1998.

IV.4.5 Compromiso de compra de producción na-
cional

La Unión de Empresarios acreditó al Ente la peti-
ción de adquisición en firme de equipos de producción

nacional, hasta el 31 de diciembre de 1997, por un
importe de 6.740 millones de ptas., por lo que el Ente
procedió, con fecha 26 de junio de 1998, a liberar par-
cialmente el aval por importe de 670 millones de ptas.

IV.5 Gastos del proceso de privatización

En el proceso de constitución de la S. A., el Ente
Público celebró los siguientes contratos:
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La contratación fue realizada, en todos los casos,
por el procedimiento de adjudicación directa, al ampa-
ro del art. 20 de las Normas de Contratación del Ente
Público.

Examinados los contratos celebrados, su utilización
se encuentra suficientemente justificada, siendo desta-
cable en el contrato de asistencia técnica para el con-
curso de enajenación de Retevisión, S. A., por importe
de 366 millones de ptas., la solicitud, por el Ente Públi-
co, de ofertas a 28 bancos de negocios, con el objeto de
contar con el adecuado asesoramiento en relación a la

definición de los criterios a tener en cuenta para la
selección de los socios y la evaluación de las ofertas
presentadas en el proceso de privatización.

IV.6 Resultado económico de la privatización

La venta del 60 por 100 de las acciones de Retevi-
sión, S. A., supuso para el Ente Público un beneficio
extraordinario antes del Impuesto sobre Sociedades de
94.562 millones de ptas., como muestra el cuadro
siguiente:

El Impuesto sobre Sociedades correspondiente a la
operación fue de 33.097 millones de ptas., de los cua-
les 23.641 millones fueron ingresados a cuenta el 20 de
octubre de 1997 en el pago fraccionado correspondien-
te a los nueve primeros meses, conforme al art. 38 de la
Ley 43/1995 del Impuesto sobre Sociedades.

El beneficio neto de la operación fue de 61.465
millones de ptas., que representa el 97 por 100 del
beneficio neto del Ente Público en el ejercicio 1997.

La aplicación del resultado de 1997, que prácti-
camente en su totalidad corresponde a la enajena-

ción de las acciones de Retevisión, S. A., fue el
siguiente:

1) Pago al Tesoro, con fecha 23 de diciembre de
1997, de un dividendo a cuenta del año 1997 por
importe de 20.000 millones de ptas.

2) Pago al Tesoro, con fecha 28 de abril de 1998,
de un dividendo a cargo del año 1997 de 35.000 millo-
nes de ptas.

3) Dotación de Reservas por importe de 8.353
millones de ptas.



Adicionalmente, se acordó el pago al Tesoro, con
fecha 28 de abril de 1998, de un dividendo con cargo a
Reservas de 10.000 millones de ptas.

Los fondos procedentes de la privatización, hasta el
momento de ser ingresados en el Tesoro, fueron inver-
tidos en REPOS de deuda a corto plazo, obteniéndose
durante 1997 una rentabilidad media del 5,14 por 100,
según cálculos del informe de auditoria de las cuentas
anuales del ejercicio 1997.

V. CONCLUSIONES

1.ª El proceso de constitución de Retevisión, S. A.,
en 1996 y su posterior venta, a partir del Ente Público
Retevisión, se enmarca en la decisión del Gobierno de
creación de un segundo operador global de telecomuni-
caciones, al que se le concedió el título habilitante para
la prestación de servicios de telefonía fija, introducien-
do la competencia en estos servicios que, hasta ese
momento, se prestaban en régimen de monopolio.

El proceso se reguló mediante el Real Decreto-Ley
6/1996, de 7 de junio, de liberalización de las teleco-
municaciones y el Real Decreto 2276/1996, de 25 de
octubre, que desarrolla el anterior. El Ente Público úni-
camente continuaría prestando en exclusiva el servicio
portador soporte de los servicios de difusión de televi-
sión cuyo régimen jurídico se encuentra regulado por
la Ley 4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio
y la Televisión; Ley 46/1986, de 26 de diciembre, regu-
ladora del Tercer Canal de Televisión y Ley 10/1988,
de 3 de mayo, de Televisión Privada.

2.ª El procedimiento de creación de la sociedad
anónima se ajustó a las previsiones legales, efectuándo-
se previamente a su constitución la valoración por
expertos independientes de los bienes, derechos y obli-
gaciones que conformaban la práctica totalidad de la
red pública de telecomunicaciones, dando lugar a la
cuantificación del capital social de la nueva sociedad,
que contó con la autorización del Consejo de Ministros.
La valoración de activos fue realizada de forma detalla-
da y razonable para el fin perseguido y sus procedimien-
tos se encuentran suficientemente documentados.

Asimismo, los estados financieros del Ente Público,
al finalizar el ejercicio 1996, recogen fielmente el tras-
paso de bienes a la sociedad anónima y las variaciones
experimentadas por los activos y pasivos, como conse-
cuencia de las transacciones realizadas por el Ente
Público en el periodo comprendido entre el 30 de sep-
tiembre de 1996, fecha de elaboración del balance de
aportación, y el 31 de diciembre del mismo año, fecha
de aportación efectiva.

3.ª El procedimiento de privatización parcial de la
sociedad constituida se sometió voluntariamente al dic-
tamen del Consejo Consultivo de Privatizaciones, órga-
no previsto en el Programa de Modernización del Sec-
tor Público Empresarial aprobado por Acuerdo del
Consejo de Ministros de 28 de junio de 1996. Dicho

Programa, aún careciendo de fuerza normativa, expresa
su voluntad de alcance global a todos los procesos de
privatización y sin embargo deja fuera del mismo a
determinadas sociedades estatales y entes, como es el
caso del Ente Público Retevisión, por lo que estas
sociedades no están obligadas a someterse a los princi-
pios que define el Programa y, en particular, al dicta-
men del Consejo Consultivo de Privatizaciones, exis-
tiendo una clara contradicción en su contenido que
debería ser corregida.

4.ª A partir del 1 de enero de 1997 las relaciones
entre el Ente Público y la sociedad anónima constitui-
da, para garantizar la continuidad del servicio portador
de difusión de televisión, se fijaron mediante la sus-
cripción del contrato previsto en la Disposición Transi-
toria Segunda del Real Decreto-Ley 6/1996 y de acuer-
do con las bases reglamentarias del Real Decreto
2276/1996, ya citados.

Dicho contrato tiene por objeto la cesión por parte
de Retevisión, S. A., de la capacidad de red necesaria
para la prestación por el Ente Público del servicio por-
tador soporte de los servicios de difusión de televisión
hasta la finalización del plazo establecido en 10 años
por el art. 11 de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Tele-
visión Privada. El Ente Público viene obligado a satis-
facer a Retevisión, S. A., por estos servicios, el 95 por
100 del importe de su facturación a las entidades gesto-
ras, en aplicación de las tarifas vigentes que son fijadas
por el Gobierno. La obligación contractual que con ello
se asume, en el caso que se produzcan retrasos en el
pago de servicios por las entidades gestoras del servi-
cio de televisión, supone un evidente riesgo económi-
co-financiero para la gestión del Ente Público, como ha
sucedido en el pasado y se ha puesto de manifiesto en
Informes Anuales del Tribunal de Cuentas. No obstan-
te, del seguimiento de cobros a clientes durante 1997 se
ha observado una regularización de los ingresos del
Ente por estos servicios a partir del mes de agosto, dis-
minuyendo considerablemente la deuda de RTVE y
Canal Sur, de forma que, al final del ejercicio, de la fac-
turación total a las televisiones públicas y privadas por
un importe de 26.303 millones de ptas. se había cobra-
do el 86 por 100 de la misma.

5.ª El proceso de privatización tuvo por objeto la
enajenación del 60 por 100 del capital social de Retevi-
sión, S. A., fijándose un tipo mínimo de licitación de
45.600 millones de ptas. Este proceso fue regulado por
medio del Decreto Ley 6/1996, de la Ley 12/1996, y de
su normativa de desarrollo, estableciéndose un procedi-
miento restringido de adjudicación mediante concurso,
con aplicación, básicamente, de la normativa en materia
de contratación de las Administraciones Públicas.

Dicho procedimiento ha ofrecido transparencia y
publicidad en la enajenación de las acciones de la
sociedad, y ha permitido que éstas se adjudicaran al
licitador que formuló la oferta más ventajosa de con-
formidad con los criterios de selección y puntuación
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máxima de los mismos fijados pública y previamente a
la presentación de las ofertas por los licitadores.

No obstante, la Mesa de Contratación aprobó el
mismo día que finalizaba el plazo para la presentación
de ofertas, el 9 de junio de 1997, las «Directrices para
la valoración de las ofertas», desarrollando los criterios
de valoración y puntuación máxima contenidos en el
Pliego, por lo que no pudieron ser tenidos en cuenta
por los licitadores al formular sus ofertas. El conoci-
miento de la aplicación concreta de los criterios habría
realzado la transparencia del procedimiento.

6.ª En la adjudicación de las acciones se respetó el
principio de igualdad de trato a los potenciales adqui-
rentes, poniéndose a disposición de ellos la misma
información en idénticas condiciones de acceso, y exi-
giéndose a los licitadores el cumplimiento de los mis-
mos requisitos para ser invitados a participar en el pro-
cedimiento.

Se ha verificado que los licitadores invitados cum-
plieron los requisitos para ser admitidos en el procedi-
miento, si bien uno de ellos lo hizo fuera de plazo, por
lo que no debió ser admitido. En la práctica su admi-
sión no influyó en la adjudicación de las acciones, ya
que dicho licitador desistió de presentar su oferta, por
lo que su presencia en el procedimiento tan sólo intro-
dujo en el mismo un mayor grado de competencia.

7.ª Los criterios de adjudicación del concurso se
agruparon en cinco grupos, «Oferta Económica», «Plan
estratégico y financiero», «Infraestructuras y derechos
de paso», «Experiencia y capacidad del licitador» y
«Mejora en las condiciones de prestación establecidas
en el contrato de servicio público, aportaciones a la
economía nacional y otras aportaciones».

El criterio que determinó la resolución del concurso
fue la oferta económica, no sólo por ser el de mayor
ponderación (un 40 por 100) sino también por la sus-
tancial diferencia entre las ofertas económicas presen-
tadas. Así, el adjudicatario ofertó 116.359 millones de
ptas. por el 60 por 100 de Retevisión, S. A., frente a los
84.000 millones de ptas. ofertados por el otro licitador
y a los 45.600 millones de ptas. del tipo mínimo del
concurso. En tres de los restantes cuatro criterios, el
licitador no adjudicatario obtuvo mayor puntuación que
el adjudicatario.

En la puntuación de las ofertas, tanto la Mesa de
Contratación como el Consejo de Administración del
Ente aceptaron las valoraciones realizadas por los ase-
sores del proceso de privatización, siendo ello una
garantía de imparcialidad en la resolución del concurso.

8.ª Se ha constatado que la unión de empresarios
adjudicataria ingresó la totalidad del precio de las
acciones de Retevisión, S. A., en el plazo previsto, y
que las acciones fueron adquiridas por cada uno de sus
miembros en la proporción en que participaban en
dicha unión.

Se ha verificado asimismo el cumplimiento de las
demás previsiones referentes al adjudicatario, conteni-
das en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particu-
lares. y el cumplimiento, hasta el 31 de diciembre de
1997, de los compromisos asumidos por el adjudicata-
rio en su oferta.

9.ª El Ente Público Retevisión obtuvo un benefi-
cio extraordinario antes de impuestos, por la venta del
60 por 100 de las acciones de Retevisión, S. A., en el
ejercicio 1997, de 94.562 millones de ptas.

El beneficio neto de la operación fue de 61.465
millones de ptas., que representa el 97 por 100 del
beneficio neto del Ente Público en el ejercicio 1997.

Los fondos procedentes de la privatización, hasta el
momento de ser ingresados en el Tesoro, fueron inver-
tidos en REPOS de deuda a corto plazo, obteniéndose
durante 1997 una rentabilidad media del 5,14 por 100.

VI. RECOMENDACIONES

Según lo prevenido en el art. 14 de la Ley Orgánica
2/1982 del Tribunal de Cuentas, se proponen las
siguientes medidas, con carácter general para los pro-
cesos de privatización:

1.ª Que la actuación preceptiva del Consejo Con-
sultivo de Privatizaciones, prevista para los procesos de
privatización que realizan la Sociedad Estatal de Parti-
cipaciones Industriales, S. A., y la Sociedad Estatal de
Participaciones Patrimoniales, S. A., se extienda a
todos los procesos de privatización, cualquiera que sea
el Agente Gestor que los lleve a cabo.

2.ª Que en futuras privatizaciones, en aras de una
mayor transparencia de los procedimientos, los crite-
rios de valoración y puntuación de las ofertas se fijen y
hagan públicos de forma completa y detallada con ante-
rioridad a la expiración del plazo de presentación de las
mismas, de forma que los licitadores puedan conocer-
los y valorarlos al formular sus propuestas.

Madrid, 29 de septiembre de 1999.—El Presidente,
Ubaldo Nieto de Alba.

CORTES GENERALES 26 DE JULIO DE 2001.—SERIE A. NÚM. 180

39



RELACIÓN DE SIGLAS Y ABREVIATURAS UTILIZADAS EN EL INFORME

Retevisión Ente Público de la Red Técnica Española de Televisión.
RTVE Ente Público Radiotelevisión Española.
LCAP Ley 13/95, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.
TRLGP Texto Refundido de Ley General Presupuestaria.
IGAE Intervención General de la Administración del Estado.
CET Centro de Excelencia Tecnológica.
FPDI Fondo de Promoción y Desarrollo Industrial.
FPE Fondo de Promoción de la Exportación.
TDT Televisión Digital Terrestre.
DAB Radio Digital Terrestre.
Ptas. Pesetas.
Mptas. Millones de pesetas.
Art. Artículo.
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251/000019 (CD)
771/000084 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
«BOCG. Sección Cortes Generales», de la Resolución
adoptada por la Comisión Mixta para las Relaciones con
el Tribunal de Cuentas sobre el Informe de fiscaliza-
ción del Consejo Superior de Deportes, ejercicio 1996
(núm. expte. Congreso 251/000019 y núm. expte. Sena-
do 771/000084), así como el Informe correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de julio
de 2001.—La Presidenta del Congreso de los Dipu-
tados, Luisa Fernanda Rudi Úbeda.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFORME
DE FISCALIZACIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR
DE DEPORTES, EJERCICIO 1996 (NÚM. EXPTE.
CONGRESO 251/000019 Y NÚM. EXPTE. SENADO
771/000084), EN SU SESIÓN DEL DIA 25 DE

JUNIO DE 2001

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, en su sesión del día 25 de junio de
2001, a la vista del Informe remitido por ese Alto Tri-
bunal acerca del Informe de fiscalización del Consejo
Superior de Deportes, ejercicio 1996

ACUERDA

1. Instar al Consejo Superior de Deportes a que
mejore el control administrativo y contable de los acti-
vos fijos mediante la elaboración de un inventario eficaz.

2. Instar al Consejo Superior de Deportes a que
efectúe un seguimiento pormenorizado de todas las
obras a su cargo como corresponde a un organismo con
una actividad tan compleja como es la del citado Con-
sejo.

3. Instar al Consejo Superior de Deportes a que
efectúe un control exhaustivo sobre las subvenciones
entregadas a las Federaciones Deportivas.

4. La Comisión Mixta para las Relaciones con el
Tribunal de Cuentas, insta al Consejo Superior de
Deportes, a desarrollar la elaboración e implantación
de instrucciones internas de funcionamiento y de
manuales de procedimiento de gestión para mejorar el
funcionamiento de los servicios.

5. La Comisión Mixta para las Relaciones con el
Tribunal de Cuentas insta al Consejo Superior de
Deportes a mejorar el control administrativo y contable
de los activos fijos mediante la elaboración de un inven-
tario eficaz y susceptible de actualización permanente.

6. La Comisión Mixta para las Relaciones con el
Tribunal de Cuentas insta al Consejo Superior de

Deportes a clarificar la situación de inversiones realiza-
das por la ejecución del Plan MEC y D y a su vez, agi-
lizar y buscar la solución adecuada a las reversiones de
las instalaciones construidas para las distintas Entida-
des (Ayuntamiento, Institutos, etc.).

7. La Comisión Mixta para las Relaciones con el
Tribunal de Cuentas insta al Consejo Superior de
Deportes a buscar fórmulas o bien informáticas o bien
humanas para controlar el empleo de las subvenciones
a las Federaciones Deportivas.

8. La Comisión Mixta para las Relaciones con el
Tribunal de Cuentas insta al Consejo Superior de
Deportes para que, en relación con los precios por pres-
taciones de servicios, dentro del plazo razonable, pro-
ceder a su aprobación formal.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de junio
de 2001.—El Presidente, Gabino Puche Rodríguez-
Acosta.—El Secretario Primero, Juan Antonio Gar-
cía-Talavera Casañas.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL CONSEJO
SUPERIOR DE DEPORTES EJERCICIO 1996

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
su función fiscalizadora establecida en los artícu-
los 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de
mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14 de
la misma disposición y concordantes de la Ley 7/1998,
de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuen-
tas, ha aprobado, en su sesión de 29 de septiembre
de 1999, el Informe de fiscalización del Consejo Supe-
rior de Deportes, ejercicio 1996, y ha acordado su ele-
vación a las Cortes Generales, según lo prevenido en el
artículo 28.4 de la Ley de Funcionamiento.
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I. CONSIDERACIONES GENERALES

I.1 Introducción

El Tribunal de Cuentas en el ejercicio de las funcio-
nes que le asigna la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de
mayo, ha realizado una fiscalización de la actividad eco-
nómico-financiera del Consejo Superior de Deportes,
en adelante CSD, correspondiente al ejercicio 1996.

La fiscalización se ha efectuado a iniciativa del Tri-
bunal de Cuentas y en ejecución del Programa anual de
Fiscalizaciones para 1997 aprobado por el Pleno en
sesión de 28 de noviembre de 1996.

I.2 Naturaleza jurídica, organización y funciones
de la Entidad fiscalizada

El CSD es un Organismo autónomo adscrito al Minis-
terio de Educación y Cultura, a través del cual el Estado
ejerce sus actuaciones en el ámbito del deporte. Fue crea-
do por Real Decreto 2258/1977, de 27 de agosto, asu-
miendo las competencias y funciones que hasta ese
momento venía desarrollando la Dirección General de
Educación Física y Deportes del Ministerio de Educación.

El CSD se rige por lo dispuesto en el Texto Refundido
de la Ley General Presupuestaria, por las normas comu-
nes para los Organismos autónomos del Estado, y por
disposiciones específicas entre las que cabe destacar:

— La Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte.
— El Real Decreto 765/1992, de 26 de junio, que

establece la estructura orgánica básica del CSD 1.
— El Real Decreto 1242/1992, de 16 de octubre,

por el que se regula la composición y funcionamiento
de la Comisión Directiva del Organismo.

Los Órganos Rectores del CSD son el Presidente y
la Comisión Directiva:

— El Presidente con rango de Secretario de Estado,
que es nombrado y separado por el Consejo de Minis-
tros, ostenta la máxima representación y dirección del
Organismo. Dependen directamente del Presidente: la
Dirección General de Deportes, la Dirección General de
Infraestructuras Deportivas y Servicios, la Inspección
de Federaciones y Entidades Deportivas (con nivel
orgánico de Subdirección General), y el Gabinete que
actúa como órgano de apoyo y asesoramiento.

— La Comisión Directiva, presidida por el Presi-
dente del CSD, está integrada por representantes de la
Administración del Estado, de las Comunidades Autó-
nomas, de las Corporaciones Locales y de las Federa-
ciones Deportivas, así como por otras personas de reco-
nocido prestigio en el mundo del deporte, que son
designadas por el Presidente del CSD.

Además de los Órganos Rectores, existe la Asam-
blea General del Deporte, creada en virtud del art. 86
de la Ley 10/1990, cuyo objetivo es asesorar al Presi-
dente del CSD en las materias deportivas que se le
encomienden.

El Organismo tiene bajo su dependencia a la «Resi-
dencia Joaquín Blume», a los «Centros de Alto Rendi-
miento» (CAR) de Madrid y de Sierra Nevada, y al
«Centro Nacional de Investigación y Ciencias del
Deporte» (CNICD). Asimismo, corresponde al Conse-
jo la gestión y supervisión del «Instituto Nacional de
Educación Física» (INEF) de Madrid 2.

Las competencias del CSD están relacionadas en
el art. 8 de la Ley 10/1990, y son, entre otras, las si-
guientes:

a) Autorizar y revocar, en su caso, los estatutos y
reglamentos de las Federaciones Deportivas. Acordar
con ellas sus objetivos, programas, presupuestos y
estructura orgánica y funcional, suscribiendo los
correspondientes convenios, así como autorizar sus
gastos plurianuales y el destino de su patrimonio en
caso de disolución.

b) Conceder subvenciones económicas a Federa-
ciones Deportivas y demás Entidades, inspeccionando
y comprobando la adecuación de las mismas al cumpli-
miento de los fines previstos en la Ley.

c) Promover e impulsar la investigación científica
en materia deportiva.

d) Promover e impulsar medidas de prevención
antidopaje.

e) Autorizar o denegar, de conformidad con el
Ministerio de Asuntos Exteriores, la celebración en
territorio español de competiciones internacionales y la
participación de selecciones españolas en competicio-
nes internacionales.

f) Coordinar con las Comunidades Autónomas el
deporte escolar y universitario cuando tenga proyección
nacional e internacional, y colaborar con ellas en los
planes de construcción y mejora de instalaciones depor-
tivas para desarrollo del deporte de alta competición.

g) Autorizar la inscripción de las Sociedades Anó-
nimas Deportivas (SAD) en el Registro de Asociacio-
nes Deportivas.

I.3 Objetivos de la fiscalización

De acuerdo con las Directrices técnicas aprobadas
por el Pleno, los objetivos de la fiscalización han sido
los siguientes:

a) Examinar las cuentas anuales del CSD corres-
pondientes al ejercicio 1996 con el fin de comprobar
si representan adecuadamente, en todos sus aspectos
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significativos, la imagen fiel de su situación financie-
ra y patrimonial, del resultado de sus operaciones y de
la ejecución de sus presupuestos de acuerdo con los
principios contables aplicables a los Organismos
autónomos.

b) Comprobar el cumplimiento de la legislación
vigente en la gestión de los fondos públicos asignados
al CSD, y analizar y evaluar los procedimientos de ges-
tión y de control interno, en especial, los referidos a la
concesión de subvenciones y transferencias a Federa-
ciones Deportivas y otras Entidades, y a la realización
de inversiones en obras e infraestructuras para su pos-
terior entrega a otros Entes públicos dentro del Plan de
extensión de la Educación Física y el Deporte en Cen-
tros Docentes no Universitarios (Plan MEC).

I.4 Trámite de alegaciones

Las actuaciones practicadas en el presente procedi-
miento fiscalizador se sometieron al trámite de alega-
ciones en los términos previstos en el apartado 1 del
art. 44 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas. Ante el envío en este trámite de nueva docu-
mentación relativa al inventario de inversiones del Plan
MEC al que se refiere el epígrafe II.2.1.a) posterior, se
han realizado otras comprobaciones dándose una nueva
audiencia a los responsables del Organismo, de confor-
midad con lo dispuesto en el apartado 2 del indicado
artículo.

Las alegaciones recibidas, que se incorporan a este
Informe, han sido analizadas y valoradas, modificándo-
se el texto originario, cuando por su contenido se ha
estimado pertinente.

En otras ocasiones, el texto inicial no se ha altera-
do, por entender que las alegaciones formuladas son
meras explicaciones o comentarios de los hechos o
situaciones descritos en el Informe o porque no se
comparten las opiniones o juicios en ellas vertidos,
con independencia de que se haya estimado oportuno
o no dejar constancia expresa de la discrepancia en el
Informe.

II. FISCALIZACIÓN DE LAS CUENTAS
ANUALES

II.1 Alcance

El examen de las cuentas anuales fiscalizadas, que
se incluyen en los anexos I a III de este informe, se ha
realizado conforme a los procedimientos previstos en
las Directrices Técnicas aprobadas y, en consecuencia,
ha incluido las comprobaciones que se han estimado
necesarias para obtener un grado de evidencia suficien-
te para soportar la opinión que sobre dichas cuentas
anuales se contiene en el subapartado II.3, excepto por
las limitaciones al alcance que se mencionan en el
subapartado de salvedades siguiente.

II.2 Salvedades

2.1 Limitaciones al alcance

a) Como se describe más ampliamente en el epí-
grafe III.1.5.2, el Organismo no tenía elaborada al ini-
cio de las actuaciones fiscalizadoras una relación o
inventario detallado y valorado del coste de las inver-
siones gestionadas pendientes de entrega a otros Entes
públicos en ejecución del Plan MEC. En el primer trá-
mite de alegaciones se facilitó una relación individua-
lizada de la totalidad de las obras del Plan MEC, con
detalle de los costes imputados a cada una de ellas,
que ha sido sometida, de conformidad con lo previsto
en el art. 44.2 de la Ley de Funcionamiento del Tribu-
nal de Cuentas, a diversas comprobaciones, en las que
se han observado la existencia de varios errores en su
confección, así como a un nuevo trámite de alegacio-
nes. En este segundo trámite de alegaciones el CSD
indica que ha elaborado, y envía, una nueva relación
de obras en la que se habrían corregido los errores de
la primera. Esta nueva relación no ha sido objeto de
ulteriores comprobaciones en este procedimiento fis-
calizador, sin perjuicio de que pueda serlo en otro
futuro.

Por todo ello, no se ha podido confirmar adecuada-
mente durante la fiscalización si el saldo de estas inver-
siones gestionadas (12.964 millones de pesetas una vez
efectuadas las reclasificaciones que se señalan en el
subapartado III.1) responde efectivamente a obras de
esta naturaleza pendientes de finalización y entrega a
sus destinatarios últimos, ni el eventual efecto sobre el
resultado económico patrimonial que podría derivarse
de esta situación.

b) Según se indica en el epígrafe III.1.3.1, el Con-
sejo no ha establecido la debida separación entre los
valores del suelo y el de las construcciones de sus
inmuebles adscritos, por lo que no se ha podido deter-
minar el efecto que este hecho haya podido tener sobre
el cálculo de las dotaciones anuales a la amortización3.
Además, no tiene reconocido en balance el valor venal,
pendiente de determinar, que corresponda a los terre-
nos sobre los que se ubica el CAR de Sierra Nevada.
Por otra parte, dicho balance incluye (epígrafe
III.1.5.1) el valor de dos instalaciones deportivas
(importe conjunto de 159 millones de pesetas) sobre
las que se desconoce la titularidad que pueda ostentar
el CSD y, por tanto, la procedencia o no de la inclusión
en sus estados financieros.
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3 En su escrito de alegaciones, el Organismo manifiesta que no pudo estable-
cer la oportuna separación entre los valores del suelo y del vuelo de los inmue-
bles, debido a que la valoración dada en su día por la Dirección General del Patri-
monio del Estado no permitía obtener dicha información. Asimismo, manifiesta
que con fecha 3 de marzo de 1999 la indicada Dirección General ha remitido
nueva documentación al respecto en la que se detallan separadamente los valores
de los terrenos y el de las construcciones, y de la que se deduce que el valor de
estas coincide con el registrado contablemente como valor total de los inmuebles
adscritos, por lo que, en su momento, procederá a reconocer en cuentas el valor
de los terrenos.



2.2 Otras salvedades

a) La mayor parte de los inmuebles adscritos al
CSD al 31 de diciembre de 1996 se ubican en una par-
cela inscrita en 1993 a nombre del Estado. La inscrip-
ción registral fue recurrida por la Universidad Complu-
tense de Madrid, que considera que es la propietaria de
los terrenos. El 31 de octubre de 1996 el Juzgado de
Primera Instancia número 42 de Madrid dictó sentencia
desestimatoria de las pretensiones de la Universidad,
que ha sido recurrida por esta sin que a la fecha de
recepción de alegaciones al presente informe (31 de
marzo de 1999) se haya dictado sentencia firme.

Según un convenio suscrito en 1979 entre el Conse-
jo y la citada Universidad, esta cedía a aquél los indica-
dos terrenos por un plazo de 15 años, prorrogables,
debiendo satisfacer el CSD un canon anual de 79 millo-
nes de pesetas revisable anualmente. A partir de 1988
el Organismo dejó de abonar el canon, aunque tiene
contraído en sus cuentas el de los ejercicios 1989, 1990
y 1991 (importe conjunto de 346 millones de pesetas).
La Universidad tiene interpuesto recurso contencioso-
administrativo, sobre el que no ha recaído sentencia a
la fecha de emisión del presente informe, reclamando
el impago de cánones correspondientes al período 1989
a 1993 por un importe total de 1.165 millones más las
actualizaciones que pudieran corresponder (ver suba-
partado IV.6).

b) Tal como se comenta en el subapartado III.1,
las cuentas representativas del activo fijo del CSD pre-

sentan defectos sustanciales en su valoración y clasifi-
cación contable. Asimismo, se ha puesto de manifiesto
la existencia de ingresos devengados no reconocidos en
cuentas por importe de 57 millones de pesetas (epígra-
fe III.6.3).

Como consecuencia de lo indicado en el párrafo ante-
rior, los fondos propios que figuran en el balance a 31 de
diciembre de 1996 están sobrevalorados en 1.581 millo-
nes de pesetas, aproximadamente (subapartado III.4).

2.3 Opinión

Como resultado de las comprobaciones efectuadas,
se deduce que excepto por:

— los ajustes que hubiera sido necesario practicar
de no existir las limitaciones al alcance descritas en el
epígrafe II.2.1;

— los ajustes que, en su caso, serían necesarios si
se conociera el resultado final de las incertidumbres
que se indican en el párrafo a) del epígrafe II.2.2;

— el efecto de la salvedad que se indica en el párra-
fo b) del epígrafe II.2.2;

las cuentas anuales del Consejo Superior de Deportes
reflejan adecuadamente, en todos sus aspectos signifi-
cativos, la imagen fiel de su situación financiero-patri-
monial al 31 de diciembre de 1996, los resultados de
sus operaciones y la liquidación de su presupuesto anual
terminado en dicha fecha, de acuerdo con los principios
y criterios contables que le son de aplicación.
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III. COMENTARIOS A LAS CUENTAS ANUALES

III.1 Inmovilizado

Los saldos de las cuentas de estos activos fijos y su evolución entre los ejercicios 1995 y 1996, tienen el
siguiente detalle (en miles de pesetas):
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En el transcurso de la fiscalización se han puesto
de manifiesto defectos sustanciales en la valoración
y clasificación contable de los elementos que com-
ponen el inmovilizado del CSD. En el siguiente cua-
dro se presentan las correcciones (ajustes y reclasifi-
caciones) que sería necesario realizar sobre los
saldos del inmovilizado que figuran en el balance de

situación del Consejo a 31 de diciembre de 1996, a
fin de conseguir una representación contable adecua-
da de sus activos fijos. Ello con independencia de los
comentarios contenidos en los posteriores epígrafes
III.1.3.1, III.3.1.5.1 y III.1.5.2 referidos, respectiva-
mente, a los terrenos, a instalaciones cedidas y a
inversiones del Plan MEC.
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1.1 Inversiones destinadas al uso general

1.1.1 Bienes del patrimonio histórico, artístico y cultural

El saldo ajustado de 62 millones de pesetas corres-
ponde al valor de diversas obras de arte (pinturas,
esculturas, etc.) así como al de las maquetas de los edi-
ficios e instalaciones del Consejo.

Las correcciones que deben practicarse sobre el
saldo que figura en el balance a 31 de diciembre de
1996 para obtener el indicado valor del saldo ajustado
son las siguientes:

a) Reducción para reclasificar a cuentas de «Otro
inmovilizado material» diversos elementos que se habí-
an contabilizado erróneamente como «Bienes del patri-
monio histórico, artístico y cultural» (317 millones de
pesetas).

b) Aumento para reclasificar a cuenta de «Bienes
del patrimonio histórico, artístico y cultural» el coste
de las maquetas construidas en bronce de los edificios
e instalaciones del Consejo (11 millones de pesetas)
que figuraban registradas erróneamente en cuenta de
«Otro inmovilizado material».



1.2 Inmovilizado inmaterial

1.2.1 Aplicaciones informáticas

El saldo ajustado de 184 millones de pesetas corres-
ponde al coste de elaboración de diversas aplicaciones
informáticas utilizadas por el Consejo en su gestión.

Las correcciones que deben practicarse sobre el
saldo que figura en el balance a 31 de diciembre de
1996 para obtener el indicado valor del saldo ajustado
corresponden a aumentos para reclasificar diversas
aplicaciones (9 millones de pesetas) y el valor de la
base de datos del «Censo Nacional de Instalaciones
Deportivas» (104 millones) que figuraban contabiliza-
das erróneamente en cuenta de «Otro inmovilizado
material».

1.3 Inmovilizado material

1.3.1 Terrenos y bienes naturales

El saldo que figura en el balance a 31 de diciembre
de 1996 (321 millones de pesetas) corresponde real-
mente al coste de construcción de diversas instalacio-
nes deportivas realizadas en 1988, por lo que debe
reclasificarse incrementando el saldo de la cuenta de
«Construcciones».

Por el contrario, en dicho balance no se incluye el
valor venal, pendiente de determinar, que pudiera
corresponder a los terrenos recibidos de la Junta de
Andalucía en cesión temporal de 50 años y sobre los
que se ha construido el CAR de Sierra Nevada.

Por Acuerdo de Consejo de Ministros de 23 de
diciembre de 1977 se adscribieron al Organismo diver-
sos edificios y construcciones (adscripción formalizada
en 1980), parte de los cuales han sido transferidos como
consecuencia, básicamente de la asunción de competen-
cias en materia deportiva por las Comunidades Autóno-
mas, y otros permanecen adscritos al CSD al 31 de
diciembre de 1996. En 1988, la Dirección General del
Patrimonio del Estado comunicó la valoración de esos
inmuebles siguiendo un doble criterio: «valor de merca-
do» y «valor de reposición», este último fue el adoptado
por el Consejo a efectos de su contabilidad y es el que
figura en la cuenta de «Construcciones» sin la debida
separación del valor del suelo y el de las construcciones
propiamente dichas 4. En relación con los terrenos situa-
dos en el distrito de Moncloa en Madrid (donde se ubi-
can la mayor parte de las instalaciones del Consejo) su
propiedad es objeto de un litigio con la Universidad
Complutense de Madrid sobre el que aún no existe sen-
tencia firme (ver epígrafe IV.6.1).

1.3.2 Construcciones

El saldo ajustado de 11.254 millones de pesetas
corresponde al «valor de reposición» fijado en 1988

por la Dirección General del Patrimonio del Estado a los
inmuebles que permanecen adscritos al Consejo a 31 de
diciembre de 1996, incrementado en el coste de las adi-
ciones y mejoras efectuadas (saldo conjunto de valor ini-
cial y mejoras, 7.389 millones), y al coste de la cons-
trucción del CAR de Sierra Nevada (3.865 millones).

El detalle de los inmuebles adscritos al cierre del
ejercicio 1996 es:

— Complejo situado en el distrito de Moncloa
(Madrid), en el que se ubican:

• La Sede Central del Organismo.
• La Residencia Joaquín Blume.
• Las instalaciones del CNICD.
• Instalaciones y gimnasio del INEF.
• Las instalaciones del CAR de Madrid.

— Un edificio situado en la c/ Ferraz de Madrid,
dos pisos en la calle Coslada de Madrid y un inmueble
sito en Huéscar (Granada). Este último no figura inclui-
do en los registros del Consejo, ya que su existencia se
ha puesto de manifiesto como consecuencia de las con-
firmaciones solicitadas a la Dirección General del
Patrimonio del Estado en el transcurso de la fiscaliza-
ción. Sin embargo, su incorporación no tiene efecto
significativo en cuentas dado el escaso valor (300.000
pesetas) asignado por dicha Dirección General.

Las correcciones que deben practicarse sobre el
saldo que figura en el balance a 31 de diciembre de 1996
para obtener el indicado valor del saldo ajustado son
las siguientes:

a) Incremento para recoger la reclasificación por
importe de 321 millones de pesetas que se ha indicado
en el epígrafe 1.3.1 anterior.

b) Reducciones por reclasificación a otras cuentas
(importe total 4.604 millones de pesetas):

— Para reclasificar a cuentas de «Inversiones ges-
tionadas para otros Entes públicos» instalaciones
deportivas del Plan MEC (3.457 millones de pesetas) y
otras instalaciones de esa naturaleza construidas por el
CSD que están cedidas en uso a otros Entes públicos
(1.029 millones), que se contabilizaron erróneamente
en cuentas de «Construcciones».

— Otras reclasificaciones menores (118 millones
de pesetas) para ofrecer una presentación de cuentas
conforme a las definiciones del Plan General de Conta-
bilidad Pública vigente en 1996.

c) Reducciones por ajustes (importe total de 1.570
millones de pesetas) contra resultados de ejercicios
anteriores a 1996 (a registrar en cuentas de «Gastos y
pérdidas de ejercicios anteriores: otros gastos y pérdi-
das de ejercicios anteriores»):
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— Para dar de baja el valor de la construcción del
antiguo Pabellón de Judo que fue demolido en 1993 (173
millones de pesetas).

— Para dar de baja el valor que figura en balance,
de instalaciones deportivas transferidas o entregadas a
otras Entidades, principalmente Comunidades Autóno-
mas y Corporaciones Locales, que no fueron registra-
das en cuentas o lo fueron por un importe inferior a su
valor contable (1.326 millones de pesetas). El sanea-
miento de estas partidas deberá ir precedido de los trá-
mites jurídico-administrativos que resulten proceden-
tes. En el anexo IV se detallan las instalaciones
afectadas.

— Para dar de baja transferencias al Tesoro Público
ya efectuadas por la retención del 1 por 100 de interés cul-
tural, cuya contrapartida figuraba erróneamente incluida
en el valor de las construcciones (71 millones de pesetas).

d) Reducción por ajuste de 34 millones de pesetas
contra cuenta de «Patrimonio recibido en adscripción»
para registrar la baja de las instalaciones del campo de
rugby de Orcasitas (Madrid) transferido a la Federa-

ción Española de Rugby. El saneamiento de este saldo
deberá ir precedido de los trámites jurídico-administra-
tivos que resulten procedentes.

1.3.3 Otras cuentas del inmovilizado material

Las correcciones que deben practicarse sobre los sal-
dos que figuran en el balance a 31 de diciembre de 1996
para obtener los valores de los saldos ajustados, proce-
den de las reclasificaciones indicadas en los epígrafes
III.1.1.1, III.1.2.1, III.1.3.1 y III.1.3.2 anteriores, y de
otras reclasificaciones necesarias para conseguir una
presentación de cuentas conforme a las definiciones del
Plan General de Contabilidad Pública vigente en 1996 5.

1.4 Fondo de amortización acumulada

El Organismo comenzó a dotar amortizaciones en el
ejercicio 1991, esto es, cuatro años más tarde de la
implantación del sistema contable financiero-patrimonial
y de la emisión de su primer balance de situación (1987).

Los coeficientes de amortización aplicados han
tenido la siguiente evolución:
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Coeficientes

A fin de registrar el efecto de los ajustes y reclasifi-
caciones indicados en los epígrafes III.1.1, III.1.2
y III.1.3, y el defecto de dotaciones de los ejercicios 1987
a 1990, el saldo de la amortización acumulada que figu-
ra en el balance al 31 de diciembre de 1996 debe ser
objeto de las siguientes correcciones:

a) Aumentos por ajuste contra resultados anterio-
res a 1996 (a registrar en cuentas de «Gastos y pérdidas
de ejercicios anteriores: otros gastos y pérdidas de ejer-
cicios anteriores»).

Con efecto neto de 7 millones de pesetas, para corre-
gir el error de la amortización no dotada en el perío-
do 1987 a 1990 y las diferencias en las dotaciones

5 En el escrito de alegaciones del CSD se indica que los saldos ajustados de las
partidas de «Maquinaria» y «Equipos para procesos de información» habrían de
incrementarse en 673.000 y 1.055.000 pesetas, respectivamente, por compra con
cargo a créditos del capítulo 6 «Inversiones reales» en I + D. Como se comentó al
Organismo en su momento por el equipo fiscalizador, el valor de dichas compras
figura tanto en el balance al 31 de diciembre de 1996 como en el balance ajustado
por el Tribunal. Se trata de gastos de un proyecto de I + D en biomecánica ejecuta-
do en 1996 por un importe de 4.769 miles de pesetas del cual se imputaron a gastos
del ejercicio 3.041 miles (ver epígrafe III.7.1.3) y, el resto, 1.728 miles, se activó en
«Maquinaria» (673 miles) y «Equipos para procesos de información (1.055 miles).



anuales hasta 31 de diciembre de 1995 resultantes de
los nuevos saldos (saldos ajustados), atendiendo a los
ejercicios a los que se imputan los cambios de las cuen-
tas de inmovilizado.

b) Aumentos por ajustes contra resultados de 1996.

Con efecto neto de 3 millones de pesetas, conforme a
los nuevos valores de los saldos de las cuentas de inmo-
vilizado, resultante de una reducción en la dotación
anual de 115 millones y de la eliminación de una baja en
el fondo de amortización (118 millones) erróneamente
practicada y registrada en el ejercicio 1996 con contra-
partida en ingresos de ese año (ver epígrafe III.6.4).

Por otra parte, dado que para los inmuebles adscri-
tos no se ha segregado los valores correspondientes al
suelo y a las construcciones, no puede determinarse
con criterios objetivos el efecto que este hecho pueda
tener sobre la dotación anual a la amortización y sobre
la amortización acumulada 6.

1.5 Inversiones gestionadas para otros Entes públicos

1.5.1 Instalaciones deportivas construidas por el Orga-
nismo, gestionadas por otras Entidades

Con esta denominación se trata de recoger diversas
inversiones realizadas con cargo a los presupuestos del
Consejo pero cuya explotación no le compete, por lo
que no procede incluirlas en cuentas de su «Inmovili-
zado material».

El saldo ajustado de 1.029 millones de pesetas, pro-
cedente de la reclasificación indicada en el anterior epí-
grafe III.1.3.2.b), incluye 870 millones que correspon-
den al coste de construcción de instalaciones deportivas
ubicadas sobre terrenos titularidad de varias Corpora-
ciones Locales, con las que el Consejo tiene suscritos
convenios para esa finalidad. En el epígrafe IV.2.2.a) se
analizan con más detalle estas inversiones.

El resto del indicado saldo (159 millones de pese-
tas) corresponde a la construcción de una pista polide-
portiva en El Pardo (51 millones), y a obras de adapta-
ción de un inmueble para transformarlo en un centro de
esgrima (108 millones).

Respecto a la pista polideportiva la única informa-
ción que obra en el Consejo, con independencia de la
relativa a los costes de construcción, es el acta de
replanteo de la obra fechada en diciembre de 1988, por
lo que se desconoce la titularidad jurídica que pueda
tener el CSD sobre la indicada instalación.

En relación con el centro de esgrima, con independen-
cia asimismo de la información con respecto al coste de las
obras, el único antecedente que se ha podido examinar es
un oficio de 18 de marzo de 1986 mediante el cual la Real
Federación Española de Esgrima cede al CSD la propie-
dad de un inmueble en la calle General Aranda de Madrid,
para que éste realice las obras necesarias para reconvertir-
lo en un centro de esgrima a nivel nacional. No existe
información sobre si dicha cesión se instrumentó jurídica-
mente y, por tanto, se desconoce la titularidad que el Orga-
nismo pueda tener sobre el indicado inmueble.

1.5.2 Inversiones Plan MEC

El saldo ajustado (12.964 millones de pesetas una vez
incluida la reclasificación indicada en el anterior epígra-
fe III.1.3.2.b) recoge el coste de las obras de construc-
ción o reforma de instalaciones deportivas en centros
docentes no universitarios, que el CSD realiza para su
posterior entrega a otros Entes públicos, principalmente
Corporaciones Locales. Dichas obras, generalmente
cofinanciadas por las Corporaciones, se efectúan en
cumplimiento de los convenios suscritos con las Comu-
nidades Autónomas para la ejecución del Plan MEC que
se inició en 1988 (en el epígrafe IV.2.2 se analizan con
más detalle las normas de ejecución de estas inversiones).

El importe de 12.964 millones de pesetas, corres-
ponde al valor acumulado de las obligaciones recono-
cidas en el capítulo 6 «Inversiones reales» del progra-
ma presupuestario específico de las Inversiones
gestionadas, deducido el valor de las bajas por entrega
de las obras a los destinatarios finales.

El control de la ejecución de los contratos de obras y
el registro de los costes individuales acumulados de cada
una de éstas corresponde a la Subdirección General de
Infraestructuras. Sin embargo, dicha Subdirección no
pudo facilitar en el momento de las comprobaciones, ni
tampoco en el primer trámite de alegaciones (ver epígra-
fe II.2.1.a), un inventario individualizado de las obras
pendientes de entrega, y de su coste, mediante el cual
pueda establecerse la adecuada correlación con el saldo
contable de 12.964 millones de pesetas anteriormente
indicado, por lo que no se ha podido confirmar con exac-
titud que el saldo de las «Inversiones Plan MEC» corres-
ponda efectivamente a obras de esa naturaleza pendien-
tes de finalización y entrega a sus destinatarios últimos.

1.6 Inversiones financieras permanentes

Con este título se registran los préstamos asumidos
por la Liga Nacional de Fútbol Profesional (LNFP) y
los concedidos a diversas Entidades deportivas.

1.6.1 Préstamos asumidos por la LNFP

Su saldo de 441 millones de pesetas corresponde a
la deuda pendiente de vencimiento a 31 de diciembre
de 1996 de los préstamos concedidos por la antigua
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6 En el escrito de alegaciones formuladas por el CSD se indican como saldos
respectivos de la amortización acumulada del inmovilizado inmaterial y del inmo-
vilizado material los valores de 53 y 2.180 millones de pesetas. Conforme con los
ajustes señalados en el presente informe, las cifras resultantes para los indicados
saldos de amortización acumulada serían de 61 y 2.163 millones, diferentes por
tanto aunque en escasa cuantía de las calculadas por el Consejo. De la informa-
ción examinada se deduce que las diferencias han podido surgir de la aplicación
retroactiva por el Organismo de los coeficientes de amortización implantados a
partir de 1995 a las bases amortizables anteriores a dicha fecha, criterio que no es
aceptable conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados.

Por otra parte, ver la nota a pie de página relativa al punto II.2.1.b).



Delegación Nacional de Educación Física y Deportes a
diversos clubes de fútbol, en los que se subrogó el CSD
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto de su crea-
ción.

Dichos préstamos resultaron impagados en su
mayoría, por lo que en junio de 1985 se firmó un con-
venio entre CSD y la LNFP a fin de establecer el mon-
tante total de la deuda de los clubes (principal e intere-
ses), los plazos para su amortización, y los mecanismos
de control que la Liga implantó en los clubes para vigi-
lar la evolución de su situación financiera.

En mayo de 1986, mediante acuerdo firmado entre
CSD y la LNFP se cuantificó el importe de la deuda
en 974 millones de pesetas, pagaderas en 24 plazos tri-
mestrales, los cuales sólo fueron atendidos durante 1986,
1987 y parte de 1988 por un total de 156 millones.

La Ley 10/1990, del Deporte, configuró un Plan de
Saneamiento que dio lugar a un nuevo convenio en el
que se fijó una deuda de 882 millones de pesetas a
pagar en 24 semestres, sin interés, con último plazo de
vencimiento en el año 2.003. El cobro de las cantidades
aplazadas quedaba garantizado con un porcentaje de la
participación de los clubes de fútbol en la recaudación
sobre las quinielas, que pasó a afectarse como un recur-
so en el presupuesto del CSD. A partir de ese momento
las deudas se han venido cobrando con regularidad.

Con posterioridad al ejercicio fiscalizado, en febre-
ro de 1998, la LNFP abonó la deuda pendiente a dicha
fecha que ascendía a 373 millones de pesetas. En el
epígrafe IV.3.5.a) se analiza con más detalle la evolu-
ción del Plan de Saneamiento.

1.6.2 Préstamos a entidades deportivas

Entre los años 1950 y 1977, la antigua Delegación
Nacional de Educación Física y Deportes concedió un total
de 344 préstamos, por importe de 589 millones de pesetas,
a diversas entidades, tanto públicas como privadas, para la
construcción o modificación de instalaciones deportivas.
El CSD se subrogó en los derechos de dichos préstamos
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto de su creación.

El saldo ajustado de 286 millones de pesetas a 31 de
diciembre de 1996 (resultado de reducir en 24 millones
el saldo según balance para dar de baja contra cuenta
de «Patrimonio» préstamos subrogados por las Comu-
nidades Autónomas de Madrid y de Aragón como con-
secuencia de su asunción de competencias en materia
deportiva) corresponde al principal de 219 préstamos,
vencidos y no cobrados a dicha fecha, de dudosa recu-
perabilidad y sobre los que no existe dotada provisión.

Los intereses de los préstamos, corridos, vencidos y
no cobrados, no se reconocen en cuentas por los importes
devengados (730 millones de pesetas, aproximadamente,
a 31 de diciembre de 1996) sino que se imputan a resulta-
dos de los ejercicios en que eventualmente se producen
ingresos de esta naturaleza. En 1996 se registraron intere-
ses por 87.000 pesetas correspondientes a recuperaciones
de principal de préstamos por un millón de pesetas.

Con posterioridad al ejercicio fiscalizado y una vez
finalizado el trabajo de campo de la fiscalización, la
Ley 50/1998, de Medidas Fiscales, Administrativas y
de Orden Social, incluye en su Disposición adicio-
nal 8.ª la condonación de estos préstamos en el importe
que no haya sido satisfecho por los deudores.

III.2 Deudores

Los saldos a 31 de diciembre de 1996 son:

Miles ptas.

Deudores presupuestarios ......................... 4.239.970
Deudores no presupuestarios..................... 15.445
Otros deudores .......................................... 23.338
Provisiones ................................................ –1.185.978

Total....................................................... 3.092.775

2.1 Deudores presupuestarios

La clasificación de los saldos, atendiendo a su anti-
güedad y al capítulo presupuestario en que se genera-
ron, es la siguiente:
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— Las «Tasas académicas» proceden de las presta-
ciones de servicios docentes (derechos de matrícula)
del INEF de Madrid, cuya recaudación se efectúa a tra-
vés de una cuenta restringida en banca privada (ver epí-
grafe III.3.2). El CSD registra los devengos en la fecha
en que se produce el ingreso en dicha cuenta, y los
cobros cuando se produce el traspaso de fondos a cuen-
tas en el Banco de España. En consecuencia, el saldo
que figura en balance corresponde a cantidades cobra-
das pendientes de traspaso a ese Banco.

— El saldo en «Otras tasas» procede de ingresos
que realmente no tienen naturaleza tributaria ya que
corresponde a deudas de las Federaciones Deportivas
por la utilización de la «Residencia Joaquín Blume».

El saldo de «Ingresos diversos» procede fundamen-
talmente de las cantidades pendientes de cobro por la
venta de publicaciones y por la realización de análisis
clínicos de control antidopaje del CNICD.

— Los saldos por transferencias corresponden a:

a) Las cantidades pendientes de cobro por las
transferencias procedentes del Ministerio de Educación
para el funcionamiento del Organismo.

b) El importe no satisfecho por las Comunidades
Autónomas y Corporaciones Locales derivado princi-
palmente de la cofinanciación del «Plan MEC».

En ejercicios anteriores a 1995, el CSD realizaba la
contratación del «Plan MEC» y se hacía cargo del coste
de las obras reclamando posterior o simultáneamente la
cofinanciación del resto de las Entidades participantes.
Durante 1995, debido a problemas de recuperación de
las deudas, se comenzó a exigir previamente a la contra-
tación el importe de la cofinanciación en los porcentajes
comprometidos y que se aplica sobre el presupuesto de
licitación. El exceso que pueda resultar de las bajas de
contratación se mantiene por el CSD para cubrir even-
tuales costes adicionales en la ejecución de los contra-
tos. A la finalización de la obra se devuelven las canti-
dades sobrantes, si se produjeran (ver epígrafe III.6.3)
o, en su caso, se reclaman importes adicionales.

Los saldos de las cuentas de Deudores de ejercicio
corriente que figuran en balance a 31 de diciembre de 1996
corresponden a cofinanciaciones previstas en las Comi-
siones Mixtas encargadas del seguimiento del Plan MEC
(ver epígrafe IV.2.2) no satisfechas, y a modificaciones
de los contratos de obras, no cobradas, cuando dichas
modificaciones superan las bajas de contratación.

Los saldos de las cuentas de Deudores de ejercicios
cerrados «Ayuntamientos» proceden de cofinanciacio-
nes no pagadas por estos en el ejercicio 1995 y, princi-
palmente, en los ejercicios 1994 y anteriores. En las
cuentas anuales de 1995, a sugerencia de la Interven-
ción General de la Administración del Estado, se provi-
sionó el total de la deuda a 31 de diciembre de 1994
(1.336 millones de pesetas). Durante 1996, debido a las
gestiones de cobro realizadas por el CSD se han recu-

perado deudas por valor de 150 millones y se ha redu-
cido la provisión en el mismo importe.

De las comprobaciones efectuadas en el transcurso
de la fiscalización, se deduce que el saldo con las Comu-
nidades Autónomas debe incrementarse en 57 millones
de pesetas para recoger los compromisos de estas, no
cobrados al 31 de diciembre de 1996, para la financia-
ción del Censo Nacional de Instalaciones Deportivas.

c) El saldo de las transferencias pendientes del
Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado
(ONLAE) corresponde a una reducción por dicho
importe practicada por ese Organismo sobre la liquida-
ción del porcentaje de recaudación en las quinielas des-
tinado a financiar el Plan de Saneamiento del fútbol
profesional. La reducción es el equivalente al coste que
le supuso al ONLAE confeccionar nuevos boletos de
quinielas, como consecuencia de modificaciones de
partidos de fútbol no comunicados en tiempo oportuno
por la Real Federación Española de Fútbol. El CSD
debe realizar las gestiones oportunas para recuperar el
importe de la deuda.

2.2 Deudores no presupuestarios y otros deudores

El saldo de los no presupuestarios corresponde bási-
camente a provisiones de fondos a justificar no justifi-
cadas a fin de año (7 millones de pesetas), y a IVA
repercutido pendiente de cobro (4 millones) (ver epí-
grafe III.5.2). El saldo de los «Otros deudores» son los
anticipos de caja fija pendientes de reposición a fin de
año, dicho importe estaba justificado en su mayor parte
(22 millones) aunque aún no se había procedido a apli-
car el gasto correspondiente, ni efectuado la reposición
de fondos.

III.3 Cuentas financieras

Miles ptas.

Inversiones financieras temporales............ 5.423
Tesorería .................................................... 3.964.556

Total....................................................... 3.969.979

3.1 Inversiones financieras temporales

Corresponden principalmente a anticipos de habe-
res a los empleados (5 millones de pesetas), el resto son
fianzas y depósitos de pequeña cuantía constituidos
entre 1981 y 1986, que deben regularizarse.

3.2 Tesorería

El CSD opera fundamentalmente a través de una
cuenta abierta en el Banco de España (saldo de 3.897
millones de pesetas) destinada a la recepción final de
todos los ingresos y a la realización de pagos en firme, de
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provisión de fondos a justificar y de provisión de fondos
de caja fija. Además, tiene abiertas otras cuatro cuentas
en dicho Banco (saldo conjunto de 67 millones) destina-
das a la realización de pagos por el sistema de caja fija.

Junto a las cuentas anteriores, tiene abiertas otras dos
en banca privada. Una para el pago de nóminas (sin saldo
a fin de año), y otra destinada a la recaudación de los
derechos de matrícula de los alumnos del INEF, restringi-
da de ingresos, que traspasa sus fondos al Banco de Espa-
ña con la periodicidad establecida por la Dirección Gene-
ral del Tesoro y Política Financiera. Esta última cuenta
presentaba a 31 de diciembre de 1996 un saldo de 11
millones que no se recoge en cuentas de «Tesorería», ya
que, como se ha indicado en el epígrafe III.2.1, se registra
contablemente en cuentas de «Deudores» hasta que se
produce su ingreso en Banco de España.

Como resultado de las solicitudes de confirmación
de saldos de cuentas en entidades financieras, se ha
puesto de manifiesto la existencia de títulos-valores
depositados a nombre del CSD, no registrados en cuen-
tas. Dichos títulos, con un nominal de 12 millones y un
valor real que se estima no significativo, se traspasaron
en 1997, en su mayor parte, a la Dirección General del
Patrimonio del Estado que, además, es quien ha venido
percibiendo los eventuales rendimientos que se hayan
podido producir en los ejercicios 1996 y anteriores. Las
circunstancias de esta situación quedan razonablemen-
te explicadas en las alegaciones.

III.4 Fondos propios

Los saldos de las cuentas que componen esta parti-
da a 31 de diciembre de 1996 son los siguientes:

Miles ptas.

Patrimonio ................................................. 54.118.048
Patrimonio rec. en adscripción .................. 8.644.240
Rdos. negativos eje. anteriores .................. -30.937.065
Resultados del ejercicio............................. -2.951.393

Total....................................................... 28.873.830

En el ejercicio 1996, con el fin de actualizar los sal-
dos de la cuenta «Patrimonio recibido en adscripción»,
el CSD realizó un cargo contra la cuenta de «Patrimo-
nio» con abono a «Patrimonio recibido en adscripción»
por 5.917 millones de pesetas.

La operación anterior se efectuó erróneamente, ya
que conforme a los criterios de valoración establecidos
en el Plan General de Contabilidad Pública, el valor de
los bienes recibidos en adscripción debe permanecer
con la valoración asignada en el momento en que fue-
ron adscritos.

Para subsanar la operación indicada en el párrafo
anterior, y aplicar los ajustes y reclasificaciones que se
comentan en el subapartado III.1, principalmente, las
cuentas que componen los Fondos Propios del CSD en
el balance a 31 de diciembre de 1996 deben ser objeto
de las siguientes correcciones:

a) Patrimonio.

Su saldo debe incrementarse en 5.893 millones de
pesetas, resultado neto de corregir el cargo erróneo
practicado en 1996 (5.917 millones) y dar de baja en
cuentas préstamos subrogados por Comunidades Autó-
nomas (24 millones) (ver epígrafe III.1.6.2).

b) Patrimonio recibido en adscripción

Su saldo debe reducirse en 5.951 millones de pese-
tas, resultado conjunto de corregir el abono erróneo
practicado en 1996 (5.917 millones), y para dar de baja
en cuentas el valor (34 millones) del «campo de rugby
de Orcasitas» (ver epígrafe III.1.3.2.d).

c) Patrimonio recibido en cesión

En esta cuenta deberá registrarse el valor venal que
corresponda a los terrenos sobre los que se ubica el
Centro de Alto Rendimiento de Sierra Nevada (ver epí-
grafe III.1.3.1).

d) Resultados del ejercicio

Las pérdidas que por importe de 2.951 millones de
pesetas figuran en el balance deben incrementarse en
1.523 millones resultantes de:



III.5 Acreedores

Los saldos al cierre del ejercicio presentan el siguien-
te detalle:

Saldo 31 de diciembre de 1996

Miles ptas.

Acreedores presupuestarios....................... 4.704.550
Acreedores no presupuestarios.................. 29.751
Administraciones públicas ........................ 103.131

Otros acreedores........................................ 5.321
Fianzas y depósitos recibidos a corto plazo .. 675.086

Total....................................................... 5.517.839

5.1 Acreedores presupuestarios

Su clasificación atendiendo a su antigüedad y al
capítulo presupuestario en que se generaron es la
siguiente:
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Miles ptas.

— El saldo de «Gastos corrientes en bienes y servi-
cios» de presupuestos cerrados procede fundamental-
mente (346 millones de pesetas), de un canon por
arrendamiento de terrenos de los ejercicios 1989, 1990
y 1991, no satisfecho y que se encuentra en la situación
de litigio que se describe en el epígrafe IV.6.1.

— El saldo de «Inversiones reales» corresponde prin-
cipalmente a certificaciones pendientes de pago por las
distintas obras de construcción que realiza el Consejo.

— Los saldos por transferencias corrientes y de
capital son los importes no satisfechos a los distintos
destinatarios (Comunidades Autónomas, Federaciones
Deportivas, Corporaciones Locales, Universidades,
etc.) al estar, en general, pendientes de algún requisito
justificativo para su pago. Otra causa que origina el
abultado importe de estos saldos, deriva de la práctica
seguida frecuentemente por el Organismo según la cual
permanecen en balance hasta su anulación por pres-
cripción, cuando de hecho existen subvenciones no jus-
tificadas o justificadas por importe inferior al concedi-
do que deberían ser baja antes de llegar a la fecha en
que legalmente prescriban.

5.2 Administraciones Públicas

Su saldo corresponde principalmente (101 millones
de pesetas) a cuotas de Seguridad Social y retenciones

por IRPF y Derechos Pasivos del último período de 1996.
El resto son deudas antiguas por diversas cuotas gene-
radas entre 1989 y 1993 (1 millón) pendientes de inves-
tigar y sanear, en su caso, e IVA repercutido en el últi-
mo trimestre de 1996. El Organismo considera como
no deducible el IVA soportado en sus operaciones,
liquidando regularmente el Impuesto repercutido por la
realización de análisis y venta de publicaciones del
CNICD, por la prestación de servicios de alojamiento
en la «Residencia Joaquín Blume», y por los arrenda-
mientos a particulares y Federaciones Deportivas de
varios inmuebles.

5.3 Otros acreedores

Son partidas pendientes de aplicación, normalmente
ingresos en Banco de España producidos entre 1987 y
1994, que el CSD debe investigar para aplicar a su fina-
lidad o, en su caso, sanear.

5.4 Fianzas y depósitos recibidos a corto plazo

El saldo de estas cuentas está integrado principal-
mente por el importe pendiente de liquidación definitiva
con la Liga Nacional de Fútbol Profesional (663 millo-
nes de pesetas) de la parte del porcentaje de la recauda-
ción de las quinielas destinadas a financiar obras e ins-



talaciones de seguridad en los estadios de fútbol (ver
epígrafe IV.3.5.a).

III.6 Ingresos

La cuenta del resultado económico patrimonial del
CSD presenta los siguientes ingresos por el ejercicio 1996:

Miles ptas.

Ingresos de gestión ordinaria .................... 135.760
Otros ingresos de gestión ordinaria........... 29.220
Transferencias y subvenciones .................. 23.108.250
Ganancias e ingresos extraordinarios ........ 249.761

Total....................................................... 23.522.991

6.1 Ingresos de gestión ordinaria*

Corresponden principalmente a:

— Ingresos netos por tasas académicas (105 millo-
nes de pesetas). Son los derechos de matrícula abona-
dos por los alumnos de las enseñanzas oficiales que se
cursan en el INEF de Madrid. El saldo incluye 8 millo-
nes de pesetas que corresponden a ingresos de 1995,
importe que debe reducirse con abono a cuentas de
«Otros ingresos y beneficios de ejercicios anteriores».

— Ingresos por alojamiento y otros servicios en la
«Residencia Joaquín Blume» (23 millones de pesetas)
y CAR de Sierra Nevada (7 millones).

6.2 Otros ingresos de gestión ordinaria

Son los siguientes:

— Reintegros (9 millones de pesetas), que proce-
den en su mayoría de Federaciones Deportivas por sub-
venciones no justificadas total o parcialmente.

— Otros ingresos (20 millones de pesetas), que
corresponden al producto de los arrendamientos de edi-
ficios adscritos al CSD (9 millones) y a ingresos varios
(11 millones), entre ellos, los de realización de análisis
clínicos y venta de publicaciones del CNICD, y estan-
cias en apartamentos del INEF.

6.3 Transferencias y subvenciones

Las devengadas en el ejercicio 1996 presentan el
siguiente detalle:

Miles ptas.

Transferencias corrientes........................... 13.341.958
Subvenciones corrientes ............................ 5.284.552
Transferencias de capital ........................... 4.078.312
Subvenciones de capital ............................ 403.428

Total....................................................... 23.108.250

— Las «Transferencias corrientes» y las «Transfe-
rencias de capital» corresponden a la financiación con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado (Minis-
terio de Educación y Cultura).

— Las «Subvenciones corrientes» son, principal-
mente (5.282 millones de pesetas), las recibidas del
ONLAE para financiar el Plan de Saneamiento del fút-
bol profesional.

— Las «Subvenciones de capital» corresponden a la
financiación del Plan MEC por las Corporaciones Loca-
les y Comunidades Autónomas, deducidas las devolu-
ciones a Corporaciones (37 millones de pesetas) de las
cantidades sobrantes por bajas de adjudicación de obras
según el procedimiento descrito en el epígrafe III.2.1. b).
Además, incluyen 27 millones de pesetas procedentes
de la financiación por dichas Comunidades del Censo
Nacional de Instalaciones Deportivas, que debe incre-
mentarse en 57 millones tal como se indica en el epí-
grafe III.2.1.b).

6.4 Ganancias e ingresos extraordinarios

Los movimientos habidos en 1996 corresponden a
Ingresos y beneficios de ejercicios anteriores, que se
desglosan en:

Miles ptas.

Beneficios por modificación de obligacio-
nes pptos. cerrados ................................ 131.558

Otros ingresos y beneficios de ejercicios
anteriores ............................................... 118.203

Total....................................................... 249.761

— El saldo de «Beneficios por modificación de
obligaciones de presupuestos cerrados» corresponden a
prescripciones aplicadas (111 millones de pesetas),
anulación de obligaciones por renuncia de un Ayunta-
miento a la percepción de subvención de capital conce-
dida y pendiente de pago (29 millones) y, con signo
negativo, rectificación de anulación de obligaciones
erróneamente practicada en 1995 (9 millones).

— Los «Otros ingresos y beneficios de ejercicios
anteriores» proceden de la baja del fondo de amorti-
zación de activos que en el transcurso del ejercicio
1996 fueron reclasificados a «Bienes del Patrimonio
histórico, artístico y cultural». Según la nueva presen-
tación que deberían adoptar las cuentas de inmovili-
zado conforme se menciona en el subapartado III.1, la
indicada reclasificación queda sin efecto por lo que
debe anularse la baja practicada sobre el fondo de
amortización. Por otra parte conforme a lo indicado
en el epígrafe III.6.1, el saldo de esta cuenta debe
incrementarse en 8 millones de pesetas para registrar
ingresos por servicios docentes del ejercicio 1995
erróneamente contabilizados como propios de 1996.
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* Párrafo modificado como consecuencia de alegaciones.
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III.7 Gastos

La cuenta del resultado económico patrimonial del
CSD presenta los gastos siguientes por el ejercicio 1996:

Miles ptas.

Funcionamiento de servicios y prestacio-
nes sociales............................................ 3.733.657

Transferencias y subvenciones .................. 22.730.337
Pérdidas y gastos extraordinarios .............. 10.390

Total....................................................... 26.474.384

7.1 Gastos de funcionamiento de servicios y presta-
ciones sociales

Corresponden a:

Miles ptas.

Gastos de personal..................................... 2.180.850
Dotación para amortizac. inmovilizado .... 424.873
Variación de prov. tráfico .......................... –150.502
Otros gastos de gestión.............................. 1.278.436

Total....................................................... 3.733.657

7.1.1 Gastos de personal

Tienen la siguiente distribución:

Miles ptas.

Sueldos y salarios ...................................... 1.745.353
Cotiz. soc. cargo empleador ...................... 414.239
Otros gastos sociales ................................. 21.258

Total....................................................... 2.180.850

La plantilla del CSD al 31 de diciembre de 1996,
excluidos los altos cargos (Secretario de Estado, Direc-
tor General del Deporte y Director General de Infraes-
tructuras Deportivas y Servicios), era de 556 personas,
de las cuales 245 correspondían a personal funcionario,
274 a personal laboral fijo y 37 a personal laboral con-
tratado bajo diversas fórmulas de contrato temporal.

El personal laboral se rige por los Convenios colec-
tivos suscritos por el Organismo, uno para el personal
docente y de apoyo del INEF y otro para el resto del
personal. Además, existe un colectivo de 25 personas
(básicamente técnicos deportivos y médicos y quími-
cos de CNCID) no sujetos a Convenio, y otra persona
que tiene contrato laboral de alta dirección (Real Decre-
to 1382/1985) y que ocupa puesto en la Relación de
Puestos de Trabajo de personal funcionario al amparo
de la Disposición adicional 25 de la Ley de Presupues-
tos Generales del Estado para 1992.

De las comprobaciones efectuadas en el transcurso
de la fiscalización no se han puesto de manifiesto inci-
dencias significativas respecto a la correcta contabili-
zación de los gastos de personal devengados en el ejer-
cicio 1996. No obstante, cabe indicar lo siguiente:

— Se han abonado 3 millones de pesetas de retri-
buciones por «Productividad» con créditos del concep-
to presupuestario 151 «Gratificaciones», por lo que se
ha incumplido lo dispuesto en el art. 59.1 en relación
con el 59.3 del TRLGP, que establece el carácter limi-
tativo y vinculante al nivel de desagregación con que
aparezcan en los estados de gastos, de los créditos des-
tinados a satisfacer incentivos al rendimiento. Dicho
nivel en el ejercicio es el de concepto.

— El saldo de las «Cotizaciones sociales a cargo
del empleador» incluye 5 millones de pesetas que
corresponden a cuotas del ejercicio 1995 por pagos al
personal laboral de incentivos al rendimiento. Dicho
importe debería anularse con cargo a cuentas de «Otros
gastos y pérdidas de ejercicios anteriores».

— Al comienzo del ejercicio 1996 el CSD tenía
suscritos contratos de alta dirección con dos personas,
una de las cuales fue cesada en el transcurso de dicho
año.

En la indemnización satisfecha por el cese, se ha
observado que no se ha sometido a retención por el
IRPF la parte correspondiente a la compensación por el
incumplimiento del deber de preaviso (2 millones de
pesetas), cuando dicha compensación se estima que
está plenamente sujeta al Impuesto y por tanto debería
haber sido objeto de la oportuna retención. No obstan-
te, según se indica en el escrito de alegaciones, el Orga-
nismo va a elevar la oportuna consulta a la Agencia Tri-
butaria.

7.1.2 Dotaciones a la amortización y variaciones de
provisiones de tráfico

Durante el ejercicio 1996 el CSD ha dotado amorti-
zaciones al inmovilizado por 425 millones de pesetas.
De acuerdo con lo que se comenta en el epígra-
fe III.1.4.b) dichas dotaciones deben reducirse en 115
millones.

La variación de provisiones de tráfico se correspon-
de con la reducción del montante de las dotadas sobre
los saldos deudores de Ayuntamientos, según se descri-
be en el epígrafe III.2.1.

7.1.3 Otros gastos de gestión

Las cuentas que recogen estos gastos son las corres-
pondientes a los subgrupos de «Servicios exteriores» y
«Tributos», con saldos respectivos de 1.263 y 16 millo-
nes. Se corresponden con las obligaciones reconocidas
del capítulo 2 «Gastos corrientes en bienes y servicios»
del Presupuesto del Consejo, si bien, el montante de
estas obligaciones es superior en 9 millones debido a
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una periodificación de gastos efectuada al cierre del
ejercicio 1995 (12 millones) y, en sentido contrario, a la
inclusión dentro del saldo de «Servicios exteriores» de
«Gastos de investigación y desarrollo» (3 millones) que
se han considerado correctamente como gastos del ejer-
cicio, aunque presupuestariamente deben registrarse
con cargo a créditos del capítulo 6 «Inversiones reales».

Los gastos del capítulo 2 se han satisfecho por el
procedimiento de pagos en firme (940 millones de
pesetas), por el de pagos a justificar (29 millones) y por
el de anticipos de caja fija (319 millones).

Los saldos incluidos en las cuentas de «Servicios
exteriores» son:

Miles ptas.

Gastos de investigación y desarrollo ......... 3.041
Arrendamientos y cánones ........................ 7.277
Reparaciones y conservación .................... 80.730
Servicios profesionales independientes..... 227.349
Transportes ................................................ 23.500
Primas de seguros...................................... 10.851
Publicidad y propaganda ........................... 78.233
Suministros................................................ 388.725
Comunicaciones y servicios ...................... 443.161

Total....................................................... 1.262.867

El saldo de «Reparaciones y conservación» debe
reducirse en 2 millones de pesetas, con cargo a cuentas
de «Otros gastos y pérdidas de ejercicios anteriores»,
por gastos contabilizados en 1996 que corresponden al
ejercicio 1995.

La cuenta de «Servicios profesionales independien-
tes» recoge principalmente contratos con Agencias de
viaje por servicios de alojamiento y desplazamiento de
participantes en los campeonatos mundiales de deporte
universitario y los de la fase final de los campeonatos
de España escolares, el Consejo subvenciona además a
Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y
Universidades por otras fases y torneos de análoga
naturaleza. En esta cuenta se registra también el coste
de los contratos para la realización de auditorías a
Federaciones Deportivas, según establece el art. 36 de
la Ley 10/1990, y a servicios de asistencia médica.

La cuenta de «Suministros» registra, principalmen-
te, los consumos de agua y electricidad (122 millones
de pesetas) y las compras de productos alimenticios
para la «Residencia Joaquín Blume» (139 millones),
de productos farmacéuticos (34 millones) y de mate-
rial deportivo (25 millones). El saldo de esta cuenta
debe reducirse en 3 millones, con cargo a cuentas de
«Otros gastos y pérdidas de ejercicios anteriores», por
gastos contabilizados en 1996, que corresponden al
ejercicio 1995.

La cuenta de «Comunicaciones y servicios» recoge,
entre otros, gastos por servicios de limpieza y seguri-
dad (201 millones de pesetas), dietas y locomoción (51
millones) y teléfono (47 millones).

7.2 Transferencias y subvenciones

Los saldos de estas partidas en el ejercicio 1996,
atendiendo a su clasificación contable y presupuestaria,
presenta el siguiente detalle:

Conforme previene el Plan General de Contabilidad
Pública, las entregas de inversiones gestionadas para
otros Entes públicos a sus destinatarios últimos tienen
la consideración de gasto como subvención de capital,

aunque no tienen reflejo presupuestario. En el cuadro
anterior, el saldo de subvenciones de capital a Corpora-
ciones Locales (4.845 millones de pesetas) y 640 millo-
nes del saldo de transferencias de capital a dichas Enti-
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dades, corresponde a entregas de inversiones del Plan
MEC.

Las ayudas y subvenciones que concede el CSD,
salvo las sometidas a normativa específica, se regulan
en su tramitación y justificación conforme a la Orden
del Ministerio de Educación de 28 de octubre de 1991.

El Organismo no tiene establecida una distinción
formal a efectos de la clasificación de sus ayudas entre
los conceptos de «transferencia» y de «subvención»,
que se utilizan indistintamente. No obstante, la mayo-
ría de estas ayudas son propiamente subvenciones, ya
que se destinan a la cobertura de actividades o proyec-
tos específicos, y como tales se tratan a efectos de la
exigencia de requisitos justificativos.

En el subapartado IV.3 se detallan los procedimien-
tos de concesión de subvenciones, y sus destinatarios.

7.3 Pérdidas y gastos extraordinarios

El saldo de esta cuenta, a través de su divisionaria
«Otros gastos y pérdidas de ejercicios anteriores», debe
incrementarse en 1.587 millones de pesetas, como conse-
cuencia de lo que se indica en los epígrafes III.1.3.2. c)
(1.570 millones), III.1.4.a) (7 millones), III.7.1.1 (5 millo-
nes) y III.7.1.3 (5 millones).

III.8 Liquidación del presupuesto

La devolución al Gobierno del proyecto de Ley de
Presupuestos Generales del Estado para 1996, trajo
como consecuencia la aplicación de la previsión conte-
nida en el art. 134.4 de la Constitución sobre la prórro-
ga de los Presupuestos Generales del Estado.

El presupuesto inicialmente prorrogado fue de 23.361
millones de pesetas y el presupuesto final, funcional-
mente repartido en los 4 programas que gestiona el CSD
ascendió a 26.100 millones, con el siguiente detalle:

Millones ptas.

134B Cooperación, promoción y difusión
cultural en el exterior ...................... 473

422L Enseñanzas deportivas .................... 651
422P Deporte escolar y universitario ....... 4.095
457A Fomento y apoyo a las actividades

deportivas ....................................... 20.881

Salvo el programa 134B que se gestiona conjunta-
mente con el Ministerio de Asuntos Exteriores (Institu-
to Cervantes) el resto son programas de competencia
exclusiva del CSD.

8.1 Presupuesto de gastos. Ejecución

Las obligaciones reconocidas en el ejercicio 1996
fueron 23.952 millones de pesetas, lo que representa un
nivel de ejecución de un 91,77 por 100. No obstante,
hay que hacer constar que esta ejecución presupuesta-
ria estuvo afectada por acuerdos de no disponibilidad
de créditos por importe conjunto de 1.394 millones,
que tuvieron efecto especial sobre el programa 422P. Si
se tiene en cuenta esta circunstancia el nivel de ejecu-
ción pasaría a ser del 97 por 1000.

La ejecución por programas tiene el siguiente de-
talle:

8.2 Modificaciones de crédito

Las modificaciones netas (aumentos de créditos)
ascendieron a 2.739 millones de pesetas, destinadas
fundamentalmente a mayores transferencias a la Liga
Nacional de Fútbol Profesional para atender las obliga-
ciones que se indican en el epígrafe IV.3.5.a), a otras

transferencias derivadas de la participación española en
la Olimpíada de Atlanta, y a la ejecución de inversiones
del Plan MEC.

Los recursos para la financiación de las modificacio-
nes se obtuvieron principalmente de mayores transferen-
cias del ONLAE (superiores a las inicialmente presu-
puestadas), y del remanente de tesorería del Organismo.
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IV EVALUACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS 
DE GESTIÓN Y DEL CUMPLIMIENTO 

DE LA LEGALIDAD

Con independencia de lo ya señalado en relación
con estos aspectos en el apartado III anterior, en el pre-
sente se describen y analizan con mayor detalle las
áreas y los procedimientos de gestión que se conside-
ran más relevantes dentro de las actividades que realiza
el Consejo Superior de Deportes.

IV.1 Organización administrativa

El Real Decreto 765/1992 sobre estructura orgánica
básica y el posterior Real Decreto 2582/1996 enume-
ran una serie de funciones a realizar por los distintos
órganos de gestión del CSD. Sin embargo, las previsio-
nes de las indicadas normas no han ido acompañadas
de instrucciones internas de funcionamiento ni de la
implantación de manuales de procedimientos, lo que
ha podido afectar desfavorablemente a la operatividad
de los servicios.

Se estima que uno de los mejores instrumentos de
los que puede disponer la Dirección en el ámbito de la
organización administrativa, es el establecimiento de
procedimientos escritos de trabajo, eficientes, fiables y
uniformes que definan las tareas a realizar por cada una
de las personas dentro de las funciones que competen a
las diversas unidades en las que se estructura el CSD.
La elaboración e implantación de dichos manuales se
considera, además, que era una previsión contenida en
el Real Decreto 765/1992.

IV.2 Inversiones gestionadas para otros Entes Pú-
blicos

Como nota de carácter general común también al
resto de los elementos que conforman el inmovilizado
del Consejo, cabe destacar que en el transcurso de la
fiscalización se ha puesto de manifiesto la existencia de
un deficiente archivo de la documentación relativa a los
activos fijos, del control de su situación y movimientos
que no se recoge en un inventario eficaz, y del proceso
de ejecución de obras cuyo seguimiento se efectúa de
forma manual a pesar de su complejidad y de la impor-
tancia que representan para el Consejo.

Esta situación puede considerarse como la causa
fundamental de los errores e inexactitudes en los regis-
tros contables indicados en el subapartado III.1, cuya
clarificación sólo ha sido posible tras una ardua tarea
de recopilación de la información.

2.1 Instalaciones deportivas construidas por el Orga-
nismo, gestionadas por otras Entidades

Como se ha indicado en el epígrafe III.1.5.1, existen
dos construcciones: una pista polideportiva en El Pardo
y un centro de esgrima, sobre los que resulta necesario

y urgente clarificar su situación. El resto de las instala-
ciones se construyeron sobre terrenos propiedad de dis-
tintas Corporaciones Locales con las que el Consejo
suscribió convenios entre los años 1984 y 1985, con-
forme a los cuales las citadas Corporaciones ceden el
uso de los terrenos al CSD (cesión por 25 años) para
que éste ejecute las correspondientes obras. La explota-
ción y gestión de las instalaciones construidas corres-
ponde a las Entidades titulares de los terrenos, que
revertirán en estas al término del plazo de cesión, o con
anterioridad si existe acuerdo entre las partes. En el
anexo V se detallan las instalaciones afectadas.

Los convenios no mencionan referencia a normativa
general alguna para su regulación, ni tienen previsión
expresa respecto a la titularidad de las construcciones
una vez que hayan sido revertidos los terrenos. En
ausencia de mayor concreción, cabe entender que
podrían enmarcarse en los supuestos de cesión de dere-
chos de superficie previstos en la Ley del Suelo, aún
cuando no hay constancia de que se haya cumplido el
requisito formal obligatorio de su elevación a escritura
pública.

En todo caso, dado que la explotación de las instala-
ciones es competencia de las Corporaciones propieta-
rias de los terrenos, dichas instalaciones no tienen valor
patrimonial alguno para el CSD, por lo que debería
procederse en el plazo más breve posible a tramitar la
reversión conforme a las previsiones contenidas en los
convenios.

2.2 Inversiones del Plan de Extensión de la Educa-
ción Física y el Deporte (Plan MEC)

En el transcurso del ejercicio 1987 el Ministerio de
Educación realizó una encuesta en 7.000 Colegios
Públicos, Institutos de Bachillerato y de Formación
Profesional del área territorial en aquel entonces de
competencia del Estado (área MEC), con la finalidad
de evaluar las necesidades existentes. El resultado de la
encuesta puso de manifiesto diversas carencias, entre
ellas la falta de instalaciones deportivas adecuadas.

Para acometer la cobertura de las necesidades se
elaboró el Plan MEC, que preveía actuaciones sobre
2.284 Centros educativos, y cuya ejecución se llevaría
a cabo mediante un convenio suscrito en 1988 entre el
Ministerio de Educación y Ciencia y el Ministerio de
Cultura (que en aquellas fechas era el competente en
materia de deportes).

El convenio, aprobado por Acuerdo de Consejo de
Ministros de 23 de marzo de 1988, se estableció con
una duración temporal entre los ejercicios 1988 a 1992,
plazo que se reveló inoperante dada la magnitud de las
actuaciones a realizar por lo que el Plan MEC continúa
actualmente en ejecución previéndose que finalice en
el año 2000. El convenio contemplaba también la posi-
bilidad de que se establecieran acuerdos de colabora-
ción para la ejecución del Plan con Instituciones Auto-
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nómicas y Locales, previsión que se plasmó en la for-
malización de 30 convenios firmados entre los ejerci-
cios 1988 a 1990. Actualmente, tras diversas refundi-
ciones, permanecen 11 suscritos con otras tantas
Comunidades Autónomas, dos con las Ciudades Autó-
nomas de Ceuta y Melilla y otros dos con los Ayunta-
mientos de Zaragoza y Palma de Mallorca.

El CSD es el encargado de financiar la participación
del Estado en las obras de construcción o reforma de
las instalaciones deportivas previstas en el Plan MEC.
Según los Convenios suscritos, la financiación del Con-
sejo ascendería a 27.917 millones de pesetas. Las obras
ejecutadas por él están cofinanciadas, en general, por
Corporaciones Locales y Comunidades Autónomas
conforme a los mecanismos que se establecen en las
Comisiones Mixtas, Órganos encargados del segui-
miento del Plan en cada convenio.

A las Comisiones Mixtas les compete, entre otras
funciones, las de seleccionar las obras que deben con-
tratarse en cada período, la Entidad pública que debe
efectuar la contratación, la cofinanciación que pueda
existir, y en general el seguimiento del Plan en lo que
afecta a cada una de las distintas Comunidades Autó-
nomas, Ciudades Autónomas y Ayuntamientos.

Las obras contratadas por el Consejo deben entre-
garse a su término a sus destinatarios finales, por lo que
contablemente se registran en cuenta de «Inversiones
gestionadas para otros Entes públicos». A 31 de diciem-
bre de 1996 el total acumulado de las obligaciones
reconocidas por esas inversiones asciende a 30.292
millones de pesetas, cantidad que incluye la cofinan-
ciación de las otras Entidades. A esa fecha se habían
dado de baja por entrega a sus destinatarios finales
construcciones por valor de 17.328 millones, permane-
ciendo en balance un saldo de 12.964 millones.

Según la información disponible en el transcurso de
la fiscalización y la que figura acompañando a las cuen-
tas anuales del Organismo sobre las bajas en cuentas del
inmovilizado, el número total de obras a ejecutar por el
Consejo a lo largo de la vida del Plan MEC es de 604,
de las cuales 410 estaban terminadas al 31 de diciem-
bre de 1996, 289 se habían entregado a dicha fecha a
sus usuarios finales, y el resto estaban en curso o pen-
dientes de contratación.

En el examen de los procedimientos seguidos para
la gestión de este tipo de inversiones se han puesto de
manifiesto diversas incidencias entre las que cabe des-
tacar:

a) La mayor parte de las construcciones se han
realizado en Colegios Públicos sobre terrenos cedidos
temporalmente al CSD por los Ayuntamientos, que
revierten a estos junto con las instalaciones al término
de las correspondientes obras.

Según los documentos (Actas de Reversión) utiliza-
dos para la entrega a las Corporaciones del suelo y de
las construcciones, el procedimiento utilizado para la

cesión temporal de los terrenos es el previsto en el
Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales, y
en la Ley del Suelo (Real Decreto Legislativo 1/1992)
para los derechos de superficie. Conforme al art. 288
de esta última norma, la constitución de derechos de
superficie debe ser, en todo caso, formalizada en escri-
tura pública, e inscrita en el Registro de la Propiedad,
requisito que no consta que se haya cumplido en las
cesiones efectuadas.

b) El sistema para exigir la cofinanciación de las
obras ha ido evolucionando a lo largo de la ejecución
del Plan. Como se indicó en el epígrafe III.2.1.b),
actualmente y como requisito previo a la contratación,
se exige la aportación efectiva de la cofinanciación
prevista. Sin embargo, en períodos anteriores no sucedía
así, por lo que se generaron importantes saldos deudores
cuyo importe a 31 de diciembre de 1996 era de 1.401
millones de pesetas. A este respecto, se estima que la
recuperación de las deudas podría instrumentarse con-
forme a lo señalado en la Disposición adicional 14.ª de
la Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales,
que prevé la compensación de deudas con cargo a la par-
ticipación de los municipios en los tributos del Estado.

c) No ha existido la coordinación y suministro de
información adecuado entre la Subdirección General de
Infraestructuras, que es la encargada del control y segui-
miento de las obras, y el Servicio de Contabilidad.

Los costes de las obras del Plan MEC se recogen
exclusivamente en el capítulo 6 «Inversiones reales»
del programa presupuestario 422P «Deporte escolar y
universitario» y se registran en contabilidad financiero-
patrimonial sin asignación de códigos identificativos
que permitan individualizar los gastos imputables a
cada una de las distintas obras. La anotación individua-
lizada de esos costes es competencia de la Subdirec-
ción General de Infraestructuras, que la lleva a cabo a
través de fichas confeccionadas manualmente pero de
las que no se extrae información para confeccionar
inventarios o relaciones que puedan servir de soporte y
control del saldo contable.

Como consecuencia de lo anterior, según se ha indi-
cado en los epígrafes III.1.3.2.b) y III.1.5.2, se han pro-
ducido errores de clasificación contable y no se han
podido realizar las comprobaciones adecuadas sobre el
saldo que figura en el balance como representativo del
valor de estas inversiones *. Además, se han producido
otros defectos tal como se comenta en los siguientes
párrafos.

La Subdirección General de Infraestructuras comu-
nica al Servicio de contabilidad las obras que han sido
entregadas a sus destinatarios a fin de que se registren
las correspondientes bajas en balance. Sin embargo,
esa comunicación, al menos hasta el ejercicio 1996
inclusive, no ha ido acompañada de información sobre

* Ver epígrafe II.2.1.a).
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el coste total imputable a cada una de las obras que
deben causar baja.

El Servicio de contabilidad ha venido registrando
las bajas por los importes que figuran en las Actas de
Recepción definitivas de las obras, que recogen los cos-
tes de los contratos principales pero no los de otros
contratos adicionales tales como redacción de proyecto
y dirección de obra, estudios geotécnicos, etc., que per-
manecían en balance aún cuando el coste de la obra
asociada hubiera sido ya dado de baja.

Aunque esta situación se ha intentado corregir en
1996, ejercicio en el que se han registrado saneamien-
tos de costes adicionales por importe de 595 millones
de pesetas de obras entregadas entre 1994 y 1996, no se
puede afirmar con exactitud que no puedan permanecer
todavía en balance otros costes de esa naturaleza.

Por otra parte, no todas las obras entregadas causa-
ron baja contable en su momento oportuno. Así, en las
contabilizadas en 1996, se han observado obras que
tenían formalizada Acta de Reversión (documento uti-
lizado en la entrega de instalaciones construidas para
Colegios Públicos) en el año anterior.

d) El Plan General de Contabilidad Pública dispo-
ne que las inversiones gestionadas para otros Entes
públicos deben permanecer en el balance de la Entidad
que las realiza hasta el momento de su entrega a los
destinatarios finales.

Normalmente, aunque se han observado excepcio-
nes, el documento utilizado en la entrega de instalacio-
nes para Colegios Públicos es el Acta de Reversión,
mediante la cual, como se ha indicado anteriormente, se
revierte a la Corporación Local el terreno previamente
cedido y la construcción sobre él edificada. Comparan-
do, con la información de que se ha dispuesto, el núme-
ro de obras terminadas a 31 de diciembre de 1996 (410)
con el de las entregadas dadas de baja en balance a
dicha fecha (289), se aprecia una diferencia muy sus-
tancial que aparentemente indica retrasos en la tramita-
ción de las bajas, que deberían agilizarse.

Parte de las demoras son, al parecer, imputables a
las instalaciones construidas en Institutos de Bachille-
rato y de Formación Profesional que a la fecha de ini-
cio de las obras eran competencia del Ministerio de
Educación. Para estas instalaciones, según se informó
al equipo fiscalizador, no se han establecido mecanis-
mos formales mediante los cuales se pueda tramitar su
entrega, por lo que permanecen en el balance del Con-
sejo (en torno a 25 obras) pese a que ya están siendo
utilizadas por sus destinatarios finales.

e) Entre las bajas contabilizadas en 1996, se ha
observado que algunas instalaciones terminadas física-
mente pero que tenían pendiente de tramitación o apro-
bación reformados de proyecto (ver subapartado IV.4)
se entregaron al uso de las Corporaciones Locales
mediante Actas de Ocupación previas a la recepción de
las obras y a las correspondientes Actas de Reversión.

Este procedimiento, que es irregular, debe evitarse en
el futuro.

IV.3 Subvenciones concedidas

En este subapartado no se incluyen las entregas de
inversiones gestionadas que se han analizado en el
subapartado IV.2.2. Dichas entregas tienen tratamiento
contable de subvenciones de capital, pero no tienen
reflejo presupuestario.

Las obligaciones reconocidas en 1996 por subvencio-
nes y ayudas concedidas por el Consejo con cargo a su
presupuesto ascendieron a 17.245 millones de pesetas, de
los que 15.945 millones son de naturaleza corriente
y 1.300 millones son de capital.

La concesión de ayudas se regula, además de por lo
dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General Pre-
supuestaria y Real Decreto 2225/1993, por la Orden
del Ministerio de Educación de 28 de octubre de 1991.
La finalidad genérica perseguida por las subvenciones,
conforme a las competencias del CSD, es el fomento
de las actividades y prácticas deportivas.

El procedimiento general de concesión establecido
en la mencionada Orden ministerial es el concurso
mediante convocatoria pública. No obstante, al margen
de las dos primeras disposiciones citadas en el párrafo
anterior, se prevén excepciones en las que el otorga-
miento podrá hacerse directamente mediante Resolu-
ción motivada del Presidente del CSD.

Los requisitos para la justificación de subvenciones
son los establecidos en las Bases reguladoras y en las
Resoluciones de convocatorias o en las Resoluciones
motivadas. Además, para las concedidas a Federacio-
nes Deportivas, existe un manual específico que se
remite a estas para facilitar los trámites justificativos.

La publicidad de las ayudas concedidas en 1996 se
efectuó mediante dos Resoluciones publicadas en el BOE
(27 de julio de 1996 y 3 de febrero de 1997), referidas
respectivamente a cada uno de los dos semestres del año,
por lo que no se cumplió con exactitud el requisito de
publicidad trimestral previsto en el art. 81.7 del Texto
Refundido de la Ley General Presupuestaria y en la
base 90 de la Orden ministerial 28 de octubre de 1991.

En el transcurso de la fiscalización se han examinado
los procedimientos de tramitación de las subvenciones
sobre una muestra de 9.486 millones de pesetas (el 55
por 100 del total concedido).

3.1 Empresas públicas y otros Entes públicos

Todos sus destinatarios fueron Universidades públicas.

3.1.1 Subvenciones corrientes

Destinadas a:

a) Cofinanciar los Campeonatos de España Uni-
versitarios 1996 (73 millones de pesetas).
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Su concesión se efectuó mediante convocatoria
pública por Resolución del Presidente del CSD de 18
de diciembre de 1995.

b) Cofinanciar los Torneos Interuniversitarios 1996
(62 millones de pesetas).

Su concesión se efectuó mediante convocatoria
pública por Resolución del Presidente del CSD de 18 de
diciembre de 1995.

Su destino es cofinanciar competiciones deportivas
para modalidades no incluidas en el programa de Cam-
peonatos de España Universitarios. En estos Torneos
deben participar un mínimo de 16 Universidades.

c) Financiar proyectos de investigación de las
Universidades en relación con el desarrollo tecnológico
y otras acciones en el ámbito de las ciencias del depor-
te (41 millones de pesetas).

Se conceden por convocatoria pública. La corres-
pondiente a 1996 fue convocada por Resolución del
Presidente de CSD de 11 de diciembre de 1995.

d) Gastos de cursos de doctorado en «Educación
Física y Deportiva» del INEF realizados por la Univer-
sidad Politécnica de Madrid (5 millones de pesetas).

Esta subvención, que por financiar una prestación
de servicios debería haberse tratado como un gasto de
funcionamiento del Consejo, se corresponde con las
obligaciones asumidas en la cláusula 7.ª del Convenio
suscrito con la Universidad el 3 de febrero de 1992.

3.1.2 Subvenciones de capital

Por 422 millones de pesetas para la cofinanciación
de inversiones en infraestructuras deportivas.

Su concesión se efectuó por Resoluciones directas
del Presidente del CSD, o para satisfacer la correspon-
diente anualidad derivada de convenios de cooperación.

Los destinatarios principales fueron las Universida-
des Complutense de Madrid (83 millones de pesetas),
de Cádiz (68 millones), de las Islas Baleares (55 millo-
nes), de La Coruña (55 millones), de Sevilla (45 millo-
nes) y de La Rioja (40 millones).

En la revisión efectuada sobre la tramitación de las
subvenciones concedidas por Resolución directa, se
observó que no había constancia en los expedientes de
la existencia de solicitudes previas formales por parte
de las Universidades, por lo que se ignora cuáles hayan
podido ser los criterios para la determinación de los
beneficiarios.

3.2 Comunidades Autónomas

3.2.1 Subvenciones corrientes por importe de 733
millones de pesetas, destinados a:

a) Cofinanciar gastos de desplazamiento a compe-
ticiones de carácter nacional de equipos deportivos de
Comunidades Autónomas situadas fuera del territorio
peninsular (islas Baleares e islas Canarias).

Se concedieron por Resoluciones directas del Presi-
dente del CSD, por un importe total de 200 millones de
pesetas (38 millones islas Baleares y 162 millones islas
Canarias).

Conforme a las Resoluciones de concesión, la sub-
vención habría de justificarse mediante certificado expe-
dido por el Interventor de Fondos de la Comunidad
Autónoma. Sin embargo, ese trámite se ha omitido en la
concedida a la Comunidad de las Islas Canarias en la que
el certificado justificativo fue expedido por el Director
General de Deportes del Gobierno de esa Comunidad.

b) Cofinanciar gastos de desplazamiento, alojamien-
to y manutención, y de organización de Campeonatos
Escolares, Infantiles y Cadetes (importe total 112 millones
de pesetas).

Se concedieron mediante convocatorias públicas
según Resoluciones del Presidente del CSD de fechas 20
de noviembre de 1995 y 10 de marzo de 1996.

Además, por Resolución del Presidente del Consejo
se concedió una subvención para cofinanciar gastos de
un centro de natación, a través de la Comunidad Autó-
noma del País Vasco, por importe de 6 millones de
pesetas *.

c) Universiada 99 (50 millones de pesetas).
Se trata de una subvención nominativa a favor de la

Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, que se
regula por el Convenio para la financiación de los Jue-
gos Mundiales Universitarios «Universiada Palma de
Mallorca 1999».

Junto con el escrito de alegaciones formulado por el
Organismo se ha aportado diversa documentación jus-
tificativa de esta subvención. No obstante, no se ha
remitido la Memoria económica del proyecto ni la indi-
cación de la financiación por entidades distintas del
Consejo, que debe incluirse entre los justificantes con-
forme se hace constar en el escrito del CSD de 10 de
diciembre de 1996.

d) Para cofinanciar Centros de Alto Rendimiento
(CAR) competencia de Comunidades Autónomas (366
millones de pesetas).

Son subvenciones nominativas destinadas a los CAR
de Cataluña (214 millones de pesetas), País Vasco (75
millones), Andalucía (50 millones) y Galicia (27 millones).

Respecto a estas ayudas, es de destacar lo siguiente:

La subvención al CAR de Cataluña se regula por un
Convenio de 18 de enero de 1994, suscrito entre el CSD
y la Generalidad de Cataluña, en el que se estipula que
los gastos de explotación y de inversiones del CAR no
cubiertos con sus ingresos propios o los provenientes
de subvenciones distintas de las concedidas por los fir-
mantes, se financiarán entre las partes al 50 por 100.
Según el proyecto de presupuesto aprobado para el
CAR, las subvenciones corrientes y las de capital a
aportar por la Generalidad debían ascender a 224 y 37

* Párrafo modificado como consecuencia de alegaciones.
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millones de pesetas, respectivamente, y las del CSD a
importes respectivos de 214 y 37 millones.

Las aportaciones efectivas, según informe de audito-
ría de las cuentas del CAR para 1996 realizado por la
Intervención General de la Generalidad, fueron para el
CSD las previstas en el presupuesto, en tanto que las de
la Generalidad fueron inferiores a dicha previsión en 73
millones de pesetas. Sin embargo, el CSD no ha realiza-
do ninguna actuación encaminada a corregir esa aporta-
ción desigual, por considerar que la Generalidad finan-
cia también un Instituto en el CAR que es utilizado
indistintamente por deportistas de esa Comunidad y de
otras Comunidades Autónomas. De ser esta la interpre-
tación adecuada, convendría modificar el Convenio
antes referido de forma que refleje correctamente los
compromisos asumidos por las partes. Según manifiesta
el Organismo en sus alegaciones, se encuentra en estu-
dio por el Servicio Jurídico un nuevo Convenio con la
Generalidad de Cataluña para la financiación del CAR.

3.2.2 Subvenciones de capital (57 millones de pesetas)

Son subvenciones nominativas concedidas a los
CAR de Galicia (20 millones de pesetas) y Cataluña
(37 millones) con las incidencias comentadas en el epí-
grafe inmediato anterior.

3.3 Corporaciones Locales

3.3.1 Subvenciones corrientes por 31 millones de
pesetas destinados a cofinanciar con las ciuda-
des de Ceuta y Melilla gastos idénticos a los
señalados en el epígrafe 3.2.1, referidos a sub-
venciones a Comunidades Autónomas.

3.3.2 Subvenciones de capital por 516 millones de
pesetas para la construcción o remodelación de
instalaciones de uso público e interés federativo.

Su concesión se efectúa por convocatoria pública
anual a la que pueden concurrir las Corporaciones.

Las normas generales relativas a la tramitación de
las subvenciones y su justificación se regulan por Reso-
lución de la Presidencia del CSD de 13 de julio de 1994.
La cofinanciación del Consejo no puede superar, salvo
excepciones, el 33 por 100 del coste de la obra. La sub-
vención puede concederse con carácter plurianual.

La convocatoria anual para las subvenciones de 1996
se publicó mediante Resolución del Presidente del
CSD de 15 de diciembre de 1995. El importe concedi-
do al amparo de esta convocatoria ascendió a 398
millones de pesetas. Por otra parte, las anualidades
correspondientes al ejercicio 1996 derivadas de sub-
venciones concedidas en 1995 (Resolución de 23 de
diciembre de 1994) ascendían a 280 millones. Los
beneficiarios de ambas subvenciones fueron 52 Ayun-
tamientos siendo de destacar los de La Coruña (45
millones), Sahún (46 millones) y Bielsa (45 millones).

Tras diversas anulaciones derivadas de falta de la
preceptiva documentación por parte de los beneficia-
rios, renuncias de estos y otras causas, las obligaciones
reconocidas ascendieron a 476 millones de pesetas (279
millones de la convocatoria del año 1996 y 197 millo-
nes de la convocatoria del año 1995). Además se reco-
nocieron obligaciones por las incorporaciones de crédi-
to del ejercicio 1995 (40 millones).

En el ejercicio 1997 se rehabilitaron créditos anula-
dos en 1996 por importe de 54 millones de pesetas.

En el examen efectuado sobre estas subvenciones se
han observado algunas incorrecciones en su tramita-
ción, que principalmente son:

— Con alguna frecuencia las subvenciones conce-
didas superan el límite de cofinanciación del 33
por 100 de la obra fijado en la Resolución de 13 de julio
de 1994, llegando en ocasiones a financiar el 100
por 100. Dicho límite, conforme a la indicada Resolu-
ción, sólo puede superarse cuando existan razones de
índole deportiva que lo justifique. Sin embargo, en los
expedientes examinados, no en todos los casos se moti-
va con ese razonamiento el exceso de financiación.

— Entre los expedientes examinados, se incluye la
subvención a un Ayuntamiento para la construcción de
un refugio de montaña, cuya contratación no se efectuó
por éste sino por una Federación Deportiva, que es la
titular, por cesión del Ayuntamiento, de los terrenos
sobre los que se ha ubicado la obra, y a cuyo nombre
van expedidas las certificaciones que han servido de
soporte justificativo de la subvención *.

3.4 Empresas privadas

Las ayudas otorgadas por un importe de 407 millo-
nes de pesetas son subvenciones nominativas que figu-
ran en el presupuesto del Organismo y que se han veni-
do concediendo tradicionalmente a dos Mutualidades
para cofinanciar sus gastos generales, y para otros gas-
tos destinados a incentivar la afiliación de los menores
de 14 años a las Federaciones Deportivas.

En el expediente de concesión de la subvención a
una de las Mutualidades figura un informe de auditoría
fechado en diciembre de 1996 en el que se pone de
manifiesto su precaria situación financiera, así como la
puesta en marcha de un expediente para su disolución a
instancias de la Dirección General de Seguros. Por este
motivo, sería recomendable la realización de un análi-
sis específico sobre la conveniencia, o no, de mantener
la subvención a esa Entidad.

3.5 Familias e Instituciones sin fines de lucro

Este grupo es el principal perceptor de las subven-
ciones concedidas por el CSD, que en 1996 ascendie-

* Párrafo modificado como consecuencia de alegaciones.
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ron a 14.593 millones de pesetas por subvenciones
corrientes y 305 millones por subvenciones de capital.
Los beneficiarios de estos importes fueron:

— Liga Nacional de Fútbol Profesional (LNFP),
5.326 millones de pesetas.

— Federaciones Deportivas Españolas, 9.066
millones de pesetas.

— Otros, 506 millones de pesetas.

a) LNFP.

Percibió una subvención nominativa de capital de 50
millones de pesetas, para cofinanciar la implantación
de controles de acceso y taquillas a los estadios de fút-
bol. Además recibió subvenciones nominativas corrien-
tes (importe conjunto de 5.276 millones) destinadas a
cubrir las obligaciones asumidas por la Liga conforme
al Plan de Saneamiento del fútbol profesional, y para
realizar obras de adaptación de campos de fútbol a fin
de dotarles de las medidas de seguridad previstas en el
Real Decreto 769/1993 de prevención de la violencia
en espectáculos deportivos.

Las obligaciones asumidas por la Liga al comienzo
del Plan de Saneamiento en 1991 ascendían a 30.522
millones de pesetas, de los cuales, 18.971 millones eran
deudas para con la Hacienda Pública, 2.461 millones con
la Seguridad Social, 8.208 millones con el Banco Hipo-
tecario y 882 millones con el propio CSD. Según el
calendario de amortizaciones previsto, las deudas queda-
rían totalmente canceladas entre los años 2002 a 2004.

El procedimiento para financiar la amortización de
las deudas fue la aplicación a esa finalidad de la mayor
parte (el 7,5 por 100 de lo recaudado) de la participación
total (el 8,5 por 100 de lo recaudado) de los clubes de
fútbol en la recaudación de las quinielas futbolísticas. El
importe resultante en cada período se afectó como un
recurso del CSD a través de las correspondientes sub-
venciones recibidas del ONLAE. A su vez, el Consejo
ha venido aplicando dicho importe en su integridad a
subvencionar a la LNFP. Hasta 1995, las subvenciones a
la Liga se destinaron a cubrir las amortizaciones de las
deudas asumidas por ésta conforme al calendario previs-
to, o a amortizaciones anticipadas cuando el importe de
la recaudación de las quinielas así lo permitió.

El 17 de mayo de 1995, con la finalidad de finan-
ciar las obras que serían necesarias para llevar a efecto
las medidas de prevención derivadas del Real Decre-
to 769/1993, antes mencionado, se suscribió un Conve-
nio por el Ministro de Justicia e Interior, el Ministro de
Educación y Ciencia y el Presidente de la Liga Nacio-
nal de Fútbol Profesional mediante el cual se modifica-
ba el Plan de Saneamiento del fútbol profesional, en el
sentido de que los excesos de recaudación de las qui-
nielas sobre las amortizaciones previstas no se destina-
rían a la amortización anticipada de deudas, sino que se
aplicarían a financiar las indicadas obras. Este Conve-

nio, debido a dificultades interpretativas, fue posterior-
mente modificado en febrero de 1996 y octubre de 1997
en lo referente a calendarios de pago y en los requisitos
justificativos de las ayudas.

La subvención de 5.276 millones de pesetas corres-
pondiente a 1996 se destinó a la amortización anual de
deudas del Plan de Saneamiento por 2.402 millones
(1.563 millones para la Hacienda Pública, 168 millones
para la Seguridad Social, 603 millones para el Banco
Hipotecario y 68 millones para el propio CSD), y a
financiar obras derivadas del Real Decreto 769/1993
por 2.874 millones. De esta última cantidad, 663 millo-
nes corresponden al importe pendiente de liquidar por
el ejercicio 1996, que quedó en el Consejo contabiliza-
da en cuenta de «Fianzas y depósitos recibidos a corto
plazo» (ver epígrafe III.5.4) hasta que una vez supera-
das las dificultades interpretativas del Convenio de 17
de mayo de 1995 anteriormente referido, se satisfizo a
la Liga en octubre de 1997.

A 31 de diciembre de 1996, el montante no amortiza-
do de la deuda asumida por la LNFP ascendía a 13.772
millones de pesetas, con el siguiente detalle:

Millones ptas.

Hacienda Pública....................................... 8.162
Seguridad Social........................................ 1.252
Banco Hipotecario..................................... 3.917
CSD ........................................................... 441

A principios del año 1998, fuera ya del periodo fis-
calizado, la LNFP procedió a la cancelación anticipada
de las deudas pendientes en ese momento. Como con-
secuencia de ello, el Real Decreto 258/1998 dio por
finalizado el Plan de Saneamiento.

b) Federaciones Deportivas Españolas.

Las 58 Federaciones Deportivas Españolas existen-
tes en 1996 (incluidas 5 Federaciones de minusválidos)
percibieron 8.811 millones de pesetas en subvenciones
corrientes y 255 millones en subvenciones de capital.

La práctica totalidad de las subvenciones se otorga-
ron por Resolución directa del Presidente del CSD. Por
excepción, 165 millones de pesetas se distribuyeron
mediante convocatoria pública (Resolución de 10 de
marzo de 1996) para cofinanciar programas de perfec-
cionamiento deportivo. Los beneficiarios de esta con-
vocatoria fueron 16 Federaciones.

Las subvenciones concedidas por Resoluciones
directas se enmarcan dentro del Plan Estratégico Fede-
rativo elaborado por el Consejo, cuyo objetivo general
es colaborar para una mejor gestión y administración
de las Federaciones, potenciando la obtención por éstas
de recursos alternativos a los de las subvenciones públi-
cas de forma que no constituyan en el futuro el eje cen-
tral de sus presupuestos de ingresos.
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Conforme a ese Plan, las Federaciones deben elabo-
rar un modelo presupuestario específico susceptible de
integración con el Plan General de Contabilidad adap-
tado a ese tipo de Entidades. El control de las subven-
ciones dadas por el Consejo se prevé a través de un
seguimiento presupuestario, y a través de la revisión de
los documentos justificativos que deben confeccionar y
remitir las Federaciones conforme a normas específi-
cas elaboradas por el CSD, sobre las que se da oportu-
na cuenta a los beneficiarios.

El Consejo distingue entre subvenciones de «carác-
ter ordinario» (la mayor parte de las concedidas), desti-
nadas a cubrir gastos de los presupuestos de todas las
Federaciones previamente acordados con el CSD, y
subvenciones de «carácter extraordinario» en las que
no necesariamente participan todas las Federaciones y
que están destinadas a cubrir gastos de esa naturaleza,
o que no fueron previstos a la hora de confeccionar los
presupuestos.

La concesión de subvenciones de «carácter ordina-
rio» se realiza con base en el presupuesto presentado
por las Federaciones que es discutido y consensuado
con representantes del Consejo. Sin embargo, para el
ejercicio 1996 no hay constancia de que se hubieran
definido expresamente parámetros de distribución
sobre los cuales centrar la discusión de los presupues-
tos; además, tampoco hay constancia de la elaboración
de actas u otros documentos de las eventuales reunio-
nes mantenidas con las Federaciones, que permitan
evaluar a posteriori el proceso seguido para fijar el
montante de las subvenciones. No obstante, al parecer,
existía acuerdo tácito de que la subvención de un ejer-
cicio no fuera inferior al 80 por 100 de la del año inme-
diato anterior, por lo que el importe de las ayudas entre
ejercicios no ha sufrido variaciones significativas.

A partir de 1997 se ha implantado un procedimiento
de distribución basado en un sistema informático dise-
ñado al efecto (SIRAFED), en el que se han definido
criterios o parámetros de referencia para el reparto.
Uno de ellos, establecido ya expresamente, es el com-
ponente fijo del 80 por 100 de la subvención del ejerci-
cio precedente.

Además de las subvenciones propiamente dichas,
las Federaciones reciben ayudas indirectas a través de
servicios gratuitos prestados por el CNICD, de becas
de estancia gratuita a federados en la «Residencia Joa-
quín Blume», y de bonificaciones en la estancia de con-
centraciones en dicha Residencia. El coste estimado
por el CSD con respecto a estas prestaciones, es de 126
millones de pesetas para el CNICD y de 328 millones
para la «Residencia Joaquín Blume».

Considerando el montante conjunto de todas las per-
cepciones anteriormente indicadas, las Federaciones
que recibieron las ayudas más significativas fueron las
de Fútbol, Atletismo, Natación, Balonmano y Balon-
cesto, con importes de 1.119, 942, 559, 406 y 404
millones de pesetas, respectivamente.

Como se ha indicado anteriormente, el control eco-
nómico de la aplicación de las subvenciones a Federa-
ciones se efectúa mediante un seguimiento de sus pre-
supuestos y de la revisión de las justificaciones de
gastos que estas remiten al CSD. Además, las Federa-
ciones están obligadas a someterse a una auditoría anual
según dispone el art. 61 de la Ley 10/1990. El coste de
esas auditorías sufragado por el Consejo ascendió a 38
millones de pesetas en 1996.

Las comprobaciones sobre el cumplimiento de ese
control efectuadas en el transcurso de la fiscalización,
indican cierta flexibilidad en la revisión de la documen-
tación justificativa remitida por las Federaciones, ya
que:

— Los plazos de remisión de justificantes se incum-
plen con relativa frecuencia 6.

— Las comprobaciones se extienden principalmen-
te a que el montante conjunto de los justificantes sea
igual o superior a la cuantía de la subvención, sin preo-
cuparse excesivamente en que los gastos justificados
correspondan en su naturaleza e importe a aquellos
para los cuales se previó la subvención 7.

— En algunos casos se han admitido justificantes
por pagos a profesionales y de premios a deportistas, en
los que no consta la preceptiva retención por el IRPF.

Por otra parte, un número importante de los infor-
mes de auditoría presentan salvedades significativas a
las cuentas de las Federaciones. En los emitidos en 1996
la opinión es desfavorable para cuatro de ellas, y se
denegó la opinión a otras tantas. Sin embargo, no hay
constancia de que estos hechos tengan reflejo en el
montante de las subvenciones que se conceden.

c) Otros.

Las principales subvenciones de este grupo se desti-
naron al Comité Olímpico Español (COE) por 368
millones de pesetas concedidos por Resolución directa
del Presidente del CSD, destinados a cofinanciar gastos
de la participación española en las Olimpiadas de
Atlanta 1996 (274 millones) y a la concesión de pre-
mios a los deportistas españoles que obtuvieron meda-
lla en dicho evento (94 millones).

6 En el escrito de alegaciones del Consejo se manifiesta que «las Federacio-
nes que no pueden justificar en el plazo establecido vienen solicitando las prórro-
gas que prevé la legislación presupuestaria, concediéndose exclusivamente hasta
el máximo plazo legal previsto». Esta situación es cierta pero no invalida el hecho
de que las justificaciones se presentan frecuentemente incumpliendo los plazos,
prorrogados o no.

7 Según las normas justificativas del CSD, la financiación afectada a las dis-
tintas actividades que desarrollan las Federaciones, y la consiguiente justificación
de los gastos subvencionados, puede ser modificada por estas a nivel de actividad
y sin previa autorización en un +/– 15%. En contra de lo indicado en el escrito de
alegaciones, en la revisión efectuada sobre una muestra de ocho Federaciones, se
ha observado que en ocasiones se han superado los indicados límites sin que el
Consejo haya puesto objeción. Además, con alguna frecuencia, se han admitido
como justificantes de gastos, facturas u otros documentos que aunque no alcan-
zan importes significativos, corresponden a conceptos que no se ajustan estricta-
mente a las normas justificativas establecidas por el Consejo.
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La siguiente subvención por importancia cuantitati-
va es la concedida a la Asociación de Clubes de Balon-
cesto (ACB) por 72 millones de pesetas. Se otorgó por
Resolución directa del Presidente del CSD con base en
el convenio suscrito entre la ACB y el Consejo el 18 de
julio de 1994. Sus destinatarios fueron cuatro clubes de
la Asociación.

El resto de las subvenciones fueron, básicamente, a
Agrupaciones Deportivas (19 millones de pesetas), Fede-
ración Española de Municipios y Provincias (7 millones),
concesión de becas por el CNICD (17 millones), y Uni-
versidades privadas (5 millones) por participación en los
Campeonatos de España Universitarios de 1996.

IV.4 Contratación administrativa

En las comprobaciones efectuadas en el transcurso
de la fiscalización, no se han puesto de manifiesto
incumplimientos que merezcan destacarse en la tramita-
ción de los contratos administrativos celebrados en 1996,
que se han realizado conforme a los distintos supuestos
que prevé la Ley 13/1995, de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas.

No obstante lo anterior, se ha observado que en las
contrataciones de obras del Plan MEC las adjudicaciones
se efectúan por el sistema de concurso, cuando por la
naturaleza de este tipo de construcciones que responden a
una gama reducida de módulos deportivos estandariza-
dos, podría resultar más adecuado el sistema de subasta.

Por otra parte, en el examen de los expedientes de
construcciones del Plan MEC revertidas en 1996 (ejecu-
tadas generalmente en el ejercicio 1995 y anteriores) se
ha observado que no en todos los casos se respetaron las
previsiones legales respecto a la modificación de contra-
tos. Así, en ocasiones se ejecutaron obras no previstas en
los correspondientes proyectos (reformados de proyec-
to), sin haberse tramitado previamente las preceptivas
modificaciones de los contratos que tuvieron que ser
convalidadas por Acuerdo de Consejo de Ministros.

IV. 5 Ingresos derivados de las actividades del CSD

Con independencia de las transferencias y subven-
ciones que percibe el CSD provenientes del Estado,
principalmente, y de otras Entidades públicas (ver epí-
grafe III.6.3), el resto de los ingresos proceden funda-
mentalmente de la prestación de servicios académicos
por el INEF, de otras prestaciones realizadas por la
«Residencia Joaquín Blume», por el CAR de Sierra
Nevada y por el CNCID, y de arrendamientos de inmue-
bles adscritos.

5.1 INEF

En 1982, a solicitud del CSD y mediante Orden del
Ministerio de Educación de 22 de julio, el INEF se adscri-

bió provisionalmente a la Universidad Politécnica de
Madrid.

En la práctica, esta adscripción provisional se tradu-
jo en una dependencia académica de la Universidad
Politécnica y en una dependencia presupuestaria y
administrativa del CSD, esta última regulada también
con carácter provisional mediante la disposición transi-
toria 2.ª del Real Decreto 765/1992. Esta situación pecu-
liar se ha solventado por el Real Decreto 1192/1998
mediante el cual se han traspasado a la Comunidad Autó-
noma de Madrid las funciones y servicios del Instituto.

En el INEF se imparten los planes de estudio corres-
pondientes al titulo de «Licenciado en Ciencias de la
Actividad Física y del Deporte» establecido por Real
Decreto 1670/1993. El número de alumnos matriculados
en el curso académico de 1995/1996 fue de 1.236 y en el
curso 1996/1997 de 1.184.

El INEF tiene un funcionamiento análogo al de un
Instituto Universitario y es el encargado de la recauda-
ción de los ingresos por matrícula que se integran en el
presupuesto del CSD conforme se ha indicado en el
epígrafe III.6.1. Asimismo, el Consejo incluye en sus
presupuestos un programa específico, el 422 L, para las
actividades del INEF. En 1996 las obligaciones recono-
cidas en dicho programa ascendieron a 613 millones de
pesetas, frente a unos derechos reconocidos por matrí-
culas y otros ingresos del Instituto por 104 millones.

En la revisión efectuada sobre los procedimientos
de gestión de los ingresos relacionados con el Instituto,
se ha observado lo siguiente:

— La tramitación de las ayudas a los alumnos
becarios (303 en el curso 1995/1996 y 316 en el cur-
so 1996/1997) se realiza a través de la Universidad Poli-
técnica, que es quien percibe las correspondientes com-
pensaciones del Ministerio de Educación, sin proceder
a su posterior entrega al Consejo. Esta actuación, en
principio, no parece adecuada ya que quien soporta los
costes del servicio educativo es el CSD, por lo que
debería analizarse la situación y, en su caso, reclamar la
devolución de los importes que sean procedentes.

— La normativa anual por la que se fijan los pre-
cios de los servicios educativos universitarios, estable-
ce que los alumnos de los Centros adscritos deben
satisfacer a la Universidad un 25 por 100 de las tarifas
por matrícula, sin perjuicio de lo que dispongan los
convenios de adscripción.

El INEF no tiene suscrito convenio de adscripción
con la Universidad Politécnica (el único documento en
ese sentido es la Orden ministerial de 22 de julio de 1982
antes referida), ni abona a la Universidad el 25 por 100
de las tarifas de matrícula.

En el escrito de alegaciones formulado por el CSD,
se indica que este Organismo ha solicitado informe al
Servicio Jurídico del Estado acerca de la postura a
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adoptar con respecto a las cuestiones descritas en los
últimos párrafos precedentes.

De la lectura del escrito de solicitud del precitado
informe, cuya fotocopia figura como anexo al escrito de
alegaciones, parece deducirse que la consulta se plantea
únicamente sobre las eventuales incidencias que pudie-
ran derivarse de la redacción de los artículos 13 y 15 del
Decreto 77/1997 de la Comunidad de Madrid, en el que
se fijan los precios de las enseñanzas universitarias para
el curso académico 1997/1998. Sin embargo, hay que
señalar que el texto de los indicados artículos, y por
tanto el efecto que pudieran producir, es idéntico al que
figura en normas anteriores reguladoras de esa materia.
En concreto, para el período fiscalizado, la Orden del
Ministerio de Educación y Ciencia de 23 de junio de 1995
(curso académico 1995/1996) y el Decreto 111/1996 de la
Comunidad de Madrid (curso académico 1996/1997).

5.2 Residencia Joaquín Blume

La Residencia tiene como función acoger a depor-
tistas en régimen de alojamiento y, en su caso, manu-
tención.

Las prestaciones son gratuitas para los deportistas de
alta competición becados por el Consejo a propuesta de
las Federaciones Deportivas, y para deportistas extran-
jeros sujetos a los convenios que en materia deportiva
pueda tener suscritos el CSD. En los restantes casos,
concentraciones de deportistas, técnicos deportivos,
entrenadores, etc., los servicios se prestan mediante pre-
cio. Los derechos reconocidos en 1996 provenientes de
la Residencia ascendieron a 23 millones de pesetas.

Las tarifas aplicadas en 1996 fueron de 4.450 pese-
tas diarias, IVA excluido. Existe una tarifa reducida, el
50 por 100 de la anterior, que se aplica a las concentra-
ciones de deportistas españoles. Además, los familiares
de los deportistas pueden utilizar el comedor de la
Residencia mediante la adquisición de vales de comida
de 1.000 pesetas.

En relación con estos precios, cabe manifestar que
no hay constancia de su aprobación formal por el Con-
sejo, situación que debe regularizarse en todo caso. A
efectos de la necesaria determinación del coste de los
servicios, podría en principio aplicarse el sistema que
actualmente se utiliza para estimar el de las becas con-
cedidas para estancia en la Residencia.

Se ha observado que los ingresos por vales de comida
se recaudan en metálico y permanecen en la caja de la
Residencia hasta la finalización del ejercicio, en que son
ingresados en el Banco de España. Aunque la recauda-
ción no es significativa (652.000 pesetas en 1996) resul-
taría conveniente que los ingresos en Banco se hicieran
con mayor periodicidad, por ejemplo, mensual.

5.3 CAR de Sierra Nevada

El Consejo tiene la titularidad de los CAR de
Madrid y de Sierra Nevada. Sus instalaciones se utili-

zan gratuitamente por los deportistas que acuden a
ellos, aunque el de Sierra Nevada, como consecuencia
del sistema seguido para su gestión, genera ingresos
que en 1996 ascendieron a 7 millones de pesetas.

Los servicios generales para el funcionamiento del
Centro de Sierra Nevada, incluido limpieza, vigilancia y
servicio de transporte están contratados con una empre-
sa privada (coste de 26 millones de pesetas en 1996). El
Consejo corre con los gastos de mantenimiento y sumi-
nistros de electricidad, combustible, etc. además del de
personal de su propia plantilla (6 personas).

Entre las obligaciones de la empresa contratista se
incluye la de ofrecer servicios de alojamiento a las per-
sonas autorizadas por el CSD (el CAR no tiene ese tipo
de servicio) a pagar por ellas a un precio preconvenido
en el contrato, que también dispone que el 20 por 100
de esa facturación corresponde al Consejo. El importe
de este porcentaje fue satisfecho por la adjudicataria.

5.4 CNICD

Este Centro tiene a su cargo el laboratorio de control
de dopaje, un centro de medicina deportiva y la gestión
de publicaciones. Los derechos reconocidos en 1996
fueron de 3 millones de pesetas.

Tradicionalmente los servicios de control de dopaje
y de medicina deportiva se han prestado gratuitamente
a las Federaciones Deportivas Españolas, si bien se rea-
lizan cálculos para determinar el importe de esta pres-
tación gratuita.

Las Federaciones extranjeras abonan unos precios
que, al parecer, son similares a los de otros centros aná-
logos existentes en otros países.

La venta de publicaciones (facturación de 365.000 pese-
tas en 1996) se realiza a través de la librería del BOE y por
venta directa a otras librerías. Los precios de venta
están autorizados por el Presidente del CSD.

Los ingresos del CNICD, al igual que los de la «Resi-
dencia Joaquín Blume», no han sido objeto de aproba-
ción formal por el Consejo, por lo que les es de aplica-
ción lo ya indicado en relación con esa Residencia.

5.5 Arrendamiento de inmuebles adscritos

Como se ha indicado en el epígrafe III.1.3.2, el CSD
recibió en adscripción dos pisos en la calle Coslada de
Madrid, con una superficie de 118 m2 cada uno, y un
edificio en la calle Ferraz también de Madrid, con una
superficie de 5.222 m2 distribuidos en 8 plantas sobre
rasante (4.327 m2) y un garaje (895 m2). Estos inmue-
bles están arrendados por el Consejo. En 1996 el
importe de los arrendamientos ascendió a 9 millones de
pesetas.

Aunque la cantidad percibida es, aparentemente,
inferior al potencial precio de mercado, debe matizarse
que los arrendatarios son particulares con contratos en
vigor suscritos con anterioridad a 1964 (cuatro pisos
del edificio de la calle Ferraz y el garaje de ese inmue-
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ble) y Federaciones Deportivas a la que cabe entender
se les aplica un tratamiento favorable. No obstante,
debería estudiarse la posibilidad de repercutir en el pre-
cio del arrendamiento todos los gastos legalmente
repercutibles, cuyo importe, a tenor de diversa infor-
mación examinada, podría haber ascendido en 1996 a 5
millones de pesetas, aproximadamente.

Respecto al control administrativo-contable, si bien
no presenta riesgos significativos dada la escasa cuan-
tía de los importes y la relativa puntualidad de los
arrendatarios en el pago de los recibos, debería obser-
varse mayor diligencia en el procedimiento seguido por
la Sección de Patrimonio, conseguir una mayor coordi-
nación con el Servicio de Contabilidad, e instar a este a
fin de que en cada período se registren los devengos
efectivamente producidos y que afloren en balance las
cantidades pendientes de cobro al fin de cada año.

IV.6 Litigios pendientes de resolución al cierre del
período fiscalizado

6.1 Con la Universidad Complutense de Madrid

El principal activo adscrito al CSD corresponde al
complejo situado en el distrito de Moncloa en Madrid,
en el que se ubican la mayor parte de sus instalaciones
(ver epígrafe III.1.3.2).

La correspondiente parcela de terreno fue cedida
en 1963 por la Universidad de Madrid (actualmente
Universidad Complutense de Madrid) a la antigua
Delegación Nacional de Educación Física y Deportes.
La cesión fue regulada por sucesivos convenios el últi-
mo de los cuales se suscribió en 1979 entre el Rector
de la Universidad Complutense y el Director del CSD.

El convenio de 1979 se estableció con una duración
de 15 años, prorrogables tácitamente por igual período,
comprometiéndose el CSD al abono de un canon anual
de 79 millones de pesetas actualizable según el «índice
del coste de vida».

A partir del ejercicio 1989, el CSD dejó de abonar
el canon correspondiente al entender que existían dudas
sobre la situación jurídica de los terrenos. Posterior-
mente se solicitó informe al Servicio Jurídico del
Ministerio de Educación y Ciencia.

Según el indicado informe, emitido en 1991, se sien-
tan dos conclusiones:

— La apreciación de vicio de incompetencia tanto
del Rector de la Universidad como del Director del
CSD para suscribir el convenio de 1979, lo que deter-
minaría su nulidad de pleno derecho.

— La plena validez del Acuerdo de Consejo de
Ministros de 23 de diciembre de 1977 a partir del cual
se produjo la adscripción al Consejo de los terrenos de
referencia.

Estos hechos se pusieron en conocimiento de la
Dirección General del Patrimonio del Estado y del
Servicio Jurídico del Ministerio de Economía y Hacien-
da, que ratificó las conclusiones del informe anterior.

Siguiendo las recomendaciones de la Dirección
General del Patrimonio del Estado, los terrenos de refe-
rencia se inscribieron en noviembre de 1993 a nombre
del Estado en el Registro de la Propiedad de Madrid.

La Universidad Complutense de Madrid se ha
opuesto a las decisiones anteriores a través de dos vías:

— Demanda ante el Juzgado número 42 de Primera
Instancia de Madrid, en ejercicio de acciones civiles de
dominio y nulidad registral relativa a la propiedad de
los terrenos de referencia, sobre la que ha recaído sen-
tencia de 31 de octubre de 1996 desestimando la deman-
da, y que ha sido recurrida por la Universidad sin que a
la fecha de recepción de alegaciones al presente infor-
me (31 de marzo de 1999) se haya dictado sentencia
definitiva.

— Recurso contencioso-administrativo por el impa-
go del canon, no resuelto en la actualidad y por importe
de 1.165 millones de pesetas más las actualizaciones
que pudieran corresponder.

6.2 Otros litigios

A 31 de diciembre de 1996, según la información
aportada por el CSD, se encuentran pendientes de sen-
tencia firme diversas demandas o reclamaciones de las
que podrían derivarse eventuales obligaciones en con-
tra del Organismo. Con excepción del litigio con la
Universidad Complutense que se ha descrito en el epí-
grafe inmediato anterior, el importe reclamado deriva-
do de incidencias en la ejecución de obras y de otras
actuaciones del Consejo asciende, a dicha fecha, a 275
millones de pesetas.

V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

V.I Conclusiones

I.1 En relación con la representatividad de las cuen-
tas rendidas

Las cuentas anuales del CSD correspondientes al
ejercicio 1996 reflejan, a juicio de este Tribunal, la
imagen fiel de su situación financiero-patrimonial y de
los resultados de sus operaciones y de la liquidación de
sus presupuestos correspondientes a dicho año, con
excepción del efecto de las salvedades que se describen
en el subapartado II.2 y que afectan, principalmente, a
las cuentas representativas del inmovilizado y a la posi-
bilidad de que puedan surgir obligaciones en contra del
Organismo, no provisionadas, como consecuencia de
un recurso interpuesto contra él por la Universidad
Complutense de Madrid.
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I.2 En relación con la evaluación de los procedimien-
tos de gestión y del cumplimiento de la legalidad

1. Respecto a la organización administrativa, se
observa que aunque la normativa que regula la estruc-
tura orgánica básica del CSD enumera una serie de fun-
ciones a realizar por sus principales unidades adminis-
trativas, no se ha procedido, sin embargo, a un
desarrollo posterior de elaboración e implantación de
instrucciones internas de funcionamiento y de manua-
les de procedimientos de gestión, lo que ha podido
tener un impacto negativo en el funcionamiento de los
servicios (subapartado IV.1).

2. Se han puesto de manifiesto deficiencias sus-
tanciales en el archivo de la documentación relativa a
los activos fijos y al control de su situación y movi-
mientos, lo que ha derivado en errores e inexactitudes
en los registros contables cuya clarificación ha exigido
una ardua tarea de recopilación de la información.

3. Una parte importante de los activos fijos del CSD
está constituido por el saldo (13.993 millones de pese-
tas, al 31 de diciembre de 1996 y tras los ajustes indi-
cados anteriormente) de las denominadas en el Plan
General de Contabilidad Pública «Inversiones gestio-
nadas para otros Entes públicos», que corresponden a
construcciones de instalaciones deportivas destinadas a
su utilización por Entidades distintas del Consejo, y
que serán baja en su balance a la fecha en que se entre-
guen formalmente a dichos Entes.

Dentro de estas inversiones cabe distinguir dos
tipos: construcciones terminadas en la segunda mitad
de la década de los años 80, formalmente no entregadas
pero cuya explotación y gestión se realiza por sus des-
tinatarios finales (saldo conjunto de 1.029 millones de
pesetas), y construcciones realizadas en ejecución del
Plan MEC (12.964 millones).

Respecto a las primeras se ha observado que se inclu-
yen en ellas dos instalaciones (coste conjunto de 159
millones de pesetas) sobre las que no se ha aportado
información suficiente que permita conocer su situación
jurídica actual ni la justificación del porqué de las inver-
siones realizadas en su día. El resto de estas construc-
ciones se realizaron con base en convenios no demasia-
do precisos suscritos con varias Corporaciones Locales,
mediante los cuales, las Corporaciones cedieron el uso
de los terrenos al Consejo (cesión por 25 años) para que
este ejecutara las obras correspondientes. Las instala-
ciones construidas se explotan por las entidades propie-
tarias de los terrenos, que revertirán a estas al término
del plazo de cesión, o con anterioridad si existe acuerdo
entre las partes (epígrafes III.1.5.1. y IV.2.1).

El Plan MEC fue aprobado por Acuerdo de Consejo
de Ministros de 23 de marzo de 1988 para realizar
diversas actuaciones (entre ellas la construcción o
reforma de instalaciones deportivas) en 2.284 Centros
educativos. La duración temporal del Plan se estimó
entre 1988 y 1992, plazo que resultó insuficiente dada

la magnitud de las inversiones a acometer por lo que
continúa en ejecución previéndose que finalice en el
año 2000.

En las comprobaciones efectuadas sobre la gestión
del CSD respecto a estas inversiones, se han observado
diversas deficiencias que afectan principalmente a la
tramitación administrativa de cesiones de terrenos por
los Ayuntamientos para la construcción de instalacio-
nes, a la recuperación de deudas por cofinanciación de
las Corporaciones Locales, al control administrativo y
contable de las obras, y a problemas de reversión de
instalaciones en Institutos de Bachillerato y de Forma-
ción Profesional (epígrafes III.1.5.2 y IV.2.2.).

4. Las subvenciones concedidas suponen la mayor
partida de gasto de los presupuestos del Organismo. En
1996 ascendieron a 17.245 millones de pesetas (impor-
te conjunto de las transferencias corrientes y de capital)
lo que supone el 72 por 100 de las obligaciones recono-
cidas en el ejercicio. Destacan las concedidas a la Liga
Nacional de Fútbol Profesional (5.326 millones de
pesetas) y a las Federaciones Deportivas Españolas
(9.066 millones).

Las subvenciones a la Liga se han destinado funda-
mentalmente a cubrir las obligaciones derivadas del
Plan de Saneamiento del fútbol profesional, y para
dotar las medidas de seguridad en los campos de fútbol
previstas en la normativa de prevención de la violencia
en espectáculos deportivos.

Conforme a lo previsto en el Plan de Saneamiento,
las subvenciones a la Liga se financian íntegramente
con la participación de los clubes de fútbol en la recau-
dación de las quinielas futbolísticas, que se detrae por
el ONLAE y se transfiere al CSD.

Las subvenciones a las Federaciones Deportivas se
han destinado principalmente a cofinanciar gastos de
las 58 Federaciones existentes en 1996. Las ayudas
más significativas lo fueron para las de Fútbol, Atletis-
mo, Natación, Balonmano y Baloncesto.

En la tramitación y justificación de las subvenciones
en general, se ha observado que no en todos los casos se
han respetado estrictamente las condiciones estableci-
das en las normas de concesión. Además, en cuanto a su
justificación, se han aplicado criterios amplios especial-
mente en las concedidas a Federaciones Deportivas
(Subapartado IV.3).

5. El análisis de la contratación administrativa rea-
lizada por el Organismo en 1996 no ha puesto de mani-
fiesto incumplimientos en la tramitación de los contra-
tos, que se realizaron conforme a los supuestos previstos
en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

No obstante, en la revisión de expedientes de con-
tratación anteriores a 1996 por obras del Plan MEC, se
ha observado la existencia de reformados de proyecto
que se ejecutaron sin la preceptiva tramitación previa
de la modificación de los correspondientes contratos,
por lo que tuvieron que ser convalidados por Acuerdos
de Consejo de Ministros (subapartado IV.4).
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6. En relación con la gestión de los ingresos que
recibe el Organismo por prestación de servicios, se han
observado incidencias respecto a la liquidación de
importes de matrículas de alumnos del INEF con la Uni-
versidad Politécnica de Madrid, a la cual estaba adscrito
dicho Instituto. Por otra parte, los precios que se han
venido cobrando por la prestación de servicios de la
«Residencia Joaquín Blume» y por el CNICD, no han
sido objeto de aprobación formal por el Consejo (Suba-
partado IV.5).

7. A la fecha de emisión del presente informe exis-
ten litigios pendientes de sentencia firme con la Univer-
sidad Complutense de Madrid, que tiene interpuesta una
demanda sobre la titularidad de los terrenos en que se
ubican las instalaciones del Consejo en Madrid, y un
recurso sobre el impago de un canon de cesión sobre
dichos terrenos (Subapartado IV.6).

V.2 Recomendaciones

1. En el ámbito de la organización administrativa,
se estima que deberían elaborarse e implantarse manua-
les de funciones y procedimientos de trabajo, que defi-
nan las tareas a realizar por cada una de las personas
dentro de las competencias que corresponden a las
diversas unidades en que se estructura el CSD.

2. Debe mejorarse el control administrativo y conta-
ble de los activos fijos mediante la elaboración de un inven-
tario eficaz y susceptible de actualización permanente.

El seguimiento de las distintas obras, por su com-
plejidad, debería ser objeto de un tratamiento mecani-
zado de introducción de datos, que permitiera conocer
en cada momento la situación y coste imputado indivi-
dualmente a las diferentes construcciones.

3. Respecto a las inversiones gestionadas para
otros Entes públicos, distintas de las derivadas de la eje-
cución del Plan MEC, debe clarificarse a la mayor bre-
vedad posible la situación de la pista polideportiva y del
centro de esgrima referenciadas en el epígrafe III.1.5.1.
Además, debería analizarse la situación del resto de
estas inversiones y agilizar, en su caso, la reversión a
las Corporaciones Locales.

4. En relación con las inversiones gestionadas del
Plan MEC, además de mejorar su seguimiento confor-
me a lo indicado en la recomendación 2.ª anterior,
deberían tramitarse adecuadamente las cesiones de
terrenos que efectúan los Ayuntamientos, agilizarse la
búsqueda de una solución a la reversión de instalaciones
construidas en Institutos de Bachillerato y Formación
Profesional y, especialmente, analizarse la posibilidad
de recuperar las deudas por cofinanciaciones no satisfe-
chas por las Corporaciones Locales. Respecto a esta
recuperación, se estima que debería considerarse la apli-
cación de lo previsto en la Disposición adicional 14.º de
la Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales.

5. En materia de control de subvenciones, espe-
cialmente en las concedidas a Federaciones Deportivas
por el gran volumen de documentación justificativa que
se recibe, debería estudiarse la posibilidad de ampliar
el número de personas destinado a tareas de comproba-
ción o, en su defecto, diseñar algún sistema mecaniza-
do de filtros de información que pueda facilitar estos
trabajos.

6. En relación con los precios por prestación de
servicios debe procederse a su aprobación formal en el
plazo más breve posible.

Madrid, 29 de septiembre de 1999—El Presidente,
Ubaldo Nieto de Alba.
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ANEXOS AL INFORME DE FISCALIZACIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR DE DEPORTES,
EJERCICIO 1996

1. Balance de situación.
2. Cuenta del resultado económico-patrimonial.
3. Estado de liquidación del presupuesto.
4. Instalaciones deportivas con saldo en el balance del CSD a 31 de diciembre de 1996 que deben darse de baja

ya que fueron transferidas o entregadas a otras entidades con anterioridad a 1996.
5. Instalaciones deportivas construidas por CSD en terrenos cedidos por Ayuntamientos bajo convenios con

vigencia temporal de 25 años.

ANEXO I

Balance al 31 de diciembre de 1996
(Cantidades expresadas en miles de pesetas)

ANEXO II

Cuenta del resultado económico-patrimonial correspondiente a 1996
(Cantidades expresadas en miles de pesetas)
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ANEXO III

Estado de liquidación del presupuesto correspondiente a 1996

(Cantidades expresadas en miles de pesetas)

ANEXO IV

Instalaciones deportivas con saldo en el Balance del CSD a 31 de diciembre de 1996 que deben darse
de baja ya que fueron transferidas o entregadas a otras entidades con anterioridad a 1996

Instalación
Saldo

(miles de ptas.)

I.D. Martín Freire ........................................................... 620.516
Piscinas San Jorge .......................................................... 270.300
Centro Nacional de Natación.......................................... 156.714
Estadio Hispánico ........................................................... 78.525
Mieres a D. Manuel Llaneza........................................... 68.017
Gimnasio General Moscardó .......................................... 47.816
Escuela Vela Calanova.................................................... 18.890
Elche Campo Rugby....................................................... 11.039
Pabellón Ciudad Jardín................................................... 9.201
Universidad Autónoma ................................................... 8.820
Velódromo Pinares de Venecia ....................................... 8.418
INEF Granada................................................................. 8.023
Baza Pista Atletismo....................................................... 6.310
Pista Ciclismo Torrejón de Ardoz................................... 3.963
Novelda Velódromo ........................................................ 2.609
Alcázar San Juan Polideportivo...................................... 1999
Inst. Deportivas Vallehermoso ........................................ 1.494
Polid. «El Rodeo» Cáceres ............................................. 1.457
Otras con saldo inferior a un millón de pesetas.............. 1.009

Total ................................................................... 1.325.120



Los saldos corresponden a inversiones realizadas
con cargo a los presupuestos del Organismo, por lo que
su anulación deberá ser contra resultados de ejercicios
anteriores a 1996.

Las características de las principales instalaciones
indicadas en el cuadro anterior, son:

— Instalación «Martín Freire». Fue transferida a
la Comunidad Autónoma de Canarias por Real Decre-
to 537/1993. A efectos contables, el CSD dió de baja el
«valor de reposición» de dicha instalación que le fue
comunicado por la Dirección General del Patrimonio
del Estado en 1988, pero no anuló el importe de las
inversiones adicionales realizadas que es el que figura
en el balance a 31 de diciembre de 1996.

— Piscinas «San Jorge». Su saldo corresponde a
las inversiones realizadas en esa instalación sobre la
que el Consejo ostentaba una concesión administrativa
de uso privativo por 20 años. Según los antecedentes
examinados, las piscinas revirtieron a su propietario (la
Diputación de Barcelona) en 1990, año en que finalizó
la concesión.

— Centro Nacional de Natación. El importe que
figura en balance es el coste parcial de las aportaciones
previstas en un convenio de colaboración con la Comu-

nidad Autónoma de Madrid para la construcción de
dicho Centro. Conforme a los antecedentes que se han
podido examinar, el Convenio finalizó en 1987 y las
instalaciones son titularidad de la indicada Comunidad
Autónoma.

— Estadio Hispánico. Su saldo corresponde a la
construcción de esa instalación (ubicada en León) en
terrenos cedidos en uso por la Comunidad Autónoma
de Castilla y León. En 1988 se produjo la reversión a
dicha Comunidad Autónoma.

— Instalaciones Manuel Llaneza en Mieres (Astu-
rias). Su saldo corresponde a obras realizadas en dicha
instalación que fue cedida en uso al CSD en 1984 y que
fue revertida en 1987.

— Gimnasio General Moscardó en Madrid. Esta
instalación fue transferida a la Comunidad Autónoma
de Madrid en 1985 (Real Decreto 635/1985).

— Escuela de vela Calanova. Fue transferida a la
Comunidad Autónoma de Baleares por Real Decre-
to 2230/1993. A efectos contables, el CSD dió de baja el
«valor de reposición» de dicha instalación que le fue
comunicado por la Dirección General del Patrimonio del
Estado en 1998, pero no anuló el importe de las inversio-
nes adicionales realizadas que es el que figura en el
balance a 31 de diciembre de 1996.
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ANEXO V

Instalaciones deportivas construidas por CSD en terrenos cedidos por Ayuntamientos bajo convenios
con vigencia temporal de 25 años

Instalación Saldo 
(miles de ptas.)

Pabellón polideportivo «Amate», en Sevilla ............................................................................... 206.455
Polideportivo «Cruz de Piedra», en Las Palmas .......................................................................... 104.852
Pabellón polideportivo en Ciudad Real ....................................................................................... 97.144
Frontón cubierto en Barañain (Navarra) ...................................................................................... 51.798
Escuela de ciclismo en Burgos .................................................................................................... 47.288
Polideportivo en B.º de Lavadores, en Vigo (Pontevedra) ........................................................... 39.320
Pabellón polideportivo en Albacete ............................................................................................. 35.788
Piscina polivalente en Torrelavega (Cantabria) ........................................................................... 33.108
Polideportivo y pista atletismo en Lorca (Murcia) ...................................................................... 29.099
Pista atletismo en Lejona (Vizcaya) ............................................................................................ 27.211
Polideportivo cubierto en Mérida (Badajoz) ............................................................................... 26.794
Pabellón polideportivo cubierto en Tacoronte (Tenerife) ............................................................ 23.305
Campo de Rugby en Villajoyosa (Alicante) ................................................................................ 18.640
Pabellón deportivo y piscina en Caldas de los Reyes (Pontevedra) ............................................ 18.073
Velódromo en Palma de Mallorca ............................................................................................... 17.070
Pabellón cubierto en Manises (Valencia) .................................................................................... 16.412
Pista de atletismo de San Juan (Alicante) ................................................................................... 13.343
Pista atletismo en La Granja, B.º de San José (Zaragoza) ........................................................... 12.977
Pista de atletismo en Huesca ....................................................................................................... 8.746
Pista de atletismo en Laredo (Cantabria) .................................................................................... 8.250
Campo de fútbol en Zamora ........................................................................................................ 5.593
Campo de fútbol en Igualada en Barcelona ................................................................................. 5.483
Pabellón deportivo en Sonseca (Toledo) ..................................................................................... 4.552
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Instalación Saldo 
(miles de ptas.)

Velódromo en Tomelloso (Ciudad Real) ...................................................................................... 4.105
Frontón y pista polideportiva en Fuenmayor (La Rioja) .............................................................. 3.951
Trinquete en Irura (Guipúzcoa) .................................................................................................... 3.943
Pista de atletismo en Segovia ....................................................................................................... 3.748
Albergue pantano Ebro-Rozas de Valdearroyo (Cantabria) ......................................................... 1.246
Pista atletismo en Castellón.......................................................................................................... 1.112
Escuela Montañismo en Benasque (Huesca)................................................................................ 689
Polideportivo en Algeciras (Cádiz)............................................................................................... 586

Total ........................................................................................................................................ 870.681

251/000028 (CD)
771/000085 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publica-
ción en el «BOCG. Sección Cortes Generales», del
Informe de fiscalización de la actividad de la Socie-
dad Estatal de Patrimonio I (actualmente Sociedad
Estatal de Participaciones Patrimoniales), en 1995
y 1996 (OPV de Argentaria, S.A., y Telefónica, S.A.),
aprobado sin modificaciones por la Comisión Mixta
para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en su
sesión del día 25 de junio de 2001, al no haberse pre-
sentado propuestas de resolución sobre el mismo
(núm. expte. Congreso 251/000028 y núm. expte.
Senado 771/000085).

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de julio
de 2001.—La Presidenta del Congreso de los Dipu-
tados, Luisa Fernanda Rudi Úbeda.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD
DE LA SOCIEDAD ESTATAL DE PATRIMONIO I
(ACTUALMENTE SOCIEDAD ESTATAL DE PARTI-
CIPACIONES PATRIMONIALES) EN 1995 Y 1996
(OPV DE ARGENTARIA, S.A., Y TELEFÓNICA, S.A.)

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
la función fiscalizadora establecida en los artículos
2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de
mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14.1
de la misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988,
de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas,
ha aprobado, en su sesión de 24 de noviembre de 1999, el
Informe de fiscalización de la actividad de la Sociedad
Estatal de Patrimonio I (actualmente Sociedad Estatal
de Participaciones Patrimoniales) en 1995 y 1996
(OPV de Argentaria, S.A., y Telefónica, S.A.). Asimis-
mo, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 28 de la

Ley de Funcionamiento, ha acordado su elevación a las
Cortes Generales, para su tramitación parlamentaria. El
Pleno del Tribunal ha acordado también trasladar este
Informe al Gobierno correspondiente, a tenor de lo dis-
puesto en el citado artículo.
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I. INTRODUCCIÓN

I.1 Iniciativa y alcance de la fiscalización

La fiscalización de la actividad de la Sociedad Esta-
tal de Patrimonio l, S.A. (SEP l) está incluida en el Pro-
grama de Fiscalizaciones del Tribunal de Cuentas para
el año 1998, aprobado por el Pleno en su sesión de 23
de octubre de 1997, entre las previstas a realizar por
iniciativa del propio Tribunal. Las Directrices Técnicas
aprobadas por el Pleno el 29 de julio de 1998 estable-
cieron los siguientes objetivos: 

1. Comprobación del cumplimiento de la legisla-
ción vigente aplicable a la actividad de la Entidad.

2. Verificación de los estados contables de la Enti-
dad, para los tres ejercicios cerrados en 1995 y 1996.

3. Fiscalización de las actividades encaminadas a
la privatización de acciones de Corporación Bancaria
de España, S.A., de febrero y marzo de 1996, y de Tele-
fónica de España, S.A. de febrero de 1997.

4. Análisis del cumplimiento de los compromi-
sos futuros adquiridos según las condiciones fijadas
en las OPV.

Por acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de
junio de 1996 se cambió la denominación social de
SEP I por la de Sociedad Estatal de Participaciones
Patrimoniales, S.A. (SEPPA), modificándose también
su ejercicio económico haciéndolo coincidir con el
año natural, mientras que el de SEP I abarcaba de 1
de julio a 30 de junio. Por ello la fiscalización se
refiere a los tres ejercicios cerrados durante 1995 y
1996: los referidos a junio de 1995 y 1996 de SEP I y
el cerrado a 31 de diciembre de 1996 de SEPPA. Asi-
mismo, se ha incluido en el ámbito de la fiscalización
la OPV de Telefónica de España, S.A. (Telefónica)
realizada en febrero de 1997, puesto que, aunque su
ejecución se produjo con posterioridad al periodo
objeto de la fiscalización, su preparación y desarrollo
se iniciaron en 1996.

I.2 Naturaleza de la Entidad y marco normativo
aplicable

SEP I fue creada con la autorización del Consejo de
Ministros de 5 de febrero de 1993 como una sociedad
estatal de las previstas en el art.6.1.a) de la Ley General
Presupuestaria, constituyéndose por escritura pública
de 19 de febrero de 1993.

SEP l se creó con un capital social de 100 millones
de ptas., compuesto por cien acciones de un millón de
ptas. de valor nominal cada una, totalmente desembol-
sadas, siendo el Estado español el titular del 100 por
100 de las mismas.



El art.2 de sus estatutos sociales define su objeto
social como «la tenencia, administración y enajena-
ción, total o parcial, de las acciones de la sociedad
anónima Corporación Bancaria de España, S.A. que
reciba por cualquier título del Estado Español, Direc-
ción General del Patrimonio, pudiendo realizar cual-
quier actuación complementaria o derivada que resul-
te necesaria o conveniente para llevar a cabo la
enajenación.»

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de junio
de 1996 autorizó, además del cambio de denominación
social y ejercicio económico, el objeto social y la
estructura de su órgano de administración. El art.2 de
la nueva redacción de sus estatutos amplía el objeto
social de la Sociedad, abarcando las siguientes actua-
ciones:

— «La tenencia, administración, adquisición y ena-
jenación, total o parcial, de las acciones o participacio-
nes de las sociedades que, previo acuerdo del Gobierno
o de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos, reciba por cualquier título del Estado
Español, Dirección General del Patrimonio del Estado.

— La realización y encargo de estudios, análisis y
operaciones anteriores complementarias o derivadas
que resulten necesarias o convenientes para llevar a
cabo las enajenaciones.»

SEP I no disponía de personal vinculado por rela-
ción laboral para la realización de su actividad, tan sólo
un administrador único, cargo ejercido por el Director
General del Patrimonio del Estado.

Realizada la conversión de la Sociedad a la actual
SEPPA, el ejercicio económico se hizo coincidir con el
año natural, como ya se ha señalado. Por tanto, en 1996
el ejercicio de SEPPA comprende excepcionalmente
desde el 1 de julio hasta el 31 de diciembre. 

Por acuerdo de la Junta General Universal de
accionistas de 3 de julio de 1996 se configuró como
órgano de administración un Consejo de Administra-
ción integrado por un máximo de 7 consejeros, presi-
dido por el Director General del Patrimonio del Esta-
do como Presidente de la Sociedad, siendo
consejeros natos los Subsecretarios de los Ministe-
rios de Economía y Hacienda y de Industria y Ener-
gía, el Director General del Tesoro y Política Finan-
ciera y el Secretario General Técnico de Industria y
Energía, acordándose la delegación de las facultades
necesarias para el desarrollo de la actividad de la
Entidad. A su vez, el Consejo de Administración,
mediante acuerdo de 5 de julio de 1996, otorgó pode-
res a las personas que realizan las funciones ejecuti-
vas de la Sociedad, bajo la dirección del Secretario
General de la misma.

En los procesos de venta de acciones, la actuación
de la Entidad está sujeta, básicamente, a las siguientes
disposiciones normativas:

— Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

— Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de
septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido
de la Ley General Presupuestaria (TRLGP).

— Real Decreto 1564/1989, de 22 de diciembre,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Sociedades Anónimas (TRLSA).

— Real Decreto 291/1992, de 27 de marzo, sobre
emisiones y ofertas públicas de venta de valores.

— Real Decreto 671/1992, de 2 de julio, sobre
inversiones extranjeras en España.

Existen además disposiciones que le son aplicables
en función de las características de la entidad cuyas
acciones son objeto de OPV, indicándose en los aparta-
dos específicos del Informe de cada una de estas opera-
ciones.

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de junio
de 1996 estableció las bases del programa de moderni-
zación del Sector público empresarial del Estado, confi-
gurando el nuevo marco jurídico por el que se regirían
las privatizaciones de empresas públicas y definiendo
los principios que debía seguir la Entidad como Agente
gestor del proceso de privatización. Además, dicho
acuerdo creó el Consejo Consultivo de Privatizaciones
(CCP), figurando entre sus funciones la de dictaminar
sobre todas las operaciones de privatización que los
agentes gestores sometan a su consideración, así como
informar sobre las cuestiones que le sean planteadas por
el Gobierno o la Comisión Delegada para Asuntos Eco-
nómicos.

El Acuerdo no definió la naturaleza jurídica del
CCP, que carece de personalidad jurídica, así como de
adscripción y dotación presupuestaria. Por ello, el Con-
sejo de Administración de SEPPA acordó, el 18 de
octubre de 1996, financiar el 50 por 100 del presupues-
to de dotación y funcionamiento del CCP, por un
importe máximo de 75 millones de ptas., siendo el 50
por 100 restante asumido por la Sociedad Estatal de
Participaciones Industriales. Con fecha 27 de diciem-
bre de 1996, el Consejo de Ministros acordó que los
gastos del CCP fueran asumidos por SEPPA y por la
Sociedad Estatal de Participaciones Industriales.

El cambio normativo introducido por este Acuerdo
del Consejo de Ministros supuso que las dos OPV del
periodo fiscalizado fueran realizadas en circunstancias
distintas, que se recogen de forma resumida en el
siguiente cuadro:
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Las diferencias en el planteamiento de ambas OPV
deben ser tenidas en cuenta al analizar los resultados de
la fiscalización. Cada operación constituyó, en su
momento, la mayor oferta pública de venta de acciones
de sociedades dependientes de la Dirección General del
Patrimonio del Estado (DGPE).

I.3 Limitaciones

En el desarrollo de la fiscalización no han existido
limitaciones para la consecución de los objetivos fi-
jados.

I.4 Rendición de cuentas

SEP I rindió las cuentas de los ejercicios cerrados
en junio de 1995 y 1996 y SEPPA las del periodo julio-
diciembre de 1996 en los plazos legales previstos.

I.5 Trámite de alegaciones

Los resultados de las actuaciones practicadas en el
presente procedimiento fiscalizador se han puesto de
manifiesto al actual Presidente de SEPPA y a las dos
personas que fueron presidentes de la sociedad durante
el periodo fiscalizado, a los efectos de que formulasen
las alegaciones y presentasen los documentos y justifi-

caciones que estimaran pertinentes, conforme prevé el
art. 44.1 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas.

Tras la solicitud y concesión de prórroga, se han
recibido en plazo las alegaciones de todos ellos, que se
acompañan al presente Informe.

Analizadas las alegaciones recibidas, se han incor-
porado al texto cuantas modificaciones se han conside-
rado necesarias en los casos en que se han aceptado,
introduciéndose, además, las aclaraciones que se han
estimado oportunas.

II. VERIFICACIÓN DE LOS ESTADOS
CONTABLES

Se han fiscalizado los saldos de las principales par-
tidas, comprobando su composición, evolución y ade-
cuación a los principios contables, sin que se deduzcan
deficiencias significativas, con la salvedad de la conta-
bilización de los ingresos, expuesta más adelante. Tam-
bién se han comprobado los principales asientos conta-
bles de los registros que han servido de base para la
elaboración de las cuentas anuales, analizando su docu-
mentación soporte y los movimientos de fondos que
originaron.

Durante 1995 y 1996 la Entidad presentó tres cie-
rres de ejercicio, cuyos estados financieros se recogen
a continuación:
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II.1 Activo

Entre las principales partidas del activo se encon-
traban, a junio de 1995, las inversiones financieras
temporales, constituidas por 1.168.495 acciones de
Argentaria y 3.506 acciones afectas al bonus de fideli-
dad de la OPV de acciones de Argentaria de noviem-
bre de 1993. En junio de 1996 el saldo lo integraban
principalmente 204.578 acciones de Argentaria reser-
vadas al bonus de fidelidad de la OPV de Argentaria
de marzo de 1996, por importe de 508 millones de
ptas. Con posterioridad, en diciembre de 1996, y
mediante ampliación de capital, SEPPA recibió como
aportación del Estado 196.738.320 acciones de Telefó-
nica, contabilizadas por la Sociedad en 90.403 millo-
nes de ptas.

La otra partida relevante del activo es la tesorería de
la Entidad, que registra durante el periodo fiscalizado
fuertes oscilaciones como consecuencia de los ingresos
procedentes de las OPV realizadas y de los pagos al
Estado en forma de dividendos y por el Impuesto sobre
Sociedades.

La Sociedad mantenía abiertas dos cuentas corrien-
tes en entidades del Grupo Argentaria. La remunera-
ción de ambas cuentas se estableció con referencia al
MIBOR, efectuando las liquidaciones por el 98 por
100 de dicho índice, al descontar el porcentaje que
representa el coeficiente de caja para la entidad finan-
ciera. Esta remuneración parece adecuada, dados los
niveles de tesorería manejados por la Entidad. No obs-
tante, el tipo aplicado en las liquidaciones por la enti-
dad bancaria era comprobado por la Entidad sin la pre-
cisión que requería el elevado volumen de tesorería
manejado, al hacerse sobre información del MIBOR
publicada en prensa, que recogía un máximo y un
mínimo divergentes en algunas centésimas. La impre-
cisión surge por no haberse definido contractualmente
el MIBOR aplicable mediante un procedimiento de
definición del tipo de interés para efectuar las liquida-
ciones que no permitiese actuar en un margen de máxi-
mos y mínimos. Los ingresos obtenidos se elevaron
a 508 millones de ptas. a junio de 1995, 1.525 millo-
nes a junio de 1996 y 1.024 millones de ptas. a diciem-
bre de 1996.

II.2 Pasivo

Las partidas principales del pasivo eran los fondos
propios, integrados por los siguientes saldos, en millo-
nes de ptas.:

El saldo de fondos propios a 31 de diciembre
de 1996 recogía el aumento de capital y la prima de
emisión por la aportación del Estado de acciones de
Telefónica, objeto de OPV en febrero de 1997.

Las provisiones estaban constituidas, en su mayor
parte, por los saldos necesarios para cumplir las obliga-
ciones económicas futuras derivadas de las OPV de
acciones. Por una parte, recogían el coste de adquisi-
ción de las acciones gratuitas, que previsiblemente
podían entregarse a los adjudicatarios que cumplieran
las condiciones establecidas en las OPV, y que a medi-
da que se producía la pérdida de esos derechos, el
importe liberado se integraba en los ingresos del ejerci-
cio. Por otra parte, existía una provisión que recogía
una compensación económica a percibir en ciertos
supuestos y de la cual, igualmente, la Sociedad iba dis-
poniendo, a medida que se incumplían por los adjudi-
catarios las condiciones exigidas en las OPV. El objeto
y aplicación de dichas provisiones se describen en el
subapartado III.7.

Los saldos de acreedores estaban integrados por
algunas deudas comerciales originadas en las OPV y
por las deudas con la Hacienda Pública por el Impuesto
de Sociedades, que se elevó en junio y diciembre
de 1996 a 10.484 y 10.860 millones de ptas., respecti-
vamente. A 31 de diciembre de 1996 se recogía un
saldo de 2.597 millones de ptas. como dividendo activo
a pagar.

II.3 Resultados

Respecto a los resultados de la Entidad, únicamente
cabe señalar que se contabilizaron como ingresos las
ventas netas de la OPV de Argentaria, incumpliendo el
principio contable de no compensación de ingresos y
gastos, sin que consten en la memoria las circunstan-
cias por las cuales se adoptó tal decisión. Con ello se
distorsiona la información ofrecida por la cuenta de
pérdidas y ganancias, que no recoge los saldos de las
comisiones satisfechas en la operación (5.030 millones
de ptas.). Aunque esa información es ofrecida en la
nota explicativa de los ingresos que figura en la memo-
ria de las cuentas anuales de la Entidad hay que realizar
una serie de cálculos para su obtención, no apreciándo-
se de forma directa el importe total de las comisiones
en que incurrió la Sociedad para realizar las OPV. Pese
a lo manifestado por la Entidad en sus alegaciones, al
tratarse de su actividad ordinaria y dado el volumen de
las operaciones realizadas, la contabilización del
importe neto de la cifra de negocios se realizó incum-
pliendo los criterios generales establecidos por el Insti-
tuto de Contabilidad y Auditoría en su Resolución de
16 de mayo de 1991.

Como hecho posterior al periodo fiscalizado se ha
verificado que en el ejercicio 1997 la Entidad aplica el
mismo criterio para la contabilización de los ingresos y
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gastos procedentes de la OPV de Telefónica, siendo las
comisiones abonadas 18.034 millones de ptas.

La partida «otros ingresos de explotación» recoge
los dividendos abonados por Argentaria y percibidos
por SEP I. Otros intereses e ingresos asimilados, como
se ha indicado, recogen la remuneración percibida por
las cuentas de tesorería de la Sociedad.

Entre los gastos destacan por su cuantía los de
explotación, en su mayor parte originados en la ejecu-
ción de las OPV. Los resultados de su fiscalización se
exponen en los correspondientes apartados de este
Informe, al tratar cada una de las OPV.

En cuanto al Impuesto sobre Sociedades se ha com-
probado la presentación de las liquidaciones fiscales
correspondientes, así como su pago.

La Junta General Extraordinaria de Accionistas de
26 de abril de 1996, cumpliendo lo establecido en el
art.216 del TRLSA, acordó distribuir un dividendo a
cuenta de los resultados del ejercicio 1996 al Estado

como accionista único, por importe de 41.100 millones
de ptas. También acordó distribuir un dividendo extra-
ordinario, con cargo a la reserva voluntaria y la prima
de emisión de acciones, de 70.974 millones de ptas.
Estas cantidades fueron ingresadas en el Tesoro en
tiempo y forma.

II.4 Resultados de las OPV

En el siguiente cuadro se presenta una visión global
del resultado final obtenido en las dos OPV realizadas
en el periodo fiscalizado. Las provisiones son las aplica-
das hasta el 31 de diciembre de 1998, integradas por el
coste de las acciones entregadas de forma gratuita como
bonus de fidelidad según las condiciones establecidas en
las operaciones. El coste contable de las acciones es el
valor por el que se registraron para cubrir la ampliación
de capital y la prima de emisión, utilizado por la DGPE
para aportar las acciones objeto de las OPV.
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RESULTADO FINAL DE LAS OPV

(En millones de pesetas)

A 31 de diciembre de 1996 SEPPA mantenía en su
cartera de inversiones financieras temporales 204.578
acciones no vendidas en la OPV de Argentaria con
un valor contable de 509 millones de ptas., de las
cuales 163.727 continuaban afectas al bonus de fide-
lidad.

Se ha comprobado que los ingresos derivados de
las OPV fueron realizados en la forma y plazos pre-
vistos.

III. OFERTA PÚBLICA DE VENTA DE ACCIONES
DE CORPORACIÓN BANCARIA DE ESPAÑA, S.A.

III.1 Antecedentes

Durante 1993 se produjeron dos OPV de Corpora-
ción Bancaria de España, S.A. (Argentaria) a través de
SEP I, quedando reducida la posición del Estado en el
capital de Argentaria al 50,01 por 100. La aportación
de las acciones, para su venta, a SEP I por parte de la
DGPE se recoge en el siguiente cuadro:

EVOLUCIÓN DE LAS ACCIONES DE ARGENTARIA EN PODER DE LA DGPE 



En aplicación del art. 6.3 del TRLGP, el Consejo de
Ministros de 3 de noviembre de 1995 acordó la pérdida
de la posición mayoritaria del Estado en Argentaria,
autorizando a SEP I a enajenar hasta un 25 por 100 de
las acciones de la Sociedad. El acuerdo fue complemen-
tado por el de 19 de enero de 1996, que autorizó la pér-
dida de la posición mayoritaria del Estado en el Banco
Exterior de España, S.A. y otras sociedades de su grupo.

La aportación de las 30.202.999 acciones de Argen-
taria a SEP I por parte de la DGPE se materializó en una
ampliación de capital acordada por la Junta General de
Accionistas el 5 de febrero de 1996. La valoración de
estas acciones fue de 75.098 millones de ptas., cifra que
cubría el aumento de capital de 7.509 millones y la
prima de emisión de 67.589 millones de ptas. El saldo
de 1.172.001 acciones que mantenía SEP I en su balan-
ce se elevó a 31.375.000, que fueron objeto de la OPV.

III.2 Cumplimiento de las disposiciones legales
aplicables

Según lo dispuesto en el art. 152 del TRLSA, la
ampliación de capital fue acordada por la Junta General
Extraordinaria y Universal de SEP I de 5 de febrero de
1996, que autorizó a vender las correspondientes accio-
nes, facultando al administrador único de la Sociedad
para realizar todos los actos necesarios o convenientes
para cumplir dicho acuerdo. La escritura de ampliación
de capital fue inscrita en el Registro Mercantil el 13 de
febrero de 1996, según lo previsto en el art. 162 del
TRLSA. El 5 de febrero de 1996, en cumplimiento del
art. 86 del TRLSA, SEP I comunicó a Argentaria la
adquisición y tenencia del 25 por 100 de su capital social.

Las acciones objeto de la OPV eran de titularidad
legítima y plena de SEP I, sin estar sometidas a restric-
ción o gravamen alguno, y existía la autorización del
Banco de España, de 26 de enero de 1996, para que
SEP I pudiera adquirir las acciones de Argentaria, pre-
ceptiva según lo dispuesto en el art. 57 de la Ley
26/1988, de 29 de junio, sobre Disciplina e Interven-
ción de las Entidades de Crédito.

Se ha verificado la existencia del Informe de valora-
ción del experto independiente, nombrado por el Regis-
tro Mercantil, previsto en el art. 38 del TRLSA y en el
art. 133.2 del Reglamento del Registro Mercantil,
incorporado a la escritura de ampliación de capital. En
dicho informe se concluye que las acciones aportadas
tienen un valor real suficiente para cubrir el nominal
del capital más la prima de emisión.

En cumplimiento de lo previsto en el art. 26 de la
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, el
16 de febrero se efectuó la comunicación previa a la
Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV)
de la oferta proyectada, habiéndose comprobado que el
contenido de la misma se ajustó a lo dispuesto en el
Real Decreto 291/1992, de 27 de marzo, sobre emisio-
nes y ofertas públicas de venta de valores. El 23 de

febrero de 1996 se efectuó la autorización y consi-
guiente inscripción del Folleto Informativo Completo
en los registros oficiales de la CNMV.

Según lo establecido en el art. 18.7 del mencionado
Real Decreto, el Banco de España emitió, el 22 de
febrero de 1996, el preceptivo informe de aquellos
aspectos del Folleto Informativo que deben ser con-
gruentes con la información rendida al Banco de Espa-
ña por Argentaria, en su calidad de entidad bancaria.

Asimismo, el 19 de febrero de 1996 se solicitó a la
Dirección General de Economía Internacional y Tran-
sacciones Exteriores -según lo previsto en el art. 11 del
Real Decreto 671/1992, de 2 de julio, sobre régimen de
las inversiones extranjeras en España- la verificación
para la venta de las acciones correspondientes a la ofer-
ta que se haría fuera del territorio español, siendo ésta
realizada el 26 de febrero de 1996.

Respecto a la oferta de acciones en EEUU, se trami-
tó ante la U.S. Securities and Exchange Comission
(SEC) la preceptiva declaración de registro con sus
correspondientes folletos, que recogían la posibilidad
de admitir un máximo de 8.400.000 Acciones Deposi-
tarias Americanas (ADS), representativas de 4.200.000
acciones ordinarias de Argentaria.

Las actuaciones de diseño de la oferta, sus condi-
ciones de colocación, tramos, reasignaciones de los
mismos, precios y comisiones, fueron llevadas a cabo
por un Comité de Dirección que se constituyó a tal
efecto, y en el que participó personal del Ministerio de
Economía y Hacienda, de la DGPE y de la propia
Argentaria. Todo ello derivó en la ejecución del Folleto
Informativo, que se presentó ante la CNMV por el
Administrador único, estableciéndose en él todos los
aspectos delimitadores de las condiciones de la OPV.
Se ha verificado su contenido, según se establece en el
mencionado Real Decreto 291/1992, sin que se hayan
detectado incidencias significativas. En el Folleto se
encuentran los informes de auditoría de las cuentas
anuales de Argentaria de los ejercicios 1993, 1994
y 1995, que no presentan salvedades.

Otros aspectos que regularon el desarrollo de la
OPV fueron establecidos mediante la Carta Mandato
firmada el 19 de enero de 1996 entre el Administrador
único de SEP I y el Presidente de Argentaria, en la que
se confiere a esta última la centralización y dirección
de las actuaciones necesarias para llevar a efecto la
oferta de acciones. 

III.3 Contenido de la oferta pública de venta de
acciones

III.3.1 Características y distribución de los valores
de la OPV

Los títulos ofertados fueron acciones ordinarias de
Argentaria de 500 ptas. de valor nominal, representa-
das por anotaciones en cuenta e inscritas en el Registro
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Central del Servicio de Compensación y Liquidación
de Valores (SCLV).

El número inicial de acciones ofertadas fue de
28.625.000, más otras 250.000 para cubrir el bonus de
fidelidad previsto según las condiciones de la oferta,
pudiéndose ampliar hasta un máximo de 31.375.000
acciones en caso de ejercitarse una opción de amplia-
ción de los tramos institucionales (Green-Shoe) en los

treinta días siguientes a la fecha de la operación bursá-
til, a facultad de las Entidades Aseguradoras.

La distribución de la OPV tuvo carácter internacio-
nal, asignándose inicialmente una distribución por sub-
tramos en España y una oferta internacional, también
dividida en subtramos. Con posterioridad se produje-
ron trasvases entre los diferentes subtramos, cuya colo-
cación real se recoge en el cuadro adjunto:
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El volumen de la oferta asignado globalmente a los
tramos institucionales podía ser ampliado, a facultad de
las Entidades Aseguradoras, en virtud de la opción de
compra concedida por SEP I, en un máximo de
2.500.000 acciones para atender los posibles excesos
de demanda que se produjeran en dichos tramos.

El subtramo minorista, tanto el correspondiente a
accionistas como el ofrecido al público en general, esta-
ba dirigido a accionistas e inversores residentes en
España, cualquiera que fuera su nacionalidad, y a no
residentes que tuvieran la condición de nacionales de
uno de los Estados miembros de la Unión Europea o fir-
mantes del Acuerdo sobre el Espacio Económico Euro-
peo. El subtramo de empleados iba destinado a emplea-
dos y jubilados del Grupo Argentaria, y el subtramo
institucional español estaba dirigido a inversores insti-
tucionales residentes en España. El tramo internacional
tenía íntegramente un carácter mayorista e institucional.

III.3.2 Valoración de las acciones de la Sociedad
y determinación del precio de venta

Las acciones de Argentaria fueron aportadas por la
DGPE, contabilizándolas SEP I al coste contable por el

que las mantenía aquélla, por importe unitario de 2.486
ptas., cifra coincidente con la valoración dada a dichas
acciones en la escritura de ampliación de capital. El pre-
cio medio de la acción de Argentaria en el Mercado
Continuo español en los últimos tres meses antes de la
OPV fue de 5.423 ptas., por lo que existía una plusvalía
latente en las acciones de la Sociedad cuando fueron
traspasadas a SEP I. La repercusión sobre la estructura
de los ingresos públicos que tuvo este traspaso de accio-
nes y su posterior venta a través de SEP I fue puesta de
manifiesto por este Tribunal en la Fundamentación y
Desarrollo de la Declaración Definitiva sobre la Cuenta
General del Estado del ejercicio 1996, indicándose que,
desde un punto de vista exclusivamente contable, la pri-
vatización de acciones a través de SEP I supuso que la
aplicación al presupuesto de ingresos se produjo en con-
ceptos distintos a aquellos a los que se habría imputado
si la operación se hubiese efectuado mediante venta
directa. En efecto, en este último supuesto el coste de
las acciones vendidas se habría aplicado al capítulo 8 y
el beneficio obtenido en la venta al capítulo 5, mientras
que la venta a través de la SEP I provocó que los ingre-
sos se aplicaran al capítulo 1 –por el Impuesto de Socie-
dades y las retenciones fiscales de los dividendos distri-



buidos– y al capítulo 5 –por los dividendos percibidos
por el Estado.

El siguiente cuadro recoge algunas magnitudes de
Argentaria, a 31 de diciembre (en millones de ptas.):
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(Datos obtenidos de las cuentas auditadas)

Al ser Argentaria una sociedad que cotizaba en los
mercados de valores, no se hizo su valoración al dise-
ñar las condiciones de la OPV, ya que la cotización bur-
sátil determinaba el valor de la Sociedad. El precio de
venta del tramo minorista general se fijó en función del
cambio medio ponderado de las acciones de Argentaria
en el Mercado Continuo español el 25 de marzo de
1996 (5.132 ptas.), día previo al de la operación bursá-
til, con un descuento del 4 por 100, situándose en 4.927
ptas. El precio de venta en el tramo institucional nacio-
nal se fijó, por acuerdo entre SEP I y las Entidades
Coordinadoras Globales, en 5.132 ptas., por referencia
al valor de cotización de la acción de Argentaria. 

Los precios de ambos tramos fueron comunicados a
la CNMV como información adicional al Folleto, según
dispone el art.5 del Real Decreto 291/1992 citado.

El precio de venta del tramo institucional nominado
en dólares también se estableció por acuerdo firmado
entre SEP I y las Entidades Coordinadoras Globales. El
precio de las ADS se determinó como el equivalente en
dólares, calculado al cambio peseta-dólar fijado por la
Reserva Federal de los Estados Unidos para dicho día
-124,3 ptas. el dólar-. El precio así acordado fue de
5.132,0984 ptas. por acción, que, tras descontar el 2,95
por 100 de comisión a percibir por las entidades inter-
vinientes, supuso 4.980,6 ptas., equivalente a 40,070
dólares (20,035 por ADS).

El precio de venta realmente fijado en el tramo
minorista fue, por tanto, un 9,7 por 100 superior al
valor teórico que tenía la acción el 31 de diciembre de
1995, y el precio institucional un 14,3 por 100 mayor.

El procedimiento seguido para la determinación de
los precios de venta de las acciones se considera ade-
cuado y transparente, y los precios obtenidos parecen
razonables teniendo en cuenta la cotización en los mer-
cados de valores.

III.4 Entidades que intervienen en la oferta

III.4.1 Funciones que realizan

El diseño y realización de una OPV aconseja el con-
curso de una entidad que asuma las funciones de aseso-

ramiento, interviniendo en el análisis y solución de
aspectos de planificación, desarrollo y ejecución de la
operación, ofreciendo a la Sociedad vendedora las
recomendaciones precisas. En la OPV de Argentaria la
función de Asesor Global se realizó por la propia
Argentaria.

También intervienen en el proceso los Coordinado-
res Globales, que tienen como función principal man-
tener un control efectivo de la operación, coordinando
su desarrollo en cada zona territorial en la que se lleva
a cabo, con objeto de solucionar los problemas que
pudieran surgir durante su ejecución. Igualmente, son
los encargados de formular a SEP I las propuestas
sobre redistribución de los tramos. Una de sus inter-
venciones determinantes es la fijación del precio de
aseguramiento de la oferta de acuerdo con SEP I.

Las funciones desarrolladas por el Asesor Global de
una OPV aconsejan que sea una entidad distinta a los
Coordinadores Globales de la oferta, evitando la posibi-
lidad de que el asesoramiento prestado sobre la estruc-
tura de la operación pueda quedar condicionado por sus
propios intereses. En esta OPV Argentaria hizo funcio-
nes de Asesor y fue uno de los Coordinadores Globales.

En la OPV intervinieron diferentes Directores de
Tramo, encargados básicamente de trasladar la oferta
de acciones a los inversores institucionales en los sub-
tramos sobre los que ejercían su influencia.

Para los subtramos minoristas se definieron diferen-
tes Entidades Aseguradoras Directoras, cuya función
era asumir compromisos de aseguramiento de la oferta
y participar en mayor medida en su preparación y
dirección. Otras actuaron como Entidades Colocadoras
en dichos subtramos, facultadas para recibir mandatos
y solicitudes de compra. El conjunto de estas entida-
des, que asumieron en mayor o menor medida compro-
misos de dirección, aseguramiento y colocación, cons-
tituían el Sindicato de Colocación.

En la OPV intervino también un Banco Agente,
siendo básicamente sus funciones centralizar y depu-
rar, según las condiciones establecidas en el Folleto,
los mandatos y solicitudes de compra del tramo mino-
rista, así como realizar el prorrateo y la adjudicación
definitiva y la liquidación de la operación.



III.4.2 Procedimientos de selección

El sistema seguido por SEP I para seleccionar las
diferentes entidades que participaron en la OPV no se
ajustó a un procedimiento escrito, que tuviera como
objetivo garantizar la publicidad, transparencia y con-
currencia de entidades. No obstante, se solicitó por
correo la concurrencia de 18 entidades financieras,
nacionales y extranjeras, para la selección de Coordi-
nadores Globales, con el fin de que presentaran sus
análisis y propuestas sobre determinados aspectos rele-
vantes de la OPV. Las Entidades Coordinadoras Globa-
les de la OPV fueron seleccionadas después de analizar
las propuestas presentadas, sin que consten los bare-
mos utilizados. Una de las Entidades Coordinadoras
Globales seleccionada fue la propia Argentaria, sin
concurrir con el resto de entidades en las propuestas
presentadas, resultando justificado al tratarse de una
sociedad con mayoría pública y ser la propia entidad a
privatizar.

Los Directores de Tramo fueron seleccionados por
los Coordinadores Globales de acuerdo con SEP I, sin
que tampoco consten los criterios seguidos.

Entre las entidades participantes en la colocación
del tramo minorista hubo una mayoría de entidades
integrantes del sistema financiero español, intervinien-
do según los contratos firmados con SEP I como asegu-
radoras, colocadoras, asociadas o no asociadas, sin que
consten los criterios de participación.

En el tramo institucional nacional se seleccionó, sin
establecer previamente un procedimiento objetivado,
una Entidad Directora Principal y otras Entidades
Directoras y Aseguradoras. El tramo internacional con
un Coordinador Global único se estructuró en diferen-
tes Entidades Directoras, para cada uno de los subtra-
mos por zonas territoriales en las que se subdividió la
oferta. De esta forma cada entidad cubriría un segmen-
to del mercado internacional, evitando solapamientos.

Con independencia de las entidades mencionadas,
que intervinieron de una manera directa en la ejecución
de la OPV, existieron otras entidades encargadas de
aspectos tales como el asesoramiento legal a SEP I -
tanto de la oferta en España y como en el extranjero-,
de las auditorías financieras y de los procedimientos
informáticos, que fueron seleccionadas sin establecer
procedimientos de concurrencia. No obstante, la elec-
ción de la sociedad que realizó la auditoría financiera
está justificada, al ser la que realizaba las auditorías
anuales de Argentaria.

La selección de los proveedores de servicios, como
publicidad, investigaciones de mercado, marketing e
imprenta, fue realizada por Argentaria, según lo dis-
puesto en la Carta Mandato firmada con SEP I, sin
seguir procedimientos tendentes a garantizar la publici-
dad y concurrencia, contratándose de forma directa con
quienes trabajaban habitualmente con Argentaria. 

III.4.3 Contratos de aseguramiento y colocación

III.4.3.1 Obligaciones contractuales

Para asegurar la coordinación global de la coloca-
ción, tanto de la oferta en España como en el exterior,
se constituyó un Sindicato de Aseguradores, en el que
cuatro de ellos actuaron en funciones de Entidades
Coordinadoras Globales. En cada uno de los tramos el
Sindicato integraba una o varias Entidades Asegurado-
ras Directoras y varias Aseguradoras.

SEP I firmó un protocolo de aseguramiento y com-
promiso de colocación con las diferentes entidades
intervinientes para cada uno de los cuatro subtramos de
la oferta nacional y dos protocolos para la oferta inter-
nacional, uno nominado en pesetas y otro en dólares.

El 15 de marzo de 1996 los protocolos derivaron en
los contratos de aseguramiento y colocación, en los que
básicamente las partes convenían: el compromiso de
aseguramiento y colocación de la oferta, el sistema de
fijación del precio de aseguramiento definitivo, el pre-
cio de aseguramiento mínimo, la posibilidad de ampliar
la oferta, las reasignaciones entre tramos, las comisio-
nes, los procedimientos para hacer efectivo el asegura-
miento y la colocación, la adjudicación y liquidación
de la operación, las declaraciones y garantías de las
partes, así como las consecuencias de los incumpli-
mientos. 

Las entidades firmantes asumían, principalmente,
el compromiso de adquirir para sí las acciones asegu-
radas que no fueran adquiridas por terceros durante el
periodo de oferta pública, y un compromiso de colo-
cación por el que debían adquirir, por cuenta de terce-
ros, las acciones adjudicadas a los inversores que
hubieran tramitado sus peticiones a través de ellas. En
el tramo institucional este compromiso de colocación
se materializaba en la obtención de propuestas de
compra entre inversores institucionales, de forma que
entre ellas se pudiera realizar una selección por parte
de las Entidades Seleccionadoras (Entidades Coordi-
nadoras Globales y Entidad Directora Principal del
Tramo).

De las verificaciones realizadas no se deducen
incumplimientos contractuales que tengan incidencia
significativa en el desarrollo de la OPV.

III.4.3.2 Comisiones

Tanto en el Folleto Informativo como en los contra-
tos de aseguramiento y colocación se establecieron las
comisiones de dirección, aseguramiento y colocación
aplicables a las Entidades Directoras, Aseguradoras y
Colocadoras.

Para el tramo minorista, las comisiones de dirección
y aseguramiento eran del 0,50 por 100, cada una, de la
cantidad total asegurada, variando la comisión de colo-
cación en función de la fecha en la que se hubiera for-
mulado la demanda de las acciones, entre un máximo

CORTES GENERALES 26 DE JULIO DE 2001.—SERIE A. NÚM. 180

86



del 2,25 por 100 y un mínimo del 1,70 por 100, con un
porcentaje adicional del 0,15 por 100 o del 0,35 por 100
si la entidad presentaba mandatos o solicitudes de com-
pra por importe superior al 150 por 100 o al 250 por
100, respectivamente, de la cantidad inicial asegurada.
Para percibir la comisión de colocación, según se esta-
bleció en el contrato, las entidades debían remitir al
Banco Agente una certificación que acreditara la inexis-
tencia de ventas de acciones de Argentaria en más del
50 por 100 de las adjudicadas los días 26, 27, 28 y 29 de
marzo de 1996, con la intervención de cada entidad y
sus asociadas. Dos entidades remitieron certificaciones
no válidas y en diez casos más las certificaciones no
fueron firmadas por el Director General o equivalente
de la entidad, como recogía el contrato, sin que conste
que el Banco Agente solicitara su corrección.

En el tramo institucional nacional las comisiones de
dirección y aseguramiento eran del 0,59 por 100 del total
asegurado por cada una, siendo la de colocación del 1,77
por 100 sobre la cantidad efectivamente adjudicada. 

El tramo institucional internacional incluía la comi-
sión a percibir por los Aseguradores internacionales
como un descuento sobre el precio por el que se debía
liquidar con SEP I, siendo del 2,95 por 100 sobre la
cantidad colocada. De esta forma, los Aseguradores
internacionales abonarían a SEP I, por cada acción, el
precio de venta neto del citado descuento.

El importe total de comisiones devengadas por la
operación para cada tramo se recoge en el siguiente
cuadro resumen, con la deficiencia de contabilización
puesta de manifiesto en el subapartado II.3 de este
Informe. 
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COMISIONES DE DIRECCION, ASEGURAMIENTO Y COLOCACIÓN

(en millones de pesetas)

Por el tramo internacional SEP I cobró 101 millones
de ptas. menos de lo que correspondía según lo defini-
do en el Folleto Informativo de la OPV (el importe de
las acciones colocadas en dicho tramo descontando el
2,95 por 100 de comisión), sin que en el mismo se fija-
se la distribución del porcentaje de descuento en dife-
rentes tipos de comisiones, como sucedía en el tramo
nacional. Ello fue debido a que, al producirse una rea-
signación de 1.663.366 acciones del tramo internacio-
nal al tramo minorista, se consideró que por aquel
tramo se debían pagar las comisiones de dirección y
aseguramiento de esas acciones, lo que supuso un plan-
teamiento extensivo del seguido en los tramos naciona-
les, que sí diferenciaban cuantitativamente los diferen-
tes tipos de comisiones. Esta actuación respondió a lo
convenido en los contratos de aseguramiento del tramo
internacional, así como en el acuerdo de reasignación a
favor de los asegurados minoristas españoles, sin que
fuera recogida adecuadamente en las condiciones esta-
blecidas en la OPV. 

Por otra parte, las Entidades Coordinadoras Globa-
les debían haber recibido, por el ejercicio de la opción
de compra de acciones (Green-Shoe), las correspon-
dientes comisiones de dirección, aseguramiento y colo-
cación (0,59 por 100, 0,59 por 100 y 1,77 por 100, res-

pectivamente), distribuyéndose las dos primeras entre
las Entidades Aseguradoras en proporción a su porcen-
taje de aseguramiento, y la de colocación en función de
las acciones adjudicadas cursadas por cada entidad. En
la práctica, el Banco Agente aplicó un descuento por el
total de las comisiones sobre el bruto de la liquidación,
a pesar de que ni del Folleto, ni del contrato de coloca-
ción suscrito por SEP I, se dedujera esta forma de liqui-
dar las comisiones y sin que se haya podido compro-
bar, por tanto, el pago efectivo realizado a las entidades
que intervinieron en la colocación de las acciones del
Green-Shoe. A pesar de lo manifestado por la Entidad
en sus alegaciones, no se debía haber incluido una
comisión por aseguramiento, al ser el Green-Shoe una
opción voluntaria ejercitable por las Entidades Coordi-
nadoras, sin que las acciones estén aseguradas.

III.5 Tramos de colocación y liquidación de la OPV

III.5.1 Tramo minorista

El número de acciones de las diferentes fases y tra-
mos de la OPV, se recogen en el Anexo 1.

Entre las condiciones establecidas en el Folleto
Informativo se encontraba la forma de realizar el prorra-
teo del tramo minorista, en caso de que la demanda



superase a la oferta. La demanda final de acciones en
ese tramo fue de 96.056.074 acciones, siendo adjudica-
das definitivamente 18.000.000 acciones. El sistema
seguido para efectuar el prorrateo de acciones se articu-
ló a través de un procedimiento informático elaborado
por el Banco Agente, que recogía las reglas del Folleto.
También se estableció que el proceso informático fuera
auditado para comprobar su validez y fiabilidad. De las
verificaciones efectuadas sobre estos aspectos resulta
que el sistema informático presenta salvedades puestas
de manifiesto por el auditor informático externo, aun-
que no lo invalida. Entre ellas, cabe señalar: 

— Ausencia de control para evitar la concurrencia
de peticiones por los tramos minorista e institucional,
que según el Folleto son excluyentes.

— Deficiencias en el sistema de adjudicación de
acciones a las solicitudes presentadas en nombre de
menores de edad, que al carecer de NIF podía producir
duplicidades en la petición y en su asignación sin que
el sistema lo detectase.

— El sistema atiende peticiones en el tramo mino-
rista de personas no residentes en la CEE, incumplien-
do lo dispuesto en el Folleto.

Además, la comparación entre los suscriptores que
concurrían por el tramo minorista como accionistas con
la base de datos de accionistas de Argentaria fue efec-
tuada por el auditor informático a 31 de diciembre de
1995, según figura en su informe, cuando el Folleto dis-
ponía que fueran los que figurasen inscritos en los
registros contables de las entidades depositarias adheri-
das a SCLV el 31 de enero de 1996.

El tramo de empleados fue el único que no se sus-
cribió en su totalidad, reasignándose las acciones
sobrantes al subtramo de accionistas, como estaba pre-
visto en el Folleto.

III.5.2 Tramo institucional nacional 

El tramo institucional español estaba dirigido a inver-
sores institucionales residentes en España, considerán-
dose como tales los fondos de pensiones, entidades de
seguros, entidades de crédito, sociedades y agencias de
valores, sociedades y fondos de inversión mobiliaria,
entidades habilitadas por el art.76 de la Ley del Mercado
de Valores para gestionar carteras y otras sociedades
cuya actividad fuese el mantenimiento estable en cartera
de valores de renta variable. Las Entidades selecciona-
doras tenían la posibilidad de admitir o rechazar las pro-
puestas de compra inicialmente formuladas por las enti-
dades, realizándose la adjudicación final de las acciones
entre las mismas según el criterio que consideraron opor-
tuno y dentro del periodo de confirmación de propues-
tas, que transcurrió entre las ocho y las diez horas del día
de ejecución de la operación de bolsa.

El tramo se aseguró para un total de 2.125.000
acciones, ascendiendo la demanda total de acciones

solicitadas a 6.183.371. De éstas, 4.545.459 fueron
solicitadas sin limitar el precio de adquisición.

La adjudicación real de este tramo, 2.735.422 accio-
nes, se integró por el total de acciones resultante, una
vez efectuada la reasignación, más la cantidad corres-
pondiente al ejercicio de la opción de compra por
751.362 acciones y la sobrecolocación efectuada por el
Sindicato Asegurador, que fue de 150.272 acciones,
según recoge el informe final de la operación elaborado
por Argentaria.

En el libro de demanda utilizado para realizar la
adjudicación del tramo institucional nacional no figu-
ran 300.000 acciones del tramo; son dos las entidades
que aparecen como colocadoras de ellas, no pudiendo
conocerse sus adjudicatarios.

Se produjo la adjudicación de 745.000 acciones a la
sociedad estatal Teneo, S.A., suponiendo en la práctica
una transacción dentro del propio sector público que,
independientemente de la contradicción que supone
respecto a los fines perseguidos por la OPV (el traspa-
so de acciones del Sector público al privado), originó
como pago de comisiones a la entidad que colocó esas
acciones un gasto de 113 millones de ptas. También se
adjudicaron, al menos, 20.227 acciones a tres entidades
no residentes, incumpliendo las condiciones estableci-
das en el Folleto de la OPV. 

III.5.3 Tramo institucional internacional

Al tramo internacional, de carácter mayorista e ins-
titucional, se asignaron inicialmente 10.500.000 accio-
nes, dividido en cuatro subtramos: Estados Unidos,
Reino Unido, Europa Continental y resto de mercados
extranjeros. De ellas, 6.300.000 eran acciones nomina-
das en ptas., mientras que 4.200.000 acciones se repre-
sentaron en ADS, correspondiendo cada acción a dos
ADS y fijándose su precio en dólares. La reasignación
del tramo redujo la cantidad a 8.836.634 acciones, que,
junto a las 1.748.638 acciones colocadas por el ejerci-
cio de la opción de compra y 1.004.728 sobrecoloca-
das, supuso una colocación final en el tramo interna-
cional de 11.590.000 acciones.

La demanda final de este tramo fue de 26.422.057
acciones, destacando el defecto de acciones colocadas
sobre las cantidades aseguradas en los subtramos euro-
peo y del resto del mundo, que tan sólo alcanzaron
el 89,9 por 100 y 62,9 por 100, respectivamente. 

III.5.4 Redistribución de los tramos

El procedimiento de colocación de los tramos insti-
tucionales se basó en la libre selección realizada por las
Entidades Seleccionadoras, correspondiendo la distri-
bución del volumen final de acciones a las Entidades
Coordinadoras Globales de acuerdo con SEP I.

La distribución inicial quedaba asegurada por las
Entidades Aseguradoras para todos los tramos, admi-
tiéndose la posibilidad de reasignar acciones entre los
tramos institucionales, o entre éstos y el minorista, con
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el consentimiento previo de la Entidades Coordinado-
ras y de mutuo acuerdo con SEP I.

El hecho de que los tramos presenten diferencias,
tanto en el precio de venta como en la liquidación de
las comisiones, hace que el resultado económico global
de la operación esté muy relacionado con la asignación
de acciones a cada tramo. La distribución de las accio-
nes por tramos, inicialmente prevista en el Folleto,
podía ser modificada en función de las condiciones de
demanda que se generaran en ellos.

La reasignación de acciones supuso incrementar el
tramo minorista en 2.000.000, disminuyendo los tra-
mos institucionales nacional e internacional en 291.212
y 1.663.366 acciones, respectivamente, junto a 45.422
acciones de las reservadas para cumplir el bonus de
fidelidad, que al no ser necesarias para tal fin fueron
asignadas.

El ejercicio de la opción de compra sobre la totali-
dad de acciones previstas, 2.500.000, se produjo el
mismo día que la operación bursátil, por lo que se
aumentó el volumen de la oferta inicialmente asignado
a los tramos institucionales, cubriéndose la demanda
adicional existente en dichos tramos.

La OPV conlleva una práctica habitual, denominada
de estabilización, consistente en el compromiso de las
entidades integrantes del Sindicato Asegurador de
actuar en el mercado durante los días posteriores a la
operación bursátil, para evitar fluctuaciones pronuncia-
das de la cotización. Así, el exceso de acciones que sue-
len ser vendidas en el mercado, en los días posteriores
a la ejecución de la OPV, es comprado por el Sindicato,
evitando que el precio de la acción sufra descensos
importantes. Esta práctica no escrita hizo que en la
adjudicación de las acciones de la OPV se incluyera

una sobrecolocación realizada por el Sindicato por un
número de acciones superior al total de la oferta, para
poder absorber la venta de acciones que el Sindicato
debiera adquirir con objeto de estabilizar la cotización.

La operación bursátil de la OPV se materializó a tra-
vés de las siguientes actuaciones, según se recoge en
los Boletines Oficiales de las Bolsas españolas:

— Operaciones especiales en las 4 Bolsas españo-
las: 18.000.000 acciones de los tramos minoristas.

— Operaciones especiales en la Bolsa de Madrid:
10.670.422 acciones de los tramos institucionales.

— 2 operaciones especiales, según el Real Decreto
1416/1991, de 3.000.000 acciones cada una, en Madrid
y Valencia, de las cuales 2.500.000 acciones fueron
cubiertas mediante el ejercicio del Green-Shoe y
3.500.000 acciones supusieron la sobrecolocación rea-
lizada por las Entidades Coordinadoras, sin que se haya
podido aclarar por SEP I la diferencia entre el dato
publicado en los Boletines referente a la sobrecoloca-
ción y el aportado por la Entidad, que es de 1.155.000
acciones, como se recoge en el Anexo 1.

La colocación de las acciones entre los diferentes
tramos influía en el resultado económico global de la
OPV, y aunque el éxito de ésta para el Estado depende
de otras variables exógenas, la comparación teórica
entre el resultado que se hubiese originado con el cum-
plimiento de la operación en los términos asegurados y
el resultado real permite cuantificar económicamente
las decisiones adoptadas, aunque, como se ha señalado,
el Estado no sólo se guió por principios económicos al
efectuar esta OPV. Las diferencias se recogen en el cua-
dro adjunto:
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La comisión de colocación del tramo minorista es la
única que puede variar en función del momento en el
que se genera la demanda de las acciones y del volu-
men total demandado; por ello, en el cálculo de la esti-
mación que le correspondería a la situación prevista
inicialmente se ha considerado la misma distribución
que la producida realmente. De la comparación de
ambos cuadros resulta que se han obtenido 229 millo-
nes menos al efectuar reasignaciones en los tramos,
incluso vendiéndose 45.422 acciones más de las pre-
vistas.

La asignación inicial de acciones estaba asegurada
y presentaba demanda suficiente para su cobertura,
según se deduce de los libros de demanda de los tramos
institucionales.

No obstante, no se puede obviar que el precio de
venta institucional, que actuaba como precio de asegu-
ramiento, debía ser acordado entre SEP I y las Entida-
des Coordinadoras Globales, siendo 4.650 ptas. el pre-
cio mínimo de aseguramiento, en caso de no llegar a un
acuerdo para la determinación del precio de venta insti-
tucional. De esta forma, el compromiso de asegura-
miento, según las estipulaciones contractuales, podía
ser ejercido a un precio muy inferior al que realmente
se realizase la operación, por lo que el acuerdo sobre la
distribución de los tramos y la determinación del pre-
cio de venta estuvieron en la práctica estrechamente
ligados, otorgando a las Entidades Coordinadoras Glo-
bales una posición de fuerza en la negociación. Se
podría haber incluido, en los contratos de aseguramien-
to de esta OPV, una cláusula que determinase un precio
de aseguramiento mínimo que no fuera inferior al pre-
cio de venta del tramo minorista general, procedimien-
to seguido en la OPV de Telefónica realizada en octu-
bre de 1995, que limita la capacidad negociadora de los
Coordinadores Globales, lo que parece más adecuado.

III.6 Gastos de la OPV

Los gastos de la oferta se realizaron por Argentaria,
basándose en una Carta Mandato firmada con SEP I,
con la única limitación cuantitativa establecida en un
presupuesto suscrito por ambas entidades en el que se
asignaban los gastos a cada una de ellas. Argentaria
tan sólo solicitaría autorización de gasto a SEP I en el
caso de que se superase dicho presupuesto previo, que
era en conjunto de 3.002 millones de ptas., sin incluir
el IVA. La estimación inicial de gastos, que se incor-
poró en el Folleto Informativo, se calculó en 2.375
millones.

Los gastos totales de la OPV, sin incluir las comi-
siones de la operación, ascendieron a 3.163 millones de
ptas., de los que 2.428 millones fueron imputados en la
cuenta de resultados de SEP I, y 735 millones conside-
rados como gasto para Argentaria. El siguiente cuadro
recoge la distribución de los gastos entre ambas entida-
des, en millones de ptas.:

El 5 de septiembre de 1996 SEP I pagó a Argentaria
la liquidación de gastos que ésta le presentó una vez
finalizada la OPV, conforme preveía la Carta Mandato.
No obstante, esta carta establecía que el reembolso se
produciría una vez justificado el gasto y el pago, sin
que SEP I comprobara este último extremo de forma
documental, pese a lo manifestado por la Entidad en
sus alegaciones.

La Carta Mandato mencionada adolece de las
siguientes deficiencias:

1. No obliga a pedir ofertas ni a consultar a SEP I
con carácter previo la contratación, incluso para la
selección de asesores externos.

2. No obliga a Argentaria a conservar, durante un
plazo de tiempo, en los términos previstos en el art. 30
del Código de Comercio toda la documentación de los
expedientes de contratación y a que esté a disposición de
SEP I. Argentaria no ha mantenido archivada de forma
independiente la documentación de la OPV respecto del
resto de documentos de su propia administración.

3. No prevé la intervención de SEP I en la realiza-
ción de los pagos efectuados por Argentaria.

Entre los proveedores figura una sociedad del grupo
Argentaria, que facturó 385 millones de ptas. del total
pagado por SEP I, con la que no se firmó contrato algu-
no que regulara su relación comercial. Las operaciones
entre ambas sociedades, teniendo el carácter de vincu-
ladas, no se realizaron documentando ofertas de otros
proveedores, sin que se pueda determinar su adecua-
ción a los precios de mercado.

Argentaria contrató a sus propios proveedores sin
promover publicidad ni concurrencia, por lo que no se
puede valorar suficientemente el coste y la eficiencia
en la prestación de estos servicios.

Los gastos de la presentación internacional (Roads-
how) -157 millones de ptas.- se realizaron con una
empresa que ejerce a escala mundial, y, según mani-
fiestan los gestores de Argentaria, con posición mono-
polística en su mercado, sin establecer procedimientos
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especiales de control para la verificación de los servi-
cios prestados.

La fiscalización de los gastos de publicidad, además
de las deficiencias generales mencionadas, ha puesto de
manifiesto la realización de algunos anuncios no inclui-
dos en el Plan de Medios definitivo, e incluso anuncios
de prensa insertados en fechas fuera de campaña.

Un contrato de 32 millones de ptas. se firmó con
posterioridad al servicio prestado y en otro contrato no
se especifica de forma expresa que los descuentos y
rappels se trasladen a SEP I.

Los servicios contratados con la agencia de medios
incluyen el seguimiento y evaluación de la campaña
publicitaria, sin que haya disminuido el gasto publici-
tario previsto, pese al exceso de demanda de acciones
que se produjo en el desarrollo de la campaña.

III.7 Compromisos futuros originados por la OPV

Las ventajas aplicables a la adquisición de acciones
en el tramo minorista consistieron en:

— Un descuento de un 4 por 100 en el precio de
venta minorista.

— Una compensación adicional de hasta un 10 por
100 en metálico del precio de venta, siempre que éste
fuese superior al cambio medio de Argentaria el día 27
de marzo de 1997, y se mantuviera ininterrumpidamen-
te un saldo mínimo de acciones igual al adjudicado en
la oferta. Este incentivo se incluyó en las condiciones
de la oferta, para evitar el deterioro psicológico que en
los compradores minoristas suponía el hecho de cotizar
Argentaria a un precio inferior al de venta de la última
OPV realizada en 1995.

— Adicionalmente, para los concurrentes por los
subtramos de accionistas y de empleados existía la ven-
taja materializada en la entrega de una acción gratis por
cada veinte acciones adjudicadas, en caso de que se
cumplieran los mismos requisitos que los exigidos para
el devengo de la compensación adicional.

La cantidad provisionada por estos dos últimos con-
ceptos fue de 9.383 millones de ptas., provisiones que
fueron liberadas durante 1996 y 1997, a medida que se
fueron perdiendo las condiciones que facultaban el
ejercicio de los derechos, cancelándose finalmente el
27 de marzo de 1997, al ser en esta fecha la cotización
en Bolsa de las acciones de Argentaria superior al pre-
cio de venta minorista de la OPV. De esta forma, a par-
tir de esta fecha no quedaban compromisos futuros ori-
ginados por la OPV de Argentaria.

IV. OFERTA PÚBLICA DE VENTA DE ACCIONES
DE TELEFÓNICA DE ESPAÑA, S.A. 

IV.1 Antecedentes

Se han fiscalizado las actividades realizadas
por SEPPA, que culminaron con la privatización

de las acciones de Telefónica realizada en febrero
de 1997.

Esta OPV constituyó, en su momento, la mayor
colocación de acciones realizada en España, tanto por
el importe bruto de la operación, como por el número
de acciones ofertadas y de demandantes que concurrie-
ron a los tramos minoristas.

Durante 1995 se realizó la primera OPV de accio-
nes de Telefónica, sobre un total de 112.736.498 accio-
nes, por medio de la Sociedad Estatal de Patrimonio II,
S.A. (SEP II). Hasta ese momento, la DGPE poseía
186.540.404 acciones de Telefónica, que junto a las
mantenidas por SEP II, representaban el 31,86 por 100
del capital social de la compañía.

En octubre de 1996 SEP II realizó una reducción de
capital no dineraria, mediante la que traspasó a la
DGPE 10.197.346 acciones en concepto de restitución
de aportaciones.

El Consejo de Administración de SEPPA acordó, en
reunión del 27 de septiembre de 1996, iniciar los pro-
cedimientos para designar Asesor, Coordinadores y
Directores de Tramo, con el fin de instrumentar la OPV
de Telefónica.

El 14 de noviembre de 1996, y en cumplimiento de
lo establecido en el art. 3.1 del Real Decreto 1525/1995,
de 15 de septiembre, de desarrollo reglamentario de la
Ley 5/1995, de Régimen Jurídico de Enajenación de
Participaciones Públicas en determinadas empresas, la
DGPE comunicó al Ministro de Economía y Hacienda
las actuaciones llevadas a cabo para vender la partici-
pación estatal en Telefónica.

IV.2 Cumplimiento de las disposiciones legales
aplicables

En aplicación del art. 6.3 del TRLGP el Consejo de
Ministros, en su reunión de 20 de diciembre de 1996,
autorizó la venta de hasta 196.738.320 acciones de Tele-
fónica, representativas de un 20,9 por 100 de su capital,
una vez recibidas de la DGPE y no antes de la entrada
en vigor del Real Decreto por el que se otorgaba la auto-
rización administrativa previa prevista en la Ley 5/1995.

En cumplimiento de lo dispuesto en el art.152 del
TRLSA, el 23 de diciembre de 1996 la Junta General
de accionistas de SEPPA acordó aumentar el capital
social en 9.000 millones de ptas., siendo éste suscrito y
desembolsado por el Estado español, como accionista
único, mediante la aportación no dineraria de
196.738.320 acciones de Telefónica, que fueron valora-
das en 90.403 millones de ptas., cifra que cubría la
ampliación de capital y la prima de emisión, y que
coincidía con la cuantía por la que figuraban registra-
das en la contabilidad de la DGPE.

En aplicación de lo establecido en el art. 162 del
TRLSA, la escritura de ampliación de capital fue ins-
crita en el Registro Mercantil el 26 de diciembre de
1996. En dicha escritura figura el informe de valora-
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ción de las acciones entregadas como aportación no
dineraria realizado por la Sociedad Rectora de la Bolsa
de Valores de Madrid, S.A., según se establece en el
art. 38 del TRLSA conforme a la nueva redacción dada
por el Reglamento del Registro Mercantil, aprobado
por el Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio. En la
escritura se menciona la notificación que SEPPA, en
cumplimiento del art. 86 del TRLSA, realizó a Telefó-
nica, comunicándole la adquisición de más de un 10
por 100 de su capital social.

Mediante el Real Decreto 8/1997, de 10 de enero, se
cumplió el requisito de autorización administrativa pre-
via para proceder a la venta de las acciones de Telefó-
nica, según dispone la Ley 5/1995, estando comprendi-
da en su ámbito de aplicación por ser la participación
pública superior al 25 por 100 de su capital, estar con-
trolada por el Estado y desarrollar actividades de las
comprendidas en el art. 1.1 de la mencionada Ley.

Según lo previsto en el art. 11 del Real Decreto
671/1992, de 2 de julio, sobre régimen de las inversio-
nes extranjeras en España, se solicitó a la Dirección
General de Economía Internacional y Transacciones
Exteriores la autorización para la venta de las acciones
correspondientes a la oferta que se realiza fuera del
territorio español, siendo concedida el 27 de enero
de 1997.

De acuerdo con el apartado 8.2 del Acuerdo del
Consejo de Ministros de 28 de junio de 1996, el CCP
emitió un dictamen sobre la propuesta de desinver-
sión de la participación accionarial de SEPPA en
Telefónica. En él se hacían algunas observaciones a
los procesos de selección de los Coordinadores Glo-
bales y del Asesor, si bien mantenía que los mismos
no iban en contra de los principios de publicidad,
transparencia y libre concurrencia. De igual forma,
solicitaban a SEPPA información adicional para emi-
tir un informe definitivo de la operación, que se reali-
zó sin ninguna salvedad y fue remitido según lo esta-
blecido en el citado art.8.2, junto con la propuesta de
privatización, al Vicepresidente Segundo del Gobier-
no y Ministro de Economía y Hacienda y al Ministro
de Industria.

El 25 de octubre de 1996 los Presidentes de SEPPA
y Telefónica firmaron una Carta Mandato, mediante la
que se establecieron las pautas de colaboración entre
ambas sociedades en el proceso de preparación y eje-
cución de la OPV. En ella se corrigieron las deficien-
cias que presentaba el mandato conferido en la OPV de
Argentaria, puestas de manifiesto en el subapartado
III.6 de este Informe.

El Consejo de Administración de SEPPA acordó,
con fecha 20 de diciembre de 1996, el otorgamiento de
poderes y facultades para representar a la Sociedad en
los procesos de venta de las acciones, y el 10 de enero
de 1997 tomó el acuerdo de vender 196.738.320 accio-
nes de Telefónica de las que a esa fecha era poseedor.

El apartado 10 del Acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 28 de junio de 1996 preveía que la Intervención
General de la Administración del Estado emitiera, en el
plazo de tres meses desde el cierre de la operación, un
informe de auditoría, cuyo objeto fuera verificar que en
el desarrollo de la OPV se cumplían los trámites y
directrices generales establecidas en el Acuerdo del
Consejo de Ministros. El informe emitió una opinión
favorable, aunque el trabajo realizado se limitó a la
verificación de la documentación disponible en
SEPPA.

La oferta pública estuvo sujeta al régimen general
de verificación por la CNMV, según lo establecido en
el art. 26 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Merca-
do de Valores. En cumplimiento del mismo, el 3 de
enero de 1997 SEPPA realizó la comunicación previa a
la CNMV de la oferta proyectada, realizándose el 17 de
enero la autorización y consiguiente inscripción del
Folleto Informativo Completo en sus registros oficia-
les. Se ha comprobado que su contenido se ajusta a lo
dispuesto en el Real Decreto 291/1992, de 27 de marzo,
sobre emisiones y ofertas públicas de venta de valores.
En el Folleto se encuentra el informe de auditoría sin
salvedades de las Cuentas Anuales Consolidadas de
Telefónica correspondiente a los nueve primeros meses
de 1996.

El propio Folleto incorporaba una declaración de
las Entidades Directoras de los tramos nacionales en la
que hacían constar que habían realizado las comproba-
ciones necesarias para contrastar la información conte-
nida en el mismo, y que no se apreciaban contradiccio-
nes u omisiones de datos relevantes para el inversor.

IV.3 Contenido de la oferta pública de venta de
acciones

IV.3.1 Características y distribución de los valores
de la OPV

Los valores a que se refería la oferta fueron accio-
nes ordinarias de Telefónica, de 500 ptas. de valor
nominal, representadas por anotaciones en cuenta e ins-
critas en el Registro Central del SCLV.

El número de acciones ofertadas fue de 171.076.800,
más otras 5.132.304 para cubrir el bonus de fidelidad
previsto en las condiciones de la oferta, con una posible
ampliación máxima de 20.529.216 acciones más, en
caso de que las Entidades Aseguradoras ejercitasen una
opción de compra, de ampliación de los tramos institu-
cionales (Green Shoe), en los treinta días siguientes a la
fecha de la operación bursátil.

Las acciones cotizaban en las Bolsas españolas y en
las de Londres, Tokio, París, Frankfurt y Nueva York,
en esta última en forma de ADS, correspondiendo cada
una de ellas a tres acciones ordinarias.

En la oferta de acciones en EEUU se tramitó ante la
SEC la preceptiva declaración de registro, conforme a
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la normativa norteamericana, con su correspondiente
folleto de fecha 17 de febrero, en el cual se preveía la
posibilidad de admitir un máximo de 5.896.773 ADS.

La oferta se diseñó de forma global e internacional,
distribuida en subtramos. La distribución inicial de las

acciones fue la recogida en el Folleto Informativo
registrado en la CNMV, tal como se muestra en el
siguiente cuadro junto con el detalle de acciones asegu-
radas en los respectivos contratos suscritos con las enti-
dades y las finalmente colocadas:
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IV.3.2 Valoración de las acciones de la Sociedad y
determinación del precio de venta

Las acciones de Telefónica aportadas por la DGPE
fueron contabilizadas por SEPPA al coste contable de
459,5 ptas. por acción.

Al ser Telefónica una sociedad que cotizaba en los
mercados de valores, su valoración debía referirse a los
precios derivados de su contratación bursátil. Para ello,
la Sociedad Rectora de la Bolsa de Valores de Madrid,
S.A. emitió el 19 de noviembre de 1996 una certifica-
ción, de conformidad con el art.38 del TRLSA y
art.133.3 del Reglamento del Registro Mercantil, con
objeto de valorar las acciones de la Sociedad. En esta

certificación, y siguiendo dos criterios de valoración,
se establecían como precios unitarios de los títulos de
Telefónica 2.520 y 2.342 ptas., referidos al 21 de octu-
bre de 1996.

De esta forma, la plusvalía latente que incorporaban
las acciones de la Sociedad cuando fueron traspasadas
por el Estado a SEPPA se trasladó a ésta, materializán-
dose cuando se realizó la venta a través de la OPV, con
la consiguiente repercusión sobre la estructura de los
ingresos públicos del Estado, como ya se ha expuesto
en el epígrafe III.3.2. de este Informe. 

El siguiente cuadro recoge algunas magnitudes de
Telefónica, según información obtenida del Folleto
Informativo:

(En millones de pesetas)

(*) Fondos propios/n.º acciones.



El precio de venta de los tramos minoristas, general,
para empleados y jubilados y para Fondos de Pensio-
nes se fijó en función del cambio medio ponderado de
las acciones de Telefónica en el Mercado Continuo
español el 17 de febrero de 1997 (3.374 ptas.), con des-
cuentos del 4 por 100 6 por 100 y 8 por 100, respecti-
vamente, resultando unos precios de venta para dichos
tramos de 3.239, 3.171 y 3.104 ptas.

El precio de venta en el tramo institucional, 3.360
ptas., se fijó el 17 de febrero de 1997, después de cerrar
el Mercado Continuo español, por acuerdo firmado
entre SEPPA y los Coordinadores Globales, basándose
en el precio de cotización de la acción de Telefónica. El
precio de venta de los ADS se fijó como el equivalente
en dólares calculado en la media de los tipos de cambio
peseta/dólar aplicados a las 18 horas del día de deter-
minación del precio por, al menos, tres de las Entidades
Directoras del tramo institucional seleccionadas por
SEPPA. El precio aplicado para los ADS vendidos fue
de 70,2733 dólares, obtenido como resultado de multi-
plicar el precio en pesetas por el tipo de cambio ofreci-
do mediante consulta telemática por tres entidades
financieras, entre las cuales una no cumplía el requisito
exigido de ser Directora del tramo institucional. Ambos
precios fueron objeto de comunicación a la CNMV
como información adicional al Folleto, según dispone
el art. 5 del Real Decreto 291/1992.

En el tramo internacional el precio de venta institu-
cional coincidía con el de aseguramiento, por lo que los
Aseguradores Internacionales debían adquirir las
acciones al precio de aseguramiento con un descuento
del 2,6 por 100, siendo la cantidad que debían abonar a
SEPPA neta de la citada deducción.

El precio de venta establecido para el tramo mino-
rista general fue superior en un 100 por 100 al valor
teórico que tenía la acción de Telefónica el 30 de sep-
tiembre de 1996, y el precio de venta institucional un
108 por 100 superior a dicho valor.

El procedimiento seguido para la determinación de
los precios de venta, teniendo en cuenta el valor teórico
de las acciones y su cotización en los mercados de
valores, parece adecuado y transparente.

IV.4 Entidades que intervienen en la oferta

IV.4.1 Funciones que realizan

Las funciones que realizan las entidades que inter-
vienen en la OPV son básicamente las mismas que las
descritas en el epígrafe III.4.1. Tan sólo cabe mencio-
nar la contratación en esta OPV de un Asesor Global
cuya función es básicamente la de asistir a la sociedad
vendedora, interviniendo en el análisis y solución de
los aspectos de planificación, desarrollo y ejecución de
la operación, ofreciendo a SEPPA las recomendaciones
que considere preciso.

IV.4.2 Procedimientos de selección

La OPV de Telefónica se rigió por los principios y
normas recogidas en el Acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 28 de junio de 1996, entre los que se encuentra
la actuación de los Agentes Gestores del proceso de pri-
vatización con publicidad, transparencia y concurren-
cia. También le fueron aplicables las normas sobre pri-
vatizaciones aprobadas por el Consejo de SEPPA, de
26 de julio de 1996. Estas normas se dictaron para
dotar de transparencia, publicidad y concurrencia el
proceso de selección de asesores externos, al mismo
tiempo que regulan diferentes fases del proceso de pri-
vatización.

Esta OPV fue la primera para cuya ejecución
SEPPA dispuso de personal propio, asumiendo las fun-
ciones de dirección y control de los procesos seguidos
en su desarrollo.

Para el diseño, organización y ejecución de la priva-
tización, SEPPA, como Agente Gestor del proceso, ini-
ció sus actuaciones mediante la apertura del procedi-
miento para designar las entidades que asumirían el
papel de Asesor de la operación, así como las que debí-
an conducirla. Para ello cursó a treinta entidades una
convocatoria de selección de Asesor, Coordinadores
Globales y Directores de Tramo, en la que las entida-
des aspirantes debían responder sobre cuestiones rela-
cionadas con la OPV a realizar. Además, se establecie-
ron los criterios objetivos de puntuación, que servirían
de baremo para realizar la selección.

Con fechas 11 y 25 de octubre de 1996 el Consejo
de Administración de SEPPA aprobó los nombramien-
tos del Asesor Global y de los cuatro Coordinadores
Globales de la operación, respectivamente. Para la
selección de estos últimos se contó con el informe ela-
borado por el propio Asesor Global. El 8 de noviembre
de 1996 el Consejo de Administración de SEPPA selec-
cionó las entidades que debían actuar como Directores
en el tramo internacional, acordándose en el Consejo
del día 2 de diciembre el nombramiento de los Directo-
res de Tramo nacionales.

En el proceso de selección no se han puesto de
manifiesto actuaciones que fueran contra los principios
y normas citados. Dicho proceso fue informado favora-
blemente por el CCP, como se ha expuesto en el suba-
partado IV.2 de este Informe.

El Banco Agente fue seleccionado mediante una
convocatoria restringida a tres entidades bancarias
entre las que asumían funciones de Coordinador Glo-
bal del tramo minorista. Para ello, el Consejo de Admi-
nistración de SEPPA aprobó la elaboración de un cues-
tionario que fue remitido a dichas entidades, y cuya
evaluación fue realizada según la puntuación resultante
de aplicar los criterios y baremos aprobados por el
Consejo. De las comprobaciones realizadas sobre este
procedimiento de selección no se deduce ninguna sal-
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vedad, estando debidamente razonada la selección
efectuada.

Mediante Carta Mandato, el 25 de octubre de 1996
SEPPA contrató con Telefónica la prestación de los ser-
vicios para la ejecución de la OPV, en aras de obtener
una mayor agilidad en las tareas auxiliares de la opera-
ción, así como en aquellos aspectos en los que se debía
presentar documentación legal de la Sociedad en orga-
nismos relacionados con los mercados de valores. En la
Carta Mandato se regularon las obligaciones en las que
podía incurrir Telefónica por cuenta de SEPPA, así
como las condiciones que debían garantizar la traspa-
rencia y concurrencia en la contratación, incluyendo
controles a tal efecto.

IV.4.3 Contratos de aseguramiento y colocación

Para la coordinación global de la colocación se
formó un Sindicato de Aseguradores y Colocadores,
actuando cuatro entidades como Coordinadoras Globa-
les. Además, integraban el Sindicato una serie de enti-
dades que, en función de su grado de compromiso y de
participación en la preparación y dirección de la oferta,
asumían la condición de Entidades Directoras, Codi-
rectoras, Aseguradoras Principales, Aseguradoras,
Colocadoras, Colocadoras Asociadas, Colocadoras no
Asociadas y Tramitadoras.

IV.4.3.1 Obligaciones contractuales

El 10 de febrero de 1997 se firmaron los contratos de
aseguramiento y colocación con las diferentes entidades
participantes en la OPV, asumiendo básicamente com-
promisos de aseguramiento por los cuales las Entidades
Aseguradoras deberían colocar o adquirir para sí mis-
mas, al precio de aseguramiento, las acciones que no
hubieran sido adquiridas por terceros. Al mismo tiempo
se comprometían a adquirir, por cuenta de terceros,
todas las acciones que les hubiesen sido adjudicadas a
los peticionarios que hubieran cursado sus solicitudes
de compra a través de ellas, directa o indirectamente.

En los respectivos contratos de aseguramiento y
colocación se establecieron los procedimientos para
hacer efectiva la colocación de las acciones. Para los
tramos minoristas existía un periodo de formulación de
mandatos de compra, en el que éstos podían ser revoca-
dos, y un periodo de oferta pública, en el que los inver-
sores debían presentar solicitudes de compra irrevoca-
bles. En los tramos institucionales las entidades
realizaron durante un periodo de 12 días una prospec-
ción de la demanda entre potenciales inversores,
mediante la que éstos manifestaban, sin carácter vincu-
lante, el precio y el número de acciones que deseaban.

Para los subtramos internacionales también se fir-
maron contratos de aseguramiento por los que las Enti-
dades Aseguradoras asumían obligaciones mancomu-
nadas, siendo un 20 por 100 el porcentaje de acciones
que, en caso de incumplimiento de alguna entidad,

debían adquirir el resto de las Aseguradoras, a prorrata
de su compromiso de aseguramiento, y sin perjuicio de
las responsabilidades en que incurriera la entidad
incumplidora.

De las verificaciones realizadas no se deducen
incumplimientos contractuales con incidencia signifi-
cativa en el desarrollo de la OPV.

IV.4.3.2 Comisiones

Como contraprestación por el aseguramiento, la
colocación y la dirección de la oferta pública se esta-
blecieron, tanto en el Folleto Informativo como en los
respectivos contratos de aseguramiento y colocación,
las comisiones que SEPPA debía abonar a las entidades
intervinientes.

Las comisiones se distribuyeron en tres grupos:

1. Dirección, un 0,52 por 100 del importe total ase-
gurado.

2. Aseguramiento, igualmente un 0,52 por 100 del
total asegurado, sin aplicarse a las acciones incluidas
en el Green-Shoe.

3. Colocación, distinguiéndose la de los tramos
minoristas de la de los tramos institucionales. En el
tramo minorista general la comisión de colocación bási-
ca varió entre el 2 por 100 y el 1,5 por 100 del importe
adjudicado, en función del momento en el que se gene-
ró la demanda, existiendo una prima que incrementaba
dichos porcentajes en caso de que la demanda global de
la entidad superara determinados volúmenes. De esta
forma, la comisión osciló entre el 2,4 por 100 y el 1,7
por 100 del importe adjudicado. Para el tramo institu-
cional la comisión representó un 1,56 por 100 del total
resultante de multiplicar el precio de venta institucional
por el número de acciones finalmente adjudicadas.

Para el subtramo de empleados y jubilados la única
comisión establecida fue la de aseguramiento, no teniendo
ninguna comisión el subtramo de Fondos de Pensiones.

Por las acciones incluidas en el Green-Shoe no se
abonó comisión de aseguramiento, a diferencia del tra-
tamiento seguido en la OPV de Argentaria. La comi-
sión de dirección de estas acciones se distribuyó en
función del compromiso de aseguramiento inicial,
correspondiendo un 20 por 100 al tramo nacional y un
80 por 100 al internacional.

Las comisiones fueron abonadas en el plazo esta-
blecido en el Folleto por SEPPA al Banco Agente,
quien a su vez las abonó a las entidades beneficiarias
en los plazos previstos, previa aprobación de las cuen-
tas por SEPPA. Las comisiones de colocación del
tramo institucional nacional se liquidaron según la
información que facilitaron las Entidades Coordinado-
ras Globales a SEPPA, sin que ésta verificara con docu-
mentación bursátil las acciones colocadas por cada
entidad. A pesar de lo manifestado por SEPPA en sus
alegaciones, en la OPV anterior de Argentaria el siste-
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ma normalizado para formalizar las operaciones bursá-
tiles sí permitió este control. De esta forma, la liquida-
ción de dicha comisión fue controlada por SEPPA de
forma global, sin tener en cuenta su reparto entre las
diferentes entidades. Las comisiones del tramo interna-
cional, como se ha mencionado, fueron descontadas de
los ingresos brutos percibidos por SEPPA por la venta
de las acciones.

En el tramo minorista, el devengo de la comisión
de colocación para cada entidad estaba condicionado a
que desde el 18 hasta el 21 de febrero de 1997, inclusi-
ve, no vendieran más del 50 por 100 de las acciones

adjudicadas a través de la entidad. Para ello, las Enti-
dades Aseguradoras debían remitir una certificación
acreditativa de tal circunstancia, firmada por persona
con poder bastante, con el rango mínimo de Director
General o equivalente. Se ha comprobado que dos
entidades no presentaron la certificación, y al menos la
mitad no fueron expedidas por la persona prevista en
el contrato.

Las comisiones devengadas por la operación, para
cada tramo, se recogen en el siguiente cuadro resumen,
con la deficiencia de contabilización puesta de mani-
fiesto en el subapartado II.3 de este Informe.
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COMISIONES

(En millones de pesetas)

Se ha comprobado que el cálculo de las diferentes
comisiones ha sido correcto, según las condiciones
recogidas en los contratos.

IV.5 Tramos de colocación

IV.5.1 Tramo minorista

En el Folleto Informativo se reguló la forma de
realizar el prorrateo de acciones en el tramo minorista
general, en caso de que la demanda superase a la ofer-
ta. La demanda final de acciones para este tramo fue
de 708.882.189 acciones, siendo adjudicadas definiti-
vamente 114.377.060 acciones. Al igual que en la
OPV de Argentaria, el prorrateo se articuló a través de
un procedimiento informático que elaboró el Banco
Agente, recogiendo las reglas establecidas en el Folle-
to, y se estableció que la aplicación informática sería
auditada para comprobar su validez.

La auditoría informática realizada por el auditor
externo destaca, al verificar el sistema informático
utilizado en la operación, las mismas salvedades que
las observadas en la OPV de Argentaria, aunque tam-
poco lo invalida. Como un hecho distintivo entre
ambas auditorías informáticas, es destacable que la de
Telefónica no incluyó la presencia física de los audi-
tores durante la ejecución de los procesos de la OPV,
quedando, por tanto, algunas de las verificaciones

efectuadas limitadas a garantizar la bondad de los sis-
temas hasta la fecha de su realización, anterior a la
fecha del prorrateo.

IV.5.2 Tramo institucional nacional

El tramo institucional español estaba dirigido a
inversores institucionales residentes en España, consi-
derándose como tales a fondos de pensiones, entida-
des de seguros, entidades de crédito, sociedades y
agencias de valores, sociedades y fondos de inversión
mobiliaria, entidades habilitadas por el art.76 de la
Ley del Mercado de Valores para gestionar carteras y
otras sociedades cuya actividad fuese el mantenimien-
to estable en cartera de valores de renta variable.

Las propuestas de compra formuladas en este
tramo fueron como mínimo de 10 millones de ptas., y
se realizaron durante un periodo en el que se efectuó
una prospección de la demanda, mediante la que las
entidades encargadas de la colocación obtuvieron de
los potenciales compradores propuestas sobre el
número de acciones y el precio al que estaban dis-
puestos a adquirirlas. Estas propuestas, sin carácter
vinculante, sirvieron para construir el libro de deman-
da, que posteriormente fue utilizado para realizar la
adjudicación definitiva en el tramo. La asignación
definitiva de acciones del tramo se realizó una vez
fijado el precio de venta institucional, por acuerdo



entre los Coordinadores Globales y los Directores de
Tramo.

Las Entidades Coordinadoras Globales, oída
SEPPA, tenían la posibilidad de admitir o rechazar las
propuestas de compra inicialmente formuladas por las
entidades, según el criterio que consideraran oportuno
y dentro del periodo de confirmación de propuestas,
que transcurrió entre las cero horas y las nueve y
media horas del día de ejecución de la operación de
bolsa (18 de febrero de 1997).

El tramo se aseguró para un total de 13.686.141
acciones y la adjudicación real ascendió a 18.510.000.
No se ha podido verificar la colocación entre los dife-
rentes inversores, al no disponer de información ade-
cuada que permitiera conciliar los datos del libro de
demanda con las operaciones bursátiles realizadas,
pese a lo manifestado por la Entidad en sus alegacio-
nes.

IV.5.3 Tramo institucional internacional

Al tramo institucional internacional se asignaron
inicialmente 71.852.259 acciones, según se recogió
en el protocolo de aseguramiento y en el Folleto Infor-
mativo, dividido en cuatro subtramos: Estados Uni-
dos, Reino Unido, Europa Continental y resto de mer-
cados extranjeros. El número de acciones finalmente
aseguradas en los contratos de aseguramiento y colo-
cación fue de 54.744.576 acciones. La reasignación
entre los tramos, acordada por los Coordinadores Glo-
bales, supuso reducir este tramo hasta 45.359.795
acciones. Mediante el ejercicio del Green-Shoe, los
subtramos internacionales se incrementaron hasta
alcanzar un volumen de 58.722.617 acciones, de las
cuales 45.976.617 correspondían a acciones nomina-
das en ptas. y 12.746.000 se representaron en ADS.

Un resumen del número de acciones de las dife-
rentes fases y tramos de la OPV figura en el Anexo 2.

IV.5.4 Redistribución de los tramos

En el Folleto Informativo se estableció la posibili-
dad de redistribuir las acciones colocadas en cada
tramo, fundamentalmente para ampliar el minorista
general en caso de que hubiera exceso de demanda, a
costa de reducir los institucionales aunque también
presentaran exceso de demanda. Para realizar estos
trasvases, hasta la fecha de la firma del contrato de
aseguramiento y por un máximo de 17.107.680 accio-
nes, se requería el acuerdo de SEPPA con la mayoría
de las Entidades Coordinadoras Globales, y hasta el
15 de febrero de 1997 se podía incrementar en cual-
quier cuantía, con la unanimidad de las mencionadas
entidades. Se ha comprobado que el acuerdo por el
que se aumentó el tramo minorista general y se redu-
jeron los tramos institucionales fue adoptado por los
Coordinadores Globales, comunicándoselo a SEPPA
el 15 de febrero de 1997.

La colocación de los tramos institucionales, al
estar basada en la libre decisión de los Coordinadores
Globales, hizo que el volumen final de acciones dis-
tribuidas a través de esos tramos fuese establecido por
SEPPA según las propuestas de los Coordinadores
Globales.

De las verificaciones efectuadas sobre la redistri-
bución de acciones entre los diferentes tramos no se
han deducido salvedades, estando recogidos por escri-
to los acuerdos adoptados entre SEPPA y los Coordi-
nadores Globales sobre el tamaño definitivo de cada
tramo. Además, SEPPA comunicó a la CNMV, como
información adicional al Folleto, las redistribuciones
efectuadas.

Al igual que en la OPV de Argentaria, la coloca-
ción de las acciones en uno u otro tramo incidía en el
resultado económico global de la operación, y aunque
la realización práctica de la OPV estaba influida por
múltiples variables exógenas, la comparación teórica
entre lo que hubiese supuesto el cumplimiento de la
operación tal y como se aseguró y la que se llevó a
cabo en la práctica, permite cuantificar económica-
mente las consecuencias de las decisiones adoptadas,
sin olvidar que la OPV efectuada por el Estado no se
guió sólo por principios económicos.

Mediante la reasignación se incrementó el tramo
minorista en 11.730.981 acciones, disminuyendo los
tramos institucionales nacional e internacional en
2.346.196 y 9.384.785 acciones, respectivamente,
reservándose 586.549 acciones adicionales como
bonus de fidelidad, a costa de reducir el Green-Shoe.
Todo ello quedó recogido por escrito mediante acuer-
do firmado entre SEPPA y las Entidades Coordinado-
ras Globales el 15 de febrero de 1997.

El ejercicio de la opción de compra sobre la totali-
dad de acciones previstas más otras 590.210 proce-
dentes del bonus de fidelidad (en total 20.532.877
acciones) se produjo el mismo día de la operación
bursátil, aumentando la oferta inicialmente asignada a
los tramos institucionales en 7.170.055 acciones el
nacional y 13.362.822 acciones el internacional (ver
Anexo 2).

El bonus de fidelidad provisionado, una vez adju-
dicadas las acciones del tramo minorista, ascendió a
331.176 y 4.797.467 acciones, respectivamente, para
los subtramos de empleados y minorista general. Su
cálculo fue realizado por el Banco Agente por medio
del sistema informático utilizado en la OPV, y comu-
nicado a SEPPA mediante escrito de 19 de febrero
de 1997.

La reasignación de acciones entre los tramos origi-
nó para SEPPA un resultado económico de la OPV
diferente al que se hubiera producido de haberse cum-
plido la distribución prevista inicialmente. La compa-
ración entre ambos se recoge en los siguientes cua-
dros:
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La diferencia entre los resultados que se habrían
obtenido de haberse realizado la OPV según las condi-
ciones aseguradas, y los realmente obtenidos, ascen-
dió a 1.249 millones de ptas., incluso vendiéndose de
hecho 3.661 acciones más de la cantidad asegurada.

Como se ha expuesto al analizar la OPV de Argen-
taria, el resultado económico de la operación está
influido por otras variables. Entre ellas, la posibilidad
de que las entidades participantes no asumieran una
OPV en la que no pudieran redistribuir los tramos
libremente.

El precio de aseguramiento contratado para todos
los tramos de la oferta fue el precio de venta institu-
cional que acordaron de forma conjunta SEPPA y los
Coordinadores Globales. En el caso de que no se
hubiese producido acuerdo en la fijación del precio de
venta institucional, el precio de aseguramiento hubiese
sido un precio de aseguramiento mínimo, establecido
en 3.070 ptas.

IV.6 Gastos de la OPV

El Consejo de Administración de SEPPA, en su
reunión de 25 de octubre de 1996, acordó conferir a
Telefónica un mandato mediante el que, entre otros
aspectos, podía suscribir por cuenta de SEPPA los con-
tratos que fuesen necesarios para la realización de las

actuaciones de ejecución de la OPV, excluidos los con-
tratos de aseguramiento y colocación, así como con el
Banco Agente.

En esa Carta Mandato se reguló el procedimiento
para seleccionar los proveedores, la forma en la que
SEPPA debía autorizar los presupuestos previos y cada
gasto a realizar y la propuesta previa a los pagos reali-
zada por personal de SEPPA con poder suficiente.

El 2 de diciembre de 1996 el Consejo de Adminis-
tración aprobó el presupuesto máximo de gastos en
que se podía incurrir para ejecutar la OPV de Telefóni-
ca, 4.239 millones de ptas., que junto con una amplia-
ción de 223 millones aprobada por el Consejo el 30 de
enero de 1997, elevó el presupuesto definitivo a 4.462
millones de ptas. Las partidas en que se distribuyó el
presupuesto podían ser transferidas entre sí, siempre
que no se superase el gasto máximo fijado. Además, se
acordó que la financiación de los gastos de marketing
y publicidad recogidos en el presupuesto de gastos -
3.990 millones de ptas.- serían costeados por SEPPA y
Telefónica en un 77,5 por 100 y 22,5 por 100, respecti-
vamente. El presupuesto de gastos aprobado fue respe-
tado a nivel global.

En el siguiente cuadro se recoge la distribución de
los gastos entre ambas entidades y su comparación con
el presupuesto aprobado, en millones de ptas.:
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La OPV de Telefónica originó 5.227 millones de
ptas. de gastos totales, IVA incluido, de los cuales
4.275 millones fueron asumidos por SEPPA y 952
millones por Telefónica. El importe pagado por SEPPA
fue imputado a los ejercicios 1996 y 1997 en 38 y 4.237
millones de ptas., respectivamente. Los gastos exclui-
dos de la Carta Mandato, fuera del presupuesto, suma-
ron 302 millones de ptas.

Se han fiscalizado la totalidad de los gastos efectua-
dos, verificando básicamente el sistema seguido para
seleccionar a los contratistas, el criterio tenido en cuen-
ta para adoptar la decisión de adjudicación, la concu-
rrencia de empresas para presentar ofertas, los contra-
tos firmados y el cumplimiento de los procedimientos
regulados en la Carta Mandato para efectuar los pagos.

Los resultados obtenidos de las verificaciones han
sido los siguientes:

— El 24 por 100 del importe contratado se realizó
por concurso, siendo el 76 por 100 restante adjudicado
directamente, bien por tratarse de proveedores habitua-
les de Telefónica, o por tratarse de contrataciones urgen-
tes. En este último caso se encuentra la contratación del
marketing directo -1.038 millones de ptas.- y los estu-
dios de investigación de mercados - 69 millones de ptas.-.
En los casos en que se produce la contratación directa
existe una nota o informe justificativo de la decisión
adoptada, firmado por diferentes cargos de Telefónica.
El volumen de contrataciones realizadas siguiendo el
procedimiento de urgencia se considera elevado, tenien-
do en cuenta que una OPV sigue unos procedimientos
conocidos, previsibles y planificables en el tiempo.

— El contrato para prestar los servicios de Central
de Medios de Publicidad, que originó una facturación
de 1.023 millones de ptas., se realizó de forma directa
con el proveedor habitual de Telefónica para este
servicio, sin promover concurrencia entre otras empre-
sas que permitiera contrastar las condiciones económi-
cas aplicadas, sin que pueda ser admitido, como mani-
fiesta la Entidad en sus alegaciones, que no se pudo
seleccionar entre varios proveedores por razones de
urgencia debido al calendario de la OPV, ya que un
gasto de la importancia cualitativa y de la naturaleza
perfectamente previsible como el mencionado, no
debería dar lugar a urgencia en su contratación. Entre
las condiciones establecidas en el contrato, figura que
su objeto se desarrollará conforme a la planificación
(briefing) que la Agencia de Medios debía presentar a
SEPPA y Telefónica para su aprobación, incorporán-
dose al contrato como anexo, sin que se haya produci-
do tal extremo.

— El objeto de algunos contratos estaba definido
de forma genérica y superpuesto con el de otros.

— El gasto realizado para la presentación interna-
cional de la OPV se contrató con la misma empresa
que prestó dicho servicio en la OPV de Argentaria,
siendo de aplicación lo citado en el subapartado III.6
de este Informe. En este caso existe una nota del
Director Financiero de Telefónica que destaca a dicho
proveedor como el único con capacidad suficiente para
asegurar el correcto desarrollo de los servicios. El
importe facturado por este concepto se elevó a 233
millones de ptas.
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IV.7 Compromisos futuros originados por la OPV

Todas las personas que concurrieron por el subtra-
mo minorista general tuvieron las siguientes ventajas:

— Un descuento del 4 por 100 sobre el Precio de
Referencia del Mercado.

— Un bonus de fidelidad, consistente en una
acción gratis por cada veinte adquiridas en la oferta,
para aquellos inversores que en el plazo de un año man-
tuvieran un saldo diario de acciones de Telefónica
como mínimo igual al número de acciones adjudica-
das.

Para el subtramo minorista especial, de empleados
y jubilados, las ventajas consistieron en un descuento
del 6 por 100, y un bonus de una acción por cada quin-
ce mantenidas. El subtramo minorista especial de Fon-
dos de Pensiones obtuvo un descuento de un 8 por 100
en el precio, sin bonus de fidelidad.

En función de estas condiciones SEPPA provisionó
inicialmente, por estos conceptos, 2.357 millones de
ptas. correspondientes a 5.128.643 acciones, de las
cuales 331.176 correspondieron a las acciones de
empleados y 4.797.467 a la cantidad máxima que
correspondía a los adjudicatarios del tramo minorista
general.

Para la cuantificación inicial del número de accio-
nes que debían ser reservadas el Banco Agente remitió
el 19 de febrero de 1997 una comunicación a SEPPA
informando de tal extremo.

A medida que los accionistas perdieron las condi-
ciones y derechos para acceder a las acciones gratuitas
se fue liberando la provisión inicialmente contabiliza-
da, según cálculos realizados por el Banco Agente.

Finalmente, como hecho posterior al periodo fisca-
lizado, el 19 de febrero de 1998 se procedió a la entre-
ga gratuita de acciones a aquellas personas que cum-
plieron las condiciones necesarias. De la cantidad
inicialmente provisionada resultaron liberadas, durante
1997 y 1998, acciones por importe de 865 millones de
ptas., se entregaron en 1998 3.245.220 acciones por
importe de 1.491 millones de ptas. y se mantiene un
saldo de 439.289 ptas. a 31 de diciembre de 1998 para
reclamaciones pendientes de resolver.

V. CONCLUSIONES

V.1 Generales

1.ª Las cuentas anuales de los ejercicios 1995
y 1996 reflejan, en todos los aspectos significativos, la
imagen fiel del patrimonio y de la situación financiera
de la Entidad, del resultado de sus operaciones y de los
recursos obtenidos y aplicados, y contienen la informa-
ción necesaria y suficiente para su interpretación y
comprensión adecuadas, de conformidad con los prin-

cipios y normas contables generalmente aceptados, con
la salvedad recogida en la siguiente conclusión.

2.ª La Entidad contabiliza en 1996 los ingresos
netos originados en la OPV de Argentaria, sin figurar
en la cuenta de pérdidas y ganancias las comisiones
satisfechas por importe de 5.030 millones de ptas. No
obstante, esa información es ofrecida en la nota expli-
cativa de los ingresos que figura en la memoria de las
cuentas anuales de la Entidad, aunque hay que realizar
una serie de cálculos para obtenerla, no apreciándose
de forma directa el importe total de las comisiones en
que incurrió la Sociedad para realizar las OPV.

Como hecho posterior al periodo fiscalizado, se ha
verificado que en el ejercicio 1997 la Entidad aplica el
mismo criterio para la contabilización de los ingresos y
gastos procedentes de la OPV de Telefónica, siendo las
comisiones abonadas de 18.034 millones.

3.ª La gestión realizada por la Entidad para efec-
tuar las dos OPV analizadas en el presente Informe,
vistos los resultados globales de las mismas en cuanto
a la demanda generada, su colocación e importe obte-
nido, puede considerarse positiva con las peculiarida-
des que se exponen en las conclusiones de cada OPV.

4.ª La Entidad cumplió adecuadamente la norma-
tiva aplicable, tanto en su actividad societaria como en
los procesos de privatización.

V.2 OPV de Argentaria

1.ª El procedimiento seguido para la determina-
ción de los precios de venta de las acciones se conside-
ra adecuado y transparente, y los precios obtenidos
parecen razonables, teniendo en cuenta el valor de coti-
zación en los mercados de valores.

2.ª El sistema seguido por SEP I para seleccionar
las diferentes entidades que participaron en la OPV no
se ajustó a un procedimiento escrito que tuviera como
objetivo garantizar la publicidad, transparencia y con-
currencia. En el proceso de selección no se recogió por
escrito el criterio seguido para la elección de las entida-
des. Sin embargo, se considera justificado que fuera
designada la propia Argentaria para efectuar determi-
nadas actuaciones en el desarrollo de la OPV.

3.ª Se han liquidado comisiones por el tramo
internacional superiores en 101 millones de ptas. a las
que se derivarían de aplicar las condiciones estableci-
das en el Folleto Informativo, como consecuencia de
una interpretación contractual y, según SEP I, de acuer-
do con prácticas internacionales de los miembros del
mercado, pero discrepante con el contenido del Folleto.

4.ª La auditoría externa de los procedimientos
informáticos seguidos por el Banco Agente para efec-
tuar la adjudicación y prorrateo de los tramos minoris-
tas presenta una opinión favorable con varias salveda-
des. Además, la comparación entre los suscriptores que
concurrieron por el tramo minorista como accionistas y
la base de datos de accionistas de Argentaria se efectuó
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por el auditor informático a 31 de diciembre de 1995,
según figura en su informe, incumpliendo lo dispuesto
en el Folleto, según el cual ostentaban la condición de
accionistas, a efectos de concurrir por ese tramo, los que
figurasen inscritos en los registros contables de las enti-
dades depositarias adheridas al Servicio de Compensa-
ción y Liquidación de Valores el 31 de enero de 1996. 

5.ª Se adjudican a la sociedad estatal Teneo, S.A
745.000 acciones, lo que, independientemente de la
contradicción que supone respecto a uno de los fines
perseguidos por la OPV (el traspaso de acciones del
Sector público al privado), originó como pago de comi-
siones un gasto de 113 millones de ptas.

6.ª Para la realización de los gastos de la OPV
satisfechos por SEP I -2.428 millones de ptas.- se con-
firió un mandato a Argentaria, siendo realizados direc-
tamente por ésta con sus proveedores habituales, sin
promover publicidad y concurrencia, y sin que SEP I
supervisara esta contratación al no estar previsto en la
Carta Mandato.

V.3 OPV de Telefónica

1.ª El procedimiento seguido para la determina-
ción de los precios de venta de las acciones se conside-
ra adecuado y transparente, y los precios obtenidos

parecen razonables teniendo en cuenta el valor de coti-
zación en los mercados de valores.

2.ª El procedimiento de selección de las entidades
que participaron en la ejecución de la OPV no ha pre-
sentado salvedad alguna, estando debidamente razona-
da la selección efectuada.

3.ª La auditoría externa de los procedimientos
informáticos seguidos por el Banco Agente para efec-
tuar la adjudicación y prorrateo de los tramos minoris-
tas presenta una opinión favorable, con salvedades que
no los invalida. En este caso no se incluyó la presencia
física de los auditores durante la ejecución de los pro-
cesos de la OPV, quedando, por tanto, algunas de las
verificaciones efectuadas limitadas a garantizar la bon-
dad de los sistemas hasta la fecha de su realización,
anterior a la fecha de prorrateo.

4.ª El contrato para prestar los servicios de Cen-
tral de Medios de Publicidad, que originó una factura-
ción de 1.023 millones de ptas., se realizó de forma
directa con el proveedor habitual de Telefónica para
este servicio, sin promover concurrencia entre otras
empresas que permitiera contrastar las condiciones
económicas aplicadas.

Madrid, 24 de noviembre de 1999.—El Presidente,
Ubaldo Nieto de Alba.
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RELACIÓN DE SIGLAS Y ABREVIATURAS UTILIZADAS EN EL INFORME 

ADS: Acciones Depositarias Americanas.
CCP: Consejo Consultivo de Privatizaciones.
CNMV: Comisión Nacional del Mercado de Valores.
DGPE: Dirección General del Patrimonio del Estado.
IVA: Impuesto Sobre el Valor Añadido.
OPV: Oferta Pública de Venta de Acciones.
SCLV: Servicio de Compensación y Liquidación de Valores.
SEC: Securities And Exchange Comission.
SEP I: Sociedad Estatal de Patrimonio I.
SEP II: Sociedad Estatal de Patrimonio II.
SEPPA: Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales.
TRLGP: Texto Refundido de La Ley General Presupuestaria.
TRLSA: Texto Refundido de La Ley de Sociedades Anónimas
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251/000038 (CD)
771/000020 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publica-
ción en el «BOCG. Sección Cortes Generales», del
Informe de fiscalización de la actividad de la Socie-
dad Estatal de Patrimonio II, S. A. (SEP II), en 1995
y 1996 (OPV de Telefónica, S.A.), aprobado sin modi-
ficaciones por la Comisión Mixta para las Relaciones
con el Tribunal de Cuentas, en su sesión del día 25 de
junio de 2001, al no haberse presentado propuestas de
resolución sobre el mismo (núm. expte. Congreso
251/000038 y núm. expte. Senado 771/000020).

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de julio
de 2001.—La Presidenta del Congreso de los Dipu-
tados, Luisa Fernanda Rudi Úbeda.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD
DE LA SOCIEDAD ESTATAL DE PATRIMONIO II,
SOCIEDAD ANÓNIMA (SEP II) EN 1995 Y 1996

(OPV DE TELEFÓNICA, S. A.)

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
la función fiscalizadora establecida en los artículos 2.a),
9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, y
a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14.1 de la
misma disposición y concordantes de la Ley 7/1988, de
5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas,
ha aprobado, en su sesión de 26 de abril de 2000, el
Informe de fiscalización de la actividad de la Sociedad
Estatal de Patrimonio II, S. A. (SEP II) en 1995 y 1996
(OPV de Telefónica, S. A.). Asimismo, de acuerdo con
lo prevenido en el artículo 28 de la Ley de Funciona-
miento, ha acordado su elevación a las Cortes Genera-
les, para su tramitación parlamentaria. El Pleno del Tri-
bunal ha acordado también trasladar este Informe al
Gobierno correspondiente, a tenor de lo dispuesto en el
citado artículo.
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I. INTRODUCCIÓN

I.1 Iniciativa y alcance de la fiscalización

La fiscalización de la actividad de la Sociedad Esta-
tal de Patrimonio Il, S.A. (SEP Il) está incluida en el
Programa de Fiscalizaciones del Tribunal de Cuentas
para el año 1998, aprobado por el Pleno en su sesión
de 23 de octubre de 1997, entre las previstas a realizar
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por iniciativa del propio Tribunal. Las Directrices Téc-
nicas aprobadas por el Pleno el 29 de julio de 1998
establecieron los siguientes objetivos:

1. Comprobación del cumplimiento de la legisla-
ción vigente aplicable a la actividad de la Entidad.

2. Verificación de los estados contables de la
Entidad, para los ejercicios 1995 y 1996.

3. Fiscalización de las actividades encaminadas a
la privatización de acciones de Telefónica de España,
S.A. (Telefónica). Específicamente, de la regularidad
de la operación, el análisis de los procedimientos apli-
cados para garantizar la publicidad, transparencia y la
concurrencia de entidades, de los sistemas de valora-
ción de las acciones y determinación del precio de
venta, de los contratos de asesoramiento, colocación y
aseguramiento de la operación, y de los gastos de mar-
keting y publicidad realizados en base a la Carta Man-
dato firmada con Telefónica.

4. Análisis del cumplimiento de los compromisos
futuros adquiridos según las condiciones fijadas en la
Oferta Pública de Venta de acciones (OPV).

La fiscalización se refiere a los ejercicios 1995 y
1996, incluyendo la OPV de Telefónica realizada en
octubre de 1995.

I.2 Naturaleza de la Entidad y marco normativo
aplicable

SEP II se creó por acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 5 de febrero de 1993 como una sociedad estatal
de las previstas en el art. 6.1.a) del Texto Refundido de
la Ley General Presupuestaria (TRLGP), constituyén-
dose por escritura pública de 12 de mayo de 1995.

El capital social inicial fue de 100 millones de
ptas., compuesto por cien acciones de un millón de
ptas. de valor nominal cada una, totalmente desembol-
sadas, siendo el Estado español el titular del 100% de
las mismas.

El art. 2 de sus estatutos sociales define el objeto
social como «la tenencia, administración y enajena-
ción, total o parcial, de las acciones de las sociedades
anónimas Telefónica de España, S.A. y/o Telefónica
Internacional, S.A., así como las obligaciones conver-
tibles emitidas por esta última Sociedad, que reciba
por cualquier título del Estado Español, Dirección
General del Patrimonio del Estado, pudiendo realizar
cualquier actuación complementaria o derivada que
resulte necesaria o conveniente para llevar a cabo la
enajenación.»

El ejercicio económico de SEP Il coincide con el
año natural, excepto en 1995 cuyo inicio es el 12 de
mayo, fecha de constitución de la Sociedad. La Enti-
dad no ha tenido personal vinculado por relación labo-
ral para la realización de su actividad, disponiendo tan
sólo de un Administrador único, cargo desempeñado
por el Director General del Patrimonio del Estado.

El Acuerdo de Consejo de Ministros de 28 de
junio de 1996, por el que se establecen las bases del
programa de modernización del sector público
empresarial del Estado, autorizó al Director General
del Patrimonio del Estado a efectuar las operaciones
societarias necesarias para que la Sociedad Estatal de
Participaciones Patrimoniales, S.A. (SEPPA) absor-
biera a SEP ll, subrogándose la primera en todos los
derechos y obligaciones de la sociedad absorbida,
dado que en el mencionado Acuerdo se estableció
una nueva organización de las entidades públicas que
realizan la gestión de los procesos de privatización
de empresas públicas, determinándose que SEPPA
incluyese en su objeto social el hasta entonces corres-
pondiente a SEP II. La Junta General Extraordinaria
y Universal de SEP II celebrada el 29 de octubre de
1999 aprobó la disolución sin liquidación de la
Sociedad, mediante la cesión global de sus activos y
pasivos a SEPPA.

En los procesos de venta de acciones la actuación
de la Entidad está sujeta, básicamente, a las siguientes
disposiciones normativas:

— Decreto 1022/1964, de 15 de abril, que aprueba
el Texto articulado de la Ley de Bases de Patrimonio
del Estado.

— Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

— Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de
septiembre, por el que se aprueba el TRLGP.

— Real Decreto 1564/1989, de 22 de diciembre,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Sociedades Anónimas (TRLSA).

— Real Decreto 291/1992, de 27 de marzo, sobre
emisiones y ofertas públicas de venta de valores.

— Real Decreto 671/1992, de 2 de julio, sobre
inversiones extranjeras en España.

I.3 Limitaciones

En el desarrollo de la fiscalización no han existido
limitaciones que hayan dificultado o impedido los pro-
cedimientos de fiscalización para la consecución de
los objetivos fijados, salvo la carencia de documenta-
ción relativa a los gastos asumidos por Telefónica, de
conformidad con la Carta mandato suscrita, a los que
se hace referencia en el Informe.

I.4 Rendición de cuentas

La Sociedad rindió las cuentas de los ejercicios
1995 y 1996 en los plazos legales previstos.

I.5 Trámite de alegaciones

Los resultados de las actuaciones practicadas en el
presente procedimiento fiscalizador se han puesto de
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manifiesto al actual responsable de la Sociedad (el Pre-
sidente de SEPPA) y a los dos que lo fueron durante el
periodo fiscalizado, a efectos de que formulasen las
alegaciones y presentasen los documentos y justifica-
ciones que estimaran pertinente, conforme prevé el art.
44.1 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas.

Se han recibido en plazo las alegaciones de los tres
responsables, que se acompañan al presente Informe.

Analizadas las alegaciones recibidas, se han incor-
porado al texto cuantas modificaciones se han conside-
rado necesarias en los casos en que se han aceptado,
introduciéndose, además, las aclaraciones que se han
estimado oportunas.

II. VERIFICACIÓN DE LOS ESTADOS
CONTABLES

Se han fiscalizado los saldos de las principales par-
tidas, comprobando su composición, evolución y ade-
cuación a los principios contables, sin que se deduzcan
deficiencias significativas, con la salvedad de la conta-
bilización de los ingresos, expuesta más adelante.
Igualmente se han comprobado los principales asientos
contables de los registros utilizados para elaborar las
cuentas anuales, analizando su documentación soporte
y los movimientos de fondos que originaron.

Durante 1995 y 1996 SEP II presentó los estados
financieros que se recogen a continuación:
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II.1 Activo

Entre las principales partidas del activo se encontra-
ban, a diciembre de 1995, las inversiones financieras
temporales, integradas por 12.184.498 acciones de Tele-
fónica, representativas del 1,29% de su capital, de las
cuales 1.987.152 acciones estaban afectas al bonus de
fidelidad de la OPV. El importe total de dichas acciones
ascendía a 5.599 millones de ptas., correspondiendo a
las acciones del bonus 913 millones. Al cierre de 1996
SEP II poseía 1.028.194 acciones de Telefónica, el
0,11% del capital de la sociedad, de las que 28.194
acciones se encontraban afectas al bonus de fidelidad.

Según lo establecido en la OPV, durante el ejercicio
1996 se efectuó la entrega de las acciones correspon-
dientes a los adjudicatarios de acciones que mantuvie-
ron la inversión en las condiciones previstas para ejer-
citar ese derecho. El total de acciones entregadas el 6
de noviembre y el 11 de diciembre de 1996 fue de
958.958, por un importe de 440 millones de ptas. A 31
de diciembre de 1996 se liberaron 1.000.000 acciones
reservadas para el bonus, al no cumplirse las condicio-
nes para ejercer el mencionado derecho, contabilizán-
dose como ingresos la cifra de 460 millones de ptas.

La otra partida del activo a destacar es la de tesore-
ría de la Entidad, que presenta durante el periodo fisca-
lizado fuertes oscilaciones como consecuencia de los
ingresos procedentes de la OPV realizada y de los
pagos al Estado en forma de dividendos y por el
Impuesto sobre Sociedades.

La Sociedad mantenía abierta una cuenta corriente,
en la que la autorización para disponer de los fondos se
efectuaba sólo con la firma del Administrador único, lo
que suponía una carencia del control interno para ges-
tionar la tesorería, situación que se mantuvo hasta julio
de 1996, en que se estableció la firma mancomunada.
La remuneración de la cuenta se referenció al MIBOR
medio a una semana, aplicando el 98% de dicho índice
para efectuar las liquidaciones, al descontar el porcenta-
je que representa el coeficiente de caja para la entidad
financiera. Esta remuneración parece adecuada, dados
los niveles de tesorería manejados por la Entidad. No
obstante, al no haberse recogido contractualmente, en
términos precisos, la forma de definir el tipo de interés a
aplicar en las liquidaciones por la entidad bancaria, la
Sociedad no pudo comprobarlo con la precisión que
requería el elevado volumen de tesorería manejado, al
hacerse sobre información del MIBOR con un margen
entre el máximo y el mínimo divergentes en algunas
centésimas. Los ingresos financieros obtenidos se ele-
varon a 1.574 millones de ptas. a 31 de diciembre de
1995 y 272 millones a 31 de diciembre de 1996.

II.2 Pasivo

La partida principal del pasivo era la de los fondos
propios, integrados por los siguientes saldos, en millo-
nes de ptas.:

Durante el ejercicio 1995 se produjo un aumento de
los fondos propios de SEP II, al efectuarse una amplia-
ción de capital, por importe de 5.180 millones de ptas.
nominales y una prima de emisión de 46.623 millones
de ptas., suscrita íntegramente por el Estado español
mediante la aportación no dineraria de 112.736.498
acciones de Telefónica valoradas en 51.803 millones
de ptas., que posteriormente fueron objeto de OPV. La
Junta General Extraordinaria y Universal de accionis-
tas de SEP II, celebrada el 27 de octubre de 1995, apro-
bó la distribución de un dividendo extraordinario con
cargo a la prima de emisión por el mismo importe que
ésta, efectuándose el pago al Estado el 30 de octubre de
1995. En el ejercicio 1996 el capital se situó en 594
millones de ptas., al realizarse una reducción de 4.686
millones, entregándose al Estado 10.197.346 acciones
de Telefónica y 277.002 ptas. en metálico.

Las provisiones estaban constituidas por el saldo
necesario para cumplir las obligaciones económicas
futuras derivadas de la OPV, recogiendo el coste de
adquisición de las acciones gratuitas, que previsible-
mente deberían entregarse a los adjudicatarios que
cumplieran las condiciones establecidas en aquélla. A
medida que se producía la pérdida de esos derechos, al
incumplirse por los adjudicatarios dichas condiciones,
el importe liberado se integraba en los ingresos del
ejercicio. El saldo de provisiones para riesgos y gastos
se redujo de 913 millones de ptas. en 1995 a 13 millo-
nes en 1996, al producirse el 6 de noviembre de 1996
una entrega de acciones de Telefónica como bonus de
fidelidad, según las condiciones previstas. El objeto y
aplicación de dichas provisiones se describen en el
subapartado III.7.

Los saldos de los acreedores a corto plazo, que al
cierre de 1995 ascendían a 2.573 millones de ptas.,
estaban integrados por algunas deudas comerciales ori-
ginadas en la OPV y por las deudas con la Hacienda
Pública, principalmente por el Impuesto sobre Socie-
dades, reduciéndose en el siguiente ejercicio a 132
millones de ptas.

II.3 Resultados

Respecto a los resultados, únicamente cabe señalar
que la Sociedad contabilizó como ingresos las ventas
netas de la OPV de Telefónica, incumpliendo el prin-
cipio contable de no compensación de ingresos y gas-
tos, pese a lo manifestado por la Entidad en alegacio-
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nes, sin que consten en la memoria las circunstancias
por las cuales se adoptó tal decisión. Con ello se dis-
torsiona la información ofrecida por la cuenta de pér-
didas y ganancias, que no recoge de forma expresa los
saldos de las comisiones satisfechas en la operación
(4.914 millones de ptas.). No obstante, esa informa-
ción es ofrecida en la nota explicativa de los ingresos
que figura en la memoria de las cuentas anuales de la
Entidad, aunque hay que realizar una serie de cálculos
para obtenerla, no apreciándose de forma directa el
importe total de comisiones en que incurrió la Socie-
dad para realizar la OPV. Por tanto, la contabilización
del importe neto de la cifra de negocios se realizó
incumpliendo los criterios generales establecidos por
el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas en
su Resolución de 16 de mayo de 1991, dado que las
operaciones realizadas constituyen la actividad ordina-
ria de la Sociedad, cuestión ésta que la Entidad no
aborda en su alegación.

La partida «otros ingresos de explotación» recoge
los dividendos abonados por Telefónica, percibidos por
SEP II en enero y junio de 1996. «Otros intereses e
ingresos asimilados» reflejan la remuneración percibi-
da por las cuentas de tesorería de la Sociedad.

Entre los gastos destacan por su cuantía los de
explotación, en su mayor parte originados por la ejecu-
ción de la OPV de Telefónica. Los resultados de su fis-
calización se exponen en el subapartado III.6 de este
Informe.

En cuanto al Impuesto sobre Sociedades se ha com-
probado la presentación de la correspondiente liquida-
ción fiscal y su pago.

La Junta General Extraordinaria y Universal de
accionistas de 27 de octubre de 1995, cumpliendo lo
establecido en el art.216 del TRLSA, acordó distribuir
un dividendo a cuenta de los resultados del ejercicio
1995 al Estado como accionista único por importe
de 69.000 millones de ptas. Se ha comprobado su pago
el 30 de octubre de 1995, junto con el dividendo extra-
ordinario citado.

II.4 Resultados de la OPV

En el siguiente cuadro se presenta una visión glo-
bal del resultado final obtenido en la OPV realizada,
teniendo en cuenta que las provisiones son las real-
mente aplicadas hasta el 31 de diciembre de 1996,
integradas por el coste de las acciones efectivamente
entregadas de forma gratuita como bonus de fideli-
dad, según las condiciones establecidas. Por su parte,
los ingresos y el coste contable se refieren a las accio-
nes realmente vendidas en la OPV, descontando
10.197.346 acciones que al no haberse vendido fue-
ron devueltas a la Dirección General del Patrimonio
del Estado (DGPE) en concepto de restitución de
aportaciones, y 1.000.000 acciones que dejaron de
estar afectas al bonus de fidelidad. El coste contable

de las acciones es el valor por el que se registraron
para cubrir la ampliación de capital y la prima de emi-
sión, utilizado por la DGPE para aportar las acciones
objeto de la OPV.

RESULTADO FINAL DE LA OPV TELEFÓNICA

(En millones de pesetas)

A 31 de diciembre de 1996 se mantenía un saldo
de 1.028.194 acciones de Telefónica en la cartera de
valores de la Entidad, con un valor contable de 472
millones de ptas., de las cuales 1.000.000 acciones
fueron liberadas de las provisiones y destinadas a su
venta futura y 28.194 se mantuvieron para atender
posibles reclamaciones del bonus.

Se ha comprobado que los ingresos derivados de la
OPV fueron realizados en la forma y plazos previstos.

III OFERTA PÚBLICA DE VENTA DE ACCIO-
NES DE TELEFÓNICA DE ESPAÑA, S.A.

III.1 Antecedentes

Se han fiscalizado las actividades realizadas por
SEP II para la privatización de las acciones de Telefó-
nica, efectuada en octubre de 1995.

En virtud de lo dispuesto en el art.6.3 del TRLGP,
el Consejo de Ministros autorizó, el 28 de abril de
1995, al Ministerio de Economía y Hacienda (MEH)
para vender el 12% de las acciones de Telefónica, en
una o varias veces, tanto en el mercado nacional como
en los mercados extranjeros, y antes del 31 de diciem-
bre de 1995.

En la fecha de realización de la OPV el Estado
poseía directamente a través de la DGPE 186.540.404
acciones de Telefónica, e indirectamente a través de
SEP II 112.736.498 acciones, lo que representaba en
conjunto el 31,86% del capital social.

III.2 Cumplimiento de las disposiciones legales
aplicables

El Real Decreto 1525/1995, de 15 de septiembre,
dictado en ejecución y desarrollo de la Ley 5/1995, de
23 de marzo, de régimen jurídico de enajenación de
participaciones públicas en determinadas empresas,
exoneró de su aplicación los actos de disposición
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sobre el capital social de las entidades mercantiles
incluidas en el ámbito de aplicación de la citada Ley y
que se encontraran en curso a la entrada en vigor del
Real Decreto, cual sería el supuesto de Telefónica, en
que el Consejo de Ministros, el 28 de abril de 1995,
autorizó la venta del 12% de las acciones.

En aplicación del art. 152 del TRLSA, el 28 de
julio de 1995 la Junta General Extraordinaria y Uni-
versal de accionistas de SEP II acordó aumentar el
capital social en 5.180 millones de ptas., siendo éste
suscrito y desembolsado por el Estado español, como
accionista único, mediante la aportación no dineraria
de 112.736.498 acciones de Telefónica, valoradas en
51.803 millones de ptas., cifra que cubría la amplia-
ción de capital y la prima de emisión, y que coincidía
con la cuantía por la que figuraban registradas en la
contabilidad de la DGPE.

En cumplimiento de lo establecido en el art. 162
del TRLSA, la escritura de ampliación de capital fue
inscrita en el Registro Mercantil el 31 de agosto de
1995. Se ha verificado la existencia del informe de
valoración del experto independiente nombrado por el
Registro Mercantil, previsto en el art. 38 del TRLSA
y en el art. 133.2 del Reglamento del Registro Mer-
cantil, y su incorporación a la escritura de ampliación
de capital. En dicho informe se recoge que las accio-
nes aportadas tienen un valor real suficiente para
cubrir el nominal del capital más la prima de emisión.

En la escritura también se menciona la notificación
que SEP II realizó a Telefónica en cumplimiento del
art.86 del TRLSA, comunicándole la adquisición de
más de un 10% de su capital social.

Según lo previsto en el art. 11 del Real Decreto
671/1992, de 2 de julio, sobre régimen de las inver-
siones extranjeras en España, se solicitó el 4 de sep-
tiembre de 1995 a la Dirección General de Economía
Internacional y Transacciones Exteriores la autoriza-
ción para la venta de las acciones correspondientes a
la oferta a realizar fuera del territorio español, siendo
concedida el 6 de septiembre de dicho año. 

En relación con la oferta de acciones en EEUU, se
tramitó ante la U.S. Securities and Exchange Commis-
sion la preceptiva declaración de registro, con su
correspondiente folleto, que recogía la posibilidad de
admitir un máximo de 7.096.233 Acciones Deposita-
rias Americanas (ADS), representativas de 21.288.699
acciones ordinarias de Telefónica.

La mencionada Junta General Extraordinaria y
Universal de SEP II adoptó el acuerdo de vender las
acciones que poseía, representativas de hasta el 12%
del capital social de Telefónica, a través de una OPV,
facultando al Administrador único de la Sociedad para
realizar cuantos actos fueran necesarios o convenien-
tes para ejecutar el acuerdo de venta.

La oferta pública estuvo sujeta al régimen general
de verificación por la Comisión Nacional del Merca-
do de Valores (CNMV), según el art. 26 de la Ley

24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. En
su cumplimiento, el 7 de agosto de 1995 SEP II reali-
zó la comunicación previa a la CNMV de la oferta
proyectada. El 7 de septiembre la Comisión efectuó
la autorización y consiguiente inscripción del Folleto
Informativo Completo en sus registros oficiales, ajus-
tándose el contenido del Folleto a lo dispuesto en el
Real Decreto 291/1992, de 27 de marzo, sobre emi-
siones y ofertas públicas de venta de valores. Incor-
porados al Folleto se encuentran los informes de
auditoría de las cuentas anuales de Telefónica, así
como sus cuentas anuales consolidadas correspon-
dientes a los ejercicios 1993 y 1994, sin que presen-
ten salvedades.

El 19 de mayo de 1995 SEP II otorgó a Telefónica
un Mandato para que ésta centralizara y asumiera por
cuenta y a cargo de aquélla la dirección de las actua-
ciones precisas para llevar a cabo la OPV. Para ello el
Administrador de SEP II y el Presidente de Telefóni-
ca firmaron una Carta Mandato, en la que se estable-
cieron las pautas de colaboración entre ambas socie-
dades.

III.3 Contenido de la oferta pública de venta de
acciones

III.3.1 Características y distribución de los valores
de la OPV

Los títulos objeto de la oferta fueron acciones ordi-
narias de Telefónica de 500 ptas. de valor nominal
cada una, representadas por anotaciones en cuenta e
inscritas en el Registro Central del Servicio de Com-
pensación y Liquidación de Valores.

Las acciones cotizaban en las Bolsas españolas así
como en las de Londres, Tokio, París, Frankfurt y
Nueva York, en esta última en forma de ADS, corres-
pondiendo cada una de ellas a tres acciones ordi-
narias.

El número inicial de acciones de la OPV fue de
100.552.000, más 2.111.500 reservadas para cubrir el
bonus de fidelidad previsto según las condiciones de
la oferta, pudiéndose ampliar hasta un máximo de
10.072.998 acciones más, en caso de ejercitarse una
opción de ampliación de los tramos institucionales
(Green-Shoe), realizable en los treinta días siguientes
a la fecha de la operación bursátil, a facultad de las
Entidades Aseguradoras.

La OPV tuvo carácter global, asignándose inicial-
mente una distribución por tramos y subtramos en
España y una oferta internacional, también dividida
en diferentes subtramos. La distribución inicial quedó
recogida en el Folleto Informativo registrado en la
CNMV. Con posterioridad, se produjeron trasvases
entre los diferentes tramos, cuya colocación real se
recoge en el cuadro adjunto:
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El subtramo minorista general estaba dirigido a
personas físicas o jurídicas residentes en España, cual-
quiera que fuera su nacionalidad, y a no residentes que
tuvieran la condición de nacionales de uno de los Esta-
dos miembros de la Unión Europea o firmantes del
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. Los
subtramos minoristas especiales fueron destinados a
empleados y jubilados del Grupo Telefónica y a fon-
dos de pensiones del sistema de empleo promovidos
por Telefónica, no pudiendo superar conjuntamente
7.200.000 acciones, fijándose unas cifras máximas y
mínimas para cada uno de ellos. Por su parte, el tramo
institucional español estaba previsto para inversores
institucionales residentes en España. El tramo interna-
cional tenía íntegramente carácter mayorista e institu-
cional.

La reasignación de acciones supuso incrementar el
tramo minorista general en 2.000.000 acciones, a costa
de reducir ambos tramos institucionales.

El Green-Shoe finalmente no fue ejercido por las
Entidades Aseguradoras, devolviéndose las acciones a
la DGPE.

III.3.2 Valoración de las acciones de la Sociedad
y determinación del precio de venta

Las acciones de Telefónica fueron aportadas por la
DGPE, contabilizándolas SEP II al coste contable por
el que aquélla las mantenía, por importe unitario de
459,5 ptas., el mismo importe recogido en la escritura
de ampliación de capital. En dicha escritura se incluía

una valoración de Telefónica, realizada por experto
independiente, que determinaba como valor de la
acción de Telefónica, calculado por cuatro procedi-
mientos, una banda entre 1.482 ptas. y 1.596 ptas. en
agosto de 1995. De esta forma la plusvalía latente que
incorporaban las acciones de la sociedad cuando fue-
ron traspasadas a SEP II por el Estado se trasladó a la
Sociedad receptora de las acciones, percibiendo la
plusvalía que dichos activos financieros habían gene-
rado en sucesivos años, incorporada en el precio de
venta de la OPV. 

Al ser Telefónica una sociedad cotizada en los mer-
cados de valores, los precios de venta de las acciones
debían estar referidos a dichas cotizaciones. El precio
de venta de los tramos minoristas (general y especia-
les) se fijó en función del cambio medio ponderado -
1.683 ptas.- de las acciones de Telefónica en el Merca-
do Continuo español el día 2 de octubre de 1995, día
previo al de la operación bursátil, con descuentos del
4% y del 8%, quedando establecido en 1.615 ptas. el
minorista general y en 1.548 ptas. los subtramos de
empleados y jubilados y de fondos de pensiones de
Telefónica. El precio de venta de los tramos institucio-
nales fue fijado el 2 de octubre, por acuerdo de SEP II
con los Coordinadores Globales, en 1.637 ptas. por
acción y 39,862 dólares por ADS, recogiéndose en
acuerdo firmado por ambas partes. El precio de los
ADS fue el equivalente en dólares calculado al cambio
peseta-dólar fijado por la Reserva Federal de los Esta-
dos Unidos para el mismo día.

CORTES GENERALES 26 DE JULIO DE 2001.—SERIE A. NÚM. 180

110



El precio de venta del tramo institucional interna-
cional se liquidó descontando un 2,95% en concepto de
comisión a percibir por las entidades intervinientes.

Los precios de venta fueron hechos públicos y
comunicados a la CNMV como información adicional
al Folleto, según establece el art. 5 del Real Decreto
291/1992.

El procedimiento seguido para la determinación de
los precios de venta de las acciones se considera ade-
cuado y transparente, y los precios obtenidos parecen
razonables a la vista de la valoración de las acciones y
de la cotización en los Mercados de Valores.

III.4 Entidades que intervienen en la oferta

III.4.1 Funciones que realizan

El diseño y realización de la OPV aconsejaban el
concurso de una entidad —el Asesor Global— que asu-
miera las funciones de asesoramiento, interviniendo en
el análisis y solución de aspectos de diseño, desarrollo
y ejecución de la operación, ofreciendo a la sociedad
vendedora el asesoramiento y recomendaciones que
considerara preciso. Las funciones desarrolladas por el
Asesor Global hicieron aconsejable que fuera una enti-
dad distinta a los Coordinadores Globales de la oferta,
evitando la posibilidad de que el asesoramiento presta-
do sobre la estructura de la operación pudiera quedar
condicionado por sus propios intereses.

Los Coordinadores Globales tenían como función
principal la de mantener un control efectivo de la opera-
ción, coordinando su desarrollo en cada zona territorial
en la que se llevó a cabo, con objeto de solucionar los
problemas que pudieran surgir durante su ejecución.
Igualmente eran los encargados de formular a SEP II las
propuestas sobre redistribución de los tramos.

Además, en la OPV intervinieron diferentes Direc-
tores de Tramo, encargados básicamente de trasladar la
oferta de acciones a los inversores institucionales en
los tramos sobre los que ejercían su influencia.

Para los subtramos minoristas se definieron diferen-
tes Entidades Aseguradoras Directoras, cuya función
era asumir compromisos de aseguramiento de la oferta
al mismo tiempo que participaban en su preparación y
dirección, así como Entidades Colocadoras en cada
subtramo, facultadas para recibir mandatos y solicitu-
des de compra. El conjunto de estas entidades, que asu-
mieron en mayor o menor medida compromisos de
dirección, aseguramiento y colocación, constituían el
Sindicato de Colocación.

Otra entidad interviniente en la OPV fue el Banco
Agente, siendo básicamente sus funciones centralizar y
depurar, según las condiciones establecidas en el Folle-
to, los mandatos y solicitudes de compra del tramo
minorista, y realizar el prorrateo y la adjudicación defi-
nitiva, así como la liquidación de la operación.

III.4.2 Procedimientos de selección

El Asesor Global de la operación fue seleccionado
después de realizar, el 4 de mayo de 1995, una convo-
catoria entre 11 entidades financieras con relevancia
internacional en este tipo de servicios, mediante la cual
se les solicitó información sobre sus propuestas con-
cretas respecto de la OPV. El análisis y evaluación de
las propuestas de colaboración para el desempeño de
las funciones de asesor no se sustentaron en un proce-
dimiento escrito, ni se objetivaron mediante puntuacio-
nes o baremos, sin que conste el criterio aplicado para
efectuar la evaluación de las mismas. El contrato con el
Asesor financiero fue suscrito por el Administrador
único de SEP II el 20 de junio de 1995.

Los Coordinadores Globales de la OPV fueron
designados basándose en una propuesta de colaboración
que el 27 de mayo de 1995 dirigieron conjuntamente
tres entidades financieras al Director General del Patri-
monio del Estado, con objeto de asumir aquella función.
Estas entidades constituían el núcleo accionarial estable
de Telefónica, sin considerar la participación poseída
por el propio Estado. Las potenciales ventajas de la
actuación de los accionistas estables como Coordinado-
res Globales no eliminaban posibles conflictos de inte-
reses, máxime cuando en la fecha de su nombramiento
no estaban definidas las funciones que estos asumirían,
ni las condiciones básicas de la operación. Las decisio-
nes de selección de los cuatro Coordinadores Globales
fueron adoptadas por un Comité integrado por personal
de la DGPE y por otros representantes del MEH. Los
cuatro Coordinadores elegidos fueron las tres entidades
mencionadas y otro que asumió las funciones de coordi-
nación de la oferta en el extranjero, para cuya selección
se tuvo en cuenta la opinión de los otros tres Coordina-
dores y del Asesor de SEP II.

Los Directores de Tramo fueron seleccionados a
propuesta de los Coordinadores Globales, siendo estu-
diada y valorada por el Asesor Global de la operación.
Las restantes entidades que intervinieron en la OPV
actuaron como aseguradoras y colocadoras, asociadas
o no asociadas, siendo su grado de participación acor-
dado por las Entidades Coordinadoras.

La selección de los proveedores de servicios tales
como publicidad, investigaciones de mercado, marke-
ting e imprenta, fue realizada por Telefónica según lo
dispuesto en la Carta Mandato firmada con SEP II, sin
que se estableciese la obligación para Telefónica de
seguir procedimientos dirigidos a garantizar la publici-
dad y concurrencia entre los mismos, contratándose de
forma directa con los proveedores que trabajaban habi-
tualmente con Telefónica.

Según lo recogido en la Carta Mandato, el 19 de
mayo de 1995 SEP II contrató con Telefónica la presta-
ción de los servicios para la ejecución de la OPV, con-
templándose igualmente aquellos aspectos en los que
se debía presentar documentación legal de la sociedad
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a privatizar en organismos relacionados con los merca-
dos de valores. Del Mandato quedaron expresamente
excluidos los contratos de aseguramiento y colocación.

III.4.3 Contratos de aseguramiento y colocación

III.4.3.1 Obligaciones contractuales

Para la coordinación global de la colocación se
formó un Sindicato de Aseguradores y Colocadores,
integrado por una serie de entidades que, en función
del grado de compromiso y de la participación en la
preparación y dirección de la oferta, asumían la condi-
ción de Entidades Directoras, Aseguradoras Principa-
les, Aseguradoras, Colocadoras, Colocadoras Asocia-
das, Colocadoras no Asociadas y Tramitadoras.

El 6 de septiembre de 1995 SEP II firmó un proto-
colo de aseguramiento y compromiso de colocación
para cada uno de los subtramos de la oferta nacional
con las entidades intervinientes, en virtud del cual
manifestaron su intención de firmar un contrato de ase-
guramiento y colocación una vez fuera fijado el precio
máximo de las acciones de Telefónica.

Los contratos de aseguramiento y colocación se fir-
maron el 25 de septiembre de 1995 y en ellos las partes
convenían: el compromiso de aseguramiento y coloca-
ción de la oferta; el sistema de fijación del precio de
aseguramiento definitivo; el precio de aseguramiento
mínimo; la posibilidad de ampliar la oferta; la forma de
reasignar acciones entre tramos; el establecimiento y
liquidación de las comisiones; los procedimientos de
aseguramiento y colocación de las acciones; la adjudi-
cación, perfección, ejecución y liquidación de la OPV;
las declaraciones y garantías de las partes y las conse-
cuencias de los incumplimientos.

El precio de aseguramiento era igual al precio de
venta institucional, estableciéndose como precio de
aseguramiento mínimo el de 1.600 ptas. por acción,
salvo que el precio de venta minorista general fuese
superior, en cuyo caso prevalecería este último.

En los contratos se establecieron los procedimientos
para hacer efectiva la colocación de las acciones, tanto
en el tramo minorista como en los institucionales. Las
entidades firmantes asumían, principalmente, un com-
promiso de aseguramiento por el cual debían adquirir
para sí mismas las acciones aseguradas que no fueran
adquiridas por terceros durante el periodo de oferta
pública, y un compromiso de colocación por el que
debían adquirir, por cuenta de terceros, todas las accio-
nes adjudicadas a los inversores que hubieran tramita-
do sus peticiones a través de ellas. En el tramo institu-
cional este compromiso de colocación se materializaba
en la obtención de propuestas de compra de inversores
institucionales, de tal forma que de entre ellas se pudie-
ra realizar una selección por las Entidades Selecciona-
doras (Entidades Coordinadoras Globales y Entidad
Directora Principal del Tramo).

Para los subtramos internacionales también se fir-
maron dos contratos de aseguramiento, en los que,
entre otros aspectos, se recogían las obligaciones asu-
midas por las entidades aseguradoras de dichos tramos.

De las verificaciones realizadas no se deducen
incumplimientos contractuales que tengan incidencia
significativa en el desarrollo de la OPV.

III.4.3.2 Comisiones

El Folleto Informativo, así como los contratos de
aseguramiento y colocación, establecieron la contra-
prestación a percibir por las diferentes entidades por su
compromiso de aseguramiento, por la participación en
la colocación y por las diferentes funciones asumidas
en la realización de la OPV. Para ello, SEP II abonó al
Banco Agente, para su distribución entre las Entidades
Coordinadoras y Aseguradoras, las comisiones de
dirección, aseguramiento y colocación correspondien-
tes a las acciones colocadas en el mercado nacional.

En el subtramo minorista general la comisión de
dirección fue el 0,6% del resultado de multiplicar el
precio de aseguramiento por el número de acciones
aseguradas; la comisión a percibir por los Coordinado-
res Globales incluía el 1,05% del importe adjudicado a
solicitudes presentadas por Entidades Colocadoras no
Asociadas. La comisión de aseguramiento representó
el 0,5% del producto obtenido al multiplicar el número
de acciones aseguradas por el precio de aseguramiento.
De dicha comisión el Banco Agente detraería un 35%
de la cantidad a abonar a las entidades, para constituir
un fondo con el que los Coordinadores Globales pudie-
ran hacer frente a los hipotéticos quebrantos ocasiona-
dos en las prácticas de estabilización llevadas a cabo
por el Sindicato de Entidades Aseguradoras. La comi-
sión de colocación se cuantificó como un porcentaje
sobre el importe resultante de multiplicar el precio de
venta de cada tramo por el número de acciones final-
mente adjudicadas por cada entidad. El porcentaje
varió en función de que las solicitudes de compra se
hubieran basado o no en mandatos de compra, y del
volumen global de demanda generada por cada Entidad
Aseguradora; así, para las solicitudes formuladas en
mandatos, el porcentaje osciló entre el 2,1% y el
2,45%, mientras que para las no basadas en mandatos
la comisión fue entre el 1,7% y el 2,1% del importe de
las acciones adjudicadas.

Para el subtramo de empleados y el de jubilados la
única comisión establecida fue la de aseguramiento, no
teniendo ninguna comisión el subtramo de fondos de
pensiones.

En el tramo institucional nacional las comisiones de
dirección y aseguramiento eran del 0,59% del total ase-
gurado cada una, siendo la de colocación del 1,77%
sobre la cantidad efectivamente adjudicada.

En los tramos internacionales se incluía la comisión
a percibir por los Aseguradores internacionales -2,95%
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sobre la cantidad colocada- como un descuento sobre
el precio por el que se debía liquidar con SEP II. De
esta forma, los Aseguradores internacionales abonarían
a SEP II por cada acción el precio de venta neto del
citado descuento, ya que no existían comisiones de ase-
guramiento y colocación en dicho tramo.

Del análisis de los contratos de aseguramiento y
colocación firmados por SEP II con las entidades se ha
observado que, a diferencia de lo ocurrido en otras
OPV, no se estableció ninguna cláusula que limitara, en
alguna medida, las ventas de acciones de Telefónica en
los días posteriores a la operación bursátil para percibir
la comisión de colocación. No obstante, esta limitación
sí fue recogida en el contrato que suscribió el Banco
Agente con las diferentes Entidades Colocadoras y

cuya aplicación práctica supuso no pagar 10 millones
de ptas. a cuatro entidades que no respetaron la limita-
ción citada.

Por las acciones incluidas en el Green-Shoe se había
establecido inadecuadamente una comisión de asegura-
miento, sin que estas acciones estuvieran aseguradas,
al ser el ejercicio de la opción voluntario para las Enti-
dades Coordinadoras Globales. No obstante, no se
abonó cantidad alguna por tal concepto, al no ejercerse
finalmente el Green-Shoe.

El importe total de comisiones devengadas por la
operación, para cada tramo, se recoge en el siguiente
cuadro resumen, con la deficiencia de contabilización
puesta de manifiesto en el subapartado II.3 de este
Informe.
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COMISIONES

(En millones de pesetas)

De las comprobaciones efectuadas sobre el cálculo
y liquidación de las comisiones se desprende que se
ajustaron en lo fundamental a las estipulaciones con-
tractuales establecidas.

Por el tramo internacional SEP II cobró 33 millones
de ptas. menos de lo que correspondía según lo defini-
do en el Folleto Informativo de la OPV (el importe de
las acciones colocadas en dicho tramo descontando el
2,95% de comisión), sin que en éste se fijase la distri-
bución del porcentaje de descuento en diferentes tipos
de comisiones, como sucedía en el tramo nacional. Ello
fue debido a que, al producirse una reasignación de
1.718.192 acciones de los subtramos internacionales al
tramo minorista, se consideró que por aquéllos se debí-
an pagar las comisiones de dirección y aseguramiento
de esas acciones, lo que supuso un planteamiento
extensivo del seguido en los subtramos nacionales, que
sí diferenciaban cuantitativamente los diferentes tipos
de comisiones. Esta actuación respondió a lo conveni-
do en los contratos de aseguramiento de los subtramos
internacionales, y en el acuerdo de reasignación a favor
de los asegurados minoristas españoles, y que no fue
recogida adecuadamente en las condiciones estableci-
das en la OPV.

La cantidad que se descontó como comisión del
tramo internacional, tanto el nominado en dólares
como el de pesetas, se efectuó sobre el importe a perci-

bir por SEP II por las acciones nominadas en ADS,
cuya liquidación fue efectuada en dólares USA. La
Sociedad sufrió un quebranto por tipo de cambio de 44
millones de ptas., al estar definido el precio de venta de
las acciones en dólares a un tipo de cambio peseta-
dólar superior al que realmente se aplicó por la entidad
financiera que efectuó el cambio de los dólares recibi-
dos por SEP II. La posibilidad de dicho quebranto pudo
ser prevista mediante algún procedimiento de cobertu-
ra financiera.

III.5 Tramos de colocación y liquidación de la OPV

III.5.1 Tramo minorista

La demanda final de acciones en este tramo fue de
305.203.600 acciones, siendo adjudicadas definitiva-
mente 38.150.000 en el subtramo minorista general y
7.200.000 en los subtramos minoristas especiales,
correspondiendo 5.986.000 a empleados y jubilados y
1.214.000 a los fondos de pensiones de Telefónica. De
acuerdo con lo previsto en el Folleto Informativo, la
asignación de acciones fue comunicada a la CNMV
como información adicional y publicada en dos diarios.
Entre las condiciones recogidas en el Folleto Informa-
tivo se encontraba la forma de realizar el prorrateo del
tramo minorista en caso de que la demanda superase a



la oferta. El sistema seguido para efectuar el prorrateo
de acciones se articuló a través de un procedimiento
informático elaborado por el Banco Agente, que reco-
gía las condiciones del Folleto. Igualmente se estable-
ció que el proceso informático sería auditado para com-
probar su validez y fiabilidad, sin que el auditor externo
hiciera salvedad alguna en su informe.

Las decisiones adoptadas sobre el tamaño del tramo,
así como las condiciones y ventajas ofrecidas a los
adquirentes de estas acciones, fueron objeto de análisis
y valoración por el Asesor de SEP II.

III.5.2 Tramo institucional nacional

El tramo institucional español estaba dirigido a
inversores institucionales residentes en España, consi-
derándose como tales a fondos de pensiones, entidades
de seguros, entidades de crédito, sociedades y agencias
de valores, sociedades y fondos de inversión mobilia-
ria, entidades habilitadas por el art.76 de la Ley del
Mercado de Valores para gestionar carteras y otras
sociedades cuya actividad fuese el mantenimiento esta-
ble en cartera de valores de renta variable.

Iniciado el plazo de presentación de propuestas de
compra, las Entidades Colocadoras de este tramo obtu-
vieron de potenciales inversores propuestas de compra
no vinculantes para ambas partes, en las que se recogió
el número de acciones y el precio al que estaban dis-
puestos a adquirirlas, y que sirvieron para confeccionar
el libro de demanda que posteriormente fue utilizado
para realizar la adjudicación definitiva de este tramo.
Ésta se realizó, una vez acordado el precio de venta de
las acciones, mediante la selección efectuada por las
Entidades Seleccionadoras en el periodo de confirma-
ción de propuestas –entre las ocho y las diez horas del
día de operación bursátil–, según el criterio de califica-
ción de los inversores que estimaron oportuno.

Inicialmente, el tramo fue asegurado entre diez
Entidades Aseguradoras por 8.060.000 acciones, ascen-
diendo la demanda total de acciones solicitadas a
27.718.754. Al producirse una reducción de acciones
por reasignación de los tramos institucionales al mino-
rista, la adjudicación del tramo fue de 7.778.192 accio-
nes, considerando las ofrecidas por SEP II. No obstan-
te, el total de acciones adjudicadas a inversores del
tramo institucional fue de 11.060.000, produciéndose
una sobrecolocación de 3.281.808, cuya procedencia
no fue de acciones incluidas en la oferta de SEP II y
que, por lo tanto, no tiene incidencia en los resultados
obtenidos por la Entidad.

III.5.3 Tramo institucional internacional

Al tramo institucional internacional se asignaron
inicialmente 49.142.000 acciones, según se recogió en
el Folleto Informativo, dividido en cuatro subtramos:
Estados Unidos, Reino Unido, Europa Continental y
resto de mercados extranjeros. El número de acciones

finalmente aseguradas en los contratos de aseguramien-
to y colocación fue el mismo, produciéndose una rea-
signación entre los tramos, acordada por SEP II y los
Coordinadores Globales, que supuso reducir este tramo
hasta 47.423.808 acciones, de las cuales 24.536.222
estuvieron nominadas en ptas. y el resto en ADS.

La demanda generada, según se recogía en el libro
de demanda del tramo internacional, ascendía a
85.464.686 acciones.

III.5.4 Redistribución de los tramos

La distribución inicial quedaba asegurada por las
Entidades Aseguradoras para todos los tramos, reco-
giéndose, tanto en el Folleto Informativo como en los
contratos de aseguramiento y colocación, la posibilidad
de que por acuerdo de SEP II con los Coordinadores
Globales se produjesen transvases y reasignaciones en
el número de acciones destinadas a cada tramo bajo
determinadas condiciones, principalmente para ampliar
el subtramo minorista general reduciendo los tramos
institucionales, en función de las condiciones de
demanda que se generaran en ellos. Al ser el precio de
venta del tramo minorista inferior al de los otros tra-
mos, y al mismo tiempo ser superiores las comisiones e
incentivos que se abonan por aquél, la determinación
del tamaño de cada tramo tenía repercusión directa
sobre el resultado económico global de la operación
que obtendría SEP II, sin olvidar que la OPV efectuada
por el Estado no sólo se guió por principios económi-
cos, estando en la práctica influida por múltiples varia-
bles exógenas. No obstante, la comparación teórica
entre lo que hubiese supuesto el cumplimiento de la
operación tal y como se aseguró contractualmente y la
que se llevó a cabo en la práctica permite cuantificar
económicamente las decisiones adoptadas.

La reasignación de acciones hizo que se incremen-
tara el subtramo minorista general en 2.000.000 accio-
nes, reduciéndose en 281.808 y 1.718.192 acciones el
tramo institucional nacional y el internacional, respec-
tivamente, lo que fue comunicado el 3 de octubre de
1995 a la CNMV, como era preceptivo.

Las acciones reservadas para Green-Shoe (10.197.346)
finalmente quedaron sin ser colocadas, al no ser ejerci-
da en el plazo previsto dicha opción por los Coordina-
dores Globales de la OPV.

La OPV conlleva una práctica habitual, denominada
de estabilización, consistente en el compromiso de las
entidades integrantes del Sindicato Asegurador de
actuar en el mercado durante los días posteriores a la
operación bursátil, para evitar fluctuaciones pronuncia-
das de la cotización. Así, el exceso de acciones que sue-
len ser vendidas en el mercado en los días posteriores a
la ejecución de la OPV es comprado por el Sindicato,
evitando que el precio de la acción sufra descensos
importantes. Esta práctica no escrita hizo que la adjudi-
cación de las acciones de la OPV se hiciera en los tra-
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mos institucionales por un número de acciones supe-
rior al total de la oferta inicial, para posibilitar la absor-
ción de aquellas acciones que el Sindicato debiera
adquirir con objeto de estabilizar la cotización. El
hecho de que no se ejerciera el Green-Shoe denota que

la estabilización debió ser realizada por el Sindicato
Asegurador actuando en el mercado bursátil.

La ejecución bursátil de la OPV se materializó a tra-
vés de las siguientes operaciones, según se recoge en
los Boletines Oficiales de las Bolsas españolas:
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NÚMERO DE ACCIONES COLOCADAS

Como se ha señalado, las acciones procedentes de
SEP II únicamente fueron 100.552.000, las restantes
fueron colocadas por los Coordinadores Globales en
ambos tramos institucionales.

La reasignación de acciones ocasionó un resultado
económico para SEP II, cuya comparación con los
resultados que se hubieran producido si se hubiera
cumplido la asignación prevista inicialmente, se recoge
en los siguientes cuadros:

RESULTADOS SEGÚN CONDICIONES ASEGURADAS

(En millones de pesetas)

RESULTADOS REALES

(En millones de pesetas)

La comisión de colocación del tramo minorista es la
única que puede variar, dependiendo del momento en
el que se genera la demanda de las acciones y del volu-
men total demandado, por lo cual en el cálculo de la
estimación que correspondería a la situación prevista
inicialmente se ha considerado la distribución produci-
da realmente.

De la comparación de ambos cuadros se deduce que
se han obtenido 61 millones menos al efectuar reasig-
naciones entre tramos.

La asignación inicial de acciones estaba asegurada
y presentaba demanda suficiente para su cobertura,
conforme a los libros de demanda de los tramos institu-
cionales.

En esta cuantificación comparativa no se ha tenido
en cuenta la repercusión sobre el resultado que produ-
jeron las acciones que se debieron entregar como bonus
de fidelidad, ya que en el momento de efectuar la rea-
signación de los tramos no era posible saber cual sería
su montante final. En cualquier caso, siempre que se



aumentara el tramo minorista general se podría ocasio-
nar la entrega futura gratuita de las acciones correspon-
dientes.

III.6 Gastos de la OPV

Los gastos para efectuar la oferta fueron realizados,
en su mayor parte, por Telefónica, de acuerdo con la
Carta Mandato, con la única limitación cuantitativa
establecida en un presupuesto suscrito por esta socie-
dad y SEP II el 26 de junio de 1995, en el que se deta-
llaba la imputación de los gastos a cada una de ellas.
Telefónica tan sólo solicitaría autorización de gasto a
SEP II en el caso de que se superase el presupuesto pre-
vio, que ascendía en conjunto a 4.082 millones de ptas.,
y cuya financiación corría a cargo de SEP II en un

80,5% (3.287 millones) y por cuenta de Telefónica el
19,5% restante (795 millones de ptas.). Posteriormente
el presupuesto fue aumentado en 65 millones de ptas.
por tres partidas no previstas inicialmente entre los gas-
tos de marketing directo e investigación de mercados
(60 y 5 millones respectivamente).

En el Folleto Informativo se recogió como estima-
ción inicial de gastos de la OPV, sin considerar las
comisiones de aseguramiento y colocación, la cantidad
de 3.029 millones, sin hacer referencia al IVA.

En el siguiente cuadro se recoge la distribución de los
gastos según su naturaleza y su comparación con el pre-
supuesto aprobado, en millones de ptas., sin que hayan
podido ser verificados ni fiscalizados los gastos asumi-
dos por Telefónica, al no haber facilitado dicha entidad a
SEP II la documentación justificativa de los mismos.
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Los gastos recogidos en el cuadro fueron efectuados
y contabilizados en el ejercicio 1995, siendo imputados
adicionalmente como gastos de la OPV otros 11 millo-
nes de ptas. en el ejercicio 1996, como consecuencia de
la entrega de acciones correspondientes al bonus de
fidelidad.

El presupuesto no fue superado por el gasto realiza-
do globalmente considerado, produciéndose tan sólo
alguna diferencia de signo contrario en determinadas
partidas, sin especial relevancia.

La Carta que recogió el mandato conferido por SEP
II a Telefónica, ya mencionada, adolece de las siguien-
tes deficiencias:

1. No obliga a pedir ofertas para la ejecución de
gastos, ni a consultar a SEP II con carácter previo a la

contratación, incluso para la selección de asesores
externos.

2. No obliga a Telefónica a conservar, durante un
plazo de tiempo, toda la documentación existente en los
expedientes de contratación a disposición de SEP II. 

3. Los pagos son realizados directamente por
Telefónica, sin intervención de SEP II.

4. SEP II se compromete a reembolsar a Telefóni-
ca todos los gastos incurridos por ésta en el ejercicio
del mandato, incluyendo el coste financiero derivado
de la financiación necesaria para realizar los pagos.
Sin embargo, no se recogió en el documento suscrito
por ambas entidades la forma de llevar a cabo la justi-
ficación del gasto, así como de los pagos realizados, a
pesar de su incidencia en la cuantificación del coste
financiero.



Al contratar Telefónica a sus propios proveedores,
sin promover publicidad ni concurrencia, no se puede
valorar suficientemente el coste y la eficiencia de los
servicios prestados por ellos.

Se han fiscalizado la totalidad de los gastos imputa-
dos a SEP II, verificando básicamente la existencia de
contrato que regulara la relación comercial, el cumpli-
miento de las condiciones económicas estipuladas en el
mismo y la contabilización y liquidación efectuada por
SEP II a Telefónica.

De las verificaciones practicadas cabe señalar que
sólo dos contratos son firmados con carácter específico
para el desarrollo de la OPV, siendo la mayor parte con-
tratos de Telefónica con sus proveedores anteriores a las
fechas de realización de la oferta de acciones. En algún
caso incluso no existe contrato o carta de encargo que
recoja el objeto de la prestación a efectuar por el prove-
edor y las condiciones económicas fijadas, y existe un
contrato firmado «a posteriori» de la prestación del
servicio -para recoger el acuerdo verbal entre las partes,
que se acompaña de las facturas ya pagadas.

De los gastos de la presentación internacional
(Roadshow), 222 millones de ptas. se realizan con una
empresa que ejerce a escala mundial posición monopo-
lística en su mercado, según manifiestan los gestores
de la Entidad, por lo que tampoco se contrastan precios
que permitan calificar de forma objetiva la eficiencia
de la gestión y la razonabilidad de los gastos.

III.7 Compromisos futuros originados por la OPV

Todas las personas que concurrieron por el subtramo
minorista general y el subtramo minorista especial de
empleados y jubilados tuvieron las siguientes ventajas:

— Un descuento del 4% sobre el Precio de Refe-
rencia del Mercado.

— Un bonus de fidelidad, consistente en una acción
gratis por cada veinte adquiridas en la oferta, para aque-
llos inversores que en el plazo de un año mantuvieran
un saldo diario de acciones de Telefónica como mínimo
igual al número de acciones adjudicadas.

En función de estas condiciones SEP II provisionó
inicialmente por estos conceptos 913 millones de ptas.,
correspondientes a 1.987.152 acciones, siendo éste el
saldo que mantenía a 31 de diciembre de 1995. Para la
cuantificación inicial del número de acciones que debí-
an ser reservadas el Banco Agente remitió una comuni-
cación a SEP II informando de tal extremo.

Se ha comprobado que los movimientos realizados
en la cuenta de provisiones estuvieron soportados por
cálculos realizados por el Banco Agente. Así, el 6 de
noviembre de 1996 se realizó la entrega gratuita de
941.167 acciones, aplicándose para ello 432 millones
de ptas. provisionados como bonus de fidelidad. Igual-
mente, el 11 de diciembre de 1996 se entregaron 17.791

acciones, por importe de 8 millones de ptas., para aque-
llos casos en los que se habían planteado dudas en la
acreditación de las condiciones necesarias para acceder
a las acciones del bonus. El 31 de diciembre de 1996 se
produjo la liberación de 460 millones de ptas. provisio-
nados, al haber perdido los inversores definitivamente el
derecho a las acciones del bonus de fidelidad, recogién-
dose como ingreso en la cuenta de resultados del ejerci-
cio. Al cierre del ejercicio 1996 SEP II mantenía un
saldo de 13 millones de ptas., correspondiente a 28.194
acciones de Telefónica, como provisión para reclama-
ciones que se pudieran presentar.

IV. CONCLUSIONES

1.ª Las cuentas anuales de los ejercicios 1995
y 1996 reflejan, en todos los aspectos significativos, la
imagen fiel del patrimonio y de la situación financiera
de la Entidad, del resultado de sus operaciones y de los
recursos obtenidos y aplicados, y contienen la informa-
ción necesaria y suficiente para su interpretación y
comprensión adecuadas, de conformidad con los prin-
cipios y normas contables generalmente aceptados, con
la salvedad recogida en la siguiente conclusión.

2.ª La Entidad contabiliza en 1995 los ingresos
netos originados en la OPV de Telefónica, sin figurar
en la cuenta de pérdidas y ganancias las comisiones
satisfechas por importe de 4.914 millones de ptas. No
obstante, esa información es ofrecida en la nota expli-
cativa de los ingresos que figura en la memoria de las
cuentas anuales de la Entidad, aunque hay que realizar
una serie de cálculos para obtenerla, no apreciándose
de forma directa el importe total de las comisiones en
que incurrió la Sociedad para realizar la OPV.

3.ª La Entidad cumplió adecuadamente la norma-
tiva aplicable, tanto en su actividad societaria como en
los procesos de privatización.

4.ª El procedimiento seguido para la determina-
ción de los precios de venta de las acciones se conside-
ra adecuado y transparente, y los precios obtenidos
parecen razonables, teniendo en cuenta el valor de coti-
zación en los mercados de valores.

5.ª El sistema seguido por SEP II para seleccionar
las diferentes entidades que participaron en la OPV no se
ajustó a un procedimiento escrito que tuviera como obje-
tivo garantizar la publicidad, transparencia y concurren-
cia. En el proceso de selección no se recogió por escrito
el criterio seguido para la elección de las entidades.

6.ª Se han liquidado comisiones por el tramo inter-
nacional superiores en 33 millones de ptas. a las que se
hubieran derivado de aplicar las condiciones estableci-
das en el Folleto Informativo, como consecuencia de
una interpretación contractual y, según SEP II, de acuer-
do con prácticas internacionales de los miembros del
mercado, pero discrepante con el contenido del Folleto.

7.ª La Sociedad sufrió un quebranto por tipo de
cambio de 44 millones de ptas., al estar definido el pre-
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cio de venta de las acciones en dólares a un tipo de
cambio peseta-dólar superior al que realmente aplicó la
entidad financiera que efectuó el cambio de los dólares
recibidos por SEP II, sin que dicho quebranto fuera
previsto mediante alguna fórmula de cobertura finan-
ciera.

8.ª Para la realización de los gastos de la OPV
satisfechos por SEP II —3.164 millones de ptas.— se
confirió un mandato a Telefónica, sin que se recogiera
en el mismo la obligación de promover publicidad y
concurrencia en la contratación, siendo realizados
dichos gastos directamente por ésta con sus proveedo-
res habituales y sin que SEP II supervisara la contrata-
ción al no estar previsto en la Carta Mandato. Tampoco
se acordó en ella la obligación de Telefónica de poner a

disposición de SEP II toda la documentación existente
en los expedientes de contratación, por lo que los gas-
tos imputados a Telefónica no han sido fiscalizados.

9.ª SEP II se comprometía a reembolsar a Telefó-
nica todos los gastos incurridos por ésta en el ejercicio
del mandato, incluyendo el coste financiero derivado
de la financiación necesaria para realizar dichos pagos.
Sin embargo, no se recogió en el documento suscrito
por ambas entidades la forma de llevar a cabo la justifi-
cación del gasto ni de los pagos realizados, a pesar de
su incidencia en la cuantificación del coste financiero.

Madrid, 26 de abril de 2000.—El Presidente, Ubal-
do Nieto de Alba.
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RELACIÓN DE SIGLAS Y ABREVIATURAS UTILIZADAS EN EL INFORME 

ADS: Acciones Depositarias Americanas.
CNMV: Comisión Nacional del Mercado de Valores.
DGPE: Dirección General del Patrimonio del Estado.
IVA: Impuesto Sobre el Valor Añadido.
MEH: Ministerio de Economía y Hacienda.
OPV: Oferta Pública de Venta de Acciones.
SEP II: Sociedad Estatal de Patrimonio II.
SEPPA: Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales.
TRLGP: Texto Refundido de La Ley General Presupuestaria.
TRLSA: Texto Refundido de La Ley de Sociedades Anónimas.



CORTES GENERALES 26 DE JULIO DE 2001.—SERIE A. NÚM. 180

119



Edita: Congreso de los Diputados
Calle Floridablanca, s/n. 28071 Madrid
Teléf.: 91 390 60 00. Fax: 91 429 87 07. http://www.congreso.es

Imprime y distribuye: Imprenta Nacional BOE
Avenida de Manoteras, 54. 28050 Madrid
Teléf.: 91 384 15 00. Fax: 91 384 18 24

Depósito legal: M. 12.580 - 1961


